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Otros títulos de la serie

Con tres años de historia, la serie Comentarios a las Sentencias del 

Tribunal Electoral en su vertiente Salas Regionales se transforma, 

a modo de compilar en una sola entrega todos los artículos que 

integran el catálogo de sentencias seleccionadas por el Comité 

Académico y Editorial del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 

la Federación, correspondientes al proceso electoral 2012. El pro-

pósito es que el lector pueda consultar en un solo documento 

algunos de los casos más relevantes resueltos por las  Salas Regio-

nales y, principalmente, la opinión en torno a ellos de expertos en 

la materia. La revisión de este volumen dará cuenta del importante 

papel que desempeñan las Salas Regionales a partir de su carácter 

permanente y, aún más, de cara a los desafíos que plantea la refor-

ma político-electoral 2013-2014.
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En 2008 se publicó el primer número de la serie Comentarios a 
las Sentencias del Tribunal Electoral, un proyecto editorial enca-
minado a difundir el trabajo jurisdiccional de este órgano constitu-
cional, a partir de la discusión de algunas de sus sentencias más 
relevantes por parte de académicos y especialistas en temas jurí-
dico-electorales y políticos. Por tanto, en cada entrega se ha bus-
cado hacer patente el compromiso del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación (tepjf) en su intención por someter las 
resoluciones al escrutinio público y a la evaluación de expertos, 
al tiempo que se ha generado un espacio de apertura y transpa-
rencia con los ciudadanos, quienes tienen un mejor acercamien-
to con el trabajo jurisdiccional que realiza el tepjf en función de 
la taxonomía que de las sentencias hacen los autores invitados.

Años más tarde, la serie experimentó una transformación  
importante, que dio lugar a una vertiente en la que también se 
discutían sentencias de las Salas Regionales del tepjf. Así pues, 
en 2011, se publicó el primer número derivado de la serie original 
con el mismo concepto pero con otras ventajas, tal como la difu-
sión, en conjunto, del trabajo jurisdiccional del Tribunal y no sólo 
de su Sala Superior; la discusión de los casos locales que resul-
taran familiares a los públicos cercanos a ellos; y la invitación  
de académicos y especialistas de las entidades federativas para 
comentar las sentencias.

Ahora, con dos años de existencia, la vertiente de Salas Re-
gionales sufre una nueva transformación: los Comentarios a 
Sentencias dictadas por las Salas Regionales durante 2012,  
seleccionadas por el Comité Académico y Editorial del tepjf, se 
concentran en un solo libro compilatorio, que sustituye a las tra-
dicionales entregas individuales. Esto tiene como propósito dar 
mayor significado a las elecciones locales y federales de 2012, 
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Electoral así como al papel que desempeñaron las Salas Regionales del 
Tribunal en su desarrollo y, sobre todo, en la certeza y legalidad 
de sus resultados.

Los autores invitados a participar en esta publicación comen-
tan ocho resoluciones, a saber: dos de la Sala Regional Guadala-
jara, dos de la Sala Regional Monterrey, dos de la Sala Regional 
Xalapa, una perteneciente a la Sala Regional Distrito Federal y 
una más de la Sala Regional Toluca.

El primero de estos textos, escrito por el doctor Adrián Joaquín 
Miranda Camarena, analiza la sentencia de la Sala Regional Gua-
dalajara SG-JRC-564/2012, referente a la elección municipal de 
Guadalajara, Jalisco, en 2012. Ello como resultado de un recur-
so promovido por el Partido Acción Nacional (pan), debido a su-
puestas irregularidades en el cómputo que favorecían al Partido 
Revolucionario Institucional (pri). Los agravios esgrimidos por la 
parte actora eran, en esencia, provocados por un error aritmético  
y la pretensión, por tanto, era la apertura de paquetes electorales  
de 448 casillas con el fin de realizar un reconteo de votos.

El autor identifica de manera precisa los principales elemen-
tos de la litis, para verter sus propios comentarios en torno a la 
decisión judicial asumida por la Sala Regional Guadalajara, par-
ticularmente en dos aspectos: la vía incidental y la diligencia de 
apertura de paquetes. Al respecto, no comparte en su totalidad 
los términos de esta decisión, sin embargo, manifiesta sus coin-
cidencias con los argumentos expuestos por el magistrado del 
Tribunal Electoral jalisciense, José Guillermo Meza García, en  
el voto particular sobre el principio de exhaustividad, emitido como  
consecuencia de la sentencia dictada por el Tribunal local. El lec-
tor tendrá oportunidad de juzgar esta postura.

Por su parte, el doctor José Barragán Barragán, reconocido 
académico del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Univer-
sidad Nacional Autónoma de México, también comenta una sen-
tencia de la Sala Regional Guadalajara, la SG-JDC-5278/2012. 
En ella se discute una controversia acerca de la elección para 
los cargos de regidor y suplente en el municipio Benito de Juá-
rez, Sonora, poblado por la etnia mayo; dicha elección se realizó  
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bajo la modalidad de usos y costumbres, y en la que existían dos 
fórmulas para ocupar dichos cargos.

El doctor Barragán manifiesta su desacuerdo con los pun-
tos torales de la sentencia e incluso formula algunas propuestas  
contra-fácticas que, en su opinión, hubieran resuelto mejor  
la controversia suscitada.

Posteriormente, se encuentra el análisis del doctor Gastón 
Julián Enriquez Fuentes, profesor-investigador de la Facultad de 
Derecho y Criminología de la Universidad Autónoma de Nuevo 
León, quien estudia las sentencias acumuladas SM-JDC-256/2010 
y SM-JDC-257/2010. Mediante ellas se resolvió un caso ocurri-
do en el municipio de Jesús María, Aguascalientes, motivado por 
la inconformidad de una candidata a primera regidora en dicho 
municipio, quien fue sustituida en la fórmula presentada por el 
Partido Convergencia un día antes de la elección; este cambio 
fue avalado por el Instituto Electoral del Estado de Aguascalien-
tes. Cabe destacar que el actor que promovió la sustitución fue 
el candidato suplente de dicha fórmula, quien quedaría como ti-
tular, al alegar diversas causas de inconformidad con la candida-
ta inicialmente designada.

Los argumentos del doctor Enríquez Fuentes se centran en 

la conveniencia o no de la observancia del principio procesal de 
definitividad con otros más como el de certeza o legalidad, sin 
soslayar el riesgo existente para el derecho político-electoral de 
la quejosa, además del inherente para el resultado final de la 
votación y, por ende, de la voluntad general.

Otro autor regiomontano, el doctor Gabriel Iván de la Garza 
Santos, profesor de derecho constitucional en la Facultad Libre de 
Derecho de Monterrey, comenta una sentencia más emitida por la 
Sala Regional de la segunda circunscripción que se incluye en este 
libro; SM-JDC-591/2012. Surgió con motivo de un caso suscitado 
en Rioverde, San Luis Potosí, en el que el candidato a alcalde por el  
partido Conciencia Popular, impugnó el registro del candidato  
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Electoral del pan, porque cuando éste lo realizó no se había separado del 
cargo que ocupaba entonces como diputado local.

El autor se muestra crítico con el sentido de la sentencia y no  
comparte la interpretación que hizo la Sala Regional sobre el 
concepto de funcionario público a la luz de la legislación estatal. 
Considera además que se hizo una valoración desproporcionada 
del principio de equidad en la contienda versus el derecho huma-
no individual de votar y ser votado del candidato impugnado, al 
que finalmente se le revocó su registro días previos a la elección.

La primera de las sentencias de la Sala Regional Xalapa, in-
cluida en este material, SX-JDC-999/2012, es comentada por el 
magistrado del Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado 
de Veracruz, José Lorenzo Álvarez Montero, quien en un trabajo 
muy sucinto aborda la controversia interna suscitada en el pan, 
derivada de la convocatoria para integrar las fórmulas para se-
nadores de la República, en el marco de la elección federal 2012 
por el estado de Veracruz. Algunos de los aspirantes denuncia-
ron supuestas violaciones al reglamento de selección de candi-
datos de Acción Nacional y solicitaron la nulidad de la elección a 
partir de causales como: la instalación de los centros de votación 
en lugares distintos a los determinados por la Comisión Nacional 
de Elecciones; recibir la votación por personas u órganos distin-
tos a los facultados por el reglamento correspondiente; ejercer 
violencia física o presión sobre los funcionarios de casilla o elec-
tores, entre otras. La Segunda Sala de la Comisión Nacional de 
Elecciones conoció el asunto y consideró fundados los agravios, 
por lo que declaró la nulidad de la elección y procedió a designar 
de manera directa, a los candidatos conforme a los estatutos del 
pan, que prevén esta posibilidad ante una situación como la des-
crita. Sin embargo, el aspirante designado a ocupar la segunda 
fórmula impugnó esta decisión ante la Sala Regional Xalapa por 
considerar que tenía más derecho para ocupar la primera fórmu-
la; por tanto, exigía que se sustentara el criterio para hacer tal 
designación de acuerdo a los perfiles de los candidatos. La Sala 
Regional cedió la razón a la parte autora y ordenó invertir el or-
den de asignación en las fórmulas.
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En opinión del magistrado Álvarez Montero, la Sala Regional 

Xalapa “extendió inconstitucionalmente su jurisdicción, invadiendo 
el ámbito discrecional del Partido Acción Nacional y consecuen-
temente desconoció la atribución del citado partido para decidir 
sobre el orden de las fórmulas de candidatos a senadores por 
mayoría relativa por el Estado de Veracruz”. Una percepción que 
indudablemente generará polémica y que alentará profundamen-
te la reflexión del lector.

Las siguientes sentencias acumuladas de la misma Sala Re-
gional Xalapa, SX-JDC-1104/2012 y SX-JDC-1110/2012, se refieren 
a un asunto similar al caso anterior, pues se origina con motivo 
de un cambio de candidatos entre la primera y la segunda fór-
mula para senadores en el estado de Chiapas y los postulantes 
pertenecían al Partido de la Revolución Democrática (prd), quie-
nes contenderían a su vez por la coalición “Movimiento Progre-
sista”. En este caso, los inconformes fundaban sus agravios en el  
hecho de que las candidatas designadas originalmente como pro-
pietaria y suplente renunciaron y para su sustitución la Comisión 
Nacional de Garantías del prd no consideró a los demás aspirantes  
inscritos desde el inicio del proceso. Al final, el tepjf por conduc
to de la Sala Regional, determinó reponer el procedimiento.

La resolución en cita es estudiada por el doctor Isidro H. 
Cisneros, reconocido académico y ex consejero presidente del 
Instituto Electoral del Distrito Federal, quien en general compar-
te los términos de la misma a la luz de los derechos adquiridos:

La importancia de las sentencias SX-JDC-1104/2012 y  
SX-JDC-1110/2012 radica en que establecen un precedente 
muy importante para reforzar los mecanismos y procedimientos 
democráticos al interior de los partidos políticos, contribuyendo 
así a reafirmar la “democratización de los democratizadores” 
y la transparencia de su actuar. Además, las mencionadas 
sentencias generaron derechos adjetivos para dotar de eficacia a 
los derechos subjetivos de los militantes de los partidos políticos, 
dando un impulso al perfeccionamiento del derecho electoral y al 
Estado Democrático de Derecho.



14

Comentarios 

a las Sentencias 

del Tribunal 

Electoral A continuación toca el turno al doctor Luis Rey Raigosa Sotelo,  
profesor del Instituto Tecnológico Autónomo de México, quien 
analiza la sentencia dictada por la Sala Regional Distrito Federal,  
SDF-JDC-47/2012 y acumulados, relacionada con el tema del  
voto de los mexicanos en el exterior. 

Una veintena de ciudadanos se inconformó ante la negativa 
del Instituto Federal Electoral (ife) de permitirles registrarse en  
la Lista Nominal de Electores Residentes en el Extranjero y  
participar así en la elección para presidente de la República en 
2012. Lo anterior por carecer de credencial para votar con foto-
grafía, requisito que la Sala consideró indispensable de conformi-
dad con el sistema establecido para hacer efectivo este derecho 
para los mexicanos residentes en el extranjero, por lo que esti-
mó infundados los agravios planteados.

Al doctor Raigosa no le satisfizo la decisión final que adoptó 
la Sala Regional, pues considera que carece de argumentación 
suficiente y que la interpretación hecha de la norma, es dema-
siado formalista, lo que puede contravenir principios que buscan 
favorecer a los individuos en un contexto de plena vigencia de 
derechos humanos fundamentales. Igualmente, el lector tendrá 
la mejor opinión.

A quien le corresponde cerrar este conjunto de opiniones es al 
doctor Karlos Artemio Castilla Juárez, de la Universidad Pompeu 
Fabra, quien comenta la sentencia de la Sala Regional Toluca,  
ST-JIN-501/2012, derivada de un recurso promovido por una mu-
jer transexual; un hecho sin precedentes que pone de manifiesto 
la intención del tepjf por soslayar tabúes y apegarse a la impar-
tición de justicia plenamente imparcial, ajena a cualquier clase de 
discriminación. En este caso en cuestión, la inconforme expuso 
que atendió la convocatoria expedida por el prd para inscribirse 
como candidata externa al proceso de selección de candidatos 
para obtener una diputación federal por el distrito IV con sede en 
Tulancingo, Hidalgo. La actora resultó designada por cumplir con 
el perfil adecuado, aunque nunca fue registrada como candidata 
por el partido político en cuestión, que registró a otra persona en su 
lugar. La Sala Regional revocó el acuerdo del ife que avalaba esta  



15

Vertiente 

Salas 

Regionales
sustitución y pidió registrar a la promovente, luego de que la sen-
tencia incluyó una amonestación pública a la Comisión Nacio-
nal Electoral del prd y a la Comisión Coordinadora Nacional de 
la coalición “Movimiento Progresista”, de la cual formó parte di-
cho instituto político.

El doctor Castilla se muestra de acuerdo con el sentido de la 
resolución, realiza una revisión detallada de la sentencia asignada 
y al mismo tiempo proporciona algunos elementos de análisis adi-
cionales al estudio exclusivo de esta resolución, particularmente 
abonando argumentos para un mejor entendimiento de la cuestión 
de género a la luz de los derechos de la comunidad no hetero-
sexual. Cabe destacar que el análisis que se desarrolla incluye 
un apartado crítico y propositivo sobre los componentes que hu-
bieran hecho perfectible la sentencia.

A partir de lo esbozado, el lector contará con algunos insu-
mos básicos que alienten la lectura del libro en su conjunto y del 
estudio en específico de algunas de las sentencias más relevan-
tes de las Salas Regionales emitidas durante 2012. Como podrá 
observarse, el ánimo autocrítico de la serie se conserva inamo-
vible, aunque a veces la crítica sea severa. Contar sólo con vi-
siones afines sería un despropósito para el perfil de esta serie. 
Las voces disonantes por ello siempre serán bienvenidas en este 
espacio y en todos los que el tepjf promueva, como debe suce-
der en todo régimen auténticamente democrático.

Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación
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SUMARIO: I. Acotación a propósito 
de este análisis; II. Principios de  
const i tuc ional idad,  legal idad 
y certeza en materia electoral;  
I I I .  Di l igencia de apertura de 
paquetes electorales y ponderación 
de principios; IV. Conclusión;  
V. Fuentes consultadas.

I. Acotación a propósito  
de este análisis

En los Estados democráticos como en el 
nuestro, la impartición de justicia electoral 
ha adquirido significativa importancia por 
ser garante del respeto y la prevalencia de 
principios constitucionales que deben re-
gir todo proceso electoral para la renova-
ción de poderes públicos. La relevancia y 
las implicaciones de las determinaciones  
colegiadas adoptadas por los órganos ju-
risdiccionales electorales, se encuentran 
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Electoral en la conciencia de diversos sectores de la colectividad, sobre todo,  
de juristas interesados por el derecho electoral.

Lo anterior, se traduce en un interés natural, pues se considera 
que esas decisiones judiciales electorales son de injerencia pú-
blica al resolver controversias de impacto y amplitud social.

De tal forma, en este trabajo se analiza la sentencia emitida  
por la Sala Regional Guadalajara del Tribunal Electoral del Poder  
Judicial de la Federación (tepjf), recaída al expediente SG-JRC- 
564/2012 y sus acumulados, SG-JRC-567/2012, SG-JRC-568/2012 
y SG-JRC-570/2012, cuyo contenido versa sobre la elección mu-
nicipal de Guadalajara, en el proceso electoral local ordinario 
2011-2012. El análisis se hizo a la luz de dos aspectos importan-
tes, por un lado, los alcances de la facultad discrecional de los 
jueces electorales para la realización de la diligencia de apertura  
de paquetes electorales en determinados asuntos, particularmente 
en el caso Guadalajara; y por otro lado, vinculado a ese aspecto, 
la necesidad de ponderar la prevalencia de principios electora-
les, como la legalidad y la certeza, para la resolución y solvencia 
de la controversia planteada en el caso Guadalajara, que consti-
tuyó una elección reñida por la vía jurisdiccional.

Cabe aclarar que la pretensión de este estudio de ninguna 
manera convierte a quien realiza este análisis en un examinador  
y calificador de la sentencia; el objetivo es compartir reflexiones y  
un punto de vista respecto de la trascendencia de la resolución 
electoral que, desde un panorama retrospectivo o de su génesis,  
trajo consigo interesantes motivos de discusión, desde la resolu-
ción de la instancia jurisdiccional local, hasta la sentencia de la 
instancia federal.

Por supuesto que la ciencia jurídica exige efectuar el análisis 
de las resoluciones desde una perspectiva formal, en la que con-
vergen la interpretación y la argumentación jurídica en la praxis 
de la función judicial, que es el enfoque que se pretende en este  
estudio, es la misma idea pero no por ello se olvida del enfo-
que político, que es relevante —además de tratarse, el derecho 
electoral como derecho público— porque existe una vinculación 
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(comprensible) de la ciencia jurídica con la ciencia política, en la 
perspectiva de estudio de una sentencia electoral. 

En este caso, más allá de analizar los aspectos formales de 
la sentencia que la motivan, se delimita al estudio de los dos ejes 
temáticos que se citan en líneas anteriores para poder concluir 
en aspectos objetivos y propositivos de esos temas.

II. Principios de constitucionalidad, legalidad  
y certeza en materia electoral

Justicia electoral y principios constitucionales

Existen diversos conceptos de justicia; posturas de unos y otros 
juristas que guardan en común lo referente a dar a cada quien lo 
que merece. Por tanto, la justicia desde el punto de vista axio-
lógico es definida como; “el criterio ético que nos obliga a dar al 
prójimo lo que se le debe conforme a las exigencias ontológicas 
de su naturaleza, en orden a su subsistencia y perfeccionamien-
to individual y social” (Preciado citado en Terrazas 2007, 90), así 
como “la constante y perpetua voluntad de dar a cada quien lo 
suyo” (Ulpiano citado en Covarrubias 2008, 144). En palabras del 
autor Luis Antonio Corona Nakamura (2009, 85), “la justicia cons-
tituye el valor fundamental a que aspira la función jurisdiccional”. 
En un sentido más estricto, se puede definir a la justicia como “la 
aplicación a los casos concretos de las disposiciones legales o 
la concreción de la norma general y abstracta a una situación de 
hecho específica y particular” (Covarrubias 2008, 255).

Por justicia electoral en sentido estricto y en palabras de José 
de Jesús Orozco Henríquez, se entiende a

[…] los diversos medios jurídico-técnicos de impugnación 
o control (juicios, recursos o reclamaciones) de los actos y 
procedimientos electorales, ya sea que se sustancien ante un 
órgano de naturaleza administrativa, jurisdiccional y/o política, 
para garantizar la regularidad de las elecciones y que las mismas 
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Electoral se ajusten a derecho, esto es, a los principios de constitucionalidad 
y/o legalidad, corrigiendo eventuales errores o infracciones 
a la normatividad electoral (a los anteriores cabría agregar, 
en su caso y por su especificidad, los medios de control de la 
constitucionalidad de las leyes o normas generales de carácter 
electoral) (Orozco 1999, 45).

Desde la perspectiva del concepto citado, la impartición de  
justicia electoral tiene el propósito de que en la celebración de las 
elecciones para la renovación de los poderes Legislativo, Ejecutivo 
y, en el caso de las entidades federativas, de los ayuntamientos, 
se garanticen los principios democráticos de periodicidad, liber-
tad y autenticidad de los comicios, que constituyen presupuestos 
esenciales del Estado democrático, como lo establece el artículo  
41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(cpeum).

Previo al avance en el presente análisis, resulta pertinente ex-
plicar el alcance y objeto de los principios en la justicia electoral.

Primero cabe hacer la distinción entre principios y reglas. El 
tratadista Robert Alexy resume las reglas y los principios en  
el concepto de norma, ya que tanto aquéllas como éstos dicen lo  
que debe ser. Señala que ambos pueden ser formulados con  
la ayuda de expresiones deónticas básicas del mandato, la permi-
sión y la prohibición. Los dos son razones de juicio concretos de 
“deber ser”, aun cuando sean razones de un tipo muy diferente.  
Por tanto, concluye, la distinción entre unas y otros debe hacer-
se entre dos tipos de normas (Alexy 2002, 83).

Alexy distingue a las reglas y los principios con el criterio de 
generalidad. Bajo esta clasificación, los principios son normas 
de un grado de generalidad relativamente alto, y las reglas son 
normas con un nivel relativamente bajo. Desde la perspecti-
va del mandato de optimización, los principios son normas que 
ordenan que algo sea realizado en la mayor medida posible, 
dentro de las posibilidades jurídicas reales existentes; en cam-
bio las reglas son normas que sólo pueden ser cumplidas o no 
(Alexy 2002, 86-7).



21

Vertiente 

Salas 

Regionales
En cuanto al objeto de los principios en materia electoral, el 

autor Flavio Galván explica que consisten en “proporcionar ele-
mentos normativos básicos, cardinales fundamentales, ineludibles 
e insalvables, así como razonamientos valorativos y, en general, 
argumentos lógico-jurídicos prioritarios” (Galván 2006a, 72); por 
lo que llegado el momento en que el juez deba resolver una con-
troversia determinada de intereses jurídico-político-electorales, 
sometida a su conocimiento y decisión, se verá en la elemental, 
difícil e insalvable necesidad de aplicar los principios generales 
del derecho electoral al interpretar las normas reguladoras del 
caso concreto controvertido.

Asimismo, Flavio Galván añade que los principios generales 
del derecho electoral:

[…] pueden estar contenidos en forma expresa o escrita en los 
ordenamientos jurídicos constitutivos del sistema normativo 
electoral, tanto nacional como supranacional e internacional 
o aparecer solamente en forma implícita en los tratados, 
declaraciones, convenciones o pactos internacionales o en la 
Constitución General de la República, así como en los códigos 
y en las leyes aplicables en la materia electoral, federal y local. 
También los principios pueden encontrar su origen y sustento 
fundamental en el Derecho electoral erudito, es decir, en la ciencia, 
teoría o doctrina del Derecho Electoral, debiendo ser congruentes 
con el sistema normativo formalmente válido o vigente, además 
de conservar la armonía con los valores que lo informa o delimitan 
(Galván 2006a, 72-3).

Respecto del principio democrático, el mismo autor explica que:

[…] el principio general común, fundamental, básico o universal 
del Derecho Electoral es el principio de democracia representativa, 
que garantiza no solamente el cumplimiento del principio de 
legalidad electoral sino también el de legitimación jurídica-política 
de quienes gobiernan en nombre y representación del cuerpo 
electoral del Estado (Galván 2006a, 73).
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rio de la justicia electoral, se debe observar el respeto de ciertos 
principios de rango constitucional, de los cuales, resulta intere-
sante retomar la clasificación que Corona Nakamura (2009, 106) 
intitula como Sistema de principios rectores de la función juris-
diccional electoral en México. Su contenido refiere a los prin-
cipios generales directos: justicia y equidad, igualdad, tutela 
judicial, audiencia, imparcialidad, probidad, legalidad, certeza, 
seguridad jurídica, supremacía constitucional, objetividad, pro-
fesionalismo y excelencia. Como principios generales indirec-
tos: soberanía nacional, principio democrático, representación 
nacional, sufragio universal, libre, secreto y directo, división de 
poderes, autenticidad, legalidad electoral, independencia elec-
toral, autonomía electoral, certeza, objetividad, transparencia y 
profesionalismo electoral.

Resulta de interés particular, la clasificación que Coro-
na Nakamura realiza de los principios procesales, señalando  
como bases del juez y las partes: equidad, congruencia, exhaus
tividad, plenitud de jurisdicción, igualdad, contradicción, instancia 
de parte. Y como reglas: dispositividad, mediatez, concentración,  
escrituración, especialización, publicidad, adquisición procesal y 
economía procesal. Citando, además, con relación a las bases  
de la dinámica procesal: serialidad, gradualidad, progresividad,  
irreversabilidad, preclusividad, decaimiento, conservación  
de los actos válidamente celebrados, interés difuso y la no sus-
pensión de los actos electorales. 

Los principios rectores de referencia derivan de disposiciones 
constitucionales, legales y/o reglamentarias, inclusive de tratados 
o convenciones internacionales firmados y ratificados por nuestro 
país, y en algunos casos […] derivan de la jurisprudencia emitida 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 
la Federación (Corona 2009, 107).

En su labor jurisdiccional, los juzgadores de los Tribunales 
electorales cuentan con plena conciencia del valor de justicia y 
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del resto de los principios inherentes a esa función, de los que 
idealmente no deben apartarse o distraerse por motivaciones  
de índole político. Esto se cita, porque la materia electoral guarda  
una relación estrecha con el entorno político de la sociedad, y an-
te la mirada de la ciudadanía que está al pendiente, vigilante, de 
la actuación de los jueces al resolver las controversias que son  
sometidas a su conocimiento y jurisdicción.

El artículo 41, base III, apartado D, fracción VI, de la Carta 
Magna, prevé varios principios que deben observarse al impar-
tir justifica electoral:

VI. Para garantizar los principios de constitucionalidad y legalidad de  
los actos y resoluciones electorales, se establecerá un sistema 
de medios de impugnación en los términos que señalen esta 
Constitución y la ley. Dicho sistema dará definitividad a las 
distintas etapas de los procesos electorales y garantizará la 
protección de los derechos políticos de los ciudadanos de votar, 
ser votados y de asociación, en los términos del artículo 99 de 
esta Constitución (cpeum, artículo 41, base III, apartado D, 
fracción VI).

El principio de constitucionalidad se refiere a que “todas las 
autoridades están obligadas a tener en cuenta que la Constitu-
ción es la norma suprema, la base y unidad de todo el orden jurí-
dico”, esto es, se debe respetar su supremacía, con la implicación 
de aplicar los principios que en ella se prevean. Referente al de 
legalidad, Rodolfo Terrazas Salgado indica que la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación (scjn) precisó que:

[…] se considera legal (del latín legalis) lo que está “prescrito por 
la ley y conforme a ella”, por consiguiente, la legalidad será la 
“cualidad de legal” […] el principio de legalidad, consistente en 
que las autoridades del Estado sólo pueden actuar cuando la ley 
se los permite, en la forma y los términos que dicha ley determine. 
El origen del principio de legalidad se remonta al pensamiento 
jurídico y filosófico de la Ilustración que postulaba la obligatoriedad 
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provenían de la voluntad y la razón del pueblo soberano (Terrazas 
2007, 118).

La Sala Superior del tepjf sostiene lo siguiente, respecto del 
principio de legalidad electoral:

De conformidad con las reformas a los artículos 41, fracción IV; 99, 
párrafo cuarto; 105, fracción II y 116, fracción IV, incisos b) y d), 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así 
como en términos de los artículos 186 y 189 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación, y 3 de la Ley General del 
Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, se 
estableció un sistema integral de justicia en materia electoral cuya 
trascendencia radica en que por primera vez en el orden jurídico 
mexicano se prevén los mecanismos para que todas las leyes, 
actos y resoluciones electorales se sujeten invariablemente a lo 
previsto en la Constitución Federal y, en su caso, las disposiciones 
legales aplicables, tanto para proteger los derechos político-
electorales de los ciudadanos mexicanos como para efectuar la 
revisión de la constitucionalidad o, en su caso, legalidad de los 
actos y resoluciones definitivos de las autoridades electorales 
federales y locales (Jurisprudencia 21/2001).

Se trata de un principio que se encuentra regulado en el ar
tículo 16 constitucional, en el que claramente se ordena que todas 
las autoridades deben atenerse en su actuación a lo dispuesto 
por las leyes, que deben fundar y motivar todas sus determina-
ciones con el fin de estar apegados a derecho.

Por otra parte, el principio de certeza,1 aplicado a lo jurídico, 
puede definirse como: 

1	 Según Nicola Abbagnano, a la palabra certeza “le podemos atribuir dos significados 
fundamentales: 1) la seguridad subjetiva de la verdad de un conocimiento; y 2) la 
garantía que un conocimiento ofrece de su verdad”. (1982, 159-60)
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el conocimiento que nos proporciona la ley para determinar 
nuestros derechos y saber en consecuencia el límite de nuestra 
posibilidad de actuar jurídicamente, esto, con independencia de  
la intervención de los órganos coactivos del Estado para hacer 
respetar nuestros derechos (Azúa citado en Corona 2009, 90). 

Se trata de un principio cuyo significado “radica en que la ac-
ción o acciones que se efectúen serán del todo veraces, reales 
y apegadas a los hechos”, es decir, que el resultado de los pro-
cesos sean completamente verificables, fidedignos y confiables. 
De esta forma, “la certeza se convierte en supuesto obligado de 
la democracia” (Galván 2006, 90).

De hecho, el respeto de los principios y valores democráti-
cos es necesario para considerar válida una elección, principios 
que encuentran fundamento en la Carta Magna; pero, además, la  
scjn se ha pronunciado sobre ellos en sus criterios y ha de
terminado que para el análisis de toda legislación electoral es 
pertinente acudir a lo previsto en los artículos 41 y 116, fracción 
IV, de la Constitución federal, como punto de partida de los cri
terios de validez que alinean el examen de las normas electora-
les. Esto es precisamente lo que sustenta la máxima autoridad 
judicial en nuestro país, en la tesis de jurisprudencia de rubro 
XXXVII/2006. De igual forma, la Sala Superior del tepjf susten-
tó la tesis de rubro X/2001.

Asimismo, las resoluciones judiciales electorales deben re-
vestirse de legalidad, imprimir certeza y, en los casos en que 
la controversia que resuelven se vincula a los resultados co-
miciales, deben otorgar legitimidad a esos resultados, de tal 
forma que los electores puedan estar seguros de que se ha 
respetado su decisión de elegir a sus representantes. Esta  
es una facultad relevante, primordial, de entre las que tie-
nen los jueces electorales, que solamente puede lograrse en 
la medida en que sus resoluciones estén cabalmente funda-
das y motivadas a la luz de argumentos sólidos con los que 
resuelven los asuntos que les son planteados, desprovistas, 
al mismo tiempo, de cualquier influencia ajena a la correcta y  
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tos a su conocimiento.

La mayoría de los textos constitucionales en los artículos 1, 
14 y 16, de la Constitución, resaltan la necesidad de dar razo-
nes para decidir, incluso el derecho a una sentencia motivada  
está íntimamente ligado al derecho a una tutela judicial efectiva de  
jueces y tribunales, ya que ese derecho no se agota con el  
debido proceso, sino que incluye una decisión fundada. Se con-
sidera que una sentencia está mínimamente argumentada cuan-
do permite el control de otro órgano judicial, cuando permite su 
crítica y cuando muestra el esfuerzo del juez por lograr una apli-
cación del derecho vigente libre de toda arbitrariedad. 

La decisión judicial debe encaminarse a lograr el convenci-
miento no sólo del directamente afectado por la misma, sino tam-
bién de las otras partes que integran el proceso, respecto de su 
corrección y justicia sobre los derechos de un ciudadano o de  
un partido político, máxime en el derecho electoral, en donde el 
bien jurídico tutelado es el sufragio ciudadano y el valor demo-
crático en general. La eficiencia de la argumentación consiste 
en imprimir en la tesis esgrimida la vitalidad, la fuerza y las razones  
convincentes que conduzcan a los interlocutores, destinatarios de  
la argumentación, hacia la acción u omisión que se busca.

La argumentación es la actividad central del derecho, la ex-
presión sistematizada del raciocinio, ya sea en forma escrita u 
oral, orientada a conseguir que el interlocutor comprenda, lo más 
lejano posible de toda ambigüedad, el fundamento de lo comu-
nicado. Sin la argumentación no puede existir la defensa de las  
pretensiones de las partes en un litigio, ni la legitimidad del  
órgano resolutor; de ahí que un estudio del derecho electoral o de 
cualquier rama del derecho debe pasar revista por la argumen-
tación que se realiza ante sus órganos y por los órganos encar-
gados de aplicar las normas.

Ahora bien, se coincide con el criterio de Gerardo Ribeiro, 
quien señala que existen motivos por los que se debe argumen-
tar en el ámbito del derecho:
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1)	 Por el principio de legalidad, ninguna norma tiene validez legal  

si no se aportan razones establecidas por el propio corpus 
jurídico.

2)	 Porque es imperativo aducir razones (racionales y razonables) 
para producir, aplicar o analizar las proposiciones legales.

3)	 Porque el Estado de derecho democrático se sustenta no 
sólo en el principio de legalidad, sino en la pertinencia que 
existe entre el corpus jurídico disciplinador y la moral comu-
nitaria (entendida por cultura) (Ribeiro 2006, 25).

En todo caso, no debe pasarse por alto que en la interlocución 
entre el órgano jurisdiccional electoral (en tanto que es autoridad) 
y las partes en todo procedimiento (como gobernados o destina-
tarios de la aplicación de justicia), resulta primordial la existen-
cia de una respuesta clara o soluciones a las controversias, pero 
también conciencia de la necesidad de privilegiar los principios 
constitucionales atinentes a la prevalencia del orden social, de  
la convicción y certeza sobre los resultados electorales, de tal for-
ma que no quede lugar a dudas de que las decisiones judiciales 
colmaron cualquier incertidumbre existente.

III. Diligencia de apertura de paquetes  
electorales y ponderación de principios

Durante el proceso electoral ordinario, la elección municipal para 
renovar al ayuntamiento de Guadalajara, Jalisco, para el perio-
do constitucional de 2012-2015, fue observada por la ciudadanía, 
principalmente porque se trata del municipio capital de la entidad 
federativa reñido desde la etapa de precampañas y campañas, 
hasta la etapa de resultados y calificación electorales. La enver-
gadura de esa elección, finalmente trajo consigo el cuestionamien-
to de los resultados comiciales y la validez de la misma mediante 
la interposición de juicios y recursos procesales ante los Tribuna-
les electorales, primero ante la jurisdicción local y posteriormen-
te ante la instancia federal. 
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Como resultado de la jornada electoral celebrada el 1 de julio 
de 2012 para la renovación de los poderes Legislativo, Ejecuti-
vo y de los 125 ayuntamientos en el estado de Jalisco, particu-
larmente en el municipio de Guadalajara, el Consejo General del  
Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Jalisco (iepc) 
realizó el 4 de julio de ese año, la sesión de cómputo municipal 
de la elección, en la cual el representante del Partido Acción Na-
cional (pan) solicitó a la autoridad electoral la apertura y el nuevo 
cómputo de 448 casillas, bajo el señalamiento de supuesto error 
aritmético en las mismas. Ante este panorama, el Consejo Muni-
cipal Electoral de Guadalajara solamente aprobó realizar el nuevo 
cómputo de un total de 48 casillas, y una vez efectuado, resultó 
ganadora la planilla registrada por la coalición “Compromiso por 
Jalisco”, integrada por los partidos políticos Revolucionario Insti-
tucional (pri) y Verde Ecologista de México (pvem),2 en segundo 
lugar quedó la postulada por el pan. Posteriormente, el 8 de julio 
de 2012, el Consejo General del iepc calificó la elección munici-
pal y expidió la constancia de mayoría y asignación de regidores 
por el principio de representación proporcional.

El pan, inconforme con los actos citados en el párrafo que an-
tecede y sus resultados, interpuso una demanda del juicio de in-
conformidad en contra del resultado del cómputo municipal, contra 
la declaración de validez y la entrega de constancias de mayoría 
a la planilla de la coalición “Compromiso por Jalisco”, así como 
en contra de la asignación de regidurías por el principio de repre-
sentación proporcional. Ante la pluralidad de actos impugnados 
que materializaron cuatro supuestos de procedencia del juicio, 
hechos valer por el actor en un mismo escrito de demanda, el 20 
de julio de 2012, el Pleno del Tribunal Electoral del Poder Judi-

2	 Los resultados arrojados por el cómputo municipal fueron de 322,155 votos a favor 
de la coalición “Compromiso por Jalisco” y 274,922 votos para el pan. Véase la 
sentencia del tepjej, recaída al juicio de inconformidad con número de expediente 
JIN-034/2012, foja 3.
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cial del Estado de Jalisco (tepjej) —atendiendo al artículo 6183  
del Código Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de  
Jalisco— requirió al pan para que determinara por exclusión, cuál 
de los supuestos debía prevalecer para constituir la materia del 
juicio por él interpuesto.

Finalmente, el Pleno del Tribunal Electoral estatal determinó 
conocer del juicio solamente los actos relacionados al cómpu-
to municipal y los resultados consignados en el acta de cómputo. 
Ante esta situación, y para combatir esa determinación, el actor 
interpuso un juicio de revisión constitucional electoral,4 que al re-
solverse ordenó al Órgano Jurisdiccional local, que estudiara los 
cuatro actos combatidos en la demanda primigenia. Esta última 
resolución provocó, a su vez, que el pri la impugnara por la vía 
del recurso de reconsideración5 ante la Sala Superior del tepjf,  
que al resolverlo, el 5 de septiembre de 2012, ordenó al Tribunal 
local que escindiera el expediente con el fin de ser analizados los 
diversos actos impugnados, pero de forma separada: por un lado, 
los actos relacionados con el acta de cómputo municipal (anali-
zada por el tepjej finalmente a través del juicio de inconformi-
dad con número de expediente JIN-034/2012) y, por el otro, los 
actos relativos a la declaración de validez y expedición de cons-
tancias de mayoría (analizada por el tepjej en el juicio de incon-
formidad con número de expediente JIN-095/2012).

Ahora bien, respecto de los agravios que esgrimió el pan y 
que fueron analizados en el juicio de inconformidad, registrado 
en el libro de gobierno del tepjej con número de expediente JIN-
034/2012, se destaca para los efectos de este estudio el primer 
agravio identificado como “error aritmético” (JIN-034/2012, 15). 

3	 El citado precepto legal dispone lo siguiente: “Artículo 618. 1. En ningún caso se 
podrá impugnar mediante un escrito de inconformidad: I. Más de una elección; o II. 
Distintos supuestos de procedencia del juicio, salvo que los actos o resoluciones 
susceptibles de impugnación corran a cargo de uno sólo de los órganos del Instituto 
Electoral y éstos sean emitidos en la misma sesión (cepcej, artículo 618, 2008).”

4	 El juicio en cita quedó registrado en la Sala Regional Guadalajara del tepjf, con 
el número de expediente SG-JRC-506/2012.

5	 El recurso de reconsideración de referencia quedó registrado en el índice de la 
Sala Superior del tepjf, con el número de expediente SUP-REC-154/2012.
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dolió de que a pesar de haber solicitado ante el Consejo Munici-
pal Electoral de Guadalajara la apertura de 448 casillas electo-
rales ubicadas en el municipio (porque en las actas de escrutinio 
y cómputo levantadas el día de la jornada electoral en las me-
sas directivas relativas a esas casillas, se apreciaban irregula-
ridades, lo que violentaba en su perjuicio el principio de certeza  
y el derecho a la transparencia, así como el principio de equidad), 
no fue atendida su solicitud de apertura de los paquetes; que en 
todo caso, únicamente se verificaron 48 casillas en cuyas actas 
se advirtieron errores aritméticos, que una vez corregidos, provo-
caron una modificación en la suma total de la votación. 

Asimismo, el pan adujó que de la suma aritmética de los re-
sultados consignados en las actas de escrutinio y cómputo en 
cuestión, se advirtió que se registraron 46,384 votos a su favor y 
62,003 en favor de la coalición “Compromiso por Jalisco”, integra-
da por el pri y el pvem, lo cual arrojó una diferencia de votos, úni-
camente en estas casillas, de 25,319. Esta cantidad representa 
54% de la diferencia total de votos arrojados por el cómputo mu-
nicipal impugnado, además de que citó que las casillas respec-
to de las cuales solicitaba el incidente de apertura de paquetes 
electorales representaban únicamente 21% de la totalidad de ca-
sillas instaladas en el municipio de Guadalajara, Jalisco, por lo 
que infirió que en la consignación de los resultados registrados 
en las actas de escrutinio y cómputo conducentes existieron di-
versas irregularidades que violentaban en forma grave la certe-
za en la votación emitida en el municipio.

Luego de lo anterior, el partido político actor, en el juicio de 
inconformidad ante el Tribunal Electoral local, solicitó en su de-
manda la apertura de paquetes de las casillas motivo del agravio 
(ofreciendo como prueba las documentales públicas consistentes 
en las actas de la jornada electoral, actas de escrutinio y cómputo,  
escritos de incidentes y escrito de protesta y boletas electora-
les, acreditando haberlas requerido a la autoridad responsable, 
así como los resultados del Programa de Resultados Electorales  
Preliminares de esas casillas, acta de cómputo municipal de la 
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elección de munícipes de Guadalajara), lo que derivó en que 
el entonces magistrado instructor del asunto propusiera al Ple-
no del tepjej resolver en forma incidental esa pretensión y soli-
citud del actor, bajo el siguiente razonamiento y argumentación 
que estableció el magistrado José Guillermo Meza García, co-
mo puede advertirse en el juicio de inconformidad, expediente  
JIN-034/2012,6 que en sus fojas 9 y 10, señala:

En este sentido, al advertir el análisis del escrito de demanda 
presentada por el Partido Acción Nacional, que una de las 
pretensiones del accionante es la solicitud de apertura de paquetes 
electorales, visible a foja 5, dirigida concreta y directamente ante 
este órgano jurisdiccional, propuse resolver dicha petición en 
forma incidental.
Lo anterior, por la sencilla razón de que para el ponente, el criterio 
jurisdiccional aplicable al acto de apertura de paquetes electorales 
obedece a una cuestión que debe resolverse previa al fondo del 
asunto, pues la finalidad que persigue es dotar de mayor certeza 
a los resultados de la votación depurando las inconsistencias que 
se hubieren realizado en el cómputo de la elección de Guadalajara, 
Jalisco y una vez efectuado lo anterior, se proceda a estudiar, 
sobre la base objetiva del nuevo resultado obtenido del recuento 
[sic] votos, las causales de nulidad de votación recibida en casillas 
previstas en el artículo 636 de Código Electoral y de Participación 
Ciudadana del Estado de Jalisco, hechas valer en el escrito de 
inconformidad.
Bajo estos términos, proyecté una resolución interlocutoria en la 
que se recoge, la ineludible necesidad de abrir algunos paquetes 
electorales, la competencia de este Tribunal Electoral del Poder 
Judicial del Estado de Jalisco para conocer y resolver el incidente 
planteado, de igual forma un estudio pormenorizado de las casillas 

6	 El acuerdo plenario del tepjej en cita, obra a fojas 0001110 a 0001128, del tomo 
III, cuaderno accesorio 1, como parte integrante del juicio de revisión constitucional 
electoral con número de expediente SG-JRC-0564/2012 y acumulados, que obra 
como asunto concluido en el Archivo Judicial del tepjej.
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Electoral respecto de las cuales es procedente la apertura de paquetes 
electorales y por último, se relatan los efectos y procedimiento 
de la diligencia prevista para ello.
El proyecto de interlocutoria fue circulado para su conocimiento a 
los magistrados integrantes del Pleno de este órgano colegiado 
el 10 diez de agosto del presente año, con oficio de la Ponencia 
Instructora; asimismo, el trámite en cuestión fue materia de la 
sesión privada de trabajo que tuvo lugar el día 14 catorce del 
presente mes y año, de acuerdo a lo que establece el numeral 45, 
fracción IV del Reglamento Interior de este Tribunal Electoral. En 
la sesión privada de trabajo, fue imposible que el Pleno arribara 
a alguna conclusión jurídica respecto de la procedencia de la 
interlocutoria de apertura de paquetes por lo que, tomando en 
consideración que los términos en materia electoral para resolver 
los Juicios de Inconformidad son improrrogables y fatales de 
acuerdo a lo previsto en los artículos [sic] 633 de Código Electoral 
y de Participación Ciudadana del Estado de Jalisco […] se solicitó, 
a la brevedad, la emisión de convocatoria de sesión pública de 
resolución, para la discusión y en su caso, aprobación de la 
interlocutoria propuesta, con fundamento legal en el artículo 15, 
así como en la fracción XII numeral 45 del citado Reglamento que 
rige este Tribunal Electoral.

De acuerdo con la postura del instructor, se considera que la 
vía incidental para solventar la solicitud del actor, estaba funda-
mentada y motivada de forma suficiente y atinada —en aras de  
privilegiar a la certeza en los resultados comiciales— como se 
intentará explicar más adelante; sin embargo, a la postre, fue de-
negada esta solicitud de la diligencia de apertura de paquetes 
por parte de la mayoría de los magistrados del Tribunal Electoral  
local.

En efecto, el Pleno del tepjej, en su sentencia recaída al jui-
cio de inconformidad, particularmente al resolver el agravio prime-
ro “error aritmético” (JIN-034/2012, 96), calificó como infundado 
el agravio, y respecto de la apertura de paquetes de las casillas 
impugnadas sobre las que se solicitaba la diligencia, no avaló la 
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práctica de la misma, a la luz de diversas razones (JIN-034/2012, 
100-3) que a continuación se sintetizan:

1)	 Que la legislación electoral del estado de Jalisco no prevé 
la práctica de apertura de paquetes por un Órgano Jurisdic-
cional, como lo es el Tribunal Electoral del Poder Judicial del 
Estado de Jalisco.

2)	 Que ha sido criterio de la Sala Superior del tepjej,7 que 
sólo en casos extraordinarios podría darse la realización 
de alguna diligencia judicial, siempre que, habiéndose 
agotado todos los medios posibles para dilucidar la situa-
ción, sólo se pueda alcanzar certidumbre a través de tal 
diligencia.

3)	 Que para decretar la apertura de paquetes electorales resul-
ta indispensable que en las actas de escrutinio y cómputo de 
la casilla existan las omisiones o incongruencias indicadas 
en la jurisprudencia, de tal modo que se evidencie la perti-
nencia de la medida, porque la finalidad perseguida consiste 
en que no se lleven a cabo diligencias o actuaciones inútiles 
para los fines de los procesos en particular, que sólo dilaten 
el dictado de las resoluciones o produzcan efectos ajenos 
al cometido del juicio.

4)	 Que en el caso analizado es infundada la pretensión del  
actor consistente en la apertura de paquetes, porque no se 
reúnen las condiciones necesarias para ordenar la diligen-
cia señaladas en el artículo 637 del Código Electoral y de 
Participación Ciudadana del Estado de Jalisco, en donde se 
prevén los mecanismos y procedimientos a llevar a cabo en 
el recuento de votos.

5)	 Que no quedó acreditado que el actor hubiera solicitado, an-
te la autoridad electoral primigenia, la apertura de paquetes 
electorales, lo que sí señaló fue “las inconsistencias que a 
su juicio contienen las actas”.

7	 En la sentencia citada se transcribe y se hace referencia el estudio a la 
Jurisprudencia 10/97.
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dían ser obtenidos o deducidos de los diversos datos que 
se tenían en autos.8

Finalmente, este agravio se declaró infundado y luego del 
análisis de los motivos de agravio restantes del pan, el juicio  
de inconformidad (JIN-034/2012), el 10 de septiembre de 2012, 
se resolvió —con el voto particular de uno de los magistrados— 
por el Pleno del tepjej, en el sentido de modificar los resultados 
consignados en el acta de cómputo municipal de la elección de  
Guadalajara que, a la postre, no revirtió el triunfo de la planilla  
de la coalición “Compromiso por Jalisco”. Cabe mencionar que a 
la par y en la misma fecha el citado órgano jurisdiccional esta-
tal resolvió el diverso juicio de inconformidad identificado con el 
número de expediente JIN-095/2012 (recordemos que fue moti-
vo de la escisión de expedientes ordenada por la Sala Superior 
del tepjf), en el cual se confirmó la declaración de validez de la 
elección de munícipes celebrada en el municipio de Guadalajara,  
Jalisco, y se ordenó la expedición de la constancia de mayoría a 
la planilla registrada por la coalición “Compromiso por Jalisco”, con 
motivo del proceso electoral local ordinario 2011-2012.

Al prevalecer el motivo de inconformidad de Acción Nacional 
con los fallos citados, el 14 de septiembre de 2012 interpuso de-
mandas de juicio de revisión constitucional electoral ante la Sala 
Regional Guadalajara del tepjf, una en contra de la resolución re-
caída al juicio de inconformidad número JIN-034/2012, que versó  
sobre los resultados del cómputo municipal (éste quedó registrado 
en el índice de la Sala Regional Guadalajara del citado Tribunal 
Electoral federal con el número de expediente SG-JRC-564/2012), 
y otra por la correspondiente al JIN-095/2012, respecto de la de-
claración de validez y expedición de constancia de mayoría a la 
planilla triunfadora (a su vez, registrado con el número de expe-
diente SG-JRC-570/2012).

8	 En la sentencia citada se transcribe y se hace referencia en el estudio a la 
Jurisprudencia 14/2004.
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Pero no fue el único instituto político que impugnó, el pri y el 

pvem, integrantes de la coalición “Compromiso por Jalisco” tam-
bién promovieron sendos juicios de revisión constitucional elec-
toral; sus demandas formaron los expedientes SG-JRC-567/2012  
interpuesto contra la sentencia recaída al JIN-095/2012, y en con-
tra de la JIN-034/2012 se formó el expediente SG-JRC-568/2012, 
del índice de la Sala Regional Guadalajara del tepjf.

En este sentido, las tres últimas fueron acumuladas a la primi-
genia, mediante un acuerdo del 27 de septiembre de 2012, emitido  
por el magistrado instructor, formándose así en el expediente cuya  
resolución es motivo del presente trabajo.

Agravios esgrimidos por los partidos pan y pri  
en sus demandas de los juicios acumulados

Sin perder de vista que en el presente análisis el interés radica 
en constreñirse al eje temático relacionado con la solicitud dirigi-
da al Tribunal Electoral local respecto de la apertura de paque-
tes por parte del pan, así como la respuesta emitida y el estudio a 
ese asunto a cargo de la Sala Regional Guadalajara del tepjf, es 
necesario señalar el planteamiento que, en vía de agravio, efec-
tuó el citado instituto político actor, así como el esgrimido por el 
pri de vinculación al tema.

En tal tenor, en lo que corresponde a la impugnación del pan 
contra la resolución recaída al expediente del juicio de inconfor-
midad JIN-034/2012, el actor esgrimió, entre otros, los siguientes 
motivos de agravio que a efecto de su estudio, fueron resumidos 
e identificados con numerales por la Sala Regional Guadalajara 
del tepjf (SG-JRC-564/2012 y acumulados, 35), de la siguien-
te forma:

3. Que el Tribunal electoral señalado como responsable, no 
autorizó en el proceso de sustanciación del juicio de inconformidad 
de mérito la apertura de paquetes electorales solicitada, violando 
con ello el principio de certeza jurídica, ya que señala el actor,  
en las casillas impugnadas existían errores sustanciales que 
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Electoral ponen en riesgo el resultado de la elección, violentando con ello 
los artículos 14 y 16 Constitucionales.
[…]
5. Que existió error en la computación de votos en las actas de cómputo 
de casilla, y el Tribunal electoral responsable utilizó las mismas 
como base para emitir su resolución, actas plagadas de errores.

Por su parte, el pri, integrante de la coalición “Compromiso por 
Jalisco”, en sus demandas de los juicios de revisión constitucional 
electoral SG-JRC-568/2012 y SG-JRC-567/2012, interpuestos 
contra las resoluciones emitidas en los juicios de inconformidad 
JIN-34/2012 y JIN-095/2012, manifestó como agravios entre  
otros y tal como los sintetizó e identificó la Sala Regional Gua-
dalajara del tepjf:

13. La autoridad señalada como responsable, al hacer el estudio 
de las casillas impugnadas por haber mediado error, hace una 
inexacta valoración de las circunstancias individuales de cada 
casilla, ordenando en consecuencia, la nulidad de la votación 
recibida en treinta y tres casillas de las anuladas, sin haber 
tomado en cuenta si la diferencia numérica era determinante para 
el resultado de la elección.
[…]
20. No medió solicitud incidental de apertura de paquetes, y si 
bien dicho incidente no se contempla en la Ley electoral local, se 
pudo haber tramitado de conformidad al artículo 21 bis de la Ley 
General del Sistema de Medios de Impugnación.
21. Se viola lo dispuesto por los artículos 39, 41 y 99 de la 
Carta Magna, ya que se anularon casillas sin causa plenamente 
probada, violando con ello el principio general de derecho de  
conservación de los actos válidamente celebrados (SG-JRC- 
564/2012 y acumulados, 38-40).

Ahora bien, considerando en su conjunto, las demandas de 
los juicios acumulados que le fueron planteados, la Sala Regio-
nal Guadalajara del tepjf fijó la litis de la siguiente forma: 
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En consecuencia, la litis en los presentes asuntos, consiste en 
determinar si las resoluciones impugnadas en esta instancia 
constitucional, fueron emitidas conforme a derecho, esto es, 
atendiendo a los principios de constitucionalidad y de legalidad, 
en términos de lo establecido en los numerales 41, párrafo 
segundo, base VI, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y 3, párrafo 1, inciso a), de la Ley General 
del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, 
y por tanto deban confirmarse; o si por el contrario, resultan 
procedentes los motivos de inconformidad expresados por los 
institutos políticos actores a través de sus representantes en las 
demandas de mérito y, en consecuencia, deban ser revocadas o 
modificadas (SG-JRC-564/2012 y acumulados, 40).

De lo citado en párrafos anteriores, resulta evidente que para 
el actor pan, el hecho de que el Tribunal Electoral local no haya 
autorizado la apertura de paquetes —que solicitó para un nuevo 
recuento parcial, no total— constituye un agravio esencial, por 
conculcar en su perjuicio el principio de certeza que debe impe-
rar, así como la garantías reguladas por los artículos 14 y 16 de la 
Carta Magna. Y el pri, en lo conducente, argumentó que no me-
dió solicitud incidental de apertura de paquetes, y si bien dicho 
incidente no se contempla en la Ley electoral local, se pudo ha-
ber tramitado de conformidad al artículo 21 bis de la Ley General 
del Sistema de Medios de Impugnación. Ante este panorama, la 
conclusión estriba en que los dos actores estuvieron inconformes 
por una u otra razón con el tratamiento o respuesta que se dio en 
el Tribunal local a la petición de apertura de paquetes electorales.

Entonces, sobre la mesa de análisis a la que se enfrentaba 
la Sala Regional Guadalajara del tepjf estuvo, por un lado, la 
queja de la no apertura de paquetes para contabilizar la votación 
en las casillas controvertidas y, por otro, la prevalencia de la du-
da sobre si existieron o no errores en el conteo de votos en las  
actas de cómputo de casilla, y que ante ello el Tribunal Electoral 
local haya resuelto tanto para anular o para no anular las mis-
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puestos errores, o sin pruebas fehacientes para ello. 

En pocas palabras, y dadas sus propias razones, ni para el 
pan ni para el pri, como actores de los juicios de revisión consti-
tucional electoral, existió una plena conformidad en cuanto a los 
resultados electorales que arrojó a la postre la sentencia emitida 
por el Tribunal Electoral local. Ese es el panorama —claro, sola-
mente en lo que versa al agravio relativo al presente análisis— 
al cual se enfrentaba la Sala Regional Guadalajara del tepjf en 
el expediente del SG-JRC-564/2012 y acumulados.

Argumentación jurídica de la Sala Regional Guadalajara 

La aprobación del proyecto de resolución presentado ante los 
magistrados integrantes de la Sala Regional Guadalajara del  
tepjf el 28 de septiembre de 2012, por parte del magistrado po-
nente José de Jesús Covarrubias Dueñas, en lo referente al pun-
to resolutivo cuarto, dispuso que: 

se modifica la resolución emitida el 10 de septiembre de 2012 
por el Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado de Jalisco, 
en el Juicio de Inconformidad identificado con las siglas JIN-
034/2012 en los términos de esta ejecutoria (SG-JRC-564/2012 
y acumulados SG-JRC-567/2012, SG-JRC-568/2012 y SG-JRC- 
570/2012, 282).

En la citada resolución, los agravios que en la sentencia ana
lizada se identificaron con los numerales 3 y 5, se abordaron y  
analizaron en el considerando Décimo Segundo (SG-JRC-564/2012 
y acumulados, 157-67), en el que se inició enlistando los motivos 
de queja del pan; en síntesis:

1)	 El Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado de Jalisco 
se negó a ordenar la apertura de diversos paquetes electo-
rales con el fin de realizar un nuevo escrutinio y cómputo.



39

Vertiente 

Salas 

Regionales
2)	 El estudio que realizó el Tribunal Electoral local, relativo  

a la causal de nulidad de error en el cómputo de los vo-
tos, establecida por la fracción III del artículo 636 del  
Código Electoral y de Participación Ciudadana del Estado  
de Jalisco.

3)	 La omisión de cuatro de los magistrados integrantes del  
Tribunal Electoral local, de pronunciarse respecto de la peti-
ción del magistrado José Guillermo Meza García (primer ins-
tructor en el asunto), en el sentido de realizar la apertura de 
paquetes electorales y nuevo escrutinio y cómputo de los vo-
tos, sin que explicaran los motivos y fundamentos legales de  
esa negativa para la apertura de los paquetes electorales en 
la sustanciación del juicio. Por lo anterior, se violó el artículo  
14 de la Constitución General de la República, ya que no 
se fundó ni argumentó cuáles fueron las circunstancias que 
consideraron los magistrados para no realizar la citada di-
ligencia de apertura de paquetes y el nuevo conteo de vo-
tos, aún cuando era obligación del Tribunal estudiar en vía 
incidental esa solicitud para poder determinar su proceden-
cia o improcedencia.

4)	 El Tribunal Electoral local sostiene un punto de vista arbitra-
rio al mencionar vagamente algunas razones para negarse  
a ordenar la apertura de los paquetes, violentando los  
artículos 14 y 16 constitucionales, al sostener que sólo la vo-
luntad del juzgador es la que hace posible el desahogo de 
una diligencia para mejor proveer.

5)	 El Tribunal Electoral local, al negar la apertura de paque-
tes, argumentó que “el partido actor nunca hizo tal solicitud 
durante la sesión de cómputo municipal”, con lo que esta-
bleció un gravamen procesal adicional no regulado por la  
norma, ya que, contrario a lo sostenido en la sentencia,  
la apertura de los paquetes no está supeditada o condiciona-
da a la solicitud de las partes, sino que es deber del Consejo  
Municipal, quien al detectar omisiones en el llenado, datos 
discrepantes, entre otros, debe proceder a la apertura, con 
el fin de dotar de certeza a los resultados.
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Electoral 6)	 La sentencia impugnada no cumplió con el principio de ex-
haustividad que debe regir el dictado de toda sentencia, al 
dejar de atender la petición hecha al Tribunal Electoral lo-
cal, relativa a la apertura de diversos paquetes electorales, 
por la existencia de irregularidades en el llenado de las ac-
tas de escrutinio y cómputo, como se probó con las actas y 
demás constancias.

7)	 En el estudio el error o dolo en el cómputo de votos, que  
hizo el Tribunal local, prevalecen inconsistencias graves, ya  
que no coinciden los datos emanados de las actas, con los que  
plasmó el Tribunal en las tablas insertas en su sentencia.

Considerando esos motivos de disenso de los inconformes, la 
Sala Regional Guadalajara del tepjf sostuvo algunos argumen
tos que a continuación se sintetizan:

1)	 Respecto de la solicitud de apertura de paquetes, sostuvo 
que el agravio era infundado en razón de que el actor omi-
tió señalar en qué fundamentaba su aseveración de que los 
magistrados que se opusieron a tal diligencia se encontra-
ban obligados a emitir una sentencia interlocutoria o inciden-
tal en la que fundaran y motivaran las causas por las que no  
se acogió su pretensión, y que en el código en la materia  
no se encuentra disposición alguna que establezca la reso-
lución de incidentes de apertura de paquetes durante la sus-
tanciación del juicio de inconformidad primigenio. Por ello, 
calificó el argumento del actor como subjetivo y carente de 
fundamento legal.

2)	 No se dejó al actor en estado de indefensión porque las 
causas, base legal y motivos que los magistrados in-
tegrantes del tepjej tomaron en cuenta para negar la 
apertura de los paquetes solicitados por el actor, se en-
cuentran vertidos en la sentencia impugnada. De ahí que 
no existió violación, pues dichas razones y argumentos 
son precisamente los que controvertía en la demanda  
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génesis de este juicio. Por tanto, su garantía de defensa 
quedaba salvada.

3)	 El actor pretendió ampliar la litis, ya que en la demanda del 
juicio de inconformidad primigenio solicitó solamente la aper-
tura de 448 paquetes electorales, y en la demanda del juicio 
de revisión constitucional electoral solicitaba la apertura de 
926 paquetes, lo que no es permitido en un juicio de estric-
to derecho como es el último citado.

4)	 Que se coincidía con el tepjej porque, del análisis de la de-
manda primigenia de Juicio de Inconformidad, se advirtió 
claramente que el actor no expresó argumento alguno para 
justificar plenamente la procedencia de la diligencia de aper-
tura solicitada, sino que sólo se limitó a manifestar que al no 
tener las actas de escrutinio y cómputo de las casillas cuya  
apertura se solicitaba, entonces “presumía” que las mismas 
contenían errores o inconsistencias, siendo que recaía en el 
actor la carga procesal de demostrar con argumentos sóli-
dos, la pertinencia de la medida (apertura de paquetes), sin 
que fuese obligación del Tribunal actuar oficiosamente y con-
ceder la apertura de los paquetes electorales.

5)	 El Código Electoral y de Participación Ciudadana del Es-
tado de Jalisco, no prevé algún procedimiento de apertu-
ra de paquetes y recuento de votos en sede jurisdiccional, 
lo cual es cierto, por tanto, dicho órgano solamente puede  
ordenar la remisión de los paquetes y proceder a la apertu-
ra de los mismos mediante diligencias para mejor proveer, 
que se ordenarán únicamente cuando a juicio de la reso-
lutora sea la única forma de preservar los resultados de  
dichas casillas, y cuando los datos faltantes o inconsisten-
tes no puedan ser obtenidos o subsanados de ningún otro 
documento de la casilla.

6)	 Que mientras en el código electoral no se establece disposición 
alguna relativa a un recuento en sede jurisdiccional, sí existe 
el procedimiento para la apertura de paquetes en el Consejo 
Municipal, que no fue solicitada, aunado al hecho de que no 
justificó su petición en el juicio de inconformidad, condición  
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Electoral sine qua non, para que el Tribunal accediera a tal medida  
extraordinaria (SG-JRC-564/2012 y acumulados SG-JRC- 
567/2012, SG-JRC-568/2012 y SG-JRC-570/2012, 160-67).

En tal tenor, la Sala Regional Guadalajara del tepjf, respecto 
del agravio relacionado con la negativa de apertura de paque-
tes electorales, concluyó que resultaron infundados los agravios 
planteados por el actor:

En las apuntadas condiciones, se advierte que los razonamientos 
empleados por el Tribunal señalado como responsable para 
negar al actor la solicitud de apertura de paquetes se encuentran 
ajustados a derecho, máxime que como quedó asentado el actor 
fue omiso en señalar siquiera los errores que contenían las actas, 
y por ende debe confirmarse en cuanto este apartado, lo dicho 
en la sentencia impugnada (SG-JRC-564/2012 y acumulados 
SG-JRC-567/2012, SG-JRC-568/2012 y SG-JRC-570/2012,167).

En este sentido, la misma autoridad jurisdiccional, en su sen-
tencia, argumentó:

También resulta ineficaz o inoperante el señalamiento a esta Sala 
respecto a la negativa de apertura de paquetes electorales por el  
Tribunal local, derivando en una base de datos plagados de 
errores al estudiar el motivo de nulidad previsto en la normativa 
electoral jalisciense, pues el primer tema ha sido desestimado 
con antelación por este órgano jurisdiccional, así como se abordó  
el análisis de las tablas que, según su dicho, tienen errores, con 
los resultados ya reflejados en párrafos precedentes, ante lo cual, 
al haber dependido de su validez este agravio, y no acontecer 
así, es que se vuelve ineficaz (SG-JRC-564/2012 y acumulados 
SG-JRC-567/2012, SG-JRC-568/2012 y SG-JRC-570/2012, 216).

La argumentación jurídica empleada por la citada autoridad ju-
risdiccional electoral federal —que pudiere parecer escueta— me-
rece algunas reflexiones de fondo sobre la diligencia de apertura de 
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paquetes, las atribuciones de los tribunales electorales para des-
ahogarlas, así como la relevancia de la ponderación de principios 
en materia electoral para la solución de controversias judiciales.

Vía incidental y diligencia de apertura de paquetes

Para la formalidad procesal de los incidentes, y de acuerdo con 
Juana Dioguardi, la vía incidental:

Es apta solamente para resolver conflictos en los que se 
controviertan derechos o intereses de las partes, comprometidos 
en el proceso principal. Los conflictos que se resuelven por la 
vía incidental son un desprendimiento del principal y se originan 
justamente porque se encuentra en trámite éste […] y se inicia 
en forma separada […] en definitiva, se relaciona y está ligado al 
asunto principal (Dioguardi 2004, 296).

La solución de conflictos por la vía incidental o interlocuto-
ria no es ajena a la praxis procesal electoral, incluso, la Sala  
Superior del tepjf ha sostenido en las tesis de rubros XLIII/2009 
y XXXVI/2008, de cuyo contenido se puede colegir tanto lo fac-
tible como lo beneficioso de resolver la pretensión de un nuevo 
escrutinio y cómputo que plantee un actor, mediante sentencias 
interlocutorias o incidentales durante la sustanciación de un jui-
cio de inconformidad, siendo impugnables las mismas ante la ins-
tancia superior, en razón de la trascendencia que pudiera resultar 
irreparable dicha pretensión en la sentencia de fondo que se dic-
te, en relación con los resultados comiciales que hayan motiva-
do la controversia.

Ahora, en el argumento de la sentencia a análisis, se sostu-
vo como uno de los motivos que tuvo el Tribunal Electoral local y 
que se avaló por la Sala Regional del tepjf, que ciertamente en 
el cuerpo comicial local no se encontraba regulada la posibilidad 
o atribución de que el órgano jurisdiccional local pudiere efec-
tuar un incidente de apertura de paquetes, sin embargo, cabe  
resaltar que a pesar de que taxativamente el Código Electoral  
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Electoral vigente y aplicable para Jalisco no señale expresamente tal si-
tuación, sí en cambio señala en su artículo 499:

Para la resolución de los medios de impugnación previstos en 
este Libro, las normas se interpretarán conforme a los criterios 
gramatical, sistemático y funcional. A falta de disposición expresa, 
se aplicarán los criterios sostenidos en materia electoral por el 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, y que a juicio del Tribunal Electoral 
o el Consejo General del Instituto Electoral y de sus órganos 
desconcentrados resulten procedentes, en defecto de éstos,  
los principios generales del derecho.

Es decir que, en todo caso, el hecho de que el código no re-
gule a la vía incidental, no es óbice o impedimento esencial para 
que el Tribunal Electoral local, acatando criterios jurisprudencia-
les emitidos por el tepjf, pudiese resolver por vía incidental la 
apertura o no de paquetes —y por tanto, el conteo de votación 
en sede jurisdiccional— de considerarlo útil o imprescindible para  
solventar la controversia que le fuese planteada en su oportuni-
dad, contando con los elementos o requisitos necesarios para  
llevarlo a cabo. 

En tal sentido, en el voto particular que presentó el magistra-
do del Tribunal Electoral local, José Guillermo Meza García en la 
sesión de resolución del juicio de inconformidad con número de 
expediente JIN-034/2012,9 incluso se va más allá al citar:

[…] el fallo que en esta ocasión se aprobó no atendió en forma 
exhaustiva y debidamente fundamentada y motivada la solicitud 
de nuevo escrutinio y cómputo que formuló el actor, directa y 
concretamente a este órgano jurisdiccional, por lo que, en aras 
del citado principio de exhaustividad, que obliga a todo juzgador 

9	 El voto particular de fecha 10 de septiembre de 2012 en cita, fue presentado por 
el magistrado José Guillermo Meza García del tepjej, en el expediente del juicio 
de inconformidad identificado como JIN-034/2012.
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a atender completa y oportunamente todas las peticiones de los 
demandantes, así como en cumplimiento del principio de certeza 
que rige en la función electoral; existía la obligación de realizar 
un estudio en vía incidental, en el que se determinara si resultaba 
procedente o no, la apertura de paquetes electorales respecto 
de las casillas denunciadas […] Así, entre las atribuciones 
conferidas el máximo órgano jurisdiccional federal, se distingue  
la competencia relativa a la realización de diligencias de recuentos 
de votos, en vía incidental.
En este sentido, el sistema electoral federal descrito encuentra 
su símil, por mandato constitucional, en los estados miembros 
de la República, razón por la cual el estado de Jalisco es libre y 
soberano para elegir a sus representantes, función que se realiza 
a través de un organismo público tutelado por los principios 
de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, equidad 
y objetividad, rectores de la función electoral. No obstante lo 
anterior, el Código en la materia no prevé expresamente dentro 
de los lineamientos adjetivos que se establecen para tal efecto, 
la realización de un nuevo escrutinio y cómputo parcial en sede 
jurisdiccional, respecto de elecciones municipales.
Esta omisión legislativa que no encuentra explicación jurídica, 
lógica o racional, no debe implicar que este órgano colegiado se 
exima de su conocimiento, estudio y posterior resolución […] El 
derecho al debido proceso comprende no sólo la observancia de 
los pasos que la ley impone a todo procedimiento jurisdiccional 
sino también el respeto a las formalidades de cada juicio, 
atendiendo esencialmente a una idea de seguridad jurídica y 
conformidad con la Constitución y la ley […] De lo anterior, que la 
referida omisión legislativa no puede constituir un obstáculo para 
la correcta impartición de la justicia electoral. Adicionalmente, 
conviene tener presente que en virtud de que un análisis de los 
motivos de la reforma al marco jurídico electoral que tuvieron 
lugar en el año de 2008, así como de un estudio teleológico de los 
preceptos que se formularon a partir de dicha reforma en materia 
de recuento contenidos en la Constitución Federal y Estatal, 
vinculados a las normas electorales de carácter secundario de la 
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Electoral entidad; se advierte claramente que la intención del legislador fue 
proveer y otorgar a los resultados de la votación emitida para la 
elección de diversos cargos populares, del principio de certeza, 
legalidad y objetividad.
En esta tesitura, con la inclusión en el sistema jurídico electoral 
de la posibilidad del recuento de votos se garantiza que los 
resultados emitidos en los comicios sean del todo verificables y 
confiables, ello en razón de que para la sociedad en su conjunto, 
así como para los entes políticos, es trascendental el sentido y la 
implicación numérica de cada voto, en cada tipo de elección, por 
lo que éstos deben protegerse y con tal fin, deben ser susceptibles 
del recuento, sin excluir o discriminar a cualquiera de los votos 
emitidos en diversa elección, idea que abarca, desde luego, 
a los sufragios emitidos en una elección de orden municipal  
(JIN-034/2012, voto particular, 5-20).

De lo anterior, se advierte que en la opinión del magistrado  
que formuló el voto en cita, existió la clara y concreta solicitud 
del actor para la diligencia de apertura de paquetes, lo que en su 
concepto, atendiendo al principio de exhaustividad, debió haber 
resuelto la procedencia o no de la celebración de tal diligencia por 
la vía incidental, lo que es una atribución que no solamente tiene 
el máximo Órgano Jurisdiccional electoral en México, sino, ade-
más, sus símiles en las entidades federativas como Jalisco, en  
tanto que también se encuentra sujeto por mandato constitu-
cional al respeto de los principios que rigen la función electoral, 
entre otros la certeza; es decir, buscar la preponderancia de la 
certeza y objetividad en los resultados de la elección.

Asimismo, sostuvo que el hecho de que el código en la materia 
no prevea expresamente la realización de un nuevo escrutinio y 
cómputo parcial en sede jurisdiccional, no exime al Tribunal Elec-
toral local para conocer, analizar y resolver de forma exhaustiva 
el caso planteado, en aras de privilegiar la legalidad y certeza en 
sus resoluciones, máxime tomando en cuenta que el derecho al  
debido proceso implica el respeto a las formalidades de cada  
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juicio, atendiendo en esencia a una idea de seguridad jurídica y 
conformidad con la Constitución y la ley.

Ahora bien, es pertinente acotar que por diligencia judicial se 
entiende que: 

son actos procesales en los que se cumple o se ejecuta lo 
ordenado por el juez […] por lo general se caracterizan por 
consistir en una serie de actos procesales, coordinados entre sí 
por el fin que con ellos se trata de obtener para formar un todo 
unitario (Pallares 2005, 257).

Se trata de actos obligados a realizarse por mandato judicial. 
En el caso que se analiza, ciertamente en el tepjej, como máxi-
ma autoridad jurisdiccional electoral en la entidad federativa, tiene 
la atribución de ordenar la práctica de las diligencias que con-
sidere necesarias a efecto de lograr su cometido principal, que 
no es otro que impartir justicia electoral en el estado de Jalisco.

Así lo demuestran diversos preceptos legales, como son los 
artículos 80, 81 y 8210 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y el 
diverso 536, párrafo 1,11 del Código Electoral y de Participación 

10	 Los citados preceptos de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Jalisco, 
disponen: “Artículo 80.- Los magistrados, el Secretario General, los secretarios 
relatores, así como el demás personal que integra el Tribunal Electoral, se 
conducirán y velarán por la aplicación irrestricta de los principios rectores de la 
función electoral de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, equidad 
y objetividad en todas las actuaciones y diligencias en que intervengan en el 
desempeño de sus funciones.
Artículo 81.- Las diligencias que deban practicarse fuera del Tribunal Electoral 
podrán ser realizadas por el Secretario General de Acuerdos, secretarios relatores 
y actuarios del propio Tribunal.
También podrán desahogarse diligencias, por medio de los juzgados de primera 
instancia del Supremo Tribunal de Justicia del Estado.
Artículo 82.- El Tribunal Electoral, al resolver los asuntos de su competencia, 
garantizará que los actos y las resoluciones que emitan, se sujeten invariablemente 
a los principios constitucionales que rigen la función electoral.” 

11	 El artículo del Código Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Jalisco 
en cita, dispone: “Artículo 536.
1. Recibida la documentación a que se refiere el artículo anterior el Tribunal 
Electoral realizará los actos y ordenará las diligencias que sean necesarias para 
la sustanciación de los expedientes, de acuerdo con lo siguiente: […]”
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Electoral Ciudadana; ambos cuerpos normativos, del estado de Jalisco. De 
ellos se desprende esa atribución que tiene el Tribunal Electoral  
local para realizar diligencias judiciales con el fin de mejor pro-
veer y conste que en los citados preceptos no se hace distinción o 
mención alguna de qué tipo de diligencias, sino que lo cita de for-
ma general; por lo que bien se engloba en ellas, a las diligencias 
de apertura de paquetes electorales a efecto de realizar de nueva 
cuenta el conteo de votos cuando, por existir certeza en los resul-
tados comiciales de determinadas casillas, así lo considere y orde-
ne el juzgador electoral. Se trata pues de una facultad discrecional 
del juez; se puede decir que es un instrumento más para hacer 
efectiva la impartición de justicia, como afirmaba, Juana Dioguardi:

[…] en el derecho procesal, debemos cambiar nuestros esquemas 
para lograr la efectividad. El proceso debe ser un instrumento 
efectivo de actuación del derecho material, real o aparentemente 
violado, pero además regido por normas éticas […] fue creado 
para llegar a la verdad real (Dioguardi 2004, 258).

Así pues, la práctica de la diligencia de apertura de paquetes 
en el caso motivo de este estudio, en razón de facultad y plenitud 
de jurisdicción, sí podía haberse efectuado por el Tribunal Electo-
ral estatal, como un caso extraordinario de necesidad de contar la 
votación en sede jurisdiccional bajo ciertas condicionantes y re-
quisitos, como incluso ya se ha pronunciado la Sala Superior del  
tepjf en diversas Jurisprudencia y Tesis que ha aprobado,  
de rubros tales como: Jurisprudencia 14/2004, Tesis XXV/2005 
y Jurisprudencia 14/2005, de las que se puede deducir que pa-
ra efectuar la diligencia de apertura de paquetes se consideran, 
a saber, los siguientes aspectos:

1)	 Que a juicio del Órgano Jurisdiccional de conocimiento, la 
gravedad de la cuestión controvertida así lo exija.

2)	 Su eventual desahogo pudiera ser trascendental para el sen-
tido del fallo (como podría ser, si fuese determinante para el 
sentido de la elección).
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3)	 Que los plazos electorales permitan o hagan posible el des-

ahogo de la diligencia.
4)	 Que habiéndose agotado todos los medios posibles para 

dilucidar la situación, sólo se pueda alcanzar certidumbre a 
través de la diligencia. 

5)	 Cuando del análisis de la demanda del actor o de las cons-
tancias de autos se infiera que las pretensiones del actor o 
las irregularidades que se esgrimen sí son susceptibles de 
aclararse mediante la diligencia de apertura de paquetes.

6)	 Que la apertura de los paquetes se ordene en ejercicio de la 
potestad jurisdiccional para resolver el litigio y mediante un 
proveído debidamente fundado y motivado, haciendo cons-
tar el resultado en acta circunstanciada.

7)	 Cuando el desahogo de la diligencia arroje un resultado distinto 
al asentado en las actas, el Órgano Jurisdiccional haga constar 
los motivos concretos que justifiquen el cambio de resultado.

Por otro lado, se debe evitar la incertidumbre e inseguridad 
jurídicas, a la vez que se respete el sistema probatorio y el prin-
cipio de definitividad.

De hecho, en el voto particular que presentó el magistrado del 
Tribunal Electoral local, José Guillermo Meza García en la sesión 
de resolución del juicio de inconformidad con número de expe-
diente JIN-034/2012, respecto del principio de certeza, se cita:

Asimismo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver 
la acción de inconstitucionalidad en materia electoral identificada 
como 5/99 publicada en el Semanario Judicial de la Federación, 
Novena Época, tomo IX, marzo de 1999, en la página 851, definió 
que debe entenderse por certeza en materia electoral, como “…
La preparación, realización y calificación de las elecciones debe 
revestir una total convicción, generar una situación de absoluta 
confianza por parte de los actores políticos y sociales a efecto de 
que queden vacíos interpretativos y dudas, para que finalmente, 
los votos emitidos produzcan un resultado convincente por veraz” 
(JIN-034/2012, voto particular, 25).
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Electoral La convicción que genere absoluta confianza en los resulta-
dos comiciales de una determinada elección, a la que se alude 
en el párrafo anterior, principalmente cuando existe una contro-
versia sobre ellos y se presentan elementos probatorios amerita,  
en principio, que se responda bajo argumentos suficientes a la 
solicitud para apertura de paquetes y el recuento en la sede ju-
risdiccional, y una vez que se dé una respuesta, se debe enfati-
zar la búsqueda de la verdad, de la veracidad de los resultados, 
privilegiando la certeza con más elementos para su logro, con 
mayor razón cuando los plazos y las condiciones del Órgano Ju-
risdiccional competente lo permiten; de eso se trata la garantía 
de acceso a la justicia.

De tal relevancia es el principio de certeza, aunado a la garan-
tía de acceso a la impartición de justicia electoral, en todo estudio 
que verse sobre la contabilización de votación que, en no pocas 
decisiones, la Sala Superior del tepjf ha sostenido: 

En efecto, de la interpretación de los artículos 41, fracción IV, 
y 116, fracción IV, inciso b) de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, esta Sala Superior ha sostenido que, 
a efecto de alcanzar el objetivo de certeza rector del sistema de 
justicia electoral, los órganos jurisdiccionales electorales tienen la 
atribución de ordenar, en casos extraordinarios, la realización de 
alguna diligencia judicial, como sería la apertura de los paquetes 
electorales integrados con motivo de las elecciones cuestionadas. 
La posibilidad de ordenar la práctica de una diligencia de tal 
naturaleza obedece a la necesidad de que el Estado, a través de 
los Tribunales, dé cumplimiento pleno a la garantía de acceso 
a la impartición de justicia que establece el artículo 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
[…]
Si el juzgador advierte que la gravedad de la cuestión controvertida 
puede llegar a ser de trascendencia para el sentido del fallo, es 
decir, que la violación aducida pueda provocar, racionalmente, 
que la elección se anule o que haya cambio de ganador en los 
comicios, sólo entonces se puede justificar, que el órgano judicial 
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haga uso de esa atribución extraordinaria, a fin de que pueda 
dilucidar la cuestión controvertida (SUP-JRC-429/2004).

También interesa citar que el Cuarto Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito se ha pronunciado respecto de 
este tema, en su tesis I.4o.C.8 C, explicativa de la naturaleza fa-
cultativa de las diligencias para mejor proveer, se destaca que la 
finalidad que se percibe con el ejercicio de esa potestad probatoria 
—ordenar la práctica de cualquier diligencia para mejor proveer— 
es el conocimiento de la verdad sobre los puntos controvertidos, 
más aún, que esta actividad impuesta al juzgador se apega a la 
idea del deber y constreñimiento, que a una mera facultad dis-
crecional cuando el tema de la prueba se relaciona con algunas 
cuestiones sustantivas, que revistan tal importancia, que se haga 
patente la necesidad de contar con una adecuada demostración. 

Lo anterior, bien puede aplicarse en el tema de privilegiar la 
certeza de los resultados de la votación en una determinada elec-
ción, porque se trata de un interés público, general, social; lograr 
que el elector, la ciudadanía tenga total certidumbre sobre quie-
nes obtuvieron la mayoría de votos en la contienda. Se trata del 
convencimiento de que el valor jurídico tutelado de mayor tras-
cendencia —voto universal, libre, secreto y directo— verdadera-
mente se respetó en los resultados.

Ahora bien, el Tribunal Electoral del Poder Judicial del Esta-
do de Jalisco, en las elecciones locales de 2009, al sustanciar y 
resolver un juicio de inconformidad practicó la diligencia de aper-
tura de paquetes, particularmente en la elección municipal de  
Tapalpa, Jalisco, de cuya resolución aprobada el 5 de septiem-
bre de 2009 por el Pleno de ese órgano jurisdiccional local, se 
advierte el siguiente argumento:

Cabe señalar que los partidos interesados, incluyendo al partido 
que compareció como tercero interesado, asistieron a la diligencia 
respectiva, por conducto de quien acreditó su representación, 
debiendo señalar que por escrito de fecha 11 once de agosto del  
año en curso, realizó diversas manifestaciones relativas a su 



52

Comentarios 

a las Sentencias 

del Tribunal 

Electoral oposición a la realización de la diligencia para mejor proveer, sin 
embargo, este órgano jurisdiccional, es competente para resolver 
un litigio sometido a su potestad, y como consecuencia, puede 
realizar la apertura de los paquetes electorales, como medio 
probatorio para constatar afirmaciones de los sujetos que acuden 
a un litigio, donde se cuestionen los resultados asentados por los 
organismos originalmente facultados para realizar el escrutinio y 
cómputo de la votación recibida en casilla§ (JIN-029/2009 y su 
acumulado JIN-118/2009, 35).

Así, es evidente que la certeza y seguridad jurídicas deben 
imperar en los resultados electorales a efecto de que éstos sean 
verificables, fidedignos y confiables, por lo que la diligencia de 
apertura de paquetes, bien podía ser provechosa a ese efecto. 
Sin embargo, en el caso que aquí se analiza, en la resolución 
del Tribunal Electoral local pareciera que no se fundamentaron 
ni argumentaron a cabalidad, los motivos por los que se conside-
ró que era improcedente la diligencia de apertura de paquetes y 
cómputo de votos solicitada por el actor, esto es, el señalamien-
to —que sí podía hacerse vía incidental— de las razones por las 
cuales no se cumplían los requisitos necesarios para su prácti-
ca, mismos que ya se han señalado en párrafos anteriores. No 
obstante, fue avalado por la sentencia de la Sala Regional Gua-
dalajara del tepjf, motivo de este análisis.

Entonces, como ciudadanos, como actores inmiscuidos en 
el acontecer político-electoral de nuestro entorno, cabe hacer el  
siguiente planteamiento ¿las resoluciones electorales están  
realmente resolviendo con la suficiente exhaustividad (motiva-
ción, fundamentación), están solventando a fondo el cuestiona-
miento latente sobre la certeza, legalidad e imparcialidad en los 
resultados electorales? O por el contrario, ¿están constriñéndose  
interpretaciones meramente legalistas o en el peor de los ca-
sos subjetivistas, dejando en incertidumbre la legitimidad de los  
resultados comiciales?

§	 Énfasis añadido.
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Cuando Juana Dioguardi se refiere a la impartición de justicia 

en general, le merece la siguiente acotación:

El Poder judicial se encuentra hoy en la era de la posmodernidad, 
en la mira, es centro de crítica por la dependencia del poder 
político y de los medios de comunicación […] La sentencia, 
en muchos casos no resuelve el conflicto, sólo cumple con el 
objeto inmediato de la pretensión, el objeto mediato es su plena 
satisfacción, para lograr su función jurisdiccional, el juez tiene el 
poder de coerción para cumplir en forma efectiva con la función 
encomendada (Dioguardi 2004, 368).

No se trata, por supuesto, de asegurar en general y de forma 
irresponsable que los jueces al impartir justicia actúen con desa
pego a los principios constitucionales a los que deben atenerse 
en sus determinaciones, se trata más bien de precisar si en al-
gunos casos, se logran sentencias que cumplan con sus finali-
dades inmediatas y mediatas de una forma más integral, “con 
argumentos adecuados y su plasmación en la decisión” (Ezquiaga  
2012, 79). Resulta necesario que los jueces acudan a todas las 
herramientas argumentativas factibles al caso sujeto a su cono-
cimiento, como puede ser la ponderación de principios, en la ela-
boración de sus sentencias.

Ejercicio de ponderación de principios constitucionales 
en la impartición de justicia 

Como ya se mencionó en párrafos anteriores, una de las mo-
tivaciones que se plasmaron en la sentencia de los juicios de  
revisión constitucional (SG-JRC-564/2012 y acumulados  
SG-JRC-567/2012, SG-JRC-568/2012 y SG-JRC-570/2012),  
sobre los que versa el presente análisis, a efecto de declarar 
como infundado el agravio del actor y convalidar la negativa o  
desestimación del Tribunal Electoral estatal de ordenar la diligen-
cia de apertura de paquetes, fue precisamente el hecho de que 
en el Código Electoral y de Participación Ciudadana del Estado 
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Electoral de Jalisco, “no se encuentra disposición alguna que establezca 
la resolución de incidentes de apertura de paquetes durante la 
sustanciación del juicio de inconformidad”.

Ahora bien, sin olvidar que el partido político actor en su de-
manda ya había planteado expresamente la solicitud de apertura 
de paquetes al órgano jurisdiccional local, esgrimiendo agravios 
y ofreciendo probanzas que consideró necesarias para hacer 
valer sus motivaciones y requerir esa diligencia; ante lo cual, el  
Tribunal Electoral local no dio respuesta por la vía incidental, sino 
hasta la sentencia en la que declaró no procedente la apertura, 
lo cual fue avalado por la Sala Regional Guadalajara. Entonces 
es importante reflexionar, ¿qué hubiere pasado si ésta hubiere 
efectuado un ejercicio de ponderación del principio de certeza, 
respecto del principio de legalidad?

Debe existir plena conciencia de las atribuciones del juez, de 
la importancia del ejercicio de su facultades que le fueron confe-
ridas por el legislador, pues 

es vital para la armonización de los principios y reglas dentro del 
Estado de Derecho, integrando, interpretando y argumentando 
siempre a través de su criterio de equidad como valor absoluto, 
toda vez que a fin de cuentas es el individuo el que consolida la 
serie de bases justificativas del sistema jurídico (Dworkin citado 
en Castellanos 2010, 37).

Para algunos autores como Manuel Atienza, la ciencia del de-
recho no tiene como único objetivo la descripción y sistematiza-
ción de los sistemas jurídicos, sino que además, en todo trabajo 
jurídico serio es necesaria la valoración, aspecto que remite, entre  
otras cosas, a la ponderación de principios, como en algunos  
de los casos que deben conocer y resolver los jueces, quienes se  
encuentran ante la necesidad de acudir a la ponderación de prin-
cipios y derecho (Atienza 1994, 58).

En este sentido, ponderar significa sacrificar o descartar un 
principio aplicando el otro y en una acepción ajustada al uso ju-
rídico, es la acción de considerar imparcialmente los aspectos 
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contrapuestos de una cuestión o el equilibrio entre el peso de 
dos cosas (Prieto 2002, 640). Ponderar es buscar la mejor deci-
sión cuando en la argumentación concurren razones justificato-
rias conflictivas y del mismo valor.

Analizando las tesis del positivismo jurídico de Ronald  
Dworkin, Guastini cita que “ante un caso difícil, el juez debe 
decidir escogiendo la solución que mejor asegure el bienes-
tar colectivo (de la sociedad en su conjunto)” (Dworkin citado 
en Guastini 1999, 279). La ponderación consiste en otorgar un  
diferente peso (un distinto valor) a las normas en juego, es  
un método para resolver antinomias contingentes o en concre-
to, o antinomias externas o propias del discurso de aplicación o 
antinomias entre principios (Guastini citado en Martínez 2007, 
160). Una antinomia es un conflicto entre normas, que se pre-
senta cada vez que un caso concreto es susceptible de dos  
diversas y opuestas soluciones con base en normas presentes 
en el sistema (Guastini 2006, 71). 

Para el mismo autor, la ponderación 

es una operación discrecional, una discrecionalidad que es doble: 
a) en el establecimiento de una jerarquía entre los principios y 
valores implicados, y b) en la modificación del valor relativo de 
dichos principios en relación con los distintos casos concretos 
planteados (Guastini citado en Martínez 2007, 161).

Así, para arribar a la ponderación (Baquerizo 2009, 32), cons-
tituyen los siguientes requisitos:

1)	 Fin legítimo: la interferencia de otro principio o derecho de-
be presentar, en primer término, un fin constitucionalmente 
legítimo que lo fundamente. 

2)	 Idoneidad o adecuación: apela a la aptitud que debe acreditar 
la medida restrictiva o limitativa de un derecho fundamental, 
en orden a proteger la finalidad legítima que supone estar 
bajo su resguardo.
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Electoral 3)	 Necesidad: la medida cuestionada debe ser, dentro de las 
alternativas fácticas posibles, la que menos gravosa o res-
trictiva resulte respecto del derecho fundamental afectado 
por la intervención. Para ello, debe acreditarse que no exis-
te otra medida que cumpliendo de igual forma con su fin le-
gítimo, sea más benigna.

4)	 Proporcionalidad en sentido estricto: en este requisito, apli-
cable tanto al enjuiciamiento de las interferencias públicas 
como a las conductas de los particulares, se enmarca el  
núcleo de ponderación. Se trata de demostrar que existe un 
cierto equilibrio entre los beneficios que se obtienen con la 
medida limitadora o con la conducta de un particular —que 
protegen un bien constitucional o persiguen un fin legítimo— 
y entre los daños o lesiones que de dicha medida o conducta 
se derivan para el ejercicio de un derecho o para la satisfac-
ción de otro bien o valor.

Ahora, que en su “ley de ponderación”, Robert Alexy,12 ex-
presa que optimizar en relación con un principio colisionante, no 
consiste en otra cosa que ponderar, y esta ley puede descompo-
nerse en tres pasos:

1)	 Debe constatarse el grado de incumplimiento o perjuicio de 
un principio.

2)	 Debe hacerse la comprobación de la importancia de la rea-
lización del principio contrario.

3)	 Debe averiguarse si la importancia de la realización del prin-
cipio contrario justifica el perjuicio o incumplimiento del otro.

Debido a lo anterior, la ponderación es entendida como un ejer-
cicio de sopesar, balancear los principios que se encuentren en  
colisión en un caso específico que se pretenda resolver, esto es, 
que dentro de la justificación que del juez sobre la determinación 

12	 Véase la traducción realizada por Rubén Sánchez Gil de la obra de Robert Alexy 
2009.
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emitida en un caso que presenta colisión de principios, podrá 
sopesar en qué medida se deja de cumplir un determinado prin-
cipio, qué tan importante resulta la realización del principio que  
se contraponga a aquel, y definir si la importancia de realizar el 
principio contrario, justifica el incumplimiento del otro.

En nuestro derecho procesal electoral, en diferentes ocasio-
nes se han presentado planteamientos que han llevado a las au-
toridades jurisdiccionales electorales a ponderar para dirimir las 
controversias sujetas a su conocimiento y resolución, como en 
el caso que motiva este análisis, la posible colisión entre princi-
pios se presentaría, por un lado, porque en el Código Electoral 
y de Participación Ciudadana del Estado de Jalisco no se regula 
el incidente o la diligencia de apertura de paquetes por el Órga-
no Jurisdiccional electoral, lo que en atención estricta al princi-
pio de legalidad daría como resultado que se le diera la razón al 
Tribunal Electoral estatal en el sentido de negar la realización de 
aquella diligencia; mientras que, por otro lado, se encuentra el  
respeto al principio de certeza, derivado en el derecho que tie-
nen tanto los actores contendientes en las elecciones como los  
electores y la ciudadanía en general, de tener certidumbre sin ca-
bida a duda alguna, de los resultados de la elección municipal de  
Guadalajara, Jalisco. 

Si bien es cierto que dentro de los procesos resueltos por ór-
ganos jurisdiccionales de derecho electoral opera el principio de 
estricto derecho; no debe pasar desapercibido que esto no los 
supedita al principio dispositivo del proceso, sino que al hablar 
de los juicios de corte electoral, se habla de procesos en los que 
rige el principio publicista, en el cual las facultades del juez son 
ampliadas con un sentido tutelar y proteccionista de los intere-
ses de las clases débiles, es decir, una intención y un propósito 
para lograr el bienestar común. 

Esta socialización del derecho, en general, “se manifiesta 
en todas sus ramas, sectores y materias de lo jurídico” (Gómez 
Lara 2008, 60) privilegiándose la protección del interés y orden  
públicos. “En este sector se otorgan al juzgador mayores facul-
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fijar el objeto del mismo” (Ovalle 2008, 70).

En otras palabras, se trata de la prevalencia del principio de 
certeza, generando mayor certidumbre en los resultados electo-
rales y protegiendo así al valor jurídico que es el voto a favor de 
la ciudadanía, porque una de las máximas atribuciones de los  
tribunales electorales en el país es dotar de certeza las eleccio-
nes y sus resultados, la legitimación de quienes habrán de ocupar 
los diversos cargos de elección popular y velar por la protección 
de los principios constitucionales, sin olvidar nunca que el bene-
ficiario final de su labor impartidora de justicia electoral tiene que 
ser la ciudadanía en general, que entre más convencida quede 
del respeto a los resultados comiciales, mejor.

En ese tenor, los jueces electorales de la Sala Regional  
Guadalajara del tepjf, en la resolución jurisdiccional que se ana-
liza, es decir, la recaída al expediente identificado con la clave al-
fanumérica SG-JRC-564/2012 y acumulados SG-JRC-567/2012, 
SG-JRC-568/2012 y SG-JRC-570/2012, y en lo que corresponde 
al estudio relativo al agravio sobre la negativa de práctica de la di-
ligencia de apertura de paquetes electorales por parte del Tribunal 
Electoral local, en plenitud de jurisdicción, bien podrían haber plas-
mado una argumentación más rica en los motivos que la llevaron a 
su determinación de calificar el agravio como “ineficaz o inoperan-
te en parte e infundado en otra” (SG-JRC-564/2012 y acumulados 
SG-JRC-567/2012, SG-JRC-568/2012 y SG-JRC-570/2012, 160),  
e incluso, considerar que el Tribunal Electoral local debió, en todo 
caso, ante la ausencia en el cuerpo comicial local de la regulación 
de incidentes de apertura de paquetes por la autoridad jurisdic-
cional electoral, ponderar la necesidad de que imperara en todo 
momento, el principio de certeza en el punto a dilucidar del que 
hemos tratado. Esto es la mayor seguridad y certidumbre en los 
resultados de la elección municipal de Guadalajara.
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IV. Conclusión

De la lectura y el análisis de la sentencia recaída al expediente  
SG-JRC-564/2012 y sus acumulados SG-JRC-567/2012,  
SG-JRC-568/2012 y SG-JRC-570/2012, de la elección mu-
nicipal de Guadalajara, en el pasado proceso electoral local  
ordinario 2011-2012, dictada por la Sala Regional del tepjf, se  
acota que los órganos jurisdiccionales en el pleno ejercicio de  
sus atribuciones y facultades, deben privilegiar la realización  
de todos los actos procesales necesarios para la más óptima sol-
vencia de los medios de impugnación que les son planteados al 
cobijo de su jurisdicción; sin perder de vista que se trata de auto-
ridades garantes de la impartición de justicia pronta, gratuita, ex-
pedita y del cumplimiento de los principios constitucionales que 
rigen su actuar, entre otros, del imperio de la certeza en los re-
sultados de la elección, privilegiando el bien jurídico del voto me-
diante el cual la ciudadanía elige a sus representantes en el poder 
público, base del Estado democrático.

Por ello, cuando en algunos casos se plantean dudas, in-
certidumbres de posibles errores en el escrutinio y cómputo de 
votos de una elección, como ha sido este caso, los tribunales 
electorales en sus determinaciones —siempre que sea jurídi-
ca y materialmente posible— deberían preferir actuar con toda  
exhaustividad, utilizando la mayor parte de herramientas del  
derecho procesal que puedan tener a efecto de imprimir certi-
dumbre y seguridad jurídica, no solamente a las partes en los 
medios de impugnación, sino a todos los electores, a la ciuda-
danía en general, porque se trata de derechos de carácter pú-
blico los que están juego, al resolverse controversias relativas a 
las elecciones y sus resultados.

Resulta importante que los jueces electorales no emitan sen-
tencias en las que únicamente se advierten marcados tecnicis-
mos jurídicos y legales, y bajo argumentos que pudieren resultar 
escuetos o insuficientes para el entendimiento y convencimien-
to de quienes las leen, sino que puedan ponderar qué principios, 
cuáles derechos, se deben privilegiar que puedan sopesar cuáles  
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Electoral son las resultantes a corto y mediano plazo de disipar toda duda 
que se les plantee sobre los resultados electorales, al realizar la 
apertura y conteo de votos de nueva cuenta en sede jurisdiccio-
nal, ante una base fundada de incertidumbre, siempre y cuando 
se esté en los supuestos para ello, y así estar en condiciones de 
emitir una determinación transparente y nítida en la que se defi-
nan los resultados con toda certeza.

Asimismo, no excedería replantearse las condiciones de la 
regulación de la normativa y reglamentación electoral vigente en 
materia de la competencia de los tribunales electorales (federal y 
particularmente del estado de Jalisco) para la realización de la di-
ligencia de apertura de paquetes y nuevo conteo de votos en se-
de jurisdiccional, puesto que al parecer la reforma legal de 2008 
no solventó a cabalidad ese punto, y en el caso de Jalisco no se 
regula la diligencia de apertura de paquetes, aun cuando la expe-
riencia nos demuestra —tanto en procesos electorales ordinarios 
federales como locales— de que no son pocas en las que se ha 
solicitado y realizado tales diligencias, con la resultante de que 
sí han existido correcciones que hacer a los datos asentados en 
las actas de cómputo de una determinada elección, sean de ma-
yor o menor cuantía en los diversos casos, lo que ha infundido 
mayor certeza, mayor seguridad al electorado de que la volun-
tad de la mayoría para elegir a sus representantes en los cargos 
de elección popular ha sido respetada, por tanto se dio legitimi-
dad a los mismos.
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———	 P. XXXVII/2006. MATERIA ELECTORAL. PARA EL 
ANÁLISIS DE LAS LEYES RELATIVAS ES PERTINENTE 
ACUDIR A LOS PRINCIPIOS RECTORES Y VALORES 
DEMOCRÁTIOS PREVISTOS EN LOS ARTÍCULOS 41 
Y 116, FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Disponible en 
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(consultada el 15 de mayo de 2013).

Te s i s  X X X V I / 2 0 0 8 .  PA Q U E T E S  E L E C TO R A L E S . 
LA INTERLOCUTORIA QUE DECIDE SOBRE LA 
PRETENSIÓN DE SU APERTURA ES DEFINITIVA 
Y FIRME PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE 
REVISIÓN CONSTITUCIONAL ELECTORAL. Disponible 
en http://www.te.gob.mx/IUSE/tesisjur.aspx?idTesis=1167 
(consultada el 17 de mayo de 2013).

———	 XLIII/2009, RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. 
PROCEDE PARA IMPUGNAR LA SENTENCIA 
INTERLOCUTORIA QUE RESUELVE SOBRE LA 
PRETENSIÓN DE NUEVO ESCRUTINIO Y CÓMPUTO 
EN EL JUICIO DE INCONFORMIDAD. Compilación de 
Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2012. Volumen 
2, Tomo II. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, 1619-20.
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PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS 
DE LOS PUEBLOS

Y LAS COMUNIDADES INDÍGENAS

José Barragán Barragán

EXPEDIENTE:
SG-JDC-5278/2012

SUMARIO: I. Preámbulo; II. Descripción  
del caso; III. Introducción; IV. Asunto 
litigioso; V. Vía de impugnación  
escogida; VI. Reencauzamiento de 
la demanda a juicio de protección 
ciudadana; VII. Opinión disidente; 
VIII. Conclusiones; IX. Fuentes 
consultadas.

I. Preámbulo

La sentencia SG-JDC/5278/2012 que se 
estudia en el presente análisis es impor-
tante porque se examina una aplicación 
concreta de lo dispuesto en el artículo 2 
de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos (cpeum) a favor de las 
etnias, en materia electoral, con motivo 
del proceso electoral de 2012.

Este suceso resulta relevante por-
que muestra cómo en los hechos, ni el 
Congreso de la Unión, ni los congresos 
locales, le han dado el desarrollo legisla-
tivo, ni siquiera en el tema electoral, a la  
materia regulada en el mencionado ar-
tículo 2 constitucional, ya que en este 
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dades de la reforma a la autorización para que en cada muni-
cipio en donde existan etnias, éstas puedan elegir a un regidor 
propietario y a un regidor suplente por el sistema de usos y 
costumbre, cuando en muchos municipios del mismo estado la  
población de las etnias son mayorías absolutas.

Ahora bien, esta falta de generosidad del legislador local es 
agravada de forma severa respecto del supuesto en estudio por 
la sentencia, por lo dispuesto en el artículo 88 de la Ley Gene-
ral del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral 
(lgsmime), el cual limita la legitimación activa para hacer uso del 
recurso de revisión constitucional únicamente a favor de los par-
tidos políticos, en contra de la legitimación universal que esta-
blece la fracción IV del párrafo cuarto del artículo 99 de nuestra 
Carta Magna, en relación con lo previsto en el artículo 86 y 87 de 
la misma Ley de Medios.

Pareciera entonces que el artículo 88 de la lgsmime fue redac-
tado pensando en que únicamente los partidos políticos pueden 
tomar parte en los procesos y procedimientos electorales, en vir-
tud de lo cual sólo se reserva la legitimación activa para el uso 
del recurso de revisión constitucional a dichos partidos, cuando 
en los hechos está presente la reforma del artículo 2, que favo-
rece a las etnias mexicanas, al ordenar, según la fracción VII del 
apartado A, “Elegir, en los municipios con población indígena, re-
presentantes ante los ayuntamientos”.

Esto quiere decir, que además de la participación de los par-
tidos políticos en los procesos electorales, también podrán y de-
berán participar otros sujetos, como son las autoridades étnicas 
acreditadas ante la autoridad electoral, que están habilitadas le-
galmente para hacer las propuestas correspondientes de regido-
res étnicos, según el supuesto que estudia la sentencia 

Por otro lado, resulta también interesante el análisis de la pre-
sente sentencia, por la diversa opinión que se mantiene frente a 
la opinión de la Sala Regional Guadalajara.

Para empezar, se considera que la Sala Regional tiene a bien 
justificar la procedencia de la demanda en contra de la opinión 
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de la autoridad responsable, que la considera improcedente; y a 
continuación dicha Sala acuerda la reconducción de la deman-
da, la cual se presenta como un recurso de revisión constitu-
cional, a un juicio de protección ciudadana por estimar que los 
agravios del quejoso caen dentro de la materia de derechos po-
lítico-electorales, protegidos precisamente por el párrafo cuarto 
fracción V del artículo 99 constitucional mediante este juicio de 
protección ciudadana.

En contraste, se considera que no existe violación alguna de 
los derechos político-electorales, toda vez que, aun al suprimir-
se la propuesta de regidores étnicos hecha por el quejoso, que-
daba en pie o vigente la segunda propuesta, aquella aprobada 
por el acuerdo que se impugnaba. En este punto, cabe destacar 
que en el expediente está acreditada la violación al principio de  
legalidad por parte del acto reclamado, violación señalada y  
reconocida expresamente en la misma sentencia. Y esta viola-
ción termina afectando, como lo reconoce también la sentencia,  
el derecho de elegir a dichos regidores en los términos del  
referido artículo 2 constitucional.

Luego, la violación al procedimiento también hace nugatorio 
el derecho de legitimación activa que ya tiene el quejoso por el 
mismo hecho de participar en el mismo procedimiento.

Ante este panorama se sugiere no continuar con la aplica-
ción de una interpretación extensiva del párrafo cuarto, fracción 
V del artículo 99, ya que, de conformidad con la doctrina general,  
nacional y de derecho comparado, la materia electoral debe  
reducirse al sufragio y a la regulación del proceso mismo. Es de-
cir, el juicio de protección ciudadana debe usarse únicamente 
para proteger y amparar los derechos de votar y ser votado, así 
como los derechos de afiliación partidaria, que es lo único que 
dice el texto constitucional. 

Y de conformidad con este razonamiento, era preferible el que 
la Sala, en lugar de quebrantar la fracción V del mencionado ar-
tículo 99, por no existir violación de derechos de votar y ser vo-
tado, hubiera escogido alguna de las siguientes tres alternativas: 
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acreditada en el procedimiento, aceptando su recurso de  
revisión constitucional por violaciones a las garantías pro-
cesales y al artículo 2 de la Constitución, con fundamento 
en lo dispuesto por el párrafo cuarto fracción IV del mismo  
artículo 99, sin declaración alguna respecto de las limitacio-
nes impuestas a favor de los partidos políticos.

2)	 Reconocer la legitimación del quejoso, acreditada por ser par-
te del procedimiento de referencia, haciendo luego una inter-
pretación extensiva de los sujetos habilitados por el artículo 
88 de la lgsmime, diciendo que no nada más están legitima-
dos los partidos políticos, sino también aquellos otros sujetos 
que, por así autorizarlo la Constitución, puedan participar en 
los procesos y procedimientos electorales.

3)	 Aceptar el juicio de revisión constitucional propuesto por la 
demanda, diciendo que el artículo 88 de la lgsmime resulta-
ba ser inconstitucional, por lo dispuesto en la fracción IV del  
artículo 99 constitucional en relación con la violación al ar
tículo 2 de la misma Carta Magna.

II. Descripción del caso

Sentencia SG-JDC-5278/2012

En esta sentencia se toma conocimiento de la impugnación del 
Acuerdo 210/2012, emitido el 31 de agosto de 2012 por el Con-
sejo Estatal Electoral del Estado de Sonora, mediante la interpo-
sición de un juicio de revisión, mismo que, por acuerdo previo del  
pleno de la Sala Regional Guadalajara del Tribunal Electoral  
del Poder Judicial de la Federación (tepjf), es reencauzado como 
un juicio de protección de los derechos del ciudadano, por consi-
derar que dicho acuerdo era violatorio de derechos político-elec-
torales, en perjuicio del actor, de los miembros que figuraban en 
su propuesta de regidores étnicos y de la población Mayo asen-
tada en el municipio de Benito Juárez, Sonora.
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1)	 El 7 de octubre de 2011, el Consejo Estatal Electoral del Es-
tado de Sonora celebró una sesión extraordinaria, para iniciar 
el proceso electoral para la renovación del Poder Legislativo 
o Congreso local, así como para renovar los ayuntamientos 
de los municipios de dicho estado.

2)	 El 31 de enero de 2012, para poder llevar a cabo la acredi-
tación de los regidores étnicos, se recibió en la Oficialía de 
Partes del Consejo Estatal Electoral del Estado de Sonora, 
el oficio número CEDIS/2012/0048, firmado por el ingeniero  
José Lamberto Díaz Nieblas, coordinador general de 
la Comisión Estatal para el Desarrollo de los Pueblos y  
Comunidades Indígenas. El oficio informa, según lo dispo-
ne la ley, sobre el origen y el lugar en donde se encuentran 
asentados los pueblos y las comunidades indígenas, indi-
cando el territorio municipal al que pertenecen.

3)	 Mediante oficio número CEE/PRESI-1064/2012, firmado por  
el presidente del Consejo Estatal Electoral del Estado  
de Sonora, C. maestro Francisco Javier Zavala Segura, 
es notificado el C. Feliciano Jocobi Moroyoqui, en su cali-
dad de gobernador tradicional de la etnia Mayo, para que: 

a partir de la fecha de la notificación designe por escrito de 
conformidad a sus usos y costumbres un regidor propietario 
y su suplente para integrar el ayuntamiento del municipio 
correspondiente, el cual deberá ser presentado ante este 
Consejo (SG-JDC-5278/2012).

4)	 En agosto del año 2012, la Oficialía de Partes del Conse-
jo Estatal Electoral del Estado de Sonora recibió escrito sin 
anexos: 

signado por el C. Feliciano Jocobi Moroyoqui, en su calidad 
de Gobernador Tradicional de los ocho pueblos mayos del 
Municipio de Etchojoa, Sonora, mismo al que recayó el auto 
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agosto del presente año, y mediante el cual vienen nombrando a 
los C. Samuel García Valenzuela y Celsa Moroyoqui González, 
como regidores propietario y suplente respectivamente, a 
fin de que los representen ante el ayuntamiento de Benito 
Juárez, Sonora, mismos a los que se les propuso de acuerdo 
a los usos y costumbres de la Etnia a la que representan (SG-
JDC-5278/2012). 

5)	 Asimismo consta que: 

con fecha veinticuatro de agosto del 2012 se recibió ante 
la oficialía de partes de este Consejo Estatal Electoral 
escrito sin anexos signado por el C. Miguel Ángel Ayala 
Álvarez, en su calidad de Gobernador Mayo del pueblo de  
Etchojoa, del municipio de Etchojoa, Sonora, escrito al que  
le recayó acuerdo de fecha veinticinco de agosto del presente 
año, y mediante el cual vienen nombrando a los cc. Santos 
Moroyoqui Quijano y Francisca Leyva Bacasegua como 
regidores propietario y suplente, a fin de que los representen 
ante el ayuntamiento de Benito Juárez, Sonora, mismos a los 
que se les propuso de acuerdo a los usos y costumbres de la 
Etnia a la que representan (SG-JDC-5278/2012).

6)	 Que en virtud de que, entre otros, en el municipio de Benito  
Juárez se presentaron dos fórmulas para ser acreditados 
como regidores étnicos por una misma etnia, se procedió 
durante la sesión del 30 de agosto de 2012, a darle cumpli-
miento a lo dispuesto en el artículo 181, fracción III. De ma-
nera que mediante el procedimiento de la insaculación se 
procediera a escoger la fórmula definitiva, a favor de cuyos 
integrantes se extendería dicha constancia definitiva de acre-
ditación como regidor propietario y su respectivo suplente. Se 
procedió, en efecto, a realizar dicho procedimiento de insa-
culación, saliendo beneficiada la fórmula presentada por el  
C. Miguel Ángel Ayala Álvarez, en su calidad de gobernador 
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Mayo del pueblo de Etchojoa, del municipio de Etchojoa, la 
cual estaba integrada por los CC. Santos Moroyoqui Quijano 
y Francisca Leyva Bacasegua como regidores propietario y 
suplente, y a cuyo favor fue extendida la mencionada cons-
tancia de acreditación.

Acto reclamado

El actor impugna el acuerdo número 210 de fecha 31 de agosto 
de 2012 emitido por el Consejo Electoral del Estado de Sonora. 
En este acuerdo el Consejo Electoral formaliza todos y cada uno 
de los pasos seguidos, previstos por la norma, con el fin de pro-
ceder al correspondiente otorgamiento de las constancias de re-
gidores étnicos, propietarios y suplentes.

Se relacionan en este acuerdo efectivamente, la entrega opor-
tuna de diferentes oficios suscritos por el ingeniero José Lamberto 
Díaz, coordinador general de la Comisión Estatal para el Desa-
rrollo de los Pueblos y Comunidades Indígenas, en los que infor-
ma a dicho Consejo, no sólo del origen y del lugar en donde se 
encuentran asentadas las etnias locales con derecho a tener un 
regidor propietario y su suplente en el municipio al que pertene-
cieren, sino que también se le informa del nombre de las perso-
nas que están constituidas como autoridades legítimas en cada 
una de las etnias, según los usos y costumbres.

Posteriormente, el mismo Consejo Electoral relaciona en el 
acuerdo referido, los diferentes oficios girados por el consejero 
presidente a las personas señaladas como legítimas autoridades 
de cada una de las etnias, con el fin de que tuvieran a bien ha-
cer la designación, mediante los usos y costumbres, de las per-
sonas que podrían ser designadas, en cada caso, como regidor 
propietario y suplente. Por último, en dicho acuerdo también se 
relacionan los escritos mediante los cuales la autoridades de las 
etnias hacían las designaciones correspondientes, solicitadas por 
la autoridad electoral del estado de Sonora. 

Por tanto, se puede verificar que con el número 16 de los an-
tecedentes de este acuerdo impugnado, encontramos que se  
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de Sonora, un oficio suscrito por el ahora actor, don Feliciano 
Jocobi Moroyoqui, “en su calidad de Gobernador Tradicional de 
los ocho pueblos mayos del municipio de Etchojoa”, proponien-
do a don Samuel García Valenzuela y doña Celsa Moroyoqui  
González como regidores propietario y suplente, respectivamente, 
del ayuntamiento de Benito Juárez. Y, desde luego, viene tam-
bién el acuerdo particular que emitió el Consejo para que dichas 
personas fueran designadas como regidor propietario y regidora 
suplente, respectivamente.

Ahora bien, resulta que con el antecedente número 34 de este 
mismo acuerdo 210, se presentó una segunda propuesta de regi-
dor propietario y suplente para el mismo ayuntamiento de Benito 
Juárez, suscrita ahora, no por don Feliciano Jocobi Moroyoqui,  
sino por don Miguel Ángel Ayala Álvarez, “en su calidad de  
Gobernador Mayo del pueblo de Etchojoa”, proponiendo como 
regidor propietario a don Santos Moroyoqui Quijano y como re-
gidora suplente a doña Francisca Leyva Bacasegua, con el fin 
de que los representen ante el ayuntamiento de Benito Juárez,  
Sonora, quienes fueron propuestos de acuerdo a los usos y cos-
tumbres de la etnia a la que representan.

Como se aprecia en este supuesto, objeto del presente estu-
dio, existen dos propuestas diferentes para ocupar un solo car-
go de regidor propietario y un regidor con el carácter de suplente 
para el mismo ayuntamiento de Benito Juárez.

De hecho, en otros supuestos también se presentó más de 
una propuesta, como se relata en el considerando XII de este 
mismo acuerdo 210. Es por ello que el Consejo Estatal Elec-
toral del Estado de Sonora procedió a usar del procedimiento  
de insaculación previsto en el artículo 181 el Código de la ma-
teria, para determinar cuál de las propuestas debía ser la gana-
dora, o a la que se debía entregar la constancia de acreditación 
definitiva.
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Recurso de revisión

Luego de que el Consejo Estatal Electoral del Estado de Sonora 
realizó la correspondiente insaculación del supuesto que está en 
estudio, resultó ganadora la propuesta presentada por don Miguel  
Ángel Ayala Álvarez, “en su calidad de Gobernador Mayo  
del pueblo de Etchojoa”, que favoreció a sus candidatos don  
Santos Moroyoqui Quijano como regidor propietario y a doña  
Francisca Leyva Bacasegua como regidora suplente.

Don Feliciano Jocobi Moroyoqui reaccionó, considerando que 
la autoridad electoral había violado el principio de legalidad y pro-
cedió a presentar en tiempo y forma el correspondiente recurso 
de revisión, con fecha del 4 de septiembre de 2012. En este es-
crito don Feliciano Jocobi Moroyoqui manifiesta que:

el acuerdo que se recurre violenta en perjuicio del partido que 
represento los artículos 1, 6, 14, 116 fracción VI de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, los artículos 1, 2 y 22 
de la constitución política del estado libre y soberano de Sonora, 
así como los artículos 181, fracción I y II del Código Elector, 
HACIENDO A LA VEZ UNA INTERPRETACIÓN INADECUADA 
DEL ARTICULO 181, FRACCIÓN III (SG-JDC-5278/2012).

A continuación formaliza la presentación de dos agravios en 
particular. Referente al primero, señala: “me agravia el auto re-
currido, toda vez que violenta lo preceptuado por el artículo 181, 
fracción I , II y III del Código Estatal Electoral”, que transcribe 
enseguida, indicando luego que el pleno del Consejo Estatal Elec-
toral “realizó una inadecuada interpretación de la fracción III del  
artículo antes transcrito”, debiendo 

tener como única propuesta de autoridad registrada y con faculta
des la presentada por el suscrito y no tomar en cuenta de ninguna 
manera la presentada por Miguel Ángel Ayala Álvarez, quien se 
ostenta con el carácter de Gobernador Tradicional, pero que de 
ninguna manera tiene tal reconocimiento (SG-JDC-5278/2012). 

BOOK 26 CSVSR.indb   75 6/9/15   6:31 PM
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Moroyoqui se quejó “de que lo resuelto por el pleno del Con-
sejo Estatal Electoral se haya hecho dentro de la misma  
sesión de fecha 30 de agosto de dos mil doce, sin citación de 
los interesados”.

Informe de la autoridad responsable

Presentado el recurso de don Feliciano Jocobi Moroyoqui, la au-
toridad responsable lo hace del conocimiento de la Sala Regional 
Guadalajara del tepjf por medio del fax y pocos días después,  
el 8 de septiembre de 2012, remite el informe circunstanciado en el  
cual, se reconoce como cierto el acto reclamado, pero sostiene 
su constitucionalidad y legalidad. Enseguida, la autoridad respon-
sable indicó en su informe que 

se actualiza en el presente caso la causal de improcedencia 
prevista en el artículo 10, inciso b) de la Ley General del Sistema 
de Medios de Impugnación en materia electoral, consistente en 
la falta de afectación al interés jurídico del actor.

La autoridad electoral sostiene, en efecto, que las violaciones 
invocadas por el actor, relativas a las garantías de legalidad y segu-
ridad jurídica, como a los derechos de las comunidades indígenas,

en forma alguna afectan algún derecho político o electoral del  
actor, además de que éste no tiene ninguna expectativa  
de derecho para aspirar a los cargos de regidores étnicos para 
los ayuntamientos antes señalados […] 

Y que, en todo caso, quienes podían sentirse afectados “son 
a los ciudadanos a los que se refiere el actor que no se tomó en 
cuenta para ser designados como regidores étnicos para integrar 
el ayuntamiento de Benito Juárez”. Por tanto, son ellos los que  
tendrían que acudir ante esa Sala Regional para alegar lo  
que a su derecho correspondiente, y no al actor, no obstante de que  
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se ostente como gobernador tradicional de la tribu a la que per-
tenecen aquéllos.

Con fundamento en este razonamiento, la autoridad respon-
sable concluye que:

el juicio de protección de derechos político electorales interpuesto 
por el actor deberá ser desechado por carecer éste de todo 
interés jurídico para incoarlo, lo que se demuestra por el hecho de  
que de considerarse procedente el presente juicio no habría 
ningún derecho violado del actor que se tuviera que restituir, pues 
la pretensión de éste es que sean otras personas y no el propio 
actor, quienes sean consideradas como regidores étnicos, a pesar 
de que no fueron favorecidos por el procedimiento de insaculación 
llevado a cabo en los términos de lo dispuesto por el artículo 181 
del Código Electoral para el Estado de Sonora.

La misma autoridad responsable, después de invocar varias 
tesis de jurisprudencia a favor de su argumentación, somete a 
controversia los agravios presentados por el actor diciendo que 
son totalmente infundados, inoperantes e improcedentes. Ase-
guró, por un lado, que se procedió siempre de conformidad con 
lo establecido en el artículo 181, fracción III, toda vez que, en 
su opinión, fueron dos las propuestas registradas, en virtud de 
lo cual debía seguirse el procedimiento señalado por la ley de la 
insaculación, y que, por otro lado, la sesión en la que se apro-
bó el acuerdo que el actor impugna, fue de carácter pública, de 
manera que no puede hacerse valer, como lo pretende el actor, 
el agravio consistente en la falta de citación de los afectados.

La autoridad responsable concluye su informe pidiendo que, 
previos los trámites de ley, se deseche: 

la demanda por las causas de improcedencia expresadas, o 
bien, declarar improcedente el juicio interpuesto por resultar 
inoperantes e infundados los agravios planteados por el actor y, en 
consecuencia, confirmar en todos sus términos el acto reclamado 
(SG-JDC-5278/2012).
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En la parte de la sentencia, relativa a los resultandos, además de 
incorporar los antecedentes del caso en estudio, se inserta tam-
bién con el epígrafe del número romano VIII, el acuerdo del Pleno 
del día 11, al parecer del mes de septiembre de 2012, por medio del  
cual se determina imprimirle un reencauzamiento del asunto ge-
neral para considerarlo como un juicio para la protección de los 
derechos político-electorales del ciudadano. Se admiten las prue-
bas y se pasa a los considerandos.

En este capítulo de los considerandos, la Sala Regional  
Guadalajara del tepjf se declara competente para tomar cono-
cimiento del asunto planteado y entra de inmediato al estudio de 
las causales de improcedencia invocadas por la autoridad res-
ponsable, llega a la conclusión de que son infundadas dichas cau-
sales y con esto entra al examen del considerando tercero de la 
procedencia de la demanda interpuesta por el quejoso, encon-
trando que dicha demanda cumple satisfactoriamente con los di-
ferentes requisitos exigidos por la norma.

Luego entra al estudio de los agravios invocados por el actor 
con el rubro del considerando cuarto. Y, después de enumerar di-
chos agravios entra al estudio de fondo, con el referido reencau-
zamiento del litigio, calificado por el Pleno como una demanda de 
juicio de protección de derechos político-electorales, en agravio, 
no sólo del actor, sino también de las dos personas incorporadas 
a la propuesta como regidores étnicos, así como en agravio de  
la etnia misma, representada en este caso por el actor, resolvién-
dolo en consecuencia de manera positiva y otorgando la debida 
y conveniente protección.

III. Introducción

En el expediente identificado como SG-JDC-5278/2012, se ac-
tualiza la problemática, compleja y difícil, de cómo se deben aten-
der y, en su caso, satisfacer constitucionalmente, las diferentes  
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prerrogativas y los derechos de diversa naturaleza, reconocidos 
a favor de los pueblos y las comunidades indígenas, primero que 
nada en el texto de la cpeum, en su artículo 2, apartado A), frac-
ción VII, referente a la materia electoral, y después en cada una 
de las constituciones locales, como es el caso de la Constitu-
ción del estado de Sonora.

Según la Constitución general

Como se sabe, las diferentes prerrogativas y los nuevos dere-
chos, por así llamarlos, de que gozan los pueblos y las comuni-
dades indígenas, se encuentran regulados en el artículo 2 de la 
cpeum, así como en cada una de las constituciones locales, en 
cuyos territorios existen asentamientos de estos pueblos y comu-
nidades. A continuación se presenta lo señalado en el artículo 2 
de la Carta Magna, así como lo dispuesto en la Constitución del 
Estado de Sonora, por ser la que se aplica al caso en estudio.

La cpeum, en su artículo 2, apartado A, que regula la materia 
que ahora interesa examinar, de acuerdo a:

A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los 
pueblos y las comunidades indígenas a la libre determinación y, 
en consecuencia, a la autonomía para:
[…]
 VII. Elegir, en los municipios con población indígena, representantes 
ante los ayuntamientos.
Las constituciones y leyes de las entidades federativas 
reconocerán y regularán estos derechos en los municipios, con 
el propósito de fortalecer la participación y representación política 
de conformidad con sus tradiciones y normas internas.

Aunque en esta ocasión solamente se están circunscribien-
do los enunciados de libre determinación y autonomía en mate-
ria electoral, el contenido de estos enunciados de nuestra Carta 
Magna es de la mayor importancia por la riqueza de principios  
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etnias indígenas.

Ahora bien, de inmediato cabe preguntarse ¿cómo se han 
vertido estas magníficas disposiciones en cada una de las cons-
tituciones locales, como en la del estado de Sonora, involucrada 
en el supuesto que se estudia? Incluso es necesario cuestionar 
¿cómo se han interpretado por las llamadas políticas públicas del  
gobierno federal? ¿Cómo las ha interpretado la doctrina jurídi-
ca y, sobre todo, los tribunales, encargados, como es el caso del 
tepjf, de la aplicación diaria y constante de algunos de los prin-
cipios rectores que contiene esta reforma, en materia de protec-
ción, por ejemplo, de derechos humanos? 

No es fácil dar respuestas cabales a estas preguntas por-
que, por un lado, se ha escrito mucho sobre el tema, —como lo 
ilustra Jorge González Galván, en su libro El Estado, los indíge-
nas y el Derecho, al reseñar la bibliografía especializada sobre  
la mencionada reforma— y, por otro, se ha insistido en la salva-
guarda de los derechos, tanto por la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación (scjn), como por el tepjf, el cual tiene ya una larga 
secuencia de trabajo en la atención a demandas en materia de 
protección de derechos políticos electorales, tal como se mues-
tra en el supuesto que ahora se estudia.

Sin embargo, por otro lado, se aprecia que no ha habido avan-
ces importantes en la tarea de poner en obra los principios mencio-
nados de libre determinación y autonomía de las etnias y pueblos 
indígenas, ni por parte del Congreso de la Unión, ni por parte de 
los congresos locales, que serían los habilitados por el manda-
to constitucional para hacer valer dichos principios a favor de las 
etnias existentes en México.

La buena voluntad del gobierno federal, que se manifiesta en 
esta reforma, nunca ha pasado de la oferta teórica a una política 
real y verdadera, que permita llevar a la práctica dichas prerro-
gativas de libre determinación y autonomía, habiendo necesidad 
y urgencia de hacerlo.

El movimiento zapatista, por ejemplo, se ha manifestado siem-
pre inconforme; se mantiene vivo, por no decir que se mantiene 
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en armas; mientras que el gobierno federal nunca ha reconocido, 
ni siquiera, los supuestos fácticos de las comunidades indígenas, 
que se han proclamado comunidades autónomas, esto es, que 
simplemente decidieron no seguir sumisas ni dependientes de 
ciertas cabeceras municipales, como la de Ococingo. Las llama-
das comunidades autónomas, asentadas en ese reducto zapatista 
del estado de Chiapas, desde una perspectiva constitucional, no 
han buscado sino el grado más elemental de lo que significaría 
el principio de libre determinación y autonomía. Querer gozar, en 
la constitución y en la práctica, de la simple prerrogativa de que 
goza el llamado municipio libre mexicano. 

Los principios de libre determinación y de autonomía, para 
ser tales, implican ciertos requisitos que van de la exigencia de 
libre determinación de los pueblos en el ámbito de las relacio-
nes internacionales, hasta unas exigencias políticas (mínimas) 
de cierta libertad, independencia y autonomía en el ámbito inter-
no de cada país.

En el aspecto interno del Estado mexicano, las posibilidades de  
libre determinación de los pueblos y comunidades indígenas 
pueden y deben expresarse, primero, en la creación de nuevos  
estados, miembros de la Federación mexicana, siguiendo la tradi-
ción de creación de nuevos estados que siempre ha habido desde 
los 19 existentes originalmente hasta los 32 que ahora tenemos.1 
Una creación hecha sobre la base territorial que otros estados tie-
nen: así, por ejemplo, Zacatecas se desprende del territorio del 
estado de Jalisco desde el año de 1823.2 Esto es, las etnias pue-
den transformarse en estados, como los que ahora existen, por 
obra precisamente del Congreso de la Unión.

En segundo lugar, pueden llegar dichas posibilidades a la 
creación de nuevos territorios federales, como los hubo hasta el 
año de 1974. Esto es, las etnias, en su caso, pueden también  

1	 Para un estudio más amplio sobre estas posibilidades de transformar a las etnias 
en nuevos estados, en su caso en nuevos territorios federales y en comunidades 
autónomas, véase (Barragán 1995, 155).

2	 Para estudiar el proceso de formación del federalismo mexicano, véase ( Barragán 
1978).
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ricamente, por obra también del Congreso de la Unión.

En tercer lugar, esas posibilidades pueden derivar en la crea-
ción de las llamadas comunidades autonómicas, concebidas 
bajo los mismos principios de la organización del municipio li-
bre mexicano. Esto es, las etnias o, en su caso, las poblaciones 
indígenas, ahora asentadas dentro de los territorios municipa
les, pueden transformarse en comunidades autónomas, sobre la 
base de un territorio propio, independiente del territorio munici-
pal, pero con las mismas prerrogativas que ahora tienen los mu-
nicipios, lo cual puede ser formalizado por las legislaturas locales  
(Barragán 1995, 172 y González 2010). Asimismo, son tres po-
sibilidades que tienen base constitucional, no sólo porque así lo 
prevé el artículo 2 constitucional, sino porque se trata de tres for-
mas de división política territorial del Estado mexicano, adopta-
das desde su primera Constitución de 1824.3 Son tres formas de 
división política y territorial que, por un lado, permiten la pacífi-
ca convivencia de pueblos y comunidades diferentes; y que por 
otro lado, garantizan perfectamente la exigencia del principio de 
la unidad nacional entre todos los mexicanos.

Y son tres formas de división política y territorial que debieron 
adoptarse desde la mencionada reforma del artículo 2 constitu-
cional ocurrida a raíz del levantamiento zapatista en Chiapas,  
previos los estudios y las ponderaciones de cada caso.

Con todo, el gobierno federal no ha dado un solo paso más 
allá de la simple y comprometedora promesa contenida en el re-
ferido artículo 2 de nuestra Carta Magna. Ni siquiera ha tenido 
a bien reconocer la existencia real de esas comunidades auto-
nómicas del territorio zapatista de Chiapas, lo cual contrasta  

3	 Véase estas primeras constituciones en Colección de constituciones de los Estados 
Unidos Mexicanos (2004), porque, en efecto, la división política del territorio del 
Estado mexicano desde su independencia, se ordenó seguir al pie de la letra 
lo dispuesto por la Constitución española de 1812, con la salvedad de que las 
provincias, se transformarían en estados, pero manteniendo siempre la base de la 
división territorial y política del municipio. Para un estudio más amplio de cómo se 
determina la organización político-territorial del Estado mexicano, véase (Barragán 
1978).
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enormemente con la decidida y muy amplia acogida que han teni-
do las demandas de protección de derechos políticos electorales  
interpuestas por autoridades étnicas.

Constituciones locales

A simple vista, se aprecia que cada una de las constituciones lo-
cales transcribió, por así decirlo, la reforma del artículo 2 de la 
cpeum. Hasta aquí todo es correcto. Con todo, ninguna de ellas 
fue más lejos, es decir, ninguna llevó a la práctica la respectiva 
reforma de su base territorial a fin de considerar no sólo al muni-
cipio, sino también a las comunidades indígenas como base de 
su división política territorial. Podían hacerlo y, en muchos casos, 
como es el de Sonora, se debió de hacer. Pero no se hizo, ni se 
ven posibilidades de hacerlo en el futuro cercano.

En los estados, incluido el de Sonora, se limitó la reforma a 
reconocer una muy discreta ampliación de la composición de sus 
ayuntamientos con el objeto de incorporar en ellos a los llama-
dos regidores étnicos por la legislación de Sonora, es decir un 
solo regidor propietario y su respectivo suplente por cada etnia.

Lo verdaderamente apropiado con relación siempre al texto 
de la reforma comentada, así como lo referente a la excelente 
doctrina de derechos humanos, mexicana e interamericana, que 
en este mismo expediente invoca la Sala Regional Guadalajara, 
hubiera sido, no sólo que el Congreso de la Unión transforma-
ra algunos de los territorios en los que predominan poblaciones 
indígenas, en verdaderos estados o, cuando menos, en verda-
deros territorios federales, siguiendo nuestra tradición histórica, 
esto es, bajo los mismos principios y con las mismas caracterís-
ticas que se les reconoce a los estados y, en su caso, bajo los 
mismos principios y con las mismas características que se les re-
conoció a los territorios federales, sino que, en el caso de los es-
tados con numerosas y densas poblaciones indígenas, hubieran 
aceptado la existencia de comunidades autónomas, organizadas 
bajo los mismos principios por los que se rige el municipio libre.
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conociera un territorio libre e independiente, que sea base, junto 
con el territorio del municipio, de la división política y territorial de 
los estados, para que de esta manera puedan gozar igualmente de  
una libre determinación de sus gobiernos internos, ahora sí, se-
gún sus usos y costumbres. Para poder hacer efectiva esa pro-
mesa, nunca satisfecha, de poder gozar con preferencia del 
aprovechamiento de los recursos naturales, como se promete 
en dicha reforma al artículo 2 fracción VI; recursos que, al fin y al 
cabo, son propiedad, no del Estado mexicano, sino de la Nación 
mexicana, como también se precisa en el artículo 26 de la misma  
Constitución general. Esto es, son propiedad de todos los 
mexicanos.4

Al respecto, resulta muy ejemplar lo sucedido en el estado 
de Oaxaca, cuyo territorio está basado en la división política de  
sus comunidades indígenas, propiamente hablando, ya que la 
inmensa mayoría de sus numerosos municipios, son eso, comu- 
nidades indígenas, organizadas con la forma tradicional del 
municipio, pero gobernadas por usos y costumbres, lo cual se 
hizo sin necesidad de la reforma al artículo 2.

Una transformación parecida se ha hecho en el estado de 
Tlaxcala, donde muchas comunidades indígenas, que tradicio-
nalmente dependieron de una cabecera municipal dominada por 
una etnia distinta y a veces beligerante, se convirtieron por volun-
tad de su legislador en otros tantos municipios, que es una forma 
igualmente legal para gozar del ahora llamado principio de libre 
determinación y de autonomía. 

4	 En efecto, este artículo 27, mediante un principio de positivización de los conceptos 
de propiedad tradicionales, consagra la llamada propiedad originaria de la nación 
sobre todo el ámbito del territorio del Estado mexicano y sobre el llamado mar 
patrimonial. De manera que en dicho artículo se reconocen las diferentes clases de 
propiedad que, a partir de dicho principio de la propiedad originaria de la nación, se 
aceptan en México, como la propiedad privada, la propiedad social —en donde se 
inscribe la propiedad de los ejidos, la propiedad de las etnias, así como la propiedad 
de las comunidades indígenas y, desde luego, la propiedad pública—.
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Constitución del estado de Sonora

Como ya se mencionó, la Constitución de Sonora transcribe efec-
tivamente el texto reformado del artículo 2 de la Constitución  
general, de manera que, en la parte conducente por razón de la 
materia que ahora se estudia dice lo siguiente:

Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos 
y las comunidades indígenas a la libre determinación y, en 
consecuencia, a la autonomía, asegurando la unidad estatal, para:
[...]
G).- Elegir, en los municipios con población indígena, representantes 
ante los ayuntamientos, en los términos dispuestos en la Ley.

Los términos del mandato son idénticos en uno y otro texto, 
salvo por la remisión que hace la Constitución estatal en el sentido  
de que dicha representación se hará en los términos dispuestos 
por la legislación secundaria. Esto es, en definitiva, aquélla que 
regule los pormenores de la elección de los mencionados repre-
sentantes de las etnias indígenas en los respectivos ayuntamien-
tos en cuyos territorios aquéllas se encuentren asentadas. 

Pues bien, es el Código Electoral del Estado de Sonora, aplicado 
al caso en estudio, el que determina efectivamente los pormeno-
res de esta elección. ¿Qué dice este Código sobre el particular?

La elección de los ayuntamientos viene regulada en el capítulo 
III del título séptimo, que comprende los artículos 180, 181 y 182.

El artículo 180 dice textualmente lo siguiente:

Artículo 180. El municipio libre es la base de la división territorial 
y de la organización política y administrativa del Estado. Estará 
gobernado por un ayuntamiento integrado por los miembros 
de la planilla que haya salido electa por el principio de mayoría 
relativa. Esta integración se podrá completar con regidores 
de representación proporcional y hasta por un regidor étnico 
propietario y su respectivo suplente en los municipios en donde 
tienen su origen y se encuentran asentadas las etnias respectivas. 
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de dichas etnias, de acuerdo a lo estipulado en este Código.
La ley de gobierno y administración municipal determinará el número 
de regidores de mayoría relativa y de representación proporcional 
que corresponda a cada ayuntamiento (CEES, artículo 180. 2011).

A continuación el artículo 181 indica el procedimiento a seguir 
para la elección del mencionado regidor étnico.

Artículo 181. Para el efecto de dar cumplimiento a la designación 
del regidor étnico, conforme a lo establecido en el artículo anterior, 
se observará el procedimiento siguiente:
I. El Consejo Estatal con el informe que presente la Comisión 
Estatal para el Desarrollo de los Pueblos y Comunidades 
Indígenas, registrará durante el mes de enero del año de la  
jornada electoral, la información de origen y lugar donde  
se encuentran asentadas las etnias locales en los municipios 
del Estado, así como el territorio que comprende, su forma de 
gobierno, los procedimientos de elección de sus representantes y 
los nombres de las autoridades de las etnias, ante ella registradas 
o reconocidas.
II. Durante el mes de junio del año de la jornada electoral y de 
conformidad con la información señalada en la fracción anterior, el 
Consejo Estatal requerirá mediante oficio a las autoridades étnicas 
para que nombren, de conformidad con sus usos y costumbres, 
un regidor propietario y su suplente correspondiente. El 
nombramiento que realicen las autoridades étnicas del respectivo 
regidor étnico propietario y su suplente deberán comunicarlo por 
escrito al Consejo Estatal.
III. En caso de presentarse más de una propuesta por existir más 
de una autoridad registrada o reconocida y con facultades para 
efectuar la propuesta en un mismo municipio, el Consejo Estatal 
citará mediante oficio a cada una de las autoridades étnicas para 
que, treinta días antes de la insaculación de quien será el regidor 
étnico propietario y suplente respectivamente. Una vez realizada 



87

Vertiente 

Salas 

Regionales
la insaculación, las autoridades étnicas firmarán en el mismo acto 
el acuerdo de conformidad respectivo.
IV. De no presentarse propuesta treinta días antes de la instalación 
del ayuntamiento entrante por parte de las autoridades étnicas 
registradas o reconocidas por la autoridad estatal en e la materia, 
corresponderá exclusivamente al Consejo Estatal conocer y 
decidir sobre las propuestas extemporáneas que se presenten.
V. El Consejo Estatal otorgará la constancia de designación de 
regidor étnico propietario y suplente correspondiente y notificará 
al ayuntamiento respectivo dicha designación para que éste le 
rinda la protesta de ley y asuma el cargo de referencia; y
VI. De no presentarse los regidores étnicos designados a la 
toma de protesta, el ayuntamiento correspondiente notificará 
de inmediato al Consejo Estatal para que éste aperciba a las 
autoridades de la etnia, para que los designados se presenten a 
rendir protesta constitucional en un término no mayor de treinta 
días después de instalado el nuevo ayuntamiento o efectúen 
las sustituciones que correspondan, conforme a sus usos y 
costumbres.
Por ningún motivo y bajo ninguna circunstancia el Consejo Estatal 
dejará de realizar la designación a que se refiere el presente 
artículo ni se podrá impedir a los regidores étnicos designados por 
el Consejo Estatal, asumir el cargo correspondiente, para lo cual, de 
ser necesario, el Congreso del Estado o su diputación Permanente 
tomará la protesta correspondiente (CEES, artículo 181. 2011).

Como bien se aprecia, la Constitución de Sonora transcribe 
los principios constitucionales de la mencionada reforma, pero 
no les da cabal cumplimiento. Esto es, de la misma manera que 
el Congreso de la Unión nunca ha intentado siquiera transfor-
mar algunas etnias en nuevos estados, ni ha intentado tampoco 
transformar, en su caso, a otras etnias en territorios federales si-
guiendo las mismas formalidades que se siguieron en el pasado 
histórico, ningún estado procedió a modificar la división política 
de sus respectivos territorios para transformar a varias de sus po-
blaciones o etnias indígenas en verdaderos municipios, por así 
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terminación a cada uno de dichos pueblos.

En otras palabras, mientras una etnia o una población indíge-
na permanezca dentro de la territorialidad de un municipio, nunca 
podrá hacer uso de su prerrogativa de libre determinación y ser 
verdaderamente autónoma, porque esa territorialidad la vincula-
rá siempre a la autoridad municipal en todos los sentidos, incluso 
en los mismos supuestos en que dichas etnias o comunidades se 
gobiernen internamente mediante usos y costumbres. 

Significado de los términos etnia, pueblo población  
y comunidad

Para empezar, los términos pueblo indígena o pueblos indígenas 
suelen usarse con diferentes significados, no sólo por la doctrina 
de los autores (González 2010), sino también por el legislador, 
tal como lo hace la legislación del estado de Sonora, incorpora-
da a este expediente que ahora se analiza.

Por ejemplo, a don Feliciano Jocobi Moroyoqui, que es el actor,  
se le acredita ante el Consejo Estatal Electoral como “el Goberna-
dor Tradicional de ocho pueblos Mayos”. Ahora bien, estos ocho 
pueblos mayos y otros más, caen todos bajo la denominación de  
etnia Mayo, lo que quedó asentado en el mismo expediente.

El término de etnia, por tanto, ocuparía el lugar que, en la ló-
gica aristotélica, ocupa el término género; mientras que pueblo 
ocuparía el lugar que ocuparía, en esa misma lógica, el térmi-
no especie. Todo esto sin perjuicio de admitir y reconocer, como 
es necesario, que en muchas ocasiones pueblo se usa precisa-
mente como el género, o con la equivalencia de una etnia inde-
pendiente de otras. Se considera que este es el significado que 
tiene el término pueblo en el texto reformado del artículo 2 cons-
titucional; de manera que dicha reforma estaría indicando que el 
pueblo es el género y que comunidad es la especie.

Si esta apreciación fuera correcta, los pueblos a los que se re-
fiere la legislación del estado de Sonora, incorporada al expediente  
en estudio, tendrían el significado de comunidades, de manera 
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que don Feliciano Jocorobi Moroyoqui, por seguir con el ejemplo 
antes citado, sería en realidad el gobernador tradicional de ocho 
comunidades de la etnia Mayo, lo cual nada perjudicaría en que 
existieran otras comunidades de la etnia Mayo bajo el mando de 
diferentes gobernadores, como tampoco en nada perjudicaría  
el que, en un supuesto hipotético, hubiera una sola autoridad o un 
solo gobernador de toda la etnia Mayo, aunque estuviera asen-
tada en el territorio de varios municipios e, incluso, en el territo-
rio de varios estados.

¿Y qué cosa sería entonces la comunidad? El término admite 
más significados, pues lo mismo se usa para denominar a todos los 
habitantes de todos los pueblos asentados en un continente, como 
lo indica la expresión de “comunidad de hispanohablantes”, que 
para denominar a los habitantes de todos los pueblos asentados  
en el territorio del Estado mexicano, como lo indica la expresión 
“comunidad nacional”.

Pero, por otro lado, igualmente comunidad se usa para desig-
nar el conjunto de habitantes que pertenecen a una misma etnia 
y que están asentados en un mismo lugar o territorio. Un territorio 
que, al mismo tiempo, está ocupado por habitantes pertenecien-
tes a otra u otras etnias diferentes, como lo indican las siguientes 
expresiones: la comunidad de zacatecanos de Chicago o la co-
munidad otomí de la Ciudad de México. 

El texto constitucional usa el término pueblo indígena en el 
sentido de etnia, la cual podría ser beneficiada por el principio 
de libre determinación si se le configurara como un estado libre 
y soberano; e incluso como un territorio federal, esto se consigue 
si se le otorga una territorialidad libre e independiente, o no suje-
ta a ninguna otra entidad, tal como están configurados ahora los 
estados miembros de la Unión y tal como lo estuvieron, cuando 
los hubo, los territorios federales.

Pero bueno, la generosidad del poder revisor de la Constitución 
no llega a tanto como para transformar algunas de esas etnias 
en estados o en territorios, al menos que el legislador ordinario 
las transforme en entidades autónomas con las mismas prerro-
gativas constitucionales de que gozan los municipios.
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el texto constitucional en el sentido de un conjunto de habitantes, 
más bien reducido en número, pero digno de tomarse en cuenta 
para todos los efectos políticos y sociales por parte del legislador, 
el cual tendría que permitir, por ejemplo, que tuvieran una cierta 
representación en el ayuntamiento respectivo, sin menoscabo de  
la mayor representación que pudiera tener la mayoría étnica  
del mismo municipio de referencia. 

Y así, entre otros extremos, se tomaría en cuenta la comu-
nidad asentada en un territorio, dominado por habitantes de al-
guna otra etnia como para poder aceptar que dicha comunidad 
pudiera elegir, por usos y costumbres, un determinado número 
de regidores en el respectivo ayuntamiento. Esto sería correc-
to en atención al principio de representación de las minorías.  
Pero sería y es muy incorrecto pensar que, con esta mínima y 
escasa representación, mediante la designación por usos y cos-
tumbres de un solo regidor propietario y su respectivo suplente, 
llena o colma la exigencia constitucional del principio de libre de-
terminación y autonomía de cada una de las etnias, como las que 
existen ahora mismo en el estado de Sonora.

Propiamente hablando, en el estado de Sonora el derecho a 
la libre determinación de los pueblos y las comunidades indíge-
nas no existe, ya que todos dependen de una cabecera municipal, 
no obstante que, hacia el interior de cada etnia, se les permite un 
gobierno basado en el sistema de usos y costumbres. 

Esta dependencia es muy férrea desde todos los puntos de 
vista, pues siempre dependen de la autoridad municipal, que es 
la que fija o puede fijar algunas de las exacciones públicas (im-
puestos, derechos, tasas); administra el presupuesto; la que 
hace las obras públicas y presta los servicios públicos, etc. Es  
decir, en los hechos, dichos pueblos y comunidades indíge-
nas, tal como ahora son considerados por las legislaciones  
locales, como la del estado de Sonora, reciben un tratamiento  
discriminatorio con respecto al tratamiento constitucional que le-
galmente reciben los municipios, muy lejos de llegar a disfrutar 
de lo que la reforma mencionada del artículo 2 de la Carta Magna 
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admite: una verdadera y propiamente libre determinación y auto-
nomía para gozar, cuando menos, de las mismas prerrogativas 
que goza el municipio libre.

La Constitución general, en efecto, habla del municipio libre, 
indicando que debe ser la base de la división política y territorial 
de cada estado —incluso era la base de esa misma división po-
lítica y territorial de los territorios federales mientras éstos exis-
tieron— que debe de gozar de independencia con respecto a los  
órganos del Estado para administrar libremente su hacienda.

De no ser así, la reforma permanece incumplida y en los he-
chos todas estas etnias, que se mencionan en el expediente en 
estudio, sufren de una severa y grave limitación de orden político y 
en consecuencia de la falta total de una adecuada representación  
a nivel de órganos de decisión, así sea dentro del ayuntamiento,  
en el contexto de las doctrinas y de los principios tomados en 
cuenta por la propia Sala Regional Guadalajara del tepjf.

Elección de los regidores étnicos

El texto de la Constitución general, en el artículo 2, fracción VII, 
apartado G), dice que los pueblos y comunidades indígenas tie-
nen autonomía para “elegir, en los municipios con población in-
dígena, representantes ante los ayuntamientos”.

La Constitución estatal dice lo mismo, ordenando que dicha 
representación se haga de conformidad con lo que disponga la 
Ley secundaria, “en los términos dispuestos en la ley”. 

La Ley de referencia o Código Estatal Electoral del Estado de 
Sonora, en efecto, regula los pormenores de dicha elección, indi-
cando, entre otras cosas, que solamente se podrá elegir a un solo 
representante o regidor propietario y a su respectivo suplente por ca-
da etnia asentada dentro del territorio de municipal, de manera que 
si hubiere más de una etnia asentada en un mismo municipio, se  
procederá a la insaculación para ver cuál de las etnias recibe la cons-
tancia de acreditación de dichos regidores, propietario y suplente.

La reforma del artículo 2 constitucional se redujo en el estado 
de Sonora a una simple y casi insignificante representación de  
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Electoral tan sólo un sitial en el ayuntamiento respectivo. En este caso, 
el principio de libre determinación y de autonomía solamente  
alcanza para elegir un solo representante en el ayuntamiento del 
municipio al que pertenezcan.

Procedimiento a seguir

Para llevar a cabo dicha elección de los regidores étnicos, el Có-
digo Estatal Electoral establece que la elección de los regidores 
étnicos se realizará mediante los usos y costumbres, creando 
confusión, entre otras cosas, porque nunca antes hubo la posibi-
lidad de elegir a esta clase de representantes. Por tanto, no hay 
usos y costumbres para elegir esta clase de cargos.

Probablemente lo que ha querido decirse es que, de la mis-
ma manera que son nombradas, designadas o elegidas las auto-
ridades respectivas de cada etnia, mediante usos y costumbres 
tradicionales, así o de esa misma manera, se procederá a elegir, 
designar o nombrar ahora, o de aquí en adelante, a los llamados 
regidores étnicos. Para ello, se ordena que el coordinador de la 
Comisión Estatal para el Desarrollo de los Pueblos y Comunidades  
Indígenas, previos los estudios de campo, informe al Consejo 
Estatal Electoral sobre el origen y el lugar en que se encuentran 
asentadas las etnias y las comunidades indígenas existentes en 
el estado (Figueroa 1993). Posteriormente, se procede a la acre-
ditación ante el mismo Consejo Estatal Electoral a cada una de 
las autoridades de los pueblos y comunidades indígenas con de-
recho a elegir una propuesta de regidores étnicos para integrar 
el respectivo ayuntamiento del municipio en cuyo territorio se en-
cuentren asentadas.

Bien, de la información existente en el expediente, se apre-
cia que en el territorio del estado de Sonora existen ocho etnias 
registradas ante el Consejo Estatal Electoral, de manera que se-
gún la relación que viene en el rubro VI de los considerandos del 
acuerdo 210 del 31 de agosto de 2012 y que se impugna, estas 
etnias son las siguientes:
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1)	 Cucapah, asentada en el municipio de San Luís Río Colorado;
2)	 Guarijio, asentada en dos municipios, Álamos y Quiriego; 
3)	 Kikapú, asentada en el municipio de Bacerac;
4)	 Mayo, asentada en cuatro municipios, Benito Juárez,  

Etchojoa, Huatabampo y Navojoa;
5)	 Pápago, asentada en cuatro municipios, Altar, Caborca,  

General Plutarco Elías Calles y Puerto Peñasco;
6)	 Pima, asentada en el municipio de Yécora;
7)	 Seri, asentada en dos municipios, Hermosillo y Pitiquito;
8)	 Yaqui, asentada en cinco municipios, Bácum, Cajeme,  

Guaymas y San Ignacio Río Muerto.

Según la misma fuente de información, estas ocho etnias es-
tán asentadas en 19 municipios, por tanto, y de conformidad con 
lo establecido por el Código Estatal Electoral, deberán nombrar-
se 19 regidores étnicos, conforman una propuesta de regidor pro-
pietario y regidor suplente para cada ayuntamiento.

Después de obtener los registros de las autoridades étnicas, 
el presidente del Consejo Estatal Electoral en turno requerirá a 
cada una de dichas autoridades, previamente registradas ante el 
mismo Consejo, para que procedan, según sus respectivos usos 
y costumbres, a la elección de la propuesta de regidor propieta-
rio y su suplente que le corresponda.

Dicho presidente, al parecer, requirió, en este caso, tanto 
al actor, don Feliciano Jocorobi Moroyoqui, como a don Miguel  
Ángel Ayala Álvarez, autoridad no acreditada, que presenta una 
segunda propuesta para regidores étnicos del mismo ayunta-
miento de Benito Juárez. Una vez recibidas dichas propuestas 
de elección, el Consejo encontró que en cuatro supuestos había 
una sola propuesta por cada una de otras tantas etnias asenta-
das en el territorio del respectivo municipio. Estos municipios eran  
Álamos, Bacerac, Quiriego y Yécora; como todo estaba confor-
me a la ley, se acordó el otorgamiento de las constancias respec-
tivas por parte de dicho Consejo Estatal Electoral.

Ahora bien, con excepción de los cuatro municipios mencio-
nados, en los restantes 15 municipios ciertamente se presentaron  
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Electoral dos o más propuestas, incluido el supuesto del municipio de  
Benito Juárez, que ahora se estudia. De hecho, de conformidad 
con lo expuesto en los considerandos X y XII del acuerdo que se 
impugna, se deja constancia de que la etnia Yaqui presentó tres  
propuestas para Guaymas y cinco propuestas para San Ignacio 
Río Muerto; la etnia Mayo presentó tres propuestas para Navo-
joa; dos para Etchojoa, cuatro para Huatabampo y dos para Be-
nito Juárez; la etnia Seri presentó dos propuestas para Pitiquito 
y otras dos para Hermosillo; la etnia Pápago presentó dos pro-
puestas para Caborca, otras dos para Altar, dos más para General  
Plutarco Elías Calles y cuatro para Puerto Peñasco y la etnia Cuca-
pah también presentó dos propuestas para San Luis Río Colorado.

Como consecuencia de la presentación de más de una pro-
puesta en cada uno de los 15 municipios mencionados, el  
Consejo tuvo a bien aplicar el procedimiento de insaculación, pre-
visto en el mencionado artículo 281, fracción III, en la creencia 
de que todas las propuestas habían sido hechas con apego a la 
legalidad, lo cual no ocurría en la propuesta de regidores étnicos 
para el ayuntamiento del municipio de Benito Juárez, en donde 
una de las propuestas fue impugnada, porque había sido hecha 
por una autoridad, que había sido acreditada previamente ante 
el Consejo, y que resultó ser una autoridad que no debió nunca 
acreditarse como tal, por no serlo, según leemos en el expedien-
te de referencia (SG-JDC-5278-2012).

IV. Asunto litigioso

Se pueden diferenciar tres posicionamientos respecto al asunto 
litigioso; el de la autoridad responsable, el del actor y el plantea-
miento formulado por la Sala Regional Guadalajara.

Opinión de la autoridad responsable

El posicionamiento del Consejo Estatal Electoral se expresa, por un 
lado, en el texto del mismo acuerdo 210 del 31 de agosto de 2012, 
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que es el acto impugnado; y luego se expresa con mayor exten-
sión en el informe, que como autoridad responsable, le toca rendir.

Por lo que hace al texto del acuerdo 210 del 31 de agosto del 
2012, el Consejo Estatal Electoral de Sonora maneja la situación 
bajo la creencia de que todas y cada una de las etapas del pro-
ceso de acreditación de los regidores étnicos se realizaron con 
total apego a los textos constitucionales y legales.

Bien, de las constancias que obran en el texto del mencio-
nado acuerdo 210, no existe ningún asiento en donde se haga 
constar que el ingeniero José Lamberto Díaz Nieblas, coordinador  
General de la Comisión Estatal para el Desarrollo de los Pueblos y 
Comunidades Indígenas, haya puesto a consideración del Consejo 
la acreditación del C. Miguel Ángel Ayala Álvarez como autoridad 
tradicional de alguno de los pueblos o de las comunidades indí-
genas. Lo que sí se hace constar son dos hechos protagoniza-
dos por el mismo C. Miguel Ángel Ayala Álvarez, con el rubro de 
antecedentes marcado con el número 34 de este mismo acuerdo.  
Ante el Consejo se presentó: 

un escrito sin anexos, signado por el C. Miguel Ángel Ayala Álvarez, 
en su calidad de Gobernador Mayo del pueblo de Etchojoa, 
Sonora, escrito al que recayó acuerdo de fecha veinticinco de 
agosto del presente año y mediante el cual vienen nombrando a 
los CC. Santos Moroyoqui Quijano y Francisca Leyva Bacasegua 
como regidores propietario y suplente respectivamente, a fin de  
los representen en el ayuntamiento de Benito Juárez, Sonora, 
mismos a los que se les propuso de acuerdo a los usos y 
costumbres de la Etnia a la que representa.

Por otro lado, se aprecia que un día antes, es decir, el 24 de 
agosto de 2012, el mismo C. Miguel Ángel Ayala Álvarez había 
presentado ante el Consejo Estatal Electoral lo siguiente:

escrito diverso y sus anexos, signado por el C. Miguel Ángel 
Ayala Álvarez, en su calidad de Gobernador Mayo del pueblo de 
Etchojoa, del municipio de Etchojoa, Sonora, mismo escrito al 
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Electoral que le recayó Acuerdo de fecha 30 de agosto del presente año 
y mediante el cual viene nombrando a los C.C. Bartolo Matuz 
Valencia y Miguel Ángel Ayala Álvarez, como regidores propietario 
y suplente respectivamente, a fin de que se los representen ante el 
ayuntamiento de Etchojoa, Sonora, mismos a los que se les propuso 
con base en los usos y costumbres de la Etnia a la que representan.

Luego de lo anterior, se observa que la autoridad responsable 
parece obrar con normalidad, es decir, sin advertir ninguna falla 
en este procedimiento de acreditación, pues no refiere a la po-
sibilidad de que don Miguel Ángel Ayala Álvarez pudiera no ha-
ber sido acreditado previamente como autoridad legitimada para 
presentar esta clase de propuestas. Simplemente se limita a re-
conocer que en los hechos, son varios los supuestos en los que 
se han propuesto más de una fórmula para la elección de los re-
gidores étnicos para un mismo ayuntamiento. Así pues, entre es-
tos varios supuestos, encontró que también en el supuesto de la 
elección de los regidores étnicos para el ayuntamiento de Benito 
Juárez, Sonora, había más de una propuesta, hecho que imponía 
la aplicación de la insaculación para determinar cuál de dichas dos 
propuestas debía ser la que obtuviera la acreditación definitiva.

En conclusión, para el Consejo Estatal Electoral todo el pro-
cedimiento de elección, incluida la etapa de la insaculación, fue 
legal y enteramente apegado a lo dispuesto por el Código Estatal 
Electoral aplicable al caso. La opinión del mismo Consejo reside 
en ese sentido, como autoridad responsable, mantiene en su in-
forme rendido ante la Sala Regional Guadalajara, ya que en dicho 
informe, en ningún momento se detiene a examinar el achaque de 
ilegalidad que el actor le atribuye al acuerdo 210, sino que más 
bien, en su informe entra al examen, por un lado, del supuesto 
de improcedencia; mientras que, por otro lado, también entra a 
combatir los agravios expresados por el actor.

Así pues, para el Consejo Estatal Electoral el asunto litigioso 
debe circunscribirse a la presencia de una causal de improceden-
cia, como es la falta de interés jurídico del actor, interés que, en 
cambio, podrían, como hipótesis, tener los afectados.
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Opinión del actor

Para el actor, el asunto litigioso se cifra en la existencia de vio-
laciones a las normas constitucionales y legales aplicadas al su-
puesto que se estudia. Hay violación, por tanto, del principio de 
legalidad, así como de la garantía de audiencia. Menciona que 
se violan en su perjuicio los artículos 1, 6, 14, 16, 116 fracción VI 
de la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos; los artícu-
los 1, 2 y 22 de la Constitución del Estado de Sonora, así como 
el artículo 181, fracción, II del Código Electoral para el Estado de 
Sonora, “haciendo a la vez una interpretación inadecuada del ar-
tículo 181, fracción III”.

El actor insiste en que su persona, en calidad de autoridad 
reconocida ante el Consejo, era la única autoridad con derecho 
a presentar la propuesta correspondiente para la elección del  
regidor propietario y suplente del ayuntamiento de Benito Juárez,  
estado de Sonora. Y que no debió darle entrada ni ordenar el  
registro de la propuesta hecha por el C. Miguel Ángel Ayala  
Álvarez, “quien se ostenta con el carácter de Gobernador Tradi-
cional, pero que de ninguna manera tiene tal reconocimiento”.  
Por tanto, no debió llevar el supuesto de la elección de los  
regidores étnicos para el ayuntamiento de Benito Juárez al siste-
ma de elección por el método de la insaculación.

Por último, el actor fija la litis sobre el agravio de la falta de au-
diencia, que se traduce igualmente en una violación de esta ga-
rantía constitucional: 

me agravia, dice, el hecho de que lo resuelto por el pleno del 
Consejo Estatal Electoral se haya hecho dentro de la misma 
sesión de fecha 30 de agosto de dos mil doce, sin citación de 
los interesados.

Opinión de la Sala

La Sala Regional Guadalajara del tepjf recibe en tiempo y for-
ma el escrito de impugnación del actor; le parece bien tomar 
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Electoral un acuerdo previo, mismo que tiene lugar el 11 de septiembre  
de 2012, y que está registrado bajo el considerando número VIII 
de la sentencia que se examina, en virtud del cual, se procedió 
a reencauzar el asunto general a juicio de protección de los de-
rechos político-electorales, de manera que, por lo que hace al 
planteamiento estricto del asunto litigioso que ahora estamos 
examinando, declara fundado el agravio del actor, ya que es co-
nocido que Feliciano Moroyoqui sí está acreditado como Gober-
nador Tradicional, “en tanto que, Miguel Ángel Ayala Álvarez, no”.

Según se aprecia, la Sala, basándose en la existencia de es-
ta violación a la norma, estimó pertinente declarar fundado el  
agravio presentado por el actor y resolvió otorgarle la protección 
debida, no por la vía del recurso de revisión, sino por la vía del 
juicio de protección de derechos políticos del ciudadano. 

Opinión de este análisis

Luego del planteamiento anterior, la siguiente opinión coinci-
de con el punto de vista expresado por el actor y con lo emitido  
por la Sala.

Es evidente que por lo menos existe una violación grave al 
principio de legalidad al aceptarse, como lo recuerda la senten-
cia emitida por la Sala, el hecho de no encontrarse acreditado 
don Miguel Ángel Ayala Álvarez como gobernador tradicional de la  
etnia que dice representar, de manera que, supuesta la existencia 
de este hecho, el Consejo Estatal Electoral nunca debió registrar 
la propuesta presentada por don Miguel Ángel Ayala Álvarez para  
evitar así incurrir en la grave violación que se denuncia.

V. Vía de impugnación escogida

También existe una opinión diferente sobre el medio escogido para  
formular la impugnación del acto reclamado.
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El actor parece no dudar al escoger la vía del recurso de revi-
sión, sin advertir que no estaba legitimado para usarlo, toda vez 
que, el Código Estatal Electoral de Sonora reserva este recurso 
de impugnación a los partidos políticos.

Ante ello, se insiste en que el actor, sin dudarlo (así lo deno-
mina en la carátula y en iguales términos se expresa, cuando  
determina combatir el acto reclamado, tratando siempre de aten-
der los requisitos generales del procedimiento) precisa que se 
combate, en efecto, el acuerdo número 210 del 31 de agosto de 
2012, que “recayó a la propuesta de las autoridades tradiciona-
les sobre la designación de regidor étnico en el municipio de Be-
nito Juárez, Sonora”.

Más adelante, añade: 

violentando con este acuerdo la legislación electoral de nuestro 
Estado de Sonora. Y a su vez desconociendo a la Autoridad 
Máxima de nuestra Etnia en el Municipio, reconociendo como 
tal a una persona que se ostenta en tal carácter sin tenerlo de 
manera reconocida en la Etnia.

Asimismo, al exponer sus agravios, el actor, en particular, se-
ñala que hubo violación del artículo 181, al admitir el Consejo 
Estatal Electoral una propuesta de regidores propietario y su-
plente para el mismo municipio de Benito Juárez, “presentada 
por Miguel Ángel Ayala Álvarez, quien se ostenta con el carácter  
de Gobernador Tradicional, pero que de ninguna manera tiene 
tal reconocimiento”.

No hay duda de que para el actor existe una grave violación 
a la legislación aplicable al caso. Por ello, solicita que se revo-
que dicho acuerdo y que, en su momento, se emita “un nuevo 
acuerdo que cumpla con las formalidades esenciales de la ley”, 
en palabras de la petición tercera de su demanda. Tampoco exis-
te duda de que el medio escogido para su impugnación, es decir, 
el recurso de revisión, sea el medio idóneo pensando en que la 
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día serle menos adecuada.

Opinión de la autoridad responsable

La autoridad responsable considera que la demanda del actor 
no es otra cosa sino una demanda de juicio de protección de 
derechos político-electorales. Esto dice textualmente e incluso  
reacciona argumentando que el actor no tiene legitimación acti-
va para interponer esta clase de demandas 

porque las violaciones constitucionales cuya violación reclama en 
forma alguna afecta algún derecho político o electoral del actor, 
además de que éste no tiene ninguna expectativa de derecho  
para aspirar a los cargos de regidores étnicos para los 
ayuntamientos antes mencionados, ello sin dejar de mencionar  
que en los juicios como el de la especie no se acepta la 
representación legal de los ciudadanos respecto de los cuales 
se considera se les causa algún perjuicio con el acto reclamado,  
por lo cual en todo caso son los ciudadanos, a los que se refiere el 
actor que no se tomó en cuenta para ser designados como regidores 
étnicos para integrar el ayuntamiento de Benito Juárez, Sonora a 
quienes podría perjudicar el acto reclamado y, por lo mismo, son 
ellos los que tendrían que acudir a la propia Sala Regional para 
alegar lo que a su derecho correspondiente, y no el actor.

Poco más adelante concluye:

En razón de lo anterior, el juicio de protección de derechos político-
electorales interpuesto por el actor deberá ser desechado por  
carecer éste de todo interés jurídico para incoarlo, lo que se 
demuestra por el hecho de que, de considerarse procedente el 
presente juicio, no habría ningún derecho violado del actor que 
se tuviera que restituir, pues la pretensión de éste es que sean 
otras personas y no el propio actor, quienes sean considerados 
como regidores étnicos.
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Las cosas tendrían que ser así, porque la propia autoridad 

responsable insiste en que su acto siempre estuvo apegado a la  
legalidad: “el acto reclamado, dice, este Consejo Estatal Electoral 
lo acepta como cierto, y sostiene su constitucionalidad y legalidad”.

Opinión de la Sala

La Sala rechaza la vía del recurso de revisión porque este me-
dio está reservado a los partidos políticos. Con todo, lejos de  
declarar la improcedencia, lo admite o le da entrada; lo examina 
y decide, en suplencia de la queja, reencauzar dicha demanda,  
acordando que es procedente considerarlo, para todos los  
efectos legales, como un juicio de protección de derechos político- 
electorales del ciudadano.

Debido a ello, la Sala se ve en la necesidad de argumentar 
a favor del actor la procedencia de su demanda, diciendo que el  
interés jurídico de dicho actor se justifica al considerar que  
la autoridad responsable viola los derechos político-electora-
les en perjuicio del actor, en perjuicio de los dos ciudadanos, 
miembros de su propuesta de regidores étnicos; así como en 
perjuicio de la misma comunidad a la que pertenecen. De tal 
forma, lo primero que hace es declarar infundada la causal de  
improcedencia, alegada por la autoridad responsable en su  
Informe: “este Órgano Jurisdiccional estima infundada la causa 
de improcedencia alegada”.

Se estima así, primero porque “está debidamente acreditado 
que el promovente es el Gobernador Tradicional, es decir, la au-
toridad reconocida por la comunidad indígena de los Mayos del 
municipio de Etchojoa”; porque consta también que la autoridad 
responsable en tiempo y forma “requirió precisamente al accio-
nante para que en su calidad de Gobernador Tradicional, desig-
nara a los regidores étnicos, entre otros, del ayuntamiento de 
Benito Juárez”; y consta que dicho gobernador “compareció ante  
el Consejo Estatal Electoral para dar a conocer su propuesta con-
sistente en la designación de Samuel García Valenzuela y Celsa  
Moroyoqui González”.
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Electoral Como se aprecia, la Sala examina detenidamente todo el pro-
cedimiento seguido en este supuesto, objeto de la impugnación; 
lo encuentra adecuado a la legalidad y concluye diciendo que 

el motivo de la inconformidad, esencialmente, consiste en que el 
Consejo Estatal Electoral, en el acuerdo impugnado, a pesar que 
su propuesta fue la única válida, determinó que los representantes 
debían insacularse de conformidad con el artículo 281, fracción 
III del Código Electoral para el Estado de Sonora.

Opinión de este análisis

No existe violación alguna de derechos político-electorales como 
no fueran las expectativas creadas a favor de los dos ciudadanos 
que integraban la propuesta presentada por el ahora actor. Por 
tanto, tampoco era procedente el juicio de protección de los de-
rechos del ciudadano o, al menos, no era necesaria.

Lo que realmente existe es una violación al principio de lega-
lidad, consistente en dar por válida, en palabras de la sentencia, 
la segunda propuesta presentada por una autoridad que no había 
sido registrada previamente como tal, colocando el supuesto de 
los regidores étnicos designados para el ayuntamiento de Benito  
Juárez, como un supuesto que debía ser insaculado de confor-
midad con el expresado párrafo III del artículo 281 del Código  
Electoral del Estado de Sonora.

Este análisis ha abordado la manera en que el actor funda-
menta la procedencia de su demanda en dicha violación; y a 
su vez, las estrategias que la Sala empleó para fundamentar la 
procedencia, en este caso, del juicio para la protección de los 
derechos político-electorales sobre la existencia de esa mis-
ma violación, cometida por el Consejo Estatal Electoral, el cual 
es el único que niega categóricamente la existencia de dicha  
violación.

Sin embargo, se establece que el medio idóneo para comba-
tir la violación cometida por la autoridad responsable era el juicio 
de revisión, en el sentido en que éste fue planteado por el actor.
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Sobra decir que el actor, por último, ciertamente estaba legi-

timado para interponer dicho recurso de revisión con la misma 
personalidad reconocida con que figuraba ya en los anteceden-
tes, que la propia Sala invoca a favor de la legitimación del ac-
tor, que forman parte esencial del mismo acuerdo. Lo anterior, se  
debe a que el actor había sido autoridad reconocida ante el Con-
sejo Estatal Electoral, porque le requirió la designación oportuna 
de dichos regidores étnicos, porque el actor hizo la designación en 
tiempo y forma, y porque finalmente el acuerdo que se combate 
necesaria y esencialmente afecta las actuaciones del propio actor.

VI. Reencauzamiento de la demanda a juicio  
de protección ciudadana

A continuación, el problema fundamental que se plantea en esta 
sentencia, mismo que justifica, por su importancia, nuestro estudio.

Planteamiento general

Como hechos a tomar en cuenta, para resolver el problema o los 
problemas planteados por el quejoso, está el acuerdo 210 del 31 
de agosto de 2012, el cual es denunciado por el actor como un 
acto violatorio del principio de legalidad, así como del principio 
de la debida garantía procesal de audiencia.

Habiéndose presentado la demanda por el actor ante el Consejo 
Estatal Electoral, cuyo acuerdo de referencia se impugna, este 
Consejo le da entrada al escrito de impugnación y, para los efec-
tos legales, considera, contrariamente a lo que expresa el que-
joso en su demanda, que se trata de un asunto relacionado con 
una posible violación de derechos electorales de los dos ciuda-
danos que figuran en la propuesta presentada en su oportunidad  
por el actor, para ser electos regidores del ayuntamiento de  
Benito Juárez.

La autoridad responsable considera que el actor pretende 
demandar por violación de derechos político-electorales y que, 
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Electoral por lo mismo, se trata de una demanda equivalente a la de un 
juicio para proteger tales derechos, de manera que se limita a 
decir que al actor no se le violó ninguno de sus derechos políti-
co-electorales, por tanto, su demanda es improcedente. 

En ningún momento dicha autoridad responsable considera  
ni dice que el actor se hubiera equivocado, por ejemplo, al esco-
ger la vía de impugnación del recurso de revisión, toda vez que, 
en la legislación del estado de Sonora, los ciudadanos no están 
legitimados para hacer uso de este recurso ni tampoco las et-
nias como tales y sus posibles representantes o autoridades, ya 
que está reservado a los partidos políticos y son ellos, o sus re-
presentantes legales, los únicos legitimados para promover di-
cho recurso de revisión constitucional.

Curiosamente, el texto del artículo 327 del Código Esta-
tal Electoral del Estado de Sonora sí contempla el supuesto de  
procedencia del recurso de revisión en contra de actos o resolu-
ciones de los Consejos Electorales, pues dice: “ARTÍCULO 327.- 
El recurso de revisión podrá ser interpuesto en contra de los actos, 
acuerdos o resoluciones de los Consejos Electorales, salvo la  
excepción prevista para el recurso de queja”.

Y el artículo 332 indica que corresponde al Consejo estatal re-
solver esta clase de recursos de revisión. Y que el Tribunal Electoral  
estatal conocerá de los demás recursos. Sin embargo, ya se ad-
virtió que el mencionado recurso de revisión estaba reservado 
nada más para los partidos políticos, tal como lo establece el ar-
tículo 335, cuyo tenor es el siguiente:

ARTÍCULO 335.- La interposición de los recursos de revisión, 
apelación y queja corresponde a los partidos, alianzas o 
coaliciones, a través de sus representantes legítimos.
Las organizaciones o agrupaciones políticas podrán interponer 
el recurso de apelación a través de sus representantes legítimos 
sólo en caso de contravención por parte de las autoridades a lo 
previsto en el artículo 18 de este Código.
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Por su parte, la Sala Regional Guadalajara del tepjf toma co-

nocimiento del asunto litigioso y lo primero que hace es pasar al 
estudio, por separado, de la posible procedencia o no del princi-
pio de la suplencia de la queja, entre otros temas, para desechar 
dicha demanda o para reconducir su examen por la vía del medio 
que pareciere ser el más idóneo para salvaguardar el interés ju-
rídico del actor y resolverla en consecuencia.

La Sala determina la procedencia de la suplencia de la que-
ja y determina también que el asunto litigioso debe reconducir-
se a un juicio para proteger los derechos político-electorales del 
actor, de los ciudadanos que figuran en su propuesta como can-
didatos a regidores, propietario y suplente, respectivamente,  
así como para proteger los derechos de la etnia, a la que se le 
reconoció el derecho de tener una representación ante el ayun-
tamiento de Benito Juárez.

Autoridad responsable

En el informe de la autoridad responsable se menciona la posi-
ble afectación de los derechos o las expectativas de derechos 
electorales de los dos ciudadanos integrantes de la propuesta 
hecha por el representante de la etnia Mayo, Feliciano Jocobi  
Moroyoqui. Estos dos ciudadanos eran Manuel García Valenzuela,  
como regidor propietario, y Elsa Moroyoqui González, como re-
gidora suplente.

Según la información contenida en el expediente que ahora se 
analiza, ambos ciudadanos eran afectados o perjudicados por el 
acuerdo 210 del 31 de agosto de 2012, por no recibir la constan-
cia de regidores étnicos, o porque la autoridad electoral, mediante 
el sistema de la insaculación, extendió la constancia a otros ciu-
dadanos de una propuesta diferente. Pero también consta que 
en ningún momento intentaron impugnar el mencionado acuerdo,  
en opinión de la autoridad responsable.

Desde luego, la autoridad responsable no acepta que haya 
habido violación alguna del texto constitucional, ni de texto le-
gal alguno, pues comenta en su informe que “el acto reclamado  
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Electoral este Consejo Estatal Electoral lo acepta como cierto y sostiene 
su constitucionalidad y legalidad”.

Sentencia

La Sala Regional, por su parte, dice que sí hubo violación a los 
derechos político-electorales, pues se tomó en cuenta una pro-
puesta presentada por quien no tenía el derecho a ejercer esas 
acciones. De manera que todo el peso de su argumentación se-
ría a favor de dichos derechos violados, tanto cuando se ocupa 
del argumento expresado por la autoridad responsable de la im-
procedencia, como cuando demuestra la efectiva violación de los 
derechos político-electorales del actor, de los ciudadanos que in-
tegraban su propuesta, así como de la misma población Mayo 
asentada en el territorio del municipio de Benito Juárez, a la que 
se le reconoce expresamente el derecho de tener una represen-
tación ante los ayuntamientos, mediante el artículo 2, apartado 
A, fracción VII de la Carta Magna.

Primero, se declara la procedencia

La autoridad responsable en su informe indica que: 

se actualiza en el presente caso la causal de improcedencia 
prevista en el artículo 10, inciso b) de la Ley General del Sistema 
de Medios de Impugnación en Materia Electoral consistente en  
la falta de afectación del interés jurídico del actor.

Es importante apreciar cómo dicha autoridad no invoca el Có-
digo Estatal Electoral, por ejemplo, para declarar esa misma im-
procedencia diciendo que la vía escogida por el actor no es la 
idónea, toda vez que se trata de una vía reservada a los partidos 
políticos, en virtud de lo cual el actor carece de legitimación activa 
para promover su demanda por esa vía del recurso de revisión.

Parece que tampoco se plantea la necesidad de reencau-
zar la demanda por la vía del juicio de protección ciudadana, no  
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obstante que, en la práctica, esto es lo que hace, al invocar la 
Ley General de Medios y al tratar de demostrar esa falta del in-
terés jurídico en el actor, porque a él no se le han violado los  
derechos electorales inherentes al ciudadano.

Pues bien, la sentencia después de formalizar el acuerdo to-
mado para reencauzar dicha demanda por la vía del juicio de 
protección ciudadana, se ocupa con detalle de demostrar, con-
tra la afirmación de la autoridad responsable, que la demanda sí 
es procedente: “este órgano, dice la sentencia bajo el rubro del 
considerando segundo, estima infundada la causa de improce-
dencia alegada, por las siguientes razones”.

Como primera razón, la sentencia menciona el hecho de que 
don Feliciano Jocobi Moroyoqui:

es el Gobernador Tradicional, es decir, la autoridad reconocida por 
la comunidad indígena de los Mayos en el municipio de Etchojoa 
tal como consta en el oficio CEDIS/2012/0048, emitido por el 
Coordinador General de la Comisión Estatal para el Desarrollo 
de los Pueblos y Comunidades Indígenas de Sonora.

Luego, la misma sentencia, como segunda razón, indica que, 
por encontrarse debidamente acreditada la autoridad de don  
Feliciano Jocobi Moroyoqui ante el Consejo Estatal Electoral, és-
te le requirió en tiempo y forma para que comunicara “quiénes 
serían los representantes de su comunidad en ese ayuntamien-
to, esto es, quiénes fungirían como regidores étnicos en la admi-
nistración 2012-2014”.

Después, como una tercera razón, la sentencia se refiere al 
hecho de que don Feliciano, en su calidad de autoridad reque-
rida, se presentó en tiempo y forma ante el Consejo y mediante 
escrito “comunicó que Samuel García Valenzuela y Celsa Moro-
yoqui González serían los representantes propietario y suplente 
de la comunidad indígena por él representada”.

La sentencia concluye señalando que esta propuesta “fue 
la única válida”, por las razones antes expuestas y a la luz  
de las pruebas documentales que se exhibieron, las cuales son  
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establecidos en la ley.

De cualquier modo, la sentencia insiste en que lo:

infundado de la improcedencia es que, si bien es cierto que el 
artículo 79 de Ley General del Sistema de Medios de Impugnación 
en materia electoral señala que sólo los ciudadanos, por derecho 
propio, están legitimados para interponer el juicio ciudadano, 
este órgano de control constitucional estima que Feliciano Jocobi 
Moroyoqui comparece a juicio para hacer valer una supuesta 
violación a los derechos de la comunidad indígena de los Mayos, 
asentada en el municipio de Benito Juárez, ya que a su parecer, la  
autoridad responsable no respetó la determinación que adoptó 
la colectividad, al reconocer a intercero —Miguel Ángel Ayala 
Álvarez— el carácter de autoridad de la comunidad, facultado 
para designar a los representantes de ese grupo étnico.

De tal manera que:

en el presente caso, de una interpretación sistemática y 
funcional de los artículos 2 y 17 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; 2, 4, 9, 19 y 15 de la Ley 
Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación; 2, 4, y 12  
del Convenio Sobre Pueblos Indígenas y Tribunales, 1989; y, 1 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se concluye 
que la comunidad Mayo, asentada en el municipio de Benito 
Juárez, Sonora, cuenta con legitimación para impugnar vía 
juicio para la protección de los derechos político-electorales del 
ciudadano, las determinaciones del Consejo Estatal Electoral de  
esa entidad, cuando aprueba o insacula los regidores que 
habrán de representar al grupo étnico en los ayuntamientos 
constitucionales, ya que, al interpretar el artículo 79 de la Ley 
General del Sistema de Medios en Materia Electoral conforme al 
diverso 2 de la Constitución de los Esta dos Unidos Mexicanos, 
la legitimación de la causa debe ser analizada por juzgador 
de manera tal que evite en lo posible, exigir requisitos que 
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ordinariamente se requieren para tener acceso pleno a la 
jurisdicción del Estado, que puedan impedir el acceso a los 
pueblos o comunidades étnicas, las cuales gozan de un régimen 
diferenciado, establecido en el citado artículo 2 Constitucional.

La posición de la Sala es muy clara y muy expresiva. Pero to-
davía insiste en que interpretar el dispositivo legal invocado por 
la autoridad responsable de un modo diverso al modo que aca-
ba de señalar 

se traduciría en una restricción al acceso a la jurisdicción del 
Estado a un grupo social reconocido y cuyo estatus fue elevado 
a rango constitucional como parte de la evolución histórica y 
pluricultural del pueblo de México.

Añade que la interpretación hecha por la Sala:

armoniza el régimen constitucional de acceso a la impartición de 
justicia que prevé en forma general el artículo 17 de la Norma 
Fundamental”. Asimismo, la Sentencia invoca los criterios 
identificados con las claves 1ª. CVIII/2007 y I.7º.C.66 K siempre 
en relación, dice, “con el tratamiento igualador que regula el 
diverso artículo 2.

Por ello, cita de forma textual en la sentencia, a mayor abun-
dancia o reforzamiento de esta argumentación, la parte conducen-
te del mencionado artículo 2 de la cpeum, ahora para interpretar 
dicho texto a la luz de la reforma que, en materia de derechos 
humanos, tuvo lugar el 10 de junio del año 2011:

En la cual se garantiza que todas las personas gozarán de  
los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los 
tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, 
así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no 
podrá restringirse ni suspenderse, por el contrario, se interpretarán 
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Electoral favoreciendo en todo tiempo a las personas con la protección más 
amplia con dicha obligación constitucional, pues los derechos 
aquí controvertidos se encuentran incluidos dentro del universo 
de los derechos humanos.
En tanto, la jurisdicción internacional emitida por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, ha establecido que el 
Estado parte de la Convención está obligado a ofrecer a las 
personas sometidas a su jurisdicción un recurso judicial efectivo 
contra actos violatorios de sus derechos fundamentales, el cual 
debe ser idóneo para combatir la violación, y no sólo formal.

La sentencia, que es muy rica en doctrina, después de citar 
la parte conducente del mencionado artículo 2 constitucional,  
reitera que dicha norma:

otorga a los pueblos y comunidades indígenas derecho a la libre 
determinación y autonomía para establecer su organización 
política […] Luego, a elegir de acuerdo a sus usos y costumbres 
a las autoridades y representantes para el ejercicio de sus propias 
formas de gobierno. 

Y añade lo siguiente:

También gozan de la libertad de elegir a sus representantes 
ante los ayuntamientos de aquellos municipios en los que haya 
población indígena. En estos casos, el legislador local deberá 
reconocer y regular estos derechos en los municipios, con el fin 
de fortalecer la participación y representación política.
Así los pueblos y comunidades indígenas gozan de una serie de 
derechos como órganos colegiados, esto es, que atañen no sólo 
a los individuos de esa comunidad, sino a la colectividad.

Todavía dentro de esta parte relativa al considerando segun-
do de la sentencia, en donde se declara infundada la declaración 
de improcedencia formulada en su informe por la autoridad res-
ponsable, vuelve a decir que:
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en todos los juicios y procedimientos en los que sean parte los 
pueblos y comunidades indígenas, individual o colectivamente, 
se deberá tomar en cuenta sus costumbres y especificidades 
culturales, respetando los preceptos de la Constitución.

Y que, “en relación con esta garantía, los indígenas tienen en 
todo tiempo el derecho de ser asistidos por intérpretes y defen-
sores que tengan conocimiento de su lengua y cultura”, porque 
la intención del constituyente al hacer la reforma del mencionado 
artículo 2, reforma publicada el 14 de agosto de 2001:

fue la de reconocer de manera diferenciada el acceso a la 
jurisdicción del Estado” a favor de los pueblos y comunidades 
indígenas y de sus integrantes, “con el fin de reconocer a grupos 
que históricamente han estado en situación de vulnerabilidad. 

Por tanto:

este Órgano Jurisdiccional concluye que —a partir de ese 
reconocimiento específico del derecho del acceso a la 
jurisdicción—, de una interpretación del artículo 79 de la Ley 
General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 
Electoral conforme al artículo 2 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en el presente, la comunidad indígena 
Mayo asentada en el municipio de Benito Juárez, Sonora, cuenta 
con legitimación para interponer el juicio para la protección de los 
derechos político-electorales del ciudadano, contra la designación 
o insaculación de los representantes ante el ayuntamiento.

Esta interpretación es acorde con el criterio de jurisprudencia 
27/2011, aprobado por la Sala Superior del tepjf, criterio que se 
cita a renglón seguido. Finalmente, la sentencia siempre dentro 
de este considerando segundo, indica que por lo que respecta a 
la representación de la comunidad indígena, es necesario preci-
sar las siguientes consideraciones:
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de Sonora, en ejercicio de la autonomía que le reconoce la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, determinó 
organizarse estableciendo un gobierno tradicional, ejercido por 
un Gobernador Tradicional.
Luego, no hay duda de que los gobernadores tradicionales son 
la autoridad política dentro de los pueblos y comunidades Mayo, 
que se rigen por el sistema de usos y costumbres.
Incluso, para efectos electorales —previo reconocimiento de la 
Comisión Estatal para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas—, 
son los facultados para comunicar al Consejo Estatal Electoral 
posrepresentantes de la comunidad ante el ayuntamiento 
correspondiente.
En este sentido, si la propia legislación reconoce el carácter 
de representantes de la colectividad a los gobernadores 
tradicionales para efectos de comunicar qué personas son las que 
representarán al pueblo o comunidad indígena ante la autoridad 
en cada municipio, en donde estén asentadas; entonces, es 
válido jurídicamente concluir que para efectos del juicio para la 
protección de los derechos político-electorales del ciudadano, 
está autoridad indígena sea representante del pueblo comunidad.

Hasta aquí los razonamientos y las precisiones que contie-
ne dicha sentencia en esta parte del considerando segundo, en 
donde se examina la declaración de improcedencia formulada 
en su informe por la autoridad responsable, calificada aquí de 
injustificada.

Segundo, se examinan los agravios

Luego de concluir que la declaratoria de improcedencia, formu-
lada en el informe por la autoridad responsable, resulta infunda-
da e injustificable, la Sala admite la demanda por encontrar que 
cumple cabalmente con los requisitos exigidos de procedibilidad 
y entra al examen de los agravios bajo el rubro cuarto de sus 
considerandos. 
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Cabe recordar que son dos los agravios invocados por el ac-

tor: el primero de ellos tiene que ver con la violación del artículo 
181, fracción III del Código Estatal Electoral de Sonora, pues dis-
pone que el procedimiento de insaculación se debe llevar a cabo 
cuando existan o se hubieren presentado más de una propuesta 
por autoridades indígenas que tengan facultades para efectuar 
dichas propuestas:

cuestión que, a su juicio, no ocurrió porque la propuesta efectuada 
por Miguel Ángel Ayala Álvarez, ostentándose como Gobernador 
Tradicional, no debe considerarse válida en atención a que no 
tiene reconocido ese carácter.

Mientras que el segundo agravio tiene que ver con la viola-
ción de la garantía de audiencia, en opinión siempre del actor, 
al no haber citado a los interesados, que fueron afectados por el 
acuerdo, a la designación por insaculación de los regidores étni-
cos correspondientes al ayuntamiento de Benito Juárez.

Entrando en el estudio de fondo, la sentencia hace hincapié 
sobre el primer agravio:

porque genera un mayor beneficio al impugnante, ya que con su 
estudio se resolvería de una vez la cuestión de fondo consistente 
en verificar cuál de las dos propuestas debió tomar en cuenta la 
autoridad responsable. 

Ello, precisa la sentencia, porque de resultar válido este agra-
vio, dejaría sin efectos la misma insaculación:

pues no habría dos peticiones registradas válidas, sino una, 
que sería la efectuada por el promovente y, consecuentemente, 
la designación de regidor étnico recaería en los sujetos que él 
señaló allí. 

Concluye diciendo que:
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Electoral a juicio de este tribunal es fundado§ el agravio, ya que está 
acreditado que Feliciano Jocobi Moroyoqui sí está acreditado 
como Gobernador Tradicional, en tanto que Miguel Ángel Ayala 
Álvarez, no. 

Acto seguido, la sentencia pasa para el estudio de la documen-
tación presentada en calidad de pruebas documentales, mismas 
que son consideradas como buenas, con “valor probatorio al te-
nor del numeral 14, párrafo 1, inciso a) de la Ley General del Sis-
tema de Medios de Impugnación en Materia Electoral".

Concluye de la siguiente manera:

Entonces, se considera que la propuesta de Miguel Ángel Ayala 
Álvarez no cumplió con el requisito legal de ser hecha por una 
autoridad indígena registrada, en virtud a lo cual, es claro que 
no debió estimarse valedera por la autoridad responsable y, 
por tanto, es indebido que haya sometido la selección de los 
funcionarios municipales al procedimiento de insaculación, pues 
no se acató una de las condiciones que actualizara la decisión 
de seguir ese actuar.

De esta manera la Sala, bajo el rubro del considerando  
sexto, indica que los efectos que proceden son aquellos que su-
gieren que:

debe modificarse el acuerdo 210 del Consejo Estatal Electoral de 
Sonora, a efecto de designar a los ciudadanos mencionados en las 
posiciones indicadas y, en consecuencia, dejar sin efectos la parte 
en que se indica que esa elección debía someterse a la insaculación 
así como el procedimiento particular antinente a favor de Santos 
Moroyoqui como propietario y Francisca Leyva Bacasegua en 
carácter de suplente que fue realizada en la sesión extraordinaria de 
treinta y uno de agosto pasado, lo cual se plasmó en el acta respectiva. 

§	 Énfasis añadido.
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Y después, vienen los puntos resolutivos, enteramente favo-

rables para el actor.

VII. Opinión disidente de este análisis

Planteamiento general

La sentencia, objeto de este estudio, es muy rica en doctrina le-
gal sobre cómo debe interpretarse, para una aplicación justa y 
comedida a los casos particulares y, en especial, al caso litigioso 
que se ventila, tanto el contenido de la reforma al artículo 2 cons-
titucional en materia de prerrogativas y derechos de los pueblos y 
las comunidades indígenas, como la conexión con la salvaguar-
da de las prerrogativas políticas electorales de los ciudadanos de 
estas comunidades étnicas.

Esta riqueza doctrinal se acrecienta al ponerla en armonía, co-
mo lo hace la Sala, con la reciente reforma en materia de dere-
chos humanos hecha, sobre el artículo primero de la misma Ley 
Fundamental, publicada el 10 de junio de 2011 y, desde luego, al 
aceptar como vigentes y aplicables al caso, no sólo lo dispues-
to en varios tratados internacionales suscritos por México, sino 
la misma jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, siempre en materia de prerrogativas y de derechos de 
los pueblos indígenas.

Dicha sentencia es muy relevante por esta riqueza doctrinal 
y jurisprudencial que contiene. Es interesante desde el mismo 
planteamiento del problema que se presenta, al invocar el actor 
la comisión de una grave violación en su perjuicio; violación he-
cha, en último caso, como lo precisa la Sala al mismo artículo 2 
de nuestra Carta Magna.

Sin duda, es un gran acierto de la Sala, el hecho de precisar 
la violación, al ponderarla tan elocuentemente y, sobre todo, al 
relacionarla con las enormes bondades que nos trajo la reforma 
mencionada de 2011 en materia de derechos humanos, la cual 
se abre acogedora de todos aquellos otros derechos y liberta-
des, previstos en los tratados y convenciones ratificados por el 
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de la Corte Interamericana, que ha sido especialmente elocuente 
cuando se ha tratado de dispensar protección y amparo a las po-
blaciones más desprotegidas, como son los pueblos y las comu-
nidades indígenas del continente (Aguiar 2008, 355).

De igual forma, es importante resaltar el hecho mismo de la 
reconducción de la demanda a un juicio de protección ciudada-
na. En este estudio se comparten los principios consagrados en 
el mencionado artículo 2 de nuestra Carta Magna, así como la 
estupenda ampliación del listado de derechos y libertades de los 
mexicanos, gracias a la reforma citada del 10 de junio de 2011. 
Es satisfactorio que México acepte la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. De una o de otra forma, los 
jueces, como lo ha expresado reiteradamente la Suprema Corte, 
deben salvaguardar la intangibilidad del texto constitucional en 
defensa siempre de las libertades y derechos de los mexicanos.

Como se mencionó en líneas anteriores, la salvaguarda debe 
efectuarse de una o de otra forma. La Sala Regional Guadalajara 
del tepjf, en este caso, ha materializado la obligación de salva-
guarda, reconduciendo la demanda hacia la procedencia de un 
juicio de protección de derechos políticos electorales. Es autoridad 
máxima en la materia y sus sentencias son firmes e inatacables.

No se viola la fracción V del artículo 99 constitucional

Ahora bien, y no obstante esta gran conformidad con la actua-
ción de la Sala en esta sentencia, de manera respetuosa se  
manifiesta que nunca hubo una verdadera y propiamente violación 
a los derechos políticos electorales ni del actor, ni de los miembros de  
la etnia que él representa, ni tampoco de los dos ciudadanos  
que tenían las expectativas de ser nombrados regidores, ya fue-
ra de manera segura, como única propuesta válida, ya fuera de 
manera aleatoria o sometiéndose al método de la insaculación.

Cabe insistir que no existe violación alguna de los derechos 
político-electorales. Pero se mantiene plena coincidencia respecto 
de la existencia de dos violaciones al procedimiento seguido por la 
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autoridad responsable. También se tiene plena coincidencia de la  
validez de la razón intrínseca de la doctrina o de las doctrinas in-
vocadas por la Sala, pero no para hacer valer derechos políticos 
electorales que nunca fueron quebrantados, sino para hacer va-
ler simple y llanamente las violaciones a las garantías constitucio-
nales del debido procedimiento, que también es y tiene que ser 
una excelente vía para llegar a obtener el mismo efecto deseado. 

¿Por qué se dice que no hubo violación del derecho de votar 
y ser votado? Porque objetivamente hablando, no existe constan
cia alguna en el expediente que así lo pruebe.

Para empezar, y en sentido estricto, el quejoso nunca estu-
vo en el supuesto ni de votar ni de ser votado: es decir, el dere-
cho de votar y ser votado en una elección formal para ocupar un  
cargo sujeto a dicha elección popular, es personalísimo, o como  
reza la leyenda; el voto es personal, directo y secreto, previa  
exhibición de la correspondiente credencial, y no consta que el que-
joso demanda por habérsele violado esta prerrogativa personal.

En el caso en estudio, el Consejo Electoral del Estado de  
Sonora ciertamente advierte esta causal y por ello concluye que  
la demanda del quejoso es improcedente, y que, en último caso, la  
violación habría afectado los derechos de los dos ciudadanos pro-
puestos por el quejoso como regidores étnicos.

La Sala Regional Guadalajara, en cambio, estimó que sí era 
procedente la demanda, porque, en su opinión, se violaron di-
chas prerrogativas político-electorales del quejoso, de los ciuda-
danos por él incluidos en su propuesta para regidores étnicos y 
aún de la misma comunidad étnica a la que iban a representar.

Por otro lado, y frente a este razonamiento de la Sala, el expe-
diente muestra cómo en el proceso de elección de los regidores 
étnicos, en ningún momento hubo violación alguna de sus res-
pectivos derechos de votar y ser votados, lo cual se prueba con 
los documentos aportados por el mismo quejoso y que forman 
parte del expediente. Por un lado, éstos muestran en sentido po-
sitivo que, precisamente porque no hubo violación alguna del de-
recho de votar y de ser votado, por así decirlo, dichos ciudadanos 
pudieron incorporarse a la propuesta definitiva presentada por el 
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por otro lado, y en sentido negativo, no obra en el expediente 
queja alguna en contra del mismo proceso de “elección”; pro-
ceso realizado hacia el interior de la etnia por sus usos y sus 
costumbres.

Es importante recordar el sentido de la prerrogativa, que el ar-
tículo 2 constitucional, apartado A, fracción VII de nuestra Car-
ta Magna, otorga a los pueblos y comunidades indígenas de la 
libre determinación y autonomía para “elegir en los municipios 
con población indígena, representantes ante los ayuntamientos”.

Desde luego, la voz o el término elegir representantes de in-
mediato remite a un proceso del ejercicio de derechos político- 
electorales, pero hacia el interior de cada etnia, pueblo, comunidad  
o población, aplica tanto si dicho proceso de elección se verifica 
mediante usos y costumbres, como si se comprobara mediante 
una forma moderna de tipo democrático. 

En esta clase de elecciones, en donde los miembros de una 
etnia, de un pueblo, de una comunidad, o de una población con 
derecho a elegir representantes regidores étnicos, ¿se podría ha-
cer valer dicho juicio de protección ciudadana por violaciones al 
ejercicio de este derecho de votar y ser votado para dicha repre-
sentación ante los ayuntamientos?

La respuesta tiene que ser afirmativa. Pero este no es el su-
puesto litigioso del expediente ahora en estudio, porque duran-
te el proceso de elección por usos y costumbres, que es como lo 
ordena la ley en Sonora, al parecer no se presentó ninguna in-
conformidad y menos aún se presentó demanda alguna de juicio 
de protección ciudadana. 

Esto es, el proceso de elección de representantes por usos y 
costumbres se realizó sin contratiempo legal alguno, incluido el 
proceso de elección de la población Mayo asentada en el munici-
pio de Benito Juárez. Este escenario nos permite concluir que no 
hubo violación de derechos políticos electorales, ni del quejoso, 
quien como autoridad étnica, solamente debía presentar en tiem-
po y forma la correspondiente propuesta de “elección por usos y 
costumbres”, y quien tampoco se queja respecto de lo sucedido 
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durante el proceso de elección de la propuesta que, finalmente, 
elevaría a la consideración del Consejo; ni quienes hayan podido 
participar en dicho proceso como miembros activos de la etnia; 
ni tampoco de los ciudadanos incorporados en la propuesta que 
finalmente llegó al Consejo.

Excesos interpretativos de la Sala

¿Por qué entonces la Sala aprecia que sí hubo violaciones a 
las prerrogativas político-electorales tanto del quejoso, como de 
los ciudadanos incorporados en su propuesta y aún de la etnia  
por ellos representada?

La respuesta es muy sencilla, pero muy grave, porque, ba-
sándose en tesis jurisprudenciales, tuvo a bien hacer una inter-
pretación extensiva del enunciado regulado en el párrafo cuarto 
fracción V del artículo 99 de nuestra Constitución, una interpre-
tación que resulta excesiva e, incluso, innecesaria.

En efecto, la interpretación y el uso del juicio de protección 
ciudadana, como generalmente se conoce a esta hermosa insti-
tución, debe ser y debe hacerse en un sentido estricto. Esto es, 
respetar el contenido del enunciado constitucional. ¿Qué dice? 

Este juicio está previsto en el párrafo cuarto, fracción V del  
artículo 99 del texto constitucional, que a la letra dice:

Al Tribunal Electoral le corresponde resolver en forma definitiva 
e inatacable, en los términos de esta Constitución y según lo 
disponga la ley, sobre:
[…]
V. Las impugnaciones de actos y resoluciones que violen los 
derechos político electorales de los ciudadanos de votar, ser 
votado y de afiliación libre y pacífica para tomar parte en los 
asuntos políticos del país, en los términos que señalen esta 
Constitución y las leyes. Para que un ciudadano pueda acudir 
a la jurisdicción del tribunal por violaciones a sus derechos por 
el partido político al que se encuentre afiliado, deberá haber 
agotado previamente las instancias de solución de conflictos 
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plazos aplicables.

Según se aprecia, los términos usados son claros. Ninguna 
palabra es oscura, ni tiene doble significación, ni tampoco tiene 
significados ocultos, de manera que nada más puede usarse di-
cho juicio para los supuestos de violación mencionados de ma-
nera expresa en este enunciado. Esto es, para los supuestos de 
violación de los derechos del ciudadano de votar y de ser votado, 
así como los de afiliación libre y pacífica. Este enunciado no está 
abarcando, en el sentido extensivo del término, ningún otro dere-
cho del ciudadano; ni tampoco ningún otro derecho del mexicano 
diferente al de afiliarse libre y pacíficamente a algún partido político.

Aun si los enunciados no fueran lo suficientemente expre-
sivos por sí solos, resulta obvio recordar que toda doctrina, la 
nacional y aquella que por derecho comparado se invoca cuan-
do se habla de la materia electoral, nunca se ocupa de otros  
derechos que no sean los derechos del ciudadano de votar y de 
ser votado y, en su caso, de la materia propia de partidos políticos.

Por ejemplo, tenemos el Tratado de Derecho Electoral Com-
parado de América Latina (Nohlen, Zovatto, Orozco y Thompson 
1998), en el cual se incluyen 33 artículos de diferentes autores. 
Pues bien, el artículo de Nohlen define al derecho electoral de la 
siguiente manera: 

En la bibliografía científica y en el habla cotidiana conviven dos 
conceptos de derecho electoral, uno restringido y uno amplio. 
El concepto restringido hace referencia a un derecho subjetivo 
del individuo de elegir y ser elegido. Este concepto es de hecho 
idéntico al de sufragio (voting Rights). El concepto amplio alude 
al derecho que regula la elección de órganos representativos 
(Nohlen, Zovatto, Orozco y Thompson 1998, 13).

Esta concepción que puede ser o no compartida con rela-
ción a la interpretación, que ha hecho del mencionado enuncia-
do del párrafo cuarto, fracción V, del artículo 99 constitucional, el  
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tepjf, es sumamente restringida, toda vez que en ninguno de los 
dos conceptos, manejados por Nohlen, entra derecho alguno po-
lítico, como no sean los de votar y ser votado. Sobra advertir que 
todos los autores que participan en dicha obra comparten esta  
misma noción del derecho electoral. Esto es, el derecho electoral 
es una materia muy concreta, que tiene un objeto de estudio muy 
particular, un objeto que es muy diferente, por ejemplo, a los de-
rechos burocráticos (Remolina 2006); y es muy diferente al res-
to de los derechos humanos (Fernández 1992, Martínez 1995 y 
Burgoa 2008). Cabe recordar que esta diferenciación se encuen-
tra en las primeras constituciones de los estados (1824-1827).5

Por desgracia, en México reina la confusión total sobre lo que 
es la materia electoral y el derecho electoral. 

En efecto, por un lado, la Suprema Corte de Justicia de la  
Nación, al ocuparse de las acciones de inconstitucionalidad que 
se han promovido en materia electoral, todavía no ha logrado 
elaborar una tesis formal sobre lo que es el derecho electoral, 
no obstante haberlo planteado desde el primer caso de que tuvo  
conocimiento.

Por otro lado, para el legislador mexicano (incluida la instan-
cia encargada de revisar la Constitución) lejos ocuparse de esta 
materia con precisión y propiedad pareciera que todas las con-
ductas, tanto de personas físicas, nacionales y extranjeras, como  

5	 Véase el texto de las 19 primeras constituciones de dicho periodo de 1824-1827 en 
Colección de constituciones de los Estados Unidos Mexicanos 2004. Por ejemplo, la 
Constitución de Oaxaca, del 10 de enero de 1825, por un lado habla de los derechos 
civiles de los oaxaqueños en su artículo 9 y siguientes, bajo el rubro del capítulo II, 
que lleva el siguiente título: “De los oaxaqueños: sus derechos y obligaciones”. Y 
es bajo este rubro en donde se encuentra el derecho de los oaxaqueños “para ser 
admitidos a los empleos públicos del Estado” (art. 17). En cambio, los derechos 
de ciudadanía o derechos políticos vienen regulados en el artículo 21 y siguientes, 
bajo el capítulo III, que habla “De los ciudadanos oaxaqueños, derechos políticos  
que les pertenecen y causas por las cuales se pierden y se suspenden”, de manera que  
es en este rubro en donde se encuentra el derecho de sufragio (artículo 26). Así 
pues, ya desde esta temprana etapa constitucional existe una perfecta claridad 
de términos y de conceptos y, desde luego, existe también una total diferenciación 
entre los derechos políticos del ciudadano del sufragio y el resto de los derechos 
entonces denominados “derechos civiles” (Colección de constituciones de los 
Estados Unidos Mexicanos 2004).
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proceso electoral, son sujetos “electorales” y sus actos o sus omi-
siones caen dentro de la “materia electoral”. 

Por ejemplo, el artículo 41 constitucional, consagrado a deter-
minar la extensión de la materia electoral, o encargado de pre-
cisar la competencia del Instituto Federal Electoral prohíbe, de 
manera absoluta y no obstante estar autorizada por el artículo 5 
de la misma Constitución, toda clase de contracciones mercan-
tiles, que sean a favor o en contra de algún candidato durante  
los procesos electorales, y de un partido político, aún fuera de los  
procesos electorales. 

El mismo artículo 41, por citar otro ejemplo, prohíbe a  
cualquier persona, física o moral, de manera categórica y abso-
luta, lo que autoriza el artículo 6 y 7 del mismo texto constitucio-
nal, “denigrar” a un partido o a un candidato, aún fuera de los  
procesos electorales. Otro ejemplo consiste en que a las socie-
dades anónimas, concesionarias de medios masivos de comuni-
cación de radio y televisión, cuando incumplen con alguna norma 
dada por la autoridad electoral en materia de propaganda partidaria,  
aún fuera de los procesos electorales, se les sujeta a los proce-
dimientos sancionadores y jurisdiccionales a que están sujetos 
nada más los partidos políticos, sus candidatos y sus afiliados, 
aún fuera de los procesos electorales.

Así pues, cabe la pregunta ¿todas las materias de que hablan,  
primero el artículo 41 constitucional y, luego, el extinto Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, son ma-
terias del derecho electoral?

Regresando al punto de esta reflexión, ni aún aceptando que 
todas esas materias contenidas en dicho artículo 41 y en dicho 
Código sean electorales (lo cual es un verdadero abuso del le-
gislador mexicano) la única interpretación válida, jurídicamente 
hablando, del párrafo cuarto mencionado fracción V del artículo 
99 constitucional es y será aquella que se limite a usar el juicio 
de protección ciudadana únicamente para proteger el derecho de 
votar y de ser votado, además de proteger el derecho de libre y 
pacífica afiliación partidaria.
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Cabe acotar todavía más esta interpretación al precisar que 

dicha protección por este juicio de protección ciudadana sola-
mente se debe usar para proteger el derecho de votar y de ser 
votado en los procesos formales que marca la Constitución. Esto 
es, no debe usarse para proteger, por ejemplo, a un ciudadano 
que haya podido ser objeto de alguna violación a sus derechos 
de ser nombrado o elegido, por citar algo, consejero del antiguo 
Instituto Federal Electoral (caso del nombramiento del sustituto 
de Sergio García Ramírez).

Finalmente, tampoco puede extenderse el uso de esta vía 
de protección para amparar a los mexicanos que puedan sufrir  
perjuicios por violaciones al resto de sus derechos políticos o de 
sus prerrogativas políticas, como tener derecho para ocupar car-
gos públicos, distintos de aquellos que están sujetos a las elec-
ciones formales correspondientes.

Así pues, tomando en cuenta los términos precisos y categó-
ricos del enunciado del párrafo cuarto fracción V del artículo 99, 
así como a la luz de la doctrina general que reduce la materia del 
derecho electoral “a un derecho subjetivo del individuo de elegir 
y ser elegido. Este concepto es de hecho idéntico al de sufragio” 
(voting Rights); así como “al derecho que regula la elección de 
órganos representativos”, en palabras de Dieter Nohlen, resul-
ta evidente la improcedencia del uso de este juicio de protección 
ciudadana en el caso en estudio de esta sentencia.

Por descontado, para quien escribe este análisis sería satis-
factorio que el enunciado arriba transcrito tuviera el sentido de 
un principio totalmente abstracto, como si se dijera: el Tribunal 
Electoral tiene facultad para resolver sobre las impugnaciones 
de actos y resoluciones que violen derechos político-electorales. 

Con todo respeto, este juicio nada más puede hacerse valer 
por lo relacionado con el caso en estudio, cuando dichos actos 
y resoluciones violen, de manera particular y exclusivamente, el 
derecho de votar y el derecho de ser votado, que son derechos 
humanos personales, absolutamente intransferibles, indelega-
bles y que tampoco pueden ejercerse mediante poder, manda-
to o representación alguna y solamente se reconocen a favor de 
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inherentes a la ciudadanía mexicana.

Violación de la fracción IV del artículo 99  
con relación al 2 constitucional

Toda la información que se ha incorporado al expediente que aho-
ra se analiza, indica que efectivamente don Miguel Ángel Aya-
la Álvarez no había sido acreditado por la Comisión Estatal para 
el Desarrollo de los Pueblos Indígenas ante el Consejo como 
autoridad con derecho para presentar ante dicho Consejo una  
propuesta en representación de la población Mayo asentada en 
el municipio de Benito Juárez. 

Sin embargo, el mismo don Miguel Ángel Ayala Álvarez se 
presentó también ante el Consejo Estatal Electoral del Estado 
de Sonora “en su calidad de Gobernador Mayo del Pueblo de 
Etchojoa, del municipio de Etchojoa, Sonora” en los términos si-
guientes que recoge el antecedente número 34 del acuerdo 210, 
que se impugna:

Asimismo, con fecha veinticuatro de agosto del 2012, se recibió ante 
oficialía de partes de este Consejo Estatal Electoral, escrito diverso 
y sus anexos, signado por el C. Miguel Ángel Ayala Álvarez, en su 
calidad de Gobernador Mayo del pueblo de Etchojoa, del Municipio 
de Etchojoa, Sonora mismo al que recayó Acuerdo de fecha 30 de 
Agosto del presente año, y mediante el cual viene nombrando a los 
CC. Bartola Matuz Valencia y Miguel Ángel Ayala Álvarez, como 
regidores propietario y suplente respectivamente, a fin de que los 
representen ante el ayuntamiento de Etchojoa, Sonora, mismos a 
los que se les propuso con base en los usos y costumbres.

Según esta información, don Miguel Ángel Ayala Álvarez bien po-
día no tener el carácter de autoridad étnica de la población Mayo en el 
municipio de Benito Juárez, pero no dejaba de ser gobernador tradi-
cional del pueblo Mayo de Etchojoa, municipio de Etchojoa, Sonora,  
respecto de cuyo supuesto, su propuesta nunca fue impugnada.
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Si bien don Feliciano en su demanda se ostenta como “Au-

toridad Máxima de nuestra etnia en el Municipio” y dice que don 
Miguel Ángel Ayala Álvarez se “ostenta en tal carácter sin tener-
lo de manera reconocida en la etnia”, de ninguna manera se co-
rre riesgo alguno que pudiera afectar el derecho de la población 
mencionada a tener la correspondiente representación ante el 
ayuntamiento, porque una y otra propuesta tenían ese propósi-
to de representar a dicha población. Pero surge el conflicto, ¿en 
qué consiste este conflicto? 

Este conflicto se presenta cuando se prueba la existencia de 
dos propuestas para representar a la población Mayo, asenta-
da en el municipio de Benito Juárez. La primera en el tiempo co-
rresponde a la propuesta de don Feliciano Jocobi Moroyoqui, el  
cual pone a la consideración del Consejo el 1 de agosto de 2012 
su propuesta, como se indica bajo el rubro 16 de los anteceden-
tes del mencionado acuerdo 210 que se impugna. La segunda 
es la de don Miguel Ángel Ayala Álvarez, la cual se presenta con 
fecha 24 de agosto de 2012, según se indica bajo el rubro 34 de 
los antecedentes del mismo acuerdo.

El Consejo toma en cuenta una y otra propuesta y las da por 
buenas y válidas, así que el problema jurídico o legal se reduce a 
determinar cuál de las dos debe prevalecer, como propuesta defi-
nitiva en representación de la población Mayo de referencia.

El Consejo Estatal Electoral de Sonora, considerando bue-
nas y válidas ambas propuestas, procedió a la insaculación en 
los términos de lo ordenado por el artículo 281, fracción III, para 
determinar cuál de las dos propuestas debía ser la que fuera fa-
vorecida por la correspondiente constancia de regidores étnicos 
para el mencionado ayuntamiento de Benito Juárez.

En suma, en este contexto histórico y legal, que es narrado 
en el acuerdo de referencia, no aparece que la población Mayo 
asentada en el municipio de Benito Juárez corriera riesgo alguno 
de no contar en definitiva con la debida representación de sus re-
gidores étnicos, de manera que, aún aceptando la viabilidad del 
juicio de protección ciudadana a favor de la etnia, en el supuesto  
de violación de su derecho representación ante dicho ayuntamiento,  
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existir violación alguna a dicho derecho de representación. 

Violación del procedimiento de acreditación

Ciertamente, don Feliciano Jocobi Moroyoqui se siente agravia-
do porque hubo violación al principio de legalidad, debido a que 
el Consejo Estatal Electoral del Estado de Sonora desconoce, en 
dicho procedimiento, a la autoridad máxima que él mismo asume 
y ostenta de la población Mayo, y reconoce en cambio, “como tal 
a una persona que se ostenta en tal carácter sin tenerlo de ma-
nera reconocida en la etnia”.

El informe de la autoridad responsable no acepta en modo al-
guno que haya habido violación alguna a dicho principio de lega-
lidad. La misma autoridad responsable tampoco demuestra que 
la violación, en que se basa la impugnación de don Feliciano  
Jocobi Moroyoqui, sea falsa o inexistente.

Más aún, la Sala que examina el asunto litigioso, llega a la 
misma conclusión de que dicha violación existió y que esta vio-
lación quebrantó lo dispuesto en el artículo 2, apartado A), frac-
ción VII de nuestra Carta Magna. Y esta violación es tan grave  
que, sobre la base de su existencia, resuelve y declara proce-
dente el agravio invocado por el actor y determina o resuelve  
favorecer las pretensiones del actor.

Procedencia del juicio de revisión constitucional

Planteamiento general

Desde esta perspectiva y ante la ausencia total de violación a 
los derechos políticos electorales, incluso ante la ausencia total 
de riesgo alguno de que la población Mayo asentada en el mu-
nicipio de Benito Juárez pudiera quedar sin representación de 
los regidores étnicos que le correspondían, son válidas, en opi-
nión de quien analiza este caso, todas y cada una de las con-
sideraciones, todos y cada uno de los razonamientos que la 
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Sala invoca y hace valer en su sentencia, y son adecuados pa-
ra aceptar y dar entrada a la demanda del actor por la vía plan-
teada del juicio de revisión constitucional, en los términos de lo 
dispuesto en el artículo 99, párrafo cuarto, fracción IV de nues-
tra Constitución.

Sin embargo, dicha Sala, primeramente se atiene a lo estable-
cido en el artículo 88 de la Ley General del Sistema de Medios  
de Impugnación en Materia Electoral, el cual expresamente re-
serva el uso del citado juicio de revisión constitucional a favor de 
los partidos políticos, que dice: 

Artículo 88 
1. El juicio sólo podrá ser promovido por los partidos políticos a 
través de sus representantes legítimos, entendiéndose por éstos:
a) Los registrados formalmente ante el órgano electoral 
responsable, cuando éste haya dictado el acto o resolución.

Por lo aquí ordenado, la Sala no tuvo a bien aceptar la demanda  
tal como venía, es decir, a bien aceptar la procedencia del juicio de 
revisión constitucional planteado por el quejoso, pero da por bue- 
nas sus peticiones de protección y por ello resuelve reconducir la 
demanda por la vía del juicio de protección ciudadana.

La Sala, pues, al dar por buenas las peticiones del quejoso, 
acepta que hubo violación a la fracción IV del párrafo cuarto del 
artículo 99 constitucional, en relación siempre con lo dispuesto 
sobre la materia en el artículo 2 constitucional. Esto es, hubo vio-
lación expresa al artículo 2 constitucional, tal como lo aprecia la 
misma Sala, pero el acto violatorio proviene de una autoridad de 
las mencionadas en la fracción IV del artículo 99 constitucional  
y la violación se produce dentro de un proceso formal de eleccio-
nes, de manera que todo se conduce dentro de la materia electoral, 
competencia exclusiva del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación.

Ahora bien, al reconducir la demanda por la vía del juicio de 
protección ciudadana, la misma Sala prefiere desechar la vía 
del juicio de revisión constitucional porque estima procedente 
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Electoral en este litigio atenerse a lo dispuesto por el artículo 88 de la Ley  
General de Medios. ¿Es esto correcto? 

Examen de la no procedencia decretada por la sala

La Sala, al motivar y fundamentar la procedencia de la demanda,  
invoca dos razones fundamentales. A saber, una que asegura que 
el acto reclamado violó derechos políticos electorales en los tér-
minos ya examinados páginas atrás.

Para motivar y fundamentar este razonamiento, la Sala consi-
dera que el acto reclamado viola lo dispuesto en el mencionado 
artículo 2 constitucional, en todo lo que es favorable a las etnias, 
siempre en materia electoral; y esta violación deriva precisamen-
te en otra, en opinión de la Sala, a los derechos político-elec-
torales, motivo por el cual tuvo a bien acordar la reconducción 
de la demanda por la vía del juicio de protección ciudadana.

La otra razón fundamental usada por la Sala tiene que ver con 
el principio de reserva exclusivamente a favor de los partidos po-
líticos, del uso del juicio de revisión constitucional, según lo pre-
viene el artículo 88 de la Ley General de Medios, antes citado.

Inconstitucionalidad de la limitación  
del artículo 88 de la ley de medios

A juzgar, parece incorrecto el acuerdo de reconducción de la de-
manda a un juicio de protección ciudadana, primero porque no 
hubo violación alguna a los derechos político-electorales, como 
ya se trató de demostrar, de manera que al final la Sala termina 
violando la fracción V del mismo artículo 99, por un exceso de in-
terpretación extensiva, consistente en apreciar que se violan de-
rechos políticos electorales en el caso litigioso cuando no hubo tal 
violación. En segundo lugar, porque la Sala no tuvo a bien entrar 
en el examen de inconstitucionalidad que, positivamente, afecta 
a dicho artículo 88 de la Ley de Medios.

En los hechos la Sala optó por seguir una interpretación muy 
extensiva de la mencionada fracción V del artículo 99 constitu-
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cional, precisamente porque ya existen tesis jurisprudenciales fir-
mes sobre este particular, algunas de las cuales son invocadas 
en la sentencia que aquí se analiza. Le pareció, pues, que esta 
opción era segura y, con el respaldo de las tesis jurisprudencia-
les invocadas, era también constitucional. 

Por tanto, se reitera que la interpretación extensiva y muy ex-
tensiva, sostenida por el Tribunal Electoral de la fracción V del 
artículo 99 constitucional es incorrecta y absolutamente insoste-
nible, debido a los términos precisos en que está redactada: el  
juicio de protección ciudadana solamente ampara y protege  
el derecho de votar y ser votado, tal como lo ha entendido siem-
pre la doctrina patria y de derecho comparado.

Por otro lado, es importante mencionar que lo dispuesto por 
el artículo 88 de la Ley de Medios, haciendo una reserva de uso 
exclusivo de los partidos políticos del juicio de revisión constitu-
cional es, a todas luces, contrario a lo dispuesto por la fracción 
IV del mismo párrafo cuarto del artículo 99 constitucional, la cual 
no permite, en modo alguno, concluir, tal como lo hace el legis-
lador y luego el Tribunal Electoral, en el sentido del mencionado 
artículo 88 de la Ley de Medios, que limita el ejercicio del dere-
cho de la legitimación activa para hacer uso del mencionado jui-
cio de revisión constitucional única y exclusivamente a favor de 
los partidos políticos.

En efecto, es falsa esa conclusión en el sentido de la limita-
ción mencionada: el legislador se equivoca totalmente al pensar 
que, en los hechos, nunca se presentarían violaciones a dicha 
fracción IV que pudieran afectar a sujetos diferentes a los parti-
dos políticos, que es el motivo por el cual formula el principio de 
reserva de la legitimación únicamente a favor de dichos partidos 
políticos, cuando en los hechos, efectivamente, existen violacio-
nes que afectan a esos otros sujetos no partidarios, como ocu-
rre en el presente litigo.

Y no hay otro motivo, porque de haberlo, entonces se afir-
maría que el legislador de manera abierta y franca determinó 
eliminar la legitimación activa, que se incorpora a los derechos 
humanos como una garantía procesal frente a las violaciones por 
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Electoral parte de las autoridades electorales al principio de legalidad y de  
constitucionalidad que regula los procesos y los procedimientos 
en todas las materias, incluida la electoral. 

El citado artículo 88 de la lgsmime viola las garantías proce-
sales de los principios de legalidad y de constitucionalidad, pues 
el enunciado de la fracción IV del párrafo cuarto del artículo 99 
constitucional autoriza la impugnación de todos y de cada uno de 
los actos y las resoluciones de las autoridades de las entidades 
federativas para organizar y calificar los comicios.

He aquí el texto completo de esta fracción:

Al Tribunal Electoral le corresponde resolver en forma definitiva 
e inatacable, en los términos de esta Constitución y según lo 
disponga la ley, sobre:
IV. Las impugnaciones de actos y resoluciones de la autoridad 
definitivos y firmes de las autoridades de las entidades federativas 
para organizar y calificar los comicios o resolver las controversias que 
surjan durante los mismos, que puedan resultar determinantes para  
el desarrollo del proceso respectivo o el resultado final de  
las elecciones. Esta vía procederá solamente cuando la reparación 
solicitada sea material y jurídicamente posible dentro de los 
plazos electorales y sea factible antes de la fecha constitucional 
o legalmente fijada para la instalación de los órganos o la toma 
de posesión de los funcionarios elegidos. 

Y viola dichas garantías procesales, porque al limitar la legiti-
mación activa a favor solamente de los partidos políticos, deja en 
estado absoluto de indefensión a otros posibles sujetos, diferentes 
de los partidos políticos, que pueden resultar perjudicados por la 
violación a dichas garantías procesales.

Esto es justamente lo que ocurre en el litigio que aquí se es-
tudia. La Sala claramente aprecia que el acto reclamado positi-
vamente viola la Constitución. Y claramente determina que dicha 
violación se relaciona con la acreditación de la segunda propuesta 
de regidores étnicos; acreditación que nunca debió aprobarse, co-
mo lo pide la demanda y como lo reconoce expresamente la Sala.
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Procedencia del juicio de revisión constitucional

En este orden de ideas, lo dispuesto por la fracción IV del ar
tículo 99 se encuentra en perfecta armonía y consonancia con 
lo dispuesto por el artículo 86 de la lgsmime, el cual autoriza la 
pertinencia de hacer uso del mencionado juicio de revisión cons-
titucional, precisamente cuando se den los supuestos regulados 
en la fracción IV del artículo 99, al decir lo siguiente:

Artículo 86
1. El juicio de revisión constitucional electoral sólo procederá para 
impugnar actos o resoluciones de las autoridades competentes de 
las entidades federativas para organizar y calificar los comicios 
locales o resolver las controversias que surjan durante los mismos, 
siempre y cuando se cumplan los requisitos siguientes: 
a)	Que sean definitivos y firmes; 
b)	Que violen algún precepto de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 
c)	 Que la violación reclamada pueda resultar determinante para 

el desarrollo del proceso electoral respectivo o el resultado 
final de las elecciones; 

d)	Que la reparación solicitada sea material y jurídicamente 
posible dentro de los plazos electorales; 

e)	Que la reparación solicitada sea factible antes de la fecha 
constitucional o legalmente fijada para la instalación de los 
órganos o la toma de posesión de los funcionarios electos; y 

f)	 Que se hayan agotado en tiempo y forma todas las instancias 
previas establecidas por las leyes, para combatir los actos o 
resoluciones electorales en virtud de los cuales se pudieran 
haber modificado, revocado o anulado. 

2. El incumplimiento de cualquiera de los requisitos señalados 
en este artículo tendrá como consecuencia el desechamiento de 
plano del medio de impugnación respectivo.

Como se ha mencionado, ni el texto constitucional ni ahora 
el texto de este artículo 86 hacen limitación alguna respecto a la  



132

Comentarios 

a las Sentencias 

del Tribunal 

Electoral legitimación activa para hacer uso de esta vía del juicio de revisión 
constitucional precisamente cuando se den los supuestos del men-
cionado párrafo cuarto fracción IV del artículo 99 constitucional. 

Luego, el artículo 87 de la misma Ley de Medios determina la 
competencia de una manera muy correcta. Es decir, la limitación se 
encuentra enunciada en el siguiente artículo de la Ley de Medios,  
el 88, que ya se ha estudiado, bajo el sentido de su real y efecti-
va inconstitucionalidad.

Legitimación universal de la fracción iv  
del artículo 99 constitucional

De acuerdo a este análisis, el enunciado de la fracción IV, del 
párrafo cuarto del artículo 99 constitucional, tantas veces citado, 
reconoce una total y universal legitimación para impugnar las vio-
laciones de que habla dicho enunciado:

Al Tribunal Electoral le corresponde resolver en forma definitiva 
e inatacable, en los términos de esta Constitución y según lo 
disponga la ley, sobre:
IV. Las impugnaciones de actos y resoluciones de la autoridad 
definitivos y firmes de las autoridades de las entidades federativas 
para organizar y calificar los comicios o resolver las controversias que  
surjan durante los mismos, que puedan resultar determinantes 
para el desarrollo del proceso respectivo o el resultado final de  
las elecciones. Esta vía procederá solamente cuando la reparación 
solicitada sea material y jurídicamente posible dentro de los 
plazos electorales y sea factible antes de la fecha constitucional 
o legalmente fijada para la instalación de los órganos o la toma 
de posesión de los funcionarios elegidos. 

Lo enunciado en uno y otro párrafo es claro, preciso. El primero 
solamente habla de la competencia que se le asigna al Tribunal,  
el cual actúa como máxima autoridad, por ello se dice que  
sus resoluciones serán firmes e inatacables. Y se precisa que debe 
resolver en los términos de esta Constitución y según lo disponga 
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la ley, es decir que al resolver debe respetar el principio de la 
jerarquía jurídica consagrado en el artículo 133 constitucional.

Como se aprecia, primero se encuentra la obligación de ate-
nerse a los términos de la Constitución y sólo después entra la 
aplicación de la ley secundaria, siempre y cuando ésta sea con-
forme con la Constitución (artículo 133).

Por otro lado, el párrafo segundo, de manera directa, expresa  
y categórica, indica que son impugnables todos 

los actos y resoluciones de la autoridad definitivos y firmes de las 
autoridades de las entidades federativas para organizar y calificar 
los comicios o resolver las controversias que surjan durante los 
mismos […]

Así pues, los términos lógicos pertenecientes a la materia, ob-
jeto de impugnación, son términos universales y esta universali-
dad de la materia permite concluir la lógica del término sujeto o 
posible afectado por tales actos y resoluciones. En otras palabras, 
¿es posible en los hechos que dichos actos y resoluciones puedan  
afectar derechos de sujetos diferentes a los partidos políticos? 

La respuesta tiene que ser necesariamente positiva; prime-
ro porque en los hechos se encuentra la presencia real de sujetos 
diferentes a los partidos políticos, tal como es el caso de don  
Feliciano, que nada tiene que ver con los partidos políticos. Y en 
segundo lugar, porque en sentido negativo, el poder revisor de 
la Constitución, autor del texto del artículo 99, pudiendo hacerlo, 
nunca puso en el enunciado de referencia limitación alguna en 
materia de legitimación activa.

Legitimación particular del quejoso,  
no siendo sujeto partidario

Analizando de manera profunda lo hasta ahora expuesto, se apre-
cia que el quejoso participa activamente y de conformidad con las 
disposiciones constitucionales y legales en el proceso electoral 
de referencia. De manera particular, participa activamente en el 
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Electoral procedimiento en el que se produce el acto reclamado, porque 
le afectó la esfera de sus garantías procesales. 

Por esta sola consideración, el quejoso ya está legitimado pa-
ra reclamar la ilegalidad del mencionado acto; y en consecuencia, 
es un hecho que en esta clase de procesos electorales y en este  
tipo de procedimientos electorales no nada más actúan y par-
ticipan partidos políticos, sino también otros sujetos, como don  
Feliciano, por autorización expresa de la norma, de manera que, a 
la postre, resulta irracional la limitación contenida en el artículo 87.

Ahora bien, la legitimación del quejoso, en este caso del liti-
gio, no sólo es o sería para promover, en su caso, el amparo y la 
protección de sus derechos político-electorales de votar y ser vo-
tado por vía del juicio de protección ciudadana, sino que se tra-
ta de una legitimación activa para promover el juicio de revisión 
constitucional y no otra vía, por ser este juicio el indicado por los 
enunciados constitucionales, sólo limitado por la inconstituciona-
lidad del mencionado artículo 88 de la lgsmime.

Opciones de la sala

Pues bien, en el contexto de los razonamientos expuestos, se 
considera que la Sala tuvo siempre la opción, primero, de no 
abusar del sentido y alcance del enunciado de la fracción V  
del artículo 99 constitucional, dándole una interpretación que, si 
bien es conforme a las tesis jurisprudenciales del mismo Tribu-
nal, no se adecua al tenor de los términos usados por dicha frac-
ción. Por tanto, la interpretación peca por exceso, a pesar de la 
buena intención de proteger el mayor número de supuestos de 
violación de derechos político-electorales por esa vía del juicio 
de protección ciudadana.

También tuvo la opción, con total independencia de la opción 
siguiente, de apreciar la legitimación que ya tenía el quejoso por 
estar autorizado a participar en el proceso electoral de referencia, 
así como por estar autorizado para participar en el procedimiento  
particular, dentro del cual se produjo el acto reclamado y así  
concluir, invocando la magnífica defensa de las bondades de la 
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reforma del artículo 2 constitucional en materia electoral, que es 
violada por el acto reclamado, mismo que cae dentro de los su-
puestos de la fracción IV del artículo 99 constitucional, así como 
dentro de lo dispuesto por el artículo 86 y 87 de la Ley de Medios, 
en la efectiva procedencia del juicio de revisión constitucional.

Y ante la necesidad de aceptar la procedencia del mencio-
nado juicio de revisión constitucional, pudo declarar de manera  
concomitante:

1)	 La inconstitucionalidad del mencionado artículo 87 de la Ley 
de Medios.

2)	 La adecuación de dicha limitación para que fuera favorable, 
no sólo para los partidos políticos, sino también para otros 
sujetos que, como aquéllos, estuvieran autorizados a partici-
par activamente en dichos procesos y procedimientos elec-
torales, como era el supuesto del quejoso, don Feliciano.

3)	 Invocar el beneficio del principio de “pro persona,” válido y 
obligatorio en materia de violaciones a los derechos huma-
nos, sin hacer declaración alguna sobre el texto del artículo 
87 mencionado.

Cualesquiera de estas opciones tienen un grado muy alto de 
preferencia sobre la opción seguida por la Sala, porque hace uso 
de facultades que la Constitución no le otorga ni le reconoce, como 
es la facultad que se autoasigna por esta vía de la interpretación 
muy extensiva de la fracción V del artículo 99 constitucional, con 
el fin de proteger por medio del juicio de protección ciudadana 
los derechos políticos electorales, algunos de los cuales, sí son 
derechos políticos, pero no electorales, como el derecho a ser 
nombrado consejero electoral y tantos otros.

Para terminar, y examinando con sentido jurídico estricto una 
resolución judicial de la Sala Regional Guadalajara, esta políti-
ca del Tribunal, convertida en ejercicios prácticos de protección 
de los derechos políticos del ciudadano, es una política magní
fica, completamente laudatoria y meritoria, porque definitivamen-
te los juicios de amparo no parecen querer ocuparse nunca de la  
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Electoral protección de las violaciones a los derechos políticos de los mexi-
canos que ocurren todos los días.

Por lo mismo, se espera que pronto, esta estupenda políti-
ca y esta práctica diaria del Tribunal Electoral tenga el respaldo 
completo en el mismo texto constitucional, mediante la corres-
pondiente reforma sobre el párrafo cuarto, fracción V del artículo 
99 constitucional, a fin de que allí se diga que el juicio de protec-
ción ciudadana procede contra cualquier violación de los dere-
chos políticos reconocidos a los mexicanos.

Ahora bien, mientras llega esta reforma, lo que aquí se ha dicho 
tiene un mero afán leguleyo, pues se redujo a un simple ejercicio  
académico de examen de una sentencia que tenía que amparar y 
proteger las prerrogativas reconocidas a las etnias por el artículo 
2 constitucional; tan magníficas en su enunciación, pero tan mise-
rablemente llevadas a la práctica, tanto por el legislador federal 
como por los legisladores locales, al no reconocer en los hechos 
sino un derecho limitadísimo de tener un solo regidor étnico en 
los municipios en donde dichas etnias no sólo están asentadas 
con derechos históricos de pertenencia sobre su territorio, como 
lo reconoce el debate de que fue objeto la mencionada reforma, 
sino que, además, son población mayoritaria, con derechos a 
salvo para ser constituidos, bien en una entidad local nueva (un 
estado); bien en un territorio federal como los que hubo históri-
camente; bien formar, cuando menos, una municipalidad nueva 
y diferente de las que actualmente existen en las entidades loca-
les de la República mexicana.

VIII. Conclusiones

Del examen cuidadoso del expediente objeto de este estudio, se 
ponderan y realzan los siguientes puntos, propuestos ahora a 
modo de conclusiones.

Primero: efectivamente existen elementos suficientes para te-
ner por cierta y fehaciente la violación al procedimiento regula-
do por el Código Estatal Electoral del Estado de Sonora, para la 



137

Vertiente 

Salas 

Regionales
acreditación de dos regidores étnicos de la población Mayo asen-
tada en el municipio de Benito Juárez; uno en calidad de regidor 
propietario y el otro en calidad de regidor suplente.

Segundo: Esta violación recayó sobre el acuerdo en virtud del 
cual se aceptó como válida la segunda propuesta hecha por una 
persona que se ostentó como autoridad tradicional, sin estar ha-
bilitada para hacer esta clase de propuestas, por no estar reco-
nocida por la etnia mencionada.

Tercero: la Sala en su sentencia entiende que la violación men-
cionada afectó lo dispuesto en el artículo 2, apartado A) fracción 
VII de nuestra Carta Magna, quebrantando derechos humanos 
político-electorales en perjuicio del actor, de las dos personas que 
formaban parte de la propuesta del mismo actor, así como de la 
etnia Mayo a la que representaban.

Cuarto: como la demanda estaba planteada en términos de 
un recurso de revisión y el actor estaba impedido para hacer 
uso de esa vía que se reserva a los partidos políticos, tanto el  
Consejo Estatal Electoral de Sonora, en su papel de autoridad 
responsable, así como la misma Sala tuvieron a bien pensar en 
que se trataba de una demanda de protección de derechos polí-
tico-electorales y por ello la Sala acordó el reencauzamiento de 
dicha demanda a un juicio de protección, hecho lo cual, la Sala 
le dio entrada a la demanda y pasó a estudiarla en plenitud de 
jurisdicción hasta resolverla a favor de las pretensiones del ac-
tor precisamente.

Quinto: la doctrina invocada por la Sala para justificar dicha 
reconducción a juicio de protección ciudadana es muy buena y, 
desde luego, debe justificarse sobradamente, por tratarse de una 
doctrina progresiva y muy apropiada para la defensa y la protec-
ción de derechos político-electorales.

Sexto: toda vez que en el supuesto en estudio no se violan 
los derechos político-electorales, tanto la reconducción de la 
demanda a juicio de protección ciudadana, como la posterior y  
consecuente aplicación de la doctrina mencionada a dicho supues-
to, resultan incorrectas. De manera que, al aplicarse dicha doctri-
na a un supuesto no contemplado por el párrafo cuarto, fracción 
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Electoral V del artículo 99 de nuestra Carta Magna, en los hechos y de ma-
nera formal, se viola dicho precepto, cuyo enunciado no acepta  
una interpretación extensiva, como la aplicada por dicha Sala.

Séptimo: frente a esta situación, en la que el acto reclamado, 
de manera directa, viola el principio de legalidad, tal como está re-
gulado en el Código Electoral del Estado de Sonora (violación al 
procedimiento) y esta violación al procedimiento hace nugatorias, 
por un lado las garantías constitucionales de la seguridad jurídi-
ca del quejoso; y por otro lado, hace también nugatorios los dere-
chos reconocidos a favor de las etnias en el mencionado artículo 
2 constitucional, que también se viola, su servidor prefiere sugerir, 
como más recomendable, alguna de las siguientes tres opciones:

1)	 Reconocer que el quejoso, por ser parte del expediente de 
que se trata, según las actuaciones que en dicho expedien-
te vino realizando de conformidad con la ley aplicable, está 
sobradamente legitimado para ejercer el juicio de revisión 
constitucional con fundamento en la fracción IV del mismo 
artículo 99 constitucional, precisamente para no dejarlo en 
estado de indefensión.

2)	 Reconocer, como hace la Sala, las violaciones al procedi-
miento, así como al mencionado artículo 2 constitucional, en 
perjuicio del quejoso, y aceptar la procedencia del recurso 
de revisión, declarando que dicho recurso podrá ser ejercido 
no sólo por los partidos políticos, sino también por quienes, 
como en el caso del quejoso, estén debidamente autoriza-
dos por la norma para participar en los procesos y proce-
dimientos electorales. Esto es reconocer que no solamente 
los partidos políticos actúan en los procesos electorales, si-
no también actúan, o pueden actuar, otros sujetos, debida-
mente autorizados por la Constitución.

3)	 Reconocer que las limitaciones impuestas por el artículo 88 
de la Ley de Medios viola, en supuestos como el que está 
en estudio, las garantías procesales suficientes como para 
defender legítimamente el derecho de tener las etnias una 



139

Vertiente 

Salas 

Regionales
representación en los municipios en cuyo territorio están 
asentadas de conformidad con sus usos y costumbres.

Octava: La aceptación del recurso de revisión constitucional, 
sobre la base de los razonamientos y las doctrinas que invoca la 
Sala en su sentencia, resultaría menos “forzada” que la recon-
ducción de dicha demanda a un juicio de protección ciudadana, 
que ojalá llegara pronto a tener el alcance protector que señala 
la mencionada sentencia mediante la reforma correspondiente.
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GARANTISMO EN EL CASO 
DEL MUNICIPIO DE JESÚS 
MARÍA, AGUASCALIENTES

Gastón Julián Enríquez Fuentes

EXPEDIENTE
SM-JDC-256/2010

y SM-JDC-257/2010

S U M A R I O :  I .  I n t r o d u c c i ó n ;  
II. Antecedentes de la Sentencia; 
I I I .  Anál isis de la Sentencia;  
IV. Conclusiones; V. Fuentes 
consultadas.

I. Introducción

La sentencia objeto del presente comentario 
resolvió dos reclamos de una ciudadana 
postulada por el Partido Convergencia al 
cargo del primer regidor propietario en el 
municipio de Jesús María, Aguascalien-
tes, uno en contra del acuerdo de la au-
toridad electoral de aquella entidad que 
ordenó la sustitución de la misma a di-
cha candidatura, y posteriormente otro 
más respecto a un Acuerdo de la mis-
ma autoridad con motivo de la asigna-
ción de los cargos de elección popular. 
Como consecuencia de lo anterior, la 
sentencia acumuló los expedientes de 
sendos recursos, en los que en todo ca-
so se omitía cumplir a cabalidad por parte  
de la quejosa con el principio procesal de 
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Electoral definitividad, toda vez que su sustitución en la candidatura al car-
go de elección popular se acordó 22 minutos antes de que inicia-
ra la jornada comicial.

De ahí que la transcendencia del fondo del asunto dirimido 
por la sentencia estriba en que en ella se realizó un ejercicio que 
ponderó la conveniencia o no de la observancia del principio proce-
sal de definitividad, con otros más como el de certeza y legalidad, 
sin soslayar el riesgo existente para el derecho político-electoral 
de la quejosa, además del inherente para el resultado final de la 
votación y, por ende, de la voluntad general.

II. Antecedentes de la sentencia

La sentencia de fecha 13 de septiembre de 2010, dictada por la 
Sala Regional Nuevo León del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación (tepjf), dentro del expediente SM-JDC-256/2010 
y su acumulado, con motivo del juicio político para la protección 
de los derechos político-electorales del ciudadano, promovido por 
Gloria Eide Abdel Jalec Morones, en contra del Consejo General 
del Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes, cuenta con los 
siguientes antecedentes:

1)	 La controversia se suscita dentro del proceso electoral consti-
tucional del estado de Aguascalientes, mismo que tuvo inicio 
el 1 de diciembre de 2009, específicamente por cuanto a la 
renovación del ayuntamiento del municipio de Jesús María, 
de la citada entidad federativa; 

2)	 Gloria Eide Abdel Jalec Morones fue propuesta por el partido  
Convergencia para el cargo de primer regidor propietario, te-
niendo como suplente a René Merla Rodríguez, cargo que 
fue declarado procedente por el Instituto Estatal Electoral de 
Aguascalientes; posteriormente, el suplente René Merla pro-
movió un recurso de inconformidad ante la Comisión Estatal 
de Elecciones del Partido Convergencia, habiendo alegado 
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diversas causas de inconformidad contra la candidatura de 
la señora Jalec Morones;

3)	 La Comisión Estatal Electoral del Partido Convergencia de-
claró procedente la inconformidad planteada, por lo que el 
día 3 de julio del año 2010 (es decir, un día antes de la jor-
nada comicial realizada el día 4 del mismo mes y año) solicitó 
la sustitución de la candidatura, proponiendo en su lugar a 
René Merla Rodríguez como primer regidor propietario y con  
otro suplente; lo anterior fue acordado de conformidad  
con la autoridad electoral el día 4 de julio del 2010, en sesión 
que concluyó a las 7:38 minutos de la mañana, es decir, 22 
minutos antes de las 8:00 de la mañana del mismo día, ho-
ra en que tendría inicio la jornada comicial; 

4)	 En este orden de consideraciones, la ciudadana promoven-
te instauró dos juicios por violación a sus derechos político-
electorales: el 256/2010, en el que reclama especialmente la  
determinación de la Comisión Estatal de Elecciones del par-
tido Convergencia que la inhabilita y la determinación de la 
Comisión Estatal Electoral que aceptó la sustitución propuesta 
por el partido Convergencia un día antes de la elección; y 
por otra parte, el juicio 257/2010 mediante el cual reclamó 
el acuerdo de asignación de candidaturas del 11 de julio del 
2010 emitido por el Consejo General de la Comisión Estatal 
de Aguascalientes, específicamente en cuanto a la asig-
nación de primer regidor propietario del municipio de Jesús 
María al ciudadano René Merla y su suplente. Finalmente, al 
darse los requisitos procesales para la acumulación, debi-
do a la íntima relación que guardan los asuntos, los mismos 
fueron acumulados y resueltos conjuntamente en la resolu-
ción que se comenta.

III. Análisis de la sentencia

La sentencia destaca por una clara vocación garantista al haber 
realizado una labor justificativa de aplicación y preservación del 
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Electoral derecho político-electoral cuestionado y del derecho de acceso 
a la justicia, más allá del dictado de una simple resolución de apli-
cación estricta, legalista y silogística de los dispositivos generales 
aplicables en el caso concreto.

Para la procedencia del juicio, y por ende para la declaración 
mediante la sentencia de la protección del derecho sustantivo 
violentado, existían dos barreras (insuperables en un sistema 
ius positivista de legalidad) que debían ser sorteadas. En primer  
lugar lo que se denomina definitividad adjetiva, según la cual  
para la procedencia del juicio para la protección de los derechos 
político-electorales del ciudadano es necesario que previo a la 
instauración de este medio de acceso a la justicia se hubieren 
hecho valer y agotado los demás medios de defensa ordinarios 
existentes. Cabe señalar que contra el acuerdo de sustitución 
reclamado en el expediente 256/2007, era procedente el agotamien-
to del recurso de apelación que dispone el artículo 396 del Có-
digo Electoral del Estado de Aguascalientes; y por cuanto a la 
impugnación del acuerdo de asignación de fecha 11 de julio de 
2010, el artículo 400 de la misma legislación electoral de Aguas-
calientes establece la procedencia del recurso de nulidad. En 
este punto es importante destacar que ninguno de los dos me-
dios de defensa ordinarios fueron instaurados, ni mucho menos 
agotados, sino que la ciudadana acudió directamente, y en fran-
ca contravención al citado principio de definitividad, al juicio para 
la protección de los derechos político-electorales del ciudadano.

Por lo que hace a la posibilidad de reparar mediante el acceso 
a la justicia otorgado por el juicio para la protección de los derechos 
político-electorales del ciudadano el derecho sustantivo violenta-
do, existe otra barrera, también denominada definitividad de fases 
o etapas, prevista en el artículo 41 fracción VI de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos (cpeum),1 que se puede  

1	 La mencionada fracción VI del artículo 41 de la cpeum dispone: Para garantizar los 
principios de constitucionalidad y legalidad de los actos y resoluciones electorales, 
se establecerá un sistema de medios de impugnación en los términos que señalen 
esta Constitución y la ley. Dicho sistema dará definitividad a las distintas etapas de 
los procesos electorales y garantizará la protección de los derechos políticos de 



145

Vertiente 

Salas 

Regionales
sintetizar diciendo que por regla general (y solo excepcionalmen-
te) —para dar certeza al proceso electoral— se niega la posibili-
dad de regresar a etapas del proceso electoral que ya han sido 
concluidas.

Entonces resulta interesante examinar la manera en que 
se abordó el problema. Resalta el hecho de que en dicha sen-
tencia se realizó un control difuso de constitucionalidad, el 
cual no era expresamente admitido por la scjn en los crite-
rios persistentes en la época del dictado de la sentencia. Sin 
embargo, en aras de dimensionar la trascendencia de los ar-
gumentos de fondo de la sentencia, y en consecuencia de su 
resolución, es conveniente esbozar las principales caracterís-
ticas interpretativas que en clave doctrinal se observan desde 
la dogmática jurídica.

Al término de la Segunda Guerra Mundial, el ejercicio de la 
facultad jurisdiccional por parte de los juzgadores se ha trans-
formado, pasando de ser una actividad meramente silogística, 
positivista y legalista —tal y como es propiciado con los principios 
adquiridos después de la Revolución francesa, en los cuales, la 
labor jurisdiccional sentenciadora debe limitarse, en lo posible, 
a la más estricta y gramatical aplicación de la voluntad de la ley, 
con el fin de estar, en la mayor medida posible, conforme a la vo-
luntad legislativa— a ser hoy una labor justificativa más amplia 
y discrecional, en la que se permite la utilización de principios y 
valores superiores de índole constitucional o convencional, con 
lo que se pretende salvaguardar el bloque de constitucionalidad 
aplicable en un determinado país. 

La motivación jurisdiccional en el antiguo modelo consistía en 
explicar la aplicación de diversos preceptos, cuyo objetivo era que 
el ciudadano conociera las razones, los motivos y las circuns-
tancias especiales que llevaron al juzgador a la aplicación de los 

los ciudadanos de votar, ser votados y de asociación, en los términos del artículo 
99 de esta Constitución.
En materia electoral la interposición de los medios de impugnación, constitucionales, 
o legales, no producirá efectos suspensivos sobre la resolución o el acto impugnado.
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en posibilidad de hacer valer sus derechos; por tanto, se motiva-
ba dando a conocer los razonamientos y las consideraciones que 
llevaron al juzgador a tomar una determinación.2

De esta forma, una sentencia de corte legalista privilegia a 
grado tal, la voluntad del legislador contenido en la ley, que im-
pide la desatención de preceptos que aún pudiendo parecer  
injustos, se encuentran previstos, positivizados y vigentes en la 
legislación. Ciertamente en este tipo de sentencias el juez es un 
mero aplicador de la voluntad de la ley plasmada por el legis-
lador; de hecho, lo ideal en este tipo de resoluciones es que el  
letrado aplique una argumentación silogística, donde la premisa 
mayor expone la hipótesis normativa, en la menor los hechos de-
mostrados, derivados de la actividad probatoria en juicio, y como  
consecuencia la resolución expresa. Lo anterior, en no pocas 
ocasiones, puede parecer injusto y mecánico, sin embargo im-
plica una labor muy objetiva que privilegia la máxima certeza en 
la previsión de un resultado. 

Antes de continuar, es necesario precisar que este tipo de sis-
tema permite una mayor seguridad jurídica por lo que hace a la 
posible certeza en la previsión del resultado, y no se considera  
que en la actualidad haya sido por completo reemplazado, sino 
que se amplían las facultades del juzgador, a efecto de que en 
determinados casos —generalmente injustos o contrarios a prin-
cipios de orden jerárquico superior— deje de aplicar determina-

2	 Con los siguientes criterios es posible percatarse de lo que ha implicado un sistema 
positivista en materia de motivación:
Fundamentación y motivación. La debida fundamentación y motivación legal deben 
entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, 
las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir 
que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada 
como fundamento (Tesis: VI.2o. J/43, 769). Fundamentación y motivación. Por fundar 
se entiende que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso, 
y por motivar que deberán señalarse, claramente las circunstancias especiales, 
razones o causas inmediatas que se hayan tenido en cuenta para la emisión del 
acto, siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y 
las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis 
normativas (Tesis: VI. 2o. J/31, 622).
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dos preceptos, para dar paso a los derechos fundamentales y/o 
humanos recogidos por la Carta Magna y tratados constitucio-
nales en la materia. Sobre el particular, en opinión de Mauricio 
Fioravanti:

[si la] Constitución debe ser —precisamente como acto de 
fundación de derechos y libertades— una verdadera y precisa 
norma jurídica —y no ya un mero manifiesto político-ideológico 
como sostenían los juristas liberales a propósito de las 
declaraciones de derechos de la revolución— surge enseguida 
el problema de la ilegitimidad de aquellas normas de derecho 
positivo estatal vigentes en cuanto emanadas formalmente de 
manera correcta, pero contrarias a la Constitución —norma 
fundamental de orden superior— en cuanto a los contenidos 
sustanciales. En otras palabras la existencia misma de un control 
de constitucionalidad —no importa si difuso o concentrado, si 
de mera inaplicación de la norma estatal constitucionalmente 
ilegítima al caso concreto o con eficacia anulatoria erga omnes 
de la norma misma— destruye el dogma liberal-estalista de la 
fuerza absoluta de la ley, y crea así una situación, inconcebible 
para la doctrina decimonónica, en la que la validez de las normas 
del Estado está supeditada, en el sentido de que dependen de un 
juicio sobre su conformidad con la Constitución y, en definitiva, 
con una cierta interpretación de la Constitución y de los principios 
constitucionales (Fioravanti 2009,128-29).

En contraste con la sentencia de corte legalista o ius positi-
vista, en un Estado constitucional actual, la labor argumentativa 
del juez en la motivación y aplicación de los dispositivos legales 
no consiste ya tan sólo en explicar, en dar a conocer al goberna-
do las razones, motivos y circunstancias especiales que llevaron 
al juzgador la aplicación de los fundamentos legales al caso. Las 
sentencias actuales de corte neoconstitucional requieren justificar  
la aplicación de los dispositivos legales, siendo preciso que el 
juzgador se convierta realmente en un argumentador destacado  
quien además de explicar, pueda justificar la conveniencia de 
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Electoral la aplicación de determinados dispositivos legales, teniendo en 
cuenta, en todo el acto de aplicación del derecho, los principios 
constitucionales que resultan aplicables, y siendo incluso, en  
algunos casos, admisible la referencia a una argumentación de 
índole moral, según la carga de este tipo que posean los dispositi-
vos superiores. Desde luego, no se refiere a cualquier justificación 
ideológica, mediante la cual se permita al juzgador deformar o 
amoldar a sus intereses la letra de la ley, 3 sino a una justifica-
ción mediante la cual, la aplicación de la ley se encuentre cobijada  
por la supremacía de los principios, derechos fundamentales y 
humanos que conforman el bloque de constitucionalidad,4 o en 
palabras de Atienza:

[…] a diferencia de lo que ocurría en el estado legislativo, en el 
“Estado Constitucional” el poder del legislador y de cualquier 
órgano estatal es un poder limitado y que tiene que justificarse 

3	 Como referencia a esto, resultan interesante las obras de Duncan Kennedy, en 
especial aquella denominada Libertad y restricción en la argumentación judicial, 
pues el autor nos adentra en las diversas posibilidades en que un juzgador puede 
influir en el resultado del juicio, es decir, lo hace introduciéndose en su mente al  
momento de emitir el juicio, describe los argumentos mentales que realiza el juzgador 
para emitir una sentencia en una manera u otra.

4	 Por cuanto a esto, es también interesante la opinión de Vigo, quien comenta: 
“Comienza así a desmoronarse el sólido y exitoso edificio que se había construido 
después de la Revolución Francesa, y por ende, será cada vez más difícil: seguir 
identificando a la ley con el derecho; confiar en que la voluntad legislativa es 
infalible; mostrar piramidalmente el derecho como un sistema compuesto sólo 
por reglas completo, jerárquico y coherente; que el único saber jurídico es aquel 
que se limita a describir sistemática y aséptica al derecho positivo; o que los 
jueces son la boca de la ley y que nada crean para el derecho porque se limitan 
a aplicarlo silogísticamente” (Vigo 2011). En definitiva, el Estado de Derecho 
legal o “débil” deja paso al Estado de Derecho constitucional o “fuerte” (Ferrajoli 
2009), la democracia formal se convierte en democracia sustancial y se instituye 
un Tribunal como el poder constituido habilitado para controlar en nombre del 
poder constituyente a los demás poderes constituidos —incluido el Legislativo—. 
La Constitución deja de ser un programa político dirigido al legislador en el que 
se privilegia su parte orgánica o funcional como la más importante y pasa a ser 
reconocida como la fuente de fuentes del derecho y, al mismo tiempo, la más 
importante de ellas en tanto las define, les pone límites y las orienta. El derecho 
se constitucionaliza y así en el operan principios, valores o derechos humanos, 
encomendándosele a los jueces para que garanticen que en sus respectivas 
sociedades se los tomen en “serio” haciéndolos prevalecer incluso contra  
las decisiones mayoritarias o unánimes (Vigo 2011, 61-2).
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en forma más exigente. No basta que con la referencia a la 
autoridad (al órgano competente) y a ciertos procedimientos, 
sino que se requiere también (siempre) de un control en cuanto 
al contenido. El Estado constitucional supone un incremento en 
cuanto a la tarea justificativa de los órganos púbicos y, por tanto, 
una mayor demanda de argumentación jurídica (que la requerida 
por el estado legislativo de Derecho). En realidad, el ideal del 
Estado constitucional (la culminación del Estado de Derecho) 
supone el sometimiento completo del poder al Derecho, a la 
razón: la fuerza de la razón frente a la razón de la fuerza. Parece 
por ello bastante lógico que el avance del Estado constitucional 
haya ido acompañado de un incremento cuantitativo y cualitativo 
de la exigencia de justificación de los órganos públicos (Atienza 
2011,15).

Ciertamente, el principio de supremacía constitucional reco-
gido en el artículo 133 constitucional dispone que la Constitución 
es la ley suprema, y en consecuencia todos los demás actos de-
ben estar conforme a su letra, lo que se garantiza a través de la 
existencia de los medios de control de constitucionalidad, pues 
como lo dice la profesora Figueruelo: 

[…] la primacía de la Constitución sería jurídicamente imperfecta si 
careciese de garantía jurisdiccional, es decir, si la constitucionalidad 
de las decisiones y actos de los poderes públicos no son 
enjuiciables por órganos distintos de aquellos que son sus autores 
(Figueruelo 2009,169).

Pero la interpretación que en aplicación del modelo positivis-
ta dio la Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn) a dicho 
principio de supremacía, fue en el sentido de que en una apa-
rente interpretación sistémica de la Constitución se desprendía 
que el control de constitucionalidad sólo podía realizarse por los 
órganos concentrados que la propia Constitución preveía para 
ese efecto, es decir, el Poder Judicial de la Federación, a través 
de los medios idóneos previstos, como lo es el juicio de amparo 
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si bien la existencia de órganos y vías para el control de la cons-
titucionalidad es parte de lo que debe existir en todo estado 
constitucional, la limitación a la interpretación del artículo 133,  
antes precisada, es un claro ejemplo del pensamiento de un Es-
tado legalista, pues en el perfeccionamiento al Estado constitucio-
nal, debe existir no sólo un control concentrado, sino un control 
difuso de constitucionalidad (y ahora de convencionalidad) en el 
que todas las autoridades, sin exclusión, ajusten el ejercicio de 
sus facultades a la Constitución.

En virtud de lo anterior, no es de extrañar que la scjn haya re-
conocido en la actual décima época, en la reciente contradicción 
de tesis 293/2011, que aunque es verdad que en dicha contra-
dicción sigue siendo difícil para la Corte ajustarse por completo 

5	 Estos criterios jurisprudenciales son los siguientes: La supremacía constitucional 
se configura como un principio consustancial del sistema jurídico-político mexicano, 
que descansa en la expresión primaria de la soberanía en la expedición de la 
Constitución, y que por ello coloca a ésta por encima de todas las leyes y de 
todas las autoridades, de ahí que las actuaciones de éstas deben ajustarse 
estrictamente a las disposiciones de aquélla. En este sentido, más que una facultad, 
la supremacía constitucional impone a toda autoridad el deber de ajustar a los 
preceptos fundamentales, los actos desplegados en ejercicio de sus atribuciones. 
Por tanto, si bien es cierto que los tres Poderes de la Unión deben observar la Ley 
Suprema, no puede afirmarse que por esta razón, las autoridades puedan, por sí 
y ante sí, en el ejercicio de funciones materialmente jurisdiccionales, examinar la 
constitucionalidad de sus propios actos o de los ajenos, toda vez que, al respecto, 
la propia Constitución consagra, en sus artículos 103 y 107, un medio de defensa 
ex profeso, por vía de acción, como es el juicio de amparo y lo encomienda, en 
exclusiva, al Poder Judicial de la Federación, sentando las bases de su procedencia 
y tramitación (Tesis: P/J 73/99, 18). 
El texto expreso del artículo 133 de la Constitución Federal previene que "Los 
jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados a 
pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones 
o leyes de los Estados". En dicho sentido literal llegó a pronunciarse la scjn; sin 
embargo, la postura sustentada con posterioridad por este Alto Tribunal, de manera 
predominante, ha sido en otro sentido, tomando en cuenta una interpretación 
sistemática del precepto y los principios que conforman la Constitución. En efecto, 
la scjn considera que el artículo 133 constitucional, no es fuente de facultades de 
control constitucional para las autoridades que ejercen funciones materialmente 
jurisdiccionales, respecto de actos ajenos, como son las leyes emanadas del propio 
Congreso, ni de sus propias actuaciones, que les permitan desconocer unos y 
otros, pues dicho precepto debe ser interpretado a la luz del régimen previsto por 
la propia Carta Magna para ese efecto (Tesis: P/J 74/99, 5).
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al nuevo paradigma, deja excepciones en torno a la obligatorie-
dad de las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, y sobre todo en la interpretación de aquellos precep-
tos constitucionales que expresamente contradigan un derecho 
humano previsto en un tratado, como en el caso del arraigo; cri-
terio que bien se corresponde con lo que Zagrebelsky refiere  
como un derecho de dos caras, cuando sostiene que:

[…] este “positivismo de la Constitución” rechaza como 
contradictoria la idea de que la Constitución pueda ser vinculada a 
algo diferente de sí misma y de superior; niega consecuentemente 
que puedan existir límites materiales a la revisión constitucional; 
afirma también los límites que la Constitución pone eventualmente 
a su misma modificación pueden ser removidos por revisión de las 
normas constitucionales que los prevén; concibe las obligaciones 
consiguientes del derecho internacional como autobligación, 
basándose en la Constitución y por tanto, revocables con la 
modificación de las normas que son un fundamento de las 
mismas. Al contrario, la idea de una dimensión del derecho 
constitucional no formal, que asiste, entrando en relación con 
la Constitución formal (una relación por su naturaleza imposible  
de formalizar) es coherente con la visión compleja del derecho de 
dos caras, del cual se ha mencionado anteriormente (Zagrebelsky 
2009, 17-8).

Una sentencia de índole garantista sería aquella que para la 
aplicación e interpretación de las normas secundarias aplicables 
acude a su fuente de creación —el derecho supremo— y de la 
cual teniendo como premisa que no puede contradecir su natu-
raleza (la norma secundaria respecto de la norma constitucional, 
convencional, o principio supremo), entonces se atiende al sentido  
de la supremacía— en un perfecto caso de sistema piramidal de 
fuentes—, en caso de contradicción. Pero además es innegable 
que un sistema constitucional moderno debe permitir que ese con-
trol de constitucionalidad no sólo sea concentrado, sino también 
difuso, en el que todas las autoridades deban siempre supeditar 
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Electoral su campo de actuación al texto constitucional. En este sentido,  
conviene retomar las reflexiones de la profesora Figueruelo, quien 
sobre el particular refiere que:

[…] en el marco teórico previamente descrito la Constitución ha 
de ser entendida como norma fundamental positiva que vincula 
a todos los poderes públicos, incluido el parlamento, por lo que 
la ley no puede ser contraria a los preceptos constitucionales ni a 
los principios y valores que le sirven de base y a cuya realización 
aspira (Figueruelo 2009).

Finalmente, para efectos precisos de la naturaleza de la sen-
tencia que aquí se comenta, es necesario destacar que cuando 
se alude a la vocación garantista de ésta, se reifere al activo rol 
que juega el juzgador al actuar con cierta discrecionalidad, siem-
pre con base en la ley, pero separando por completo el derecho 
y la moral; o en palabras de Ferrajoli: 

[…] al garantizar los derechos el juez puede incurrir en una 
cierta “inventiva judicial”, pero si no existe ningún apoyo legal, 
incluso tal inventiva […] es imposible y no cabe otra solución 
que la denegación de justicia”. [La protección de los derechos] 
en la medida en que no tiene a sus espaldas una legislación 
suficientemente precisa y unívoca, contradice en el mejor de 
los casos su sujeción a la ley […] Y se revela en el peor de los 
casos del todo imposible (Salazar 2012, 304).

Sin demérito de las diversas perspectivas de las teorías científi-
cas en la materia, lo cierto es que giran en torno al reconocimiento 
de la superioridad, las garantías y formas de aplicación de 
los derechos fundamentales, los que son ahora el centro y  
referencia incluso sobre cualquier otra norma común, siendo 
ahora la Constitución la principal fuente jurídica, y no el legisla-
dor; en torno a ella giran la legalidad y validez de los actos de 
todos los poderes del Estado y sobre otras normas de derecho 
común, son impulsoras del prevalecimiento de los derechos fun-
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damentales o humanos, y de la aplicación de sus principios y  
argumentos, incluso sobre normas generales o de derecho co-
mún, y propugnan por una labor argumentativa y justificativa más 
amplia del juzgador, más extensa que la del Estado legalista del 
periodo decimonónico.6

En este sentido, una sentencia como la que se comentará 
en las siguientes páginas, puede ser catalogada como garan-
tista, pues en primer lugar, y aunque en el texto de la misma no 
se manifieste expresamente, la Sala electoral realizó un control 
difuso de constitucionalidad, siendo éste una de las principa-
les características que le otorgan carácter moderno, garantista 
y/o neoconstitucionalista a la sentencia mencionada. En materia 
electoral, el Tribunal Electoral sólo puede analizar la constitucio-
nalidad de actos o resoluciones de las autoridades electorales, 
sin embargo en la fecha en que se dictó la sentencia y hasta ha-
ce muy poco tiempo, carecía de facultades para realizar control 
concentrado o difuso de leyes, pues se consideraba que el con-
trol concentrado de la constitucionalidad de leyes electorales, sólo 
lo tenía la scjn, por vía de acción de inconstitucionalidad previs-
ta en el artículo 105 constitucional.

Por el contrario, el Tribunal Electoral no debía llevar a cabo un 
control difuso de la Constitución, inaplicado las leyes que conside-
ra contrarias a los derechos fundamentales (claro que me refiero 
a la época en que se dictó la sentencia, pues ahora existe expre-
sa facultad jurisprudencia para el ejercicio del control difuso);  

6	 Pedro Salazar Ugarte, en la obra precitada, comenta sobre el particular que: 
“Podemos decir que el salto desde el Estado legalista decimonónico hasta el Estado 
constitucional contemporáneo es constatado y celebrado tanto por los garantistas 
como por los neoconstitucionalistas. Desde ambos miradores se observa con 
beneplácito que el legislador haya dejado de ser la fuente principal (y casi única) 
del Derecho y que la ley haya quedado subordinada —formal y materialmente— a 
la Constitución. Con ello, como ambos enfoques teóricos subrayan, la validez de 
las normas secundarias quedó sujeta a la verificación del cumplimiento de criterios 
formales y también (quizá sobre todo) materiales o sustantivos. Lo cual coloca a 
los estudiosos y aplicadores del derecho en una situación sin precedentes porque 
los documentos constitucionales de interés para este análisis, incorporan como 
parámetro de validez material o sustantividad de las decisiones secundarias 
“principios de justicia” abstractos e indeterminados referidos, sobre todo, a los 
derechos fundamentales de las personas” (Salazar 2012).
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atribuido esta nueva interpretación al artículo 133 en correlación 
con el artículo 1 constitucional, reformado en materia de dere-
chos humanos.7

Control difuso para la tutela del acceso a la justicia 

Cabe destacar que la sentencia fue dictada en el año 2010, lo que 
de inicio implica que aún no se concretaba la reforma constitucio-
nal en materia de derechos humanos más importante en nuestro 
país en los últimos 30 años. Ahora bien, ciertamente, el control 
difuso de la Carta Magna no nació con la mencionada reforma, 
toda vez que su sustento deriva del artículo 133 de la Constitu-
ción, cuyo fragmento que interesa a este estudio dispone que los 
jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes 
y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda 
haber en las Constituciones o leyes de los Estados. Es decir, se 
trata del mandato que se realiza a los jueces estatales (y ahora a 
todas las autoridades) para preferir la aplicación de las normas 
constitucionales, tratados y leyes federales que se ajusten y ema-
nen de la Constitución, lo que se conoce como control difuso, o 
defensa subsidiaria de la Constitución. Y si bien el mandato de 
aplicación preferencial es muy anterior a la reforma en materia 
de derechos humanos de 2011, la nueva correlación de los ar-
tículos constitucionales 1 y 133 ha generado un nuevo contexto, 
en el que se ha dado lugar al abandono de las anteriores inter-
pretaciones que la scjn tenía sobre el control difuso.

Con anterioridad a esta reforma, la scjn consideraba que:

[…] no se debe encomendar el control de la constitucionalidad a 
todos los jueces de la República, pues hacerlo sería fragmentar 
la facultad de hacer guardar el exacto cumplimiento de la 

7	 Como relación al tipo de control de constitucionalidad del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación, véase el voto particular de los ministros Cossío 
Díaz y Góngora Pimentel, en la Contradicción de Tesis PL-4/2000.
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Constitución, que corresponde al Poder Judicial de la Federación 
exclusivamente a través del Juicio de Amparo. Por tanto, un juez 
local no es competente para calificar sobre la constitucionalidad 
en la aplicación de una ley” (inehrm, Tomo V, 268). 

Esto quedó resuelto en las jurisprudencias que enseguida se 
exponen:

CONTROL JUDICIAL DE LA CONSTITUCIÓN. ES ATRIBUCIÓN 
EXCLUSIVA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. 
La supremacía constitucional se configura como un principio 
consustancial del sistema jurídico-político mexicano, que des
cansa en la expresión primaria de la soberanía en la expedición 
de la Constitución, y que por ello coloca a ésta por encima de  
todas las leyes y de todas las autoridades, de ahí que las ac
tuaciones de éstas deben ajustarse estrictamente a las dispo
siciones de aquélla. En este sentido, más que una facultad, la 
supremacía constitucional impone a toda autoridad el deber de 
ajustar a los preceptos fundamentales, los actos desplegados 
en ejercicio de sus atribuciones. Por tanto, si bien es cierto que 
los tres Poderes de la Unión deben observar la Ley Suprema, 
no puede afirmarse que por esta razón, las autoridades puedan, 
por sí y ante sí, en el ejercicio de funciones materialmente 
jurisdiccionales, examinar la constitucionalidad de sus propios 
actos o de los ajenos, toda vez que, al respecto, la propia 
Constitución consagra, en sus artículos 103 y 107, un medio 
de defensa exprofeso, por vía de acción, como es el juicio de 
amparo y lo encomienda, en exclusiva, al Poder Judicial de la 
Federación, sentando las bases de su procedencia y tramitación. 
(Tesis: P/J 73/99, 18).

CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE 
NORMAS GENERALES. NO LO AUTORIZA EL ARTÍCULO 
133 DE LA CONSTITUCIÓN. El texto expreso del artículo 133 
de la Constitución Federal previene que "Los Jueces de cada 
Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados a 
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Constituciones o leyes de los Estados.". En dicho sentido literal 
llegó a pronunciarse la Suprema Corte de Justicia; sin embargo, 
la postura sustentada con posterioridad por este Alto Tribunal, 
de manera predominante, ha sido en otro sentido, tomando en 
cuenta una interpretación sistemática del precepto y los principios 
que conforman nuestra Constitución. En efecto, esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación considera que el artículo 133 
constitucional, no es fuente de facultades de control constitucional 
para las autoridades que ejercen funciones materialmente 
jurisdiccionales, respecto de actos ajenos, como son las leyes 
emanadas del propio Congreso, ni de sus propias actuaciones, 
que les permitan desconocer unos y otros, pues dicho precepto 
debe ser interpretado a la luz del régimen previsto por la propia 
Carta Magna para ese efecto. (Tesis: P/J 74/99, 5).

En consecuencia, en virtud de la reforma en materia de dere-
chos humanos del 10 de junio de 2011, la scjn dejó sin efectos 
las citadas jurisprudencias el día 25 de octubre del mismo año, 
iniciando una nueva era en el control de constitucionalidad mexi-
cano, a través de una jurisprudencia que dejaba sin efectos su 
criterio anterior de la siguiente forma:

CONTROL DIFUSO. Con motivo de la entrada en vigor de los 
párrafos segundo y tercero del artículo 1 constitucional modificados 
mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
diez de junio de dos mil once, debe estimarse que han quedado sin 
efectos las tesis jurisprudenciales P/J 73/99 y P/J 74/99, de rubros: 
"CONTROL JUDICIAL DE LA CONSTITUCIÓN. ES ATRIBUCIÓN 
EXCLUSIVA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN." 
y "CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE 
NORMAS GENERALES. NO LO AUTORIZA EL ARTÍCULO 133 
DE LA CONSTITUCIÓN" (Tesis PI/2011 [10a.], 549).

En este mismo orden de ideas, cabe destacar que al momen-
to de la emisión de la sentencia aquí comentada era igualmente 
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una realidad que el tepjf sólo tenía facultades para aplicar con-
trol concentrado de constitucionalidad de actos y resoluciones 
electorales, pero no podía ejercer control concentrado ni difuso 
respecto de leyes electorales, pues en esa época existía la con-
tradicción de tesis 26/2002, misma que consideraba que estas 
facultades sólo las tenía la scjn por vía de acción de inconsti-
tucionalidad, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 105 
constitucional, fracción II.8

Así pues, si por control difuso entendemos que es la facultad  
de las autoridades que no cuentan con control concentrado de cons-
titucionalidad, para dejar de aplicar algún precepto legal, por con- 
siderarlo contrario a un precepto o principio constitucional, enton-
ces se puede colegir que efectivamente la sala responsable reali-
zó un control difuso de constitucionalidad, dejando de aplicar los 
artículos 10 párrafo 1, inciso d) y 79, párrafo 1 de la Ley Gene-
ral del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral 
(lgsmime), por considerar que en el caso concreto la aplica-
ción de dichos preceptos era violatoria de la garantía de acceso  

8	 Los preceptos constitucional y legal mencionados establecen, respectivamente, 
que la única vía para plantear la no conformidad de las leyes electorales con la 
Constitución es la acción de inconstitucionalidad, de la que conoce y resuelve sólo 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación; y que la jurisprudencia del Pleno de 
ésta, cuando se refiere a la interpretación directa de un precepto de la Constitución, 
es obligatoria para el Tribunal Electoral. A éste únicamente le corresponde, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 99 constitucional, resolver sobre la 
constitucionalidad de actos o resoluciones emitidos por las autoridades electorales. 
Por tanto, dicho Tribunal Electoral no está facultado para hacer consideraciones 
ni pronunciarse sobre la constitucionalidad de una norma general electoral, por 
ser una atribución exclusiva de este alto tribunal. Ahora bien, si dicho órgano 
jurisdiccional al resolver sobre un asunto sometido a su consideración aborda 
cuestiones relativas a la constitucionalidad de una norma general, así sea con la 
única finalidad de determinar su posible inaplicación, o establece la interpretación  
de un precepto constitucional distinta a la contenida en una jurisprudencia 
sustentada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la que ya se haya 
determinado el sentido y alcance respectivos, es evidente que incurre, en el primer 
caso, en inobservancia al mencionado artículo 105, fracción II, de la Constitución 
Federal, y en el segundo, infringe el artículo 235 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación y, en consecuencia, su actuación afecta la seguridad jurídica 
que se busca salvaguardar. En tal virtud, las tesis que se han sustentado por el 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación o que llegaran a sustentarse 
sobre inconstitucionalidad de leyes electorales, no constituyen jurisprudencia 
(Contradicción de Tesis 26/2002, 83).
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Electoral a la justicia que prevé el artículo 17 constitucional, tal y como se 
desprende del siguiente apartado:

“Definitividad. En conformidad con lo dispuesto en los artículos 10, 
párrafo 1, inciso d) y 79, párrafo 1, de la Ley Adjetiva Electoral,  
el juicio para la protección de los derechos político-electorales 
del ciudadano será procedente cuando el actor haya agotado las 
instancias previas correspondientes.

Para esclarecer si la exigencia procesal en comento se encuentra 
colmada, deviene necesario establecer lo siguiente.
Los medios de control constitucional que hoy se resuelven de manera 
conjunta, versan sobre sendos actos administrativos electorales, los 
cuales atendiendo a las reglas de los medios de impugnación local 
previstas en el Código Electoral del Estado de Aguascalientes, cada 
uno de ellos, en cierto momento, pudo ser controvertido por distintos 
mecanismos de defensa.

Así, se tiene que el acuerdo de sustitución de la candidatura de 
la promovente, prima facie, pudo haber sido ventilado a través 
del recurso de apelación, dado que según el artículo 396 del 
ordenamiento en cita, procede, entre otras cuestiones, en contra 
de actos o resoluciones emitidos por el Instituto Estatal Electoral, 
que no sean impugnables a través del recurso de inconformidad, 
como lo es el acto en comento.

Sin embargo, el numeral 359 del mismo cuerpo legal prevé que 
los recursos de inconformidad y de apelación procederán durante 
el tiempo que transcurra entre dos procesos electorales o durante el 
proceso electoral hasta antes del día de la jornada electoral, por lo 
que, dadas las circunstancias fácticas que envuelven el presente 
caso, esto es, que el proveído en cuestión fue impugnado después 
de esa etapa electoral, es decir dentro de la etapa de resultados, 
resultaría una carga excesiva para la impetrante obligarla a que 
agotara esa instancia a partir de una interpretación que permitiera 
el debido acceso a la justicia, por tanto, en aras de salvaguardar la 
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garantía en comento, se estima que sobre el acto en comento se 
encuentra agotado el principio de definitividad” (SM-JDC-256/2010 
y acumulado, 24-25).

Como se puede apreciar, no queda duda del control de cons-
titucionalidad que realiza la autoridad jurisdiccional electoral, 
pues es evidente que por virtud del principio de definitividad era 
improcedente el juicio para la protección de los derechos políti-
co-electorales del ciudadano, en atención a la exigencia de los 
dispositivos 10 párrafo 1, inciso d) y 79, párrafo 1 de la lgsmime, 
que prevén la necesidad de agotar los medios ordinarios existen-
tes contra el acto, antes de acudir al juicio, de ahí que, en puridad 
de concepto, haciendo una aplicación estricta o legalista del prin-
cipio de definitividad, la Sala debió de haber sobreseído el juicio, 
ante la existencia de una causa legal que impedía a ésta entrar 
al fondo del asunto. 

En todo caso, la Sala se percató de la existencia de una circuns-
tancia de hecho que hacía imposible el agotamiento o interposición 
del mencionado recurso de apelación, toda vez que el acto impug-
nado fue resuelto 22 minutos antes del inicio de la jornada electoral, 
aunado al hecho de que la ciudadana fue notificada con mucha 
posterioridad. De ahí que, si dicho recurso sólo podía promoverse 
hasta antes del día de la jornada electoral, entonces la aplicación del 
dispositivo que establece el principio de definitividad hubiera deja-
do en un completo estado de indefensión a la quejosa; es por ello 
que la Sala dejó de aplicar el mismo, e hizo alusión a que lo hacía pa-
ra respetar y hacer valer el superior derecho de acceso a la justicia. 
En suma, claramente se trató de un control de constitucionalidad de 
una ley, pues dejó de aplicarla por considerarla contraria al derecho 
de acceso a la justicia, al que había que salvaguardar.

Control difuso para la protección  
al derecho de acceso a la justicia

Por lo demás, la determinación de la Sala electoral fue igualmente 
garantista si tomamos en consideración que no tenía reconocida  
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Electoral la facultad para ejercer control difuso de constitucionalidad. Sin 
embargo, ello no fue óbice para preservar un derecho fun-
damental contenido en los artículos 17 de la Constitución 
General de la República y 25 de la Convención Americana de los  
Derechos Humanos.

En efecto, no era suficiente que existiera un recurso ordinario 
como el de apelación, para considerar que se colmaba la tutela 
judicial efectiva, en especial el derecho que de ella se despren-
de de acceso pleno a la jurisdicción, y todavía más especifico 
por cuanto a la existencia de un recurso adecuado para tutelar 
los derechos y permitir al ciudadano acceder a la reparación en 
su esfera jurídica del derecho violentado. El debido ejercicio de 
la acción y, por ende, el correcto acceso a la jurisdicción confor-
me a la doctrina existente en materia de tutela judicial efectiva, 
pasa necesariamente por la existencia previa de procedimientos 
o recursos a través de los cuales se haga valer plenamente esa 
tutela de los derechos; esto se desprende del artículo 17 consti-
tucional y además, por el 25.1 de la Convención Americana de los 
Derechos Humanos, que a la letra dispone lo siguiente:

Artículo 25. Protección Judicial 1. Toda persona tiene derecho a 
un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo 
ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra 
actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por 
la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal 
violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de 
sus funciones oficiales (CADH artículo 25.1, 1969). 

Este precepto garantiza la existencia de recursos (vías proce-
sales), puesto que para que se tutele la ley no basta con la existen-
cia de jueces, es necesario que materialmente se estatuyan las 
vías judiciales necesarias a través de las cuales se pueda venti-
lar el pleito. No basta que existan leyes sustantivas y procesales, 
el acceso a la jurisdicción como sentido lato (o constitucional) de 
la tutela judicial efectiva; requiere de la existencia de recursos 
judiciales a través de los cuales acceder a los jueces. En otras  
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palabras, incluso antes que hablar de la posibilidad de acceder 
a la justicia, deben existir configurados juicios que hagan posible 
ejercer de manera forense los derechos, cualquier derecho exis-
tente que se encuentre en la esfera jurídica de cualquier persona, 
debe contar con mecanismos, recursos o juicios que hagan posible 
su materialización coercitiva mediante los tribunales, tal y como se in-
fiere de las siguientes palabras de Joaquín Urías:

En el momento en el que el Poder Judicial es una garantía, puede  
exigírsele un modo de operar jurídico que resulte apto para 
desarrollar esa función garante. En cualquiera de estos sentidos, 
cuando la garantía se convierte en derecho fundamental, parece 
que se extiende el régimen de los derechos fundamentales a 
la necesidad de protección de todos los derechos e intereses 
constitucionales. Es decir, que la esencia del derecho fundamental 
a la tutela reside en que cualquier interés legítimo reconocido por 
el ordenamiento, de cualquier nivel que sea, debe gozar de una 
vía jurisdiccional para su protección (Urías 2001, 87-8).

Para estar en aptitud de acceder a los tribunales, es preci-
so que exista un medio procesal reglamentado a través del cual 
pueda el juez conocer de la litis expuesta por las partes, y no sólo 
eso, sino que en nuestros días y ante la necesidad de respetar 
los derechos humanos, derivada de la reciente reforma al artículo  
1 constitucional, es imprescindible también que existan medios  
o recursos que permitan respetar los derechos humanos, como lo 
es el propio derecho de acceso a la justicia, tal y como se puede  
observar del razonamiento de la propia Corte Interamericana  
de Derechos Humanos:

107. Consecuencia de lo anteriormente expuesto es que los 
Estados deben asegurar, en su ordenamiento jurídico interno, que 
toda persona tenga acceso, sin restricción alguna, a un recurso 
sencillo y efectivo que la ampare en la determinación de sus 
derechos, independientemente de su estatus migratorio.
108.	 Al respecto, la Corte Interamericana señaló que:
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a los derechos reconocidos por la Convención constituye una 
transgresión de la misma por el Estado Parte en el cual semejante 
situación tenga lugar. En ese sentido debe subrayarse que, para 
que tal recurso exista, no basta con que esté previsto por la 
Constitución o la ley o con que sea formalmente admisible, sino 
que se requiere que sea realmente idóneo para establecer si se 
ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer 
lo necesario para remediarla. No pueden considerarse efectivos 
aquellos recursos que, por las condiciones generales del país 
o incluso por las circunstancias particulares de un caso dado, 
resulten ilusorios. Ello puede ocurrir, por ejemplo, cuando su 
inutilidad haya quedado demostrada por la práctica, porque el 
Poder Judicial carezca de la independencia necesaria para decidir 
con imparcialidad o porque falten los medios para ejecutar sus 
decisiones; por cualquier otra situación que configure un cuadro de 
denegación de justicia, como sucede cuando se incurre en retardo 
injustificado en la decisión; o, por cualquier causa, no se permita 
al presunto lesionado el acceso al recurso judicial.
109. Esta obligación general de respetar y garantizar el ejercicio 
de los derechos tiene un carácter erga omnes. Dicha obligación 
se impone a los Estados, en beneficio de los seres humanos 
bajo sus respectivas jurisdicciones, e independientemente del 
estatus migratorio de las personas protegidas. La mencionada 
obligación alcanza la totalidad de los derechos contemplados por 
la Convención Americana y el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, inclusive el derecho a las garantías judiciales. 
De ese modo, se preserva el derecho de acceso de todos a 
la justicia, entendido como el derecho a la tutela jurisdiccional 
efectiva (García Ramírez 2006, 828).

Es necesario que haya un procedimiento adecuado, pues la 
existencia de una autoridad encargada de aplicar el derecho no es 
suficiente. Se requieren medios adecuados para llevar a cabo esa 
función, y no basta con un código adjetivo vinculado con esos 
derechos, pues puede ocurrir que, aun existiendo éste en su  
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reglamentación no se encuentre incluido un procedimiento espe-
cial o general para hacer valer algún tipo de derecho, o alguno 
que le sea incompatible, o incluso que la configuración propia de 
ese recurso no permita tutelar determinado derecho sustantivo. 
De ahí que de inicio sea conveniente apuntar la necesidad de la 
existencia de un recurso (juicio o vía) adecuado y efectivo para 
el ejercicio del derecho y la tutela directa del mismo. 

En concreto, tal y como lo sostiene Karlos Castilla:

[…] el primer elemento para determinar la efectividad de un 
recurso es que éste debe ser capaz de producir el resultado para el 
que ha sido concebido, apto para conducir a un análisis por parte 
de un órgano competente a efectos de establecer si ha habido o no 
una violación a los derechos humanos y, en su caso, proporcionar 
una reparación, esto es, que si está destinado para que por medio 
de él se hagan exigibles los derechos sociales, su conclusión 
proporcione la posibilidad real de gozar de esos derechos, y no 
sea un medio destinado al fracaso (Castilla Juárez 2012,176).

Dicho de otra forma, no sólo deben existir los recursos o que la 
ley contemple procedimientos para hacer valer los derechos, pues 
la garantía va mucho más allá, toda vez que esos procedimientos, 
además de respetar el debido proceso deben ser aptos para lograr 
la efectividad de la norma, no sólo para que los particulares sean 
satisfechos en sus pretensiones, sino primordialmente para que la 
voluntad de la ley sea procurada, siendo ampliamente aceptado 
que si bien los derechos pueden encontrarse en un mismo plano 
de validez y primacía respecto a otros, muchas veces un mismo 
procedimiento no resulta apto para hacer valer a todos, al existir 
algunos cuyo contenido es de una naturaleza más urgente que la 
de otros, o cuyo núcleo normativo se dirige a proteger situaciones 
o hechos más volátiles, perecederos o que pueden verse destrui-
dos con el simple paso del tiempo, o que más bien debe buscarse,  
ya no que la norma se restituya cuando es violentada, sino tutelar 
que no sea trasgredida por la naturaleza irreparable de la consecuen-
cia de su violación. Por ello, no es suficiente que exista un recurso 
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de la voluntad de las personas, sino que es necesario que exista 
otro tipo de recurso que garantice la efectividad de la naturaleza 
de la norma, y que incluso permita la materialización de la sen-
tencia judicial que se dicte en el caso.

Así, sobre el particular, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos ha emitido los siguientes criterios que aparecen citados 
en el las notas 127 y 128 de la resolución de 1 de julio de 2011, en  
el caso Chocrón Chocrón vs. Venezuela: 

127. La Corte ha señalado que el artículo 25.1 de la Convención 
contempla la obligación de los Estados Parte de garantizar, a 
todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso judicial efectivo 
contra actos violatorios de sus derechos fundamentales.9 Dicha 
efectividad supone que, además de la existencia formal de los 
recursos, éstos den resultados o respuestas a las violaciones 
de derechos contemplados ya sea en la Convención, en la 
Constitución o en las leyes.10 En ese sentido, no pueden 
considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones 
generales del país o incluso por las circunstancias particulares de 
un caso dado, resulten ilusorios. Ello puede ocurrir, por ejemplo, 
cuando su inutilidad haya quedado demostrada por la práctica, 
porque falten los medios para ejecutar sus decisiones o por 
cualquier otra situación que configure un cuadro de denegación 
de justicia.11 Así, el proceso debe tender a la materialización de la 

9	 Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Excepciones preliminares, supra nota 
14, párrafo 91; Caso Rosendo Cantú y otra vs. México, supra nota 34, párrafo 164, 
y Caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México, supra nota 13, párrafo 141 
(Nota al pie de la fuente original).

10	 Caso Tribunal Constitucional vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas, supra nota 
121, párrafo 90; Caso Reverón Trujillo vs. Venezuela, supra nota 12, párrafo 59; 
Caso Barreto Leiva vs. Venezuela, supra nota 158, párrafo 101, y véase también, 
Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención 
Americana sobre Derechos Humanos), supra nota 148, párrafo 23 (Nota al pie de 
la fuente original).

11	 Caso Ivcher Bronstein vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 
de febrero de 2001. Serie C, No. 74, párrafo 137; Caso Acevedo Jaramillo y otros 
vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
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protección del derecho reconocido en el pronunciamiento judicial 
mediante la aplicación idónea de dicho pronunciamiento”.12

128. De otra parte, como lo ha señalado anteriormente el Tribunal, 
al evaluar la efectividad de los recursos incoados en la jurisdicción 
contencioso administrativa nacional,13 la Corte debe observar si 
las decisiones tomadas en aquélla han contribuido efectivamente 
a poner fin a una situación violatoria de derechos, a asegurar la no 
repetición de los actos lesivos y a garantizar el libre y pleno ejercicio 
de los derechos protegidos por la Convención.14 El Tribunal  
no evalúa la efectividad de los recursos interpuestos en función 
a una eventual resolución favorable a los intereses de la víctima.

En razón de lo anterior, por lo que hace a la sentencia objeto 
del presente comentario, cabe destacar que la Sala responsa-
ble de la misma se percató que, si bien era cierto que cabía la 
posibilidad de recurrir al recurso de apelación ordinario —con lo 
cual al menos en apariencia se podía tener por colmado el requi-
sito de existencia de un recurso para acceder a la jurisdicción— 
era igualmente cierto que éste no era en absoluto efectivo, pues 
aunque jurídicamente el acto impugnado fuera susceptible de ser 
combatido por ese medio, materialmente en el caso era imposi-
ble, por lo que optó por no imponer la carga de cumplimiento a 
la quejosa, toda vez que dicho recurso carecía de efectividad en 
el caso. La sola existencia del recurso no era suficiente para ga-
rantizar el acceso a la jurisdicción, pues la imposición de la carga 

7 de febrero de 2006. Serie C, No. 144, párrafo 213, y Caso Acevedo Buendía y 
otros (Cesantes y Jubilados de la Contraloría) vs. Perú, supra nota 27, párrafo 69.

12	 Caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá. Competencia. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2003. Serie C, No. 104, párrafo 73; Caso Acevedo Jaramillo y otros 
vs. Perú, supra nota 162, párrafo 217, y Caso Acevedo Buendía y otros (Cesantes 
y Jubilados de la Contraloría) vs. Perú, supra nota 27, párrafo 69.

13	 Caso de la Masacre de Mapiripán vs. Colombia, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C, No 134, párrafo 210; Caso de 
las Masacres de Ituango vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 1 de julio de 2006 Serie C, No. 148, párrafo 338, y Caso 
Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia, supra nota 30, párrafo 139.

14	 Caso de la Masacre de Mapiripán vs. Colombia, supra nota 164, párrafo 214; Caso de 
las Masacres de Ituango vs. Colombia, supra nota 164, párrafo 339; y Caso Manuel 
Cepeda Vargas vs. Colombia, supra nota 30, párrafo 139.
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electoral, era un gravamen que imposibilitaba formal y material-
mente el acceso a la jurisdicción; aunado a que el principio de 
definitividad no tiene por objeto que se imposibilite al ciudadano 
acudir a la jurisdicción, sino permitir que su derecho sea repara-
do por vías ordinarias anteriores a un juicio de mayor jerarquía. 

De ahí que no baste la existencia del recurso, sino que es ne-
cesario que éste sea efectivo, que su ingeniería sea adecuada 
para los fines de la norma, y en este punto tiene que hacerse un 
balance entre el objeto directo y el indirecto de la tutela judicial, 
el cumplimiento de la voluntad de la ley y la reparación en la es-
fera jurídica del titular del derecho mediante su acceso a la jus-
ticia, para realizar un ejercicio ponderativo que permita determinar 
si el recurso implementado por la ley resulta efectivo, adecuado, si 
es capaz de otorgar justicia.

Inexistencia de violación al principio de definitividad

A través del principio de definitividad en materia electoral  
se pretende que antes de acudir al juicio para la protección de los  
derechos político-electorales del ciudadano, se hagan valer  
los recursos legales procedentes, es decir, aquellos que estuvo 
facultado para interponer contra el acto que se impugna, por así 
permitírselo las leyes. Pero si en el presente caso las circuns-
tancias especiales —esto es, el hecho de que el recurso sólo se 
podía interponer hasta antes del día de la jornada electoral, y pre-
cisamente el acto impugnado se resolvió 22 minutos antes de la 
hora de inicio de la jornada electoral— entonces no hay por-
que considerar que era procedente el recurso de apelación, ya 
que el ciudadano jamás estuvo posibilitado materialmente para 
interponer ese medio de impugnación y sólo debe considerarse  
como medio ordinario procedente aquel que el ciudadano estuvo 
en aptitud de interponer en tiempo y forma, y que, por actos a él 
atribuibles, no lo hizo. Entonces, se puede colegir que por cuanto 
al acto consistente en la aprobación de la sustitución del candi-
dato al cargo de elección popular no era procedente el recurso 
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de apelación, por no haber estado materialmente posibilitado el 
ciudadano para interponerlo por causas no imputables a él, sino 
a la propia configuración del recurso de apelación comentado.

Aunado a lo anterior, otra importante determinación realizada 
en la sentencia, y que se relaciona también con el principio de 
definitividad, es la falta de agotamiento del recurso de nulidad  
que era procedente en contra de la asignación de las regidurías, 
lo que también en apariencia era contrario al mencionado princi-
pio de definitividad, y que la sentencia estableció:

“[…] Ahora bien, por lo que hace al segundo de los actos 
impugnados, esto es, el acuerdo CG-A-59/10 emitido por la 
responsable el 11 de julio anterior, mediante el cual se realizó 
la asignación de regidurías por el principio de representación 
proporcional para los ayuntamientos que conforman la entidad 
federativa de referencia, entre ellos el del Municipio de Jesús 
María, y se ordenó la expedición de las constancias atinentes, 
el artículo 400, fracción IV, punto d, del código comicial local 
establece que el recurso de nulidad procederá en contra del 
otorgamiento de la constancias de asignación de los regidores 
por el mencionado principio.
Por tanto, si la accionante en el juicio respectivo controvierte la 
asignación de cargos en comento, aduciendo que ella es la que debe 
ser designada y no un tercero, resulta incuestionable que al estar 
impugnando esa actuación, de igual modo se está inconformando 
en contra del otorgamiento de la constancia de asignación 
respectiva, pues ésta es una consecuencia legal del acto que 
aquí impugna, de ahí que el planteamiento de la promovente 
vertido en la demanda que dio motivo al juicio ciudadano SM-
JDC-257/2010, podía ser objetado ante la autoridad jurisdiccional 
local competente, vía recurso de nulidad.
Sin embargo, esta Sala Regional considera que en la especie se 
actualiza la figura del per saltum, tal y como lo solicita la accionante, 
pues el hecho de obligarla a agotar la instancia previa antes 
señalada, le podría generar una merma al derecho político-
electoral que aduce violado.
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Electoral En efecto, un ciudadano puede excepcionarse de agotar las 
instancias previas correspondientes siempre y cuando se actualice 
alguno de los supuestos previstos en el artículo 80, párrafo 3, de 
la ley adjetiva de la materia, a saber:
a) Cuando los órganos partidistas competentes no estuvieren 
integrados e instalados con antelación a los hechos litigiosos;
b) Que dichos órganos incurran en violaciones graves de 
procedimiento que dejen sin defensa al quejoso; y
c) Que el agotamiento de la cadena impugnativa pueda traducirse 
en una merma al derecho tutelado.
Al respecto, este Órgano Jurisdiccional estima que en la especie 
se actualiza la última de las hipótesis y por ende la promovente del 
presente juicio no está obligada a agotar la instancia local antes referida.
Lo anterior es así, dado que como se ha mencionado en 
líneas anteriores, su causa de pedir (en ambos juicios) la hace 
descansar en la supuesta ilegalidad del acuerdo CG-R-96/10 
(acto impugnado en el SM-JDC-256/10), por el cual fue sustituida 
de su candidatura a Regidora por el principio de representación 
proporcional, por lo que al declarar improcedente el juicio ciudadano 
SM-JDC-257/10 y en consecuencia reencauzarlo a la instancia local 
para que ésta resuelva lo conducente, podría generarle en una 
merma al derecho político-electoral de ser votado de la accionante, 
pues el modo en que plantea su impugnación hace que la legalidad 
o ilegalidad de la asignación en cuestión dependa de la juridicidad 
del acuerdo de sustitución, de ahí que lo que se resuelva sobre 
este tópico en este juicio repercutirá directamente en el primero 
de los mencionados y por ende ese reencauzamiento podría 
generar dos verdades jurídicas contradictorias que en un momento 
determinado podría hacer nugatoria su prerrogativa en comento.
Por tanto, en estricta observancia del principio constitucional 
de acceso efectivo a la justicia tutelado en el artículo 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esta 
instancia federal debe conocer los motivos de disenso planteados 
por la enjuiciante, vía per saltum.
Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia con el rubro 
DEFINITIVIDAD Y FIRMEZA. SI EL AGOTAMIENTO DE LOS 



169

Vertiente 

Salas 

Regionales
MEDIOS IMPUGNATIVOS ORDINARIOS IMPLICAN LA MERMA 
O EXTINCIÓN DE LA PRETENSIÓN DEL ACTOR, DEBE 
TENERSE POR CUMPLIDO EL REQUISITO. Visible en la 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-
2005, 80-1” (SM-JDC-256/2010 y acumulado).

Como se puede observar, por lo que respecta al acto impug-
nado relativo a la asignación de las regidurías, la Sala consideró 
que era procedente un recurso ordinario de nulidad, y que sin 
embargo no fue promovido. Pero en todo caso, se eximió de 
dicha obligación a la quejosa en aplicación del denominado prin-
cipio per saltum preceptuado en el artículo 80, párrafo tercero, 
inciso c), de la Ley General de Medios de Impugnación en Ma-
teria Electoral. En efecto, aún y cuando dicho principio por sí  
mismo procura el acceso a la justicia, la Sala motiva la proceden-
cia de la vía mediante —y por tanto su juridictio en el asunto—, 
la aplicación del artículo 17 constitucional. Esta determinación 
jurisdiccional la podemos considerar por demás garantista, si 
tomamos en consideración su coincidencia con la interpreta-
ción que ha venido otorgándose a los diversos aspectos de la 
tutela judicial efectiva.

El denominado principio per saltum, representa un verdade-
ro mandato de respeto a la tutela judicial de los derechos po-
lítico-electorales, pues mediante él, los tribunales electorales 
quedan facultados para impedir que un formalismo en el acceso 
a la justicia constitucional (del acto o resolución), pueda obstruir 
un acceso pleno a la justicia, y todavía más profundamente para 
evitar que el derecho tutelado pueda quedar sin hacer respetar 
su voluntad. De aquí hay que destacar dos de los aspectos más 
importantes de la tutela judicial efectiva que se procuran con la 
aplicación del per saltum:

1) La tutela de la voluntad de la ley, del derecho electoral 
tutelado: La naturaleza de la ley— norma de derecho— es ha-
cerse respetar coactivamente, por eso se crean los mecanismos 
para lograr esa actuación; la jurisdicción y el proceso como me-
canismos tuteladores, permiten la “tutela judicial efectiva” —del 
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zada por la Constitución y los tratados internacionales; pero en 
un orden jurídico como el nuestro puede afirmarse tajantemente 
que: sólo tutelando la ley se puede hacer justicia al ciudadano. En 
efecto, mediante el per saltum se permite dar prioridad a la tutela 
jurisdiccional de la norma de derecho, y ello es el objeto directo 
de la tutela judicial efectiva. En síntesis, tutelando la ley se per-
mite a los ciudadanos acceder a la impartición de justicia, o en 
palabras de Alfredo Rocco:

Este es el segundo carácter de la norma jurídica que nos 
interesa. Garantir, en efecto, significa hacer cierto, asegurar; por 
consiguiente la norma jurídica se presenta con un carácter de 
necesidad que la hace absoluta e irrefragablemente obligatoria. 
Los fines que la norma garantiza deben dentro de los limites de 
esa garantía, ser conseguidos a toda costa: la necesidad de la 
norma jurídica no es pues (como sucede en otra clase de normas) 
relativa al fin a que tiende, sino que es absoluta, porque absoluta 
es la necesidad del fin. Este debe ser conseguido por todos los 
medios y eventualmente, aún sin, o contra la voluntad de los que 
deben, con su acción positiva o negativa contribuir a realizarlo. 
[…] Con estos antecedentes, podemos determinar en qué casos 
surge la posibilidad y la necesidad de la jurisdicción, o sea, cuál 
es el objeto de la función jurisdiccional […] Objeto de la actividad 
jurisdiccional es precisamente la realización de los intereses que 
el derecho objetivo tutela cuando esta tutela resulta ineficaz, o 
sea, cuando las normas generales de conducta, mediante las que 
el derecho prevé a la tutela de aquellos intereses, encuentran por 
algún motivo obstáculos para su efectiva realización […] Nosotros 
entendemos la jurisdicción “la actividad mediante la que el Estado 
procura directamente la satisfacción de los intereses tutelados por 
el derecho, cuando por algún motivo (inseguridad o inobservancia) 
no se realice la norma jurídica que los tutela (Rocco 1985, 4-15).

Mediante la teleología del principio per saltum, en primer lugar 
se dirige a permitir la tutela judicial efectiva de la ley y garantizar  
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el cumplimiento de la voluntad del derecho electoral tutelado. 
Sobre el particular, Luiz Marinoni ha sostenido que: 

[…] el procedimiento, además de dar oportunidad a una adecuada 
participación de las partes y posibilidad de control de la actuación 
del juez, debe viabilizar la protección del derecho material. En 
otros términos debe propiciar la efectiva tutela de los derechos 
(Marinoni 2007, 173). 

Por su parte, Bovero al comentar sobre la redefinición del  
derecho subjetivo planteado por Ferrajioli, en un punto de la di-
sertación afirma que: 

Ello significa que Tener Derechos no basta: para que esa 
divergencia se reduzca al mínimo, los derechos exigen garantías 
idóneas, que deben ser establecidas y hechas valer eficazmente 
por el mismo ordenamiento normativo que atribuye derechos […] 
(Ferrajioli y Bovero 2009, 222).

El principio per saltum, es una garantía idónea de protección 
y viabilidad del derecho en materia electoral; esto sin olvidar que 
Radbruch ya comentaba que: 

En efecto, la seguridad por el derecho presupone que el 
derecho mismo sea una certeza. Así, nuestra segunda definición 
entiende por seguridad la certidumbre del derecho que exige la 
perceptibilidad cierta de la norma de derecho, la prueba cierta 
de los hechos de que depende su aplicación, y la ejecución cierta de 
lo que ha sido reconocido por el derecho” (Radbruch 1997, 64).

En este sentido nos queda claro que la argumentación garan-
tista de la sala electoral responsable de la sentencia, se dirigió a 
proteger el derecho electoral violentado, por lo que dejó de apli-
car una institución procesal —la definitividad— para procurar la 
preservación del derecho electoral tutelado.
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pro actione y pro persona. En este sentido se debe precisar que 
el acceso pleno a la justicia implica que el juzgador procure de-
jar de aplicar aquellos formalismos excesivos, que por sí mismos 
puedan implicar que la autoridad jurisdiccional se vea impedida 
en la aplicación de su facultad jurisdiccional, que obstaculicen 
el normal ejercicio de la acción en procuración de la jurisdicción  
—pro actione—, lo que en definitiva incidirá en el cumplimien-
to de la voluntad de la ley, y además en el acceso efectivo a los 
efectos de voluntad normativa en la esfera del gobernado, o sea 
el acceso efectivo a la justicia, en perjuicio de los derechos de 
la persona —pro persona—. En referencia a esto último, vale 
la pena destacar que para la profesora Figueruelo, referente a  
la materia en Iberoamérica:

[…] cuando el legislador ha previsto un recurso jurisdiccional, 
el acceso a éste forma parte del derecho a la tutela judicial 
efectiva de tal manera que la decisión de la inadmisión sólo será 
constitucionalmente válida si se apoya en una causa a la que la 
norma legal anuda tal efecto, siempre y que el juez haga aplicación 
razonada de la norma y que en todo caso la interprete en el sentido 
más favorable a la efectividad del derecho fundamental. [...] En 
síntesis el artículo 24.1 comprende el derecho a la utilización de 
los medios de impugnación y a la diversas instancias judiciales 
previstas en las Leyes […] e impone a los jueces y tribunales 
que en el control de los requisitos formales que condicionan la 
valida interposición de los mismos utilicen criterios interpretativos 
que sean favorables a dicho acceso evitando incurrir en el rigor 
formalista de limitarse a una aplicación automática y literal de 
los preceptos legales que conduzcan a negar el recurso por una 
irregularidad formal subsanable sin dar lugar al interesado de 
proceder a la subsanación. (Figueruelo 1990, 81-4).

La tendencia judicial y doctrinal nos conduce a sostener que 
el establecimiento de formas legales para el ejercicio de la acción 
a través de la demanda, no es por sí mismo contrario a la garan-
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tía de acceso a la jurisdicción como medio para lograr la tutela 
judicial efectiva. Sin embargo, esos requisitos no deben ser ex-
cesivos y, sobre todo, debe existir la posibilidad de subsanar las 
omisiones y errores cometidos; aunado a esto, el intérprete judi-
cial debe conducirse de tal manera que procure el respeto de la 
garantía, omitiendo resoluciones de aplicación literal de la ley 
y que finalmente permitan vulnerar, sin mayor preámbulo, el de-
recho fundamental. 

En la actualidad, en el país, el Poder Judicial de la Federación 
ha emitido criterios que confirman esta forma de pensar, en el sen-
tido de que los juzgadores deben permitir la posibilidad del recurso 
judicial, que su forma de interpretar debe siempre, en la medida 
de lo posible, permitir el acceso al recurso judicial y a la jurisdic-
ción, en su caso, que permita subsanar los errores reparables.15 

15	 Esto puede inferirse de la siguiente tesis III. 4º (III Región) 6 K (10a.), 1481. De la 
interpretación conforme de los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se 
advierte que la tutela judicial efectiva se compone de los siguientes postulados: 
a) el derecho a la administración de justicia o garantía de tutela jurisdiccional es 
un derecho público subjetivo incorporado en la esfera jurídica de todo gobernado 
para que, dentro de los plazos previstos en la legislación aplicable, pueda acceder 
a tribunales independientes e imparciales a plantear su pretensión o defenderse 
de la demanda en su contra; b) debe garantizarse al gobernado el acceso ante 
la autoridad jurisdiccional con atribuciones legales para resolver una cuestión 
concreta prevista en el sistema legal, es decir, todo aquel que tenga necesidad de 
que se le administre justicia tendrá plena seguridad de recibirla por los órganos 
jurisdiccionales permanentemente estatuidos, con antelación al conflicto, sin más 
condición que las formalidades necesarias, razonables y proporcionales al caso para 
lograr su trámite y resolución; y c) la implementación de los mecanismos necesarios 
y eficaces para desarrollar la posibilidad del recurso judicial que permita cristalizar 
la prerrogativa de defensa. Así, el poder público no puede condicionar o impedir el 
acceso a la administración de justicia, lo cual debe entenderse en el sentido de que 
la ley aplicable no deberá imponer límites a ese derecho, aunque sí la previsión de 
formalidades esenciales para el desarrollo del proceso, por lo que además de la 
normativa, los órganos encargados de administrar justicia deben asumir una actitud 
de facilitadores del acceso a la jurisdicción. Lo anterior no implica la eliminación de 
toda formalidad ni constituye un presupuesto para pasar por alto las disposiciones 
legislativas, sino por el contrario, ajustarse a éstas y ponderar los derechos en 
juego, para que las partes en conflicto tengan la misma oportunidad de defensa, 
pues la tutela judicial efectiva debe entenderse como el mínimo de prerrogativas 
con las cuales cuentan los sujetos. Por tanto, para lograr la eficacia del indicado 
derecho humano, los juzgadores deben desarrollar la posibilidad del recurso 
judicial, esto es, eliminar formalismos que representen obstáculos para ello.  
Lo anterior se ejemplifica en el caso de que se impugne un acto y el tribunal ante 
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Electoral En este orden de consideraciones, se asevera que la Sala del 
Tribunal Electoral, al aplicar el principio per saltum, no hizo sino 
evitar que formalismos desproporcionados, en aplicación de un 
principio adjetivo —en este caso el de definitividad— vulneraran 
la ley, en perjuicio de los principios pro actione y pro homine, lo 
que convierte a la determinación en una sentencia por demás 
garantista y, como ahí mismo se fundamenta, protectora de los 
postulados que recoge el artículo 17 constitucional.16

el que se interpuso la demanda advierta que es incompetente, en cuyo caso no 
debe sobreser, sino señalar al particular cuál es la vía de impugnación procedente 
y remitir los autos al órgano jurisdiccional que deba conocer de él, el cual deberá 
incluso otorgar la oportunidad de adecuar la pretensión a los requisitos previstos 
en los ordenamientos aplicables, sin perjuicio de que se analice la oportuna 
presentación del medio de defensa.

16	 Por cuanto a lo mencionado, resultan interesantes las argumentaciones de la 
sentencia emitida por el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Michoacán, 
el 31 de agosto de 2010, dentro del Recurso de reconsideración JA-R-0058/2010-I.
Robustece la posición adoptada el contenido del artículo 25.1 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, que establece el derecho fundamental de un 
recurso judicial efectivo, breve y sencillo que a criterio de este órgano jurisdiccional 
no es otra cosa que el conocido derecho a la tutela judicial efectiva dentro del 
ámbito del sistema jurídico mexicano, que lo podemos ubicar dentro de un ámbito 
constitucional en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Respecto de este principio estimado violado, es necesario recalcar 
que se compone de un contenido esencial y primario, el de obtener de los órganos 
jurisdiccionales del Estado Mexicano una resolución razonada y fundada en derecho 
sobre el fondo de las pretensiones oportunamente deducidas por las partes.

	 No obstante, al ser un derecho prestacional (como el mismo recurrente lo señaló en 
su recurso) de configuración legal su ejercicio y dispensación están supeditados a 
la concurrencia de los presupuestos y requisitos que haya establecido el legislador 
para cada sector del ordenamiento procesal, por lo que el derecho a la tutela judicial 
efectiva se satisface igualmente cuando los órganos judiciales pronuncian una 
decisión de inadmisión o meramente procesal, apreciando la concurrencia de una 
causa legal que, a su vez, sea respetuosa con el contenido esencial del derecho 
fundamental, como sucedió en el presente supuesto.
Sin embargo, dada la trascendencia que para la tutela judicial tienen las decisiones 
que deniegan el acceso a la jurisdicción, su revisión se debe de realizar de forma 
especialmente intensa, más allá de la verificación de que no se trata de resoluciones 
arbitrarias, manifiestamente irrazonables o fruto de un error patente. Dicho control 
procede a través de los criterios que proporciona el principio pro actione, entendido 
no como la forzosa selección de la interpretación más favorable a la admisión, sino 
como la interdicción de aquellas decisiones de inadmisión que por su rigorismo, por 
su formalismo excesivo o por cualquier otra razón se revelen desfavorables para 
la efectividad del derecho a la tutela judicial efectiva o resulte desproporcionadas 
entre los fines que se pretenden preservar y los intereses que sacrifican.
El principio pro actione deriva del pro homine, pero por sus peculiaridades rigen 
principalmente en la interpretación que se realiza para asegurar el acceso a la 
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Definitividad de fases 

En relación con el principio de definitividad de fases o etapas,  
—según el cual en materia electoral no pueden ser modificados 
ni regresarse a etapas del proceso electoral que ya han sido con-
cluidas, ya que de lo contrario se afectaría el principio de certeza 
en la elección—, es destacable que en la argumentación realizada  
por la Sala se apele a la doctrina como una verdadera fuente  
de derecho, impregnada por una vocación garantista que se pro-
yecta en la defensa y protección de los derechos fundamenta-
les. En ese orden de consideraciones, si bien es cierto que existen 
principios electorales que deben ser observados cabalmente en 
beneficio del orden constitucional institucional, también es cierto  
que existen derechos sustantivos electorales del ciudadano, lo que  
explica por qué la sala tuvo que hacer un ejercicio de pondera-
ción ante conflicto o colisión de derechos fundamentales, teniendo 
frente a frente un derecho orgánico —que la sala llama institucio-
nal— y otro dogmático —al que denomina sustantivo—. Esta es 
la naturaleza interpretativa de los derechos humanos.

Sin embargo, aunado a lo anterior, las características espe-
ciales del caso implicaban que la orden de la Sala de otorgar la 
constancia de regidora electa a la ciudadana promovente del jui-
cio, en ningún caso trasgredió el resultado de la elección, pues 
era evidente que el electorado jamás tuvo conocimiento de la sus-
titución de candidato en cuestión, lo que indicaba que se votó por 
la accionante del juicio político electoral. De ahí que en el caso 
especial aparecía un supuesto no contemplado por la ley, pero 
que de ninguna manera puede dejar de resolver el tribunal, pues 
así está configurado nuestro sistema de derechos de acuerdo al 
principio de plenitud hermenéutica del orden jurídico.

justicia; busca, de esa manera, que la persona pueda acceder a los mecanismos 
de tutela de sus derechos, donde las condiciones o limitaciones que la ley pueda 
establecer para el acceso al recurso o juicio deban ser interpretadas de manera 
tal que se optimice al mayor grado la efectividad del derecho y pueda ser iniciado 
el mayor número de procesos.
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Electoral Sobre el particular, vale la pena recordar a Bobbio, quien 
sostiene que lo contrario a las lagunas es la plenitud, y que ésta  
debe entenderse como “la propiedad por la cual un ordenamiento 
jurídico tiene una norma para regular cada caso” (Bobbio 2007, 
213). García Máynez, por su parte, declara que tratándose de la 
plenitud hermética del orden jurídico en ésta “[…] no hay situa-
ción alguna que no pueda ser resuelta jurídicamente; esto es, de 
acuerdo con principios de derecho.” (García Máynez 2010, 359). 
Es verdad que la ley tiene ciertas premisas como su coherencia, 
unidad y plenitud, pero es esta última la que nos indica que cada 
supuesto hipotético de conducta lícita o ilícita, debe encontrar-
se regido por la norma, o por la interpretación de la misma; pero 
una cosa es lo que se pretenda ser, o sea, el estado ideal de la 
ley, y otra que efectivamente no exista situación alguna que se 
escape a la voluntad de la ley, pues efectivamente existen ca-
sos que no encuentran cuadratura legal, los cuales la plenitud los  
dejó de lado, por lo que son materia de laguna y, por ende, suje-
tos de integración, 

[…] si se puede demostrar que ni la prohibición ni la permisión 
de cierto comportamiento son producto del sistema, entonces se 
puede decir que el sistema es incompleto, que el ordenamiento 
jurídico tiene una laguna (Bobbio, 2007, 213).

En este orden de ideas, cabe colegir que la sala electoral re-
solvió una situación que aparentemente había quedado fuera 
del brazo de la ley, pero la cual estaba obligada por el principio  
de plenitud hermenéutica a darle solución, pues el juez en nin-
gún caso pude dejar de resolver un asunto, lo que pasa necesa-
riamente por integrar la ley, y cuando algo no esté expresamente 
establecido podrá ser resuelto por principios, por lo que, al ser  
éste el caso en análisis, se acude a colmar la ley. En suma, se 
debía ajustar la argumentación al derecho fundamental electo-
ral, acudiendo a los principios básicos constitucionales, preferen-
temente la aplicación del derechos fundamental sustantivo a ser 
elegido, respecto del orgánico o institucional de definitividad de 
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fases o etapas, realizando una argumentación que permitiera a 
la Sala procurar el derecho sustantivo, sin vulnerar el de la defi-
nitividad de etapas, pues la propia naturaleza especial del caso 
lo permitía, lo que incluso llevó a la Sala a establecer principios 
para un caso más de excepción al mencionado principio. 

IV. Conclusiones

Derivado del análisis hecho de las características que posee una 
sentencia de corte garantista, se deduce que la sentencia comen-
tada se incardina en las pretensiones de una resolución de tal 
naturaleza, principalmente si se toma en consideración el esta-
dio temporal en el que fue elaborada. 

Ciertamente, la argumentación de la Sala no profundizó en la 
importancia que reviste para la propia justicia electoral preser-
var la voluntad general depositada en las urnas, lo que significa 
que sustituir a un candidato minutos antes de iniciado un proceso  
comicial es tanto como falsear a aquella, si tomamos en conside-
ración que materialmente era imposible hacer del conocimiento 
del electorado tal cambio. Es verdad que la justicia electoral debe 
garantizar los derechos político-electorales de los ciudadanos,  
pero es igualmente cierto que el resultado comicial es también 
una responsabilidad ineludible dentro de su esfera competencial. 
Por decirlo de manera alegórica, es un círculo virtuoso de protec-
ción de ambas esferas, la individual y la colectiva, ya que para el 
desarrollo de la democracia representativa en el Estado actual,  
la participación política de los ciudadanos, es decir el autogobierno,  
debe estar plenamente garantizada por el simple hecho de que 
la posibilidad de acceder a los cargos públicos está abierta para 
cualquier ciudadano.

Sin embargo, como se comentaba anteriormente, ello no es 
óbice para reconocer el encomiable ejercicio interpretativo de la 
Sentencia realizado por parte de la Sala al momento de ponde-
rar los diversos principios constitucionales en colisión, sobre todo 
porque aquella se dio a la reforma constitucional en materia de  
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Electoral derechos humanos de año 2011. Si hubiese sido el caso que di-
cha sentencia fuera precedida por el cambio de paradigma acae-
cido en el sistema legal mexicano, luego de dicha reforma, quizás 
su trascendencia radicaría más en la forma de argumentar la pre-
valencia de un principio sobre otro. 
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S U M A R I O :  I .  I n t r o d u c c i ó n ;  
I I .  An teceden tes  de l  caso ;  
III. El problema del concepto 
indeterminado de “funcionario público”; 
IV. Separación del cargo: ¿condición 
para la equidad en la contienda?; V. Test 
de proporcionalidad como justificación 
para la resolución; VI. Conclusiones, 
VII. Fuentes consultadas.

I. Introducción

Es preciso iniciar este análisis de sen-
tencia reafirmando la complejidad del 
caso y la difícil tarea que le fue impues-
ta a la Sala Regional encargada de su 
resolución. 

Se debe señalar que entre la primera  
lectura de la sentencia, y hasta el momento  
en que se redactan estas líneas, se ha 
variado la postura varias veces; desde 
el convencimiento pleno en que la reso-
lución fue la adecuada, hasta el rechazo  
absoluto.
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Electoral El objetivo de la confesión anterior no es sólo por honestidad 
académica y congruencia intelectual, sino también para poner en 
antecedentes al lector sobre la existencia de pequeños detalles 
que hacen de este caso un buen candidato para el juez Hércules. 

¿Cuáles son estos detalles? Por un lado, la presencia de 
un concepto indeterminado: el de funcionario público, cuya 
interpretación puede variar considerablemente entre las distin-
tas legislaciones locales y nacionales e incluso entre los autores. 
Por otro lado, existe una colisión entre el derecho humano a ser 
votado y el principio de equidad en la contienda; problema que no 
ha encontrado una solución armónica entre las legislaciones elec-
torales y los criterios de los distintos tribunales del país. 

II. Antecedentes del caso

El 31 de enero de 2012, el Consejo Estatal Electoral y de Par-
ticipación Ciudadana del Estado de San Luis Potosí publicó la 
convocatoria en la que se invitaba a coaliciones e institutos polí-
ticos a participar en el proceso electoral para la renovación de los 
ayuntamientos del estado. Entre los candidatos para el cargo de  
presidente municipal, dentro de las planillas para el municipio  
de Rioverde, figuraban Joan Balderas Dávila, por el Partido Con-
ciencia Popular, y Juan Daniel Morales Juárez, del Partido Acción 
Nacional. Este último, al momento de su registro se desempeña-
ba como diputado local.

El 16 de abril del mismo año, Joan Balderas Dávila interpu-
so recurso de revisión, en contra del registro de la candidatura 
de Juan Daniel Morales Juárez y su planilla, argumentando que 
estaba impedido para registrarse en virtud que no se había se-
parado de su cargo como diputado local. Dicha impugnación fue 
atendida por la Sala Regional Zona Media del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí, misma que con-
firmó el registro del candidato impugnado. 

Frente a esta resolución, el inconforme presentó un recurso 
de reconsideración, ante la Sala de segunda instancia del Órgano  
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Jurisdiccional local, la cual confirmó la sentencia de la primera ins-
tancia. Es precisamente esta resolución la que constituye el acto 
impugnado en la sentencia objeto del presente estudio. 

El 28 de mayo de 2012, Joan Balderas Dávila promovió un 
juicio de revisión constitucional electoral en contra de la senten-
cia antes descrita. Exactamente un mes después, el 28 de junio 
de 2012, a través de la sentencia SM-JDC-591/2012, la Sala Re-
gional de la II Circunscripción Plurinominal del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación (tepjf), con sede en Monte-
rrey, ordenó la revocación del registro del candidato impugnado al 
considerar que, conforme a la Constitución Política del Estado de 
San Luis Potosí, sí estaba obligado a separarse de su cargo como  
diputado local previo a su registro.

III. El problema del concepto funcionario público

La primera cuestión que se debe dilucidar es si quienes ejercen el 
cargo de diputado en el estado de San Luis Potosí pueden conten-
der por un puesto en el ayuntamiento sin separarse de su cargo. 
Para ello, se debe partir de lo establecido en el artículo 118 de 
la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí (cpeslp), el 
cual señala lo siguiente: 

Están impedidos para ser miembros propietarios o suplentes de 
los ayuntamientos: 
I. El Gobernador del Estado;
II. Los funcionarios de nombramiento estatal o municipal con 
atribuciones de mando y en ejercicio de autoridad.§

III. Los miembros de las Fuerzas Armadas que estén en servicio 
activo o que tengan mando en el Estado, así como los que 
ejerzan cargo y atribuciones de mando de policía en el municipio 
respectivo; y
IV. Los ministros de culto religioso.

§ Énfasis añadido.
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Electoral No estarán impedidos los ciudadanos a que se refiere la fracción II 
si se separan de sus cargos ciento veinte días antes del día de la  
elección. Tampoco lo estarán los ciudadanos a que se refiere 
la fracción III si se separan de su cargo noventa días antes del 
día de la elección, Los ministros de culto deberán hacerlo con la 
anticipación y en la forma establecida en la Ley reglamentaria 
del artículo 130 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos (cpeslp, artículo 118).

Como se reconoce en la propia sentencia: “[…] el ordenamiento 
legal en cita no explicitó el alcance de la expresión de referencia, 
de manera que pudieran identificarse con claridad a los destina-
tarios de la misma” (SM-JDC-591/2012, 20-1).

Ante la poca claridad de la norma constitucional la sentencia 
recurre al Diccionario de la Lengua Española para desentrañar 
el sentido, no sin antes señalar que “La interpretación que se 
efectúe debe ser conforme con los derechos humanos reconoci-
dos en la Constitución Federal y en los tratados internacionales”  
(SM-JDC-591/2012, 21). Los dos conceptos cuyo alcance se bus-
ca definir son el de funcionario y nombramiento.

Respecto del término funcionario, las dos acepciones que con-
templa el citado diccionario, son las siguientes: “1. Persona que 
desempeña un empleo público; y 2. Empleado jerárquico particu-
larmente estatal”. Sin embargo, con base en la tesis LXVIII/98 de 
rubro Elegibilidad de los candidatos a miembros del 
ayuntamiento. los conceptos referidos “funciona-
rio” y “empleado” PARA EFECTOS DE (LEGISLACiÓn de 
michoacán) (Tesis S3-EL 068/98), son rechazados por la sen-
tencia, pues mientras éste identifica al funcionario como un em-
pleado, la tesis hace una clara diferencia entre los conceptos de 
funcionario y empleado.

En este sentido, de acuerdo a la referida tesis, las actividades 
que desarrolla un funcionario se caracterizan por ser de: 

1)	 Decisión.
2)	 Titularidad.
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3)	 Poder de mando.
4)	 Representatividad.

Por su parte, las tareas de quien tiene el cargo de empleado  
nunca son de decisión ni de representación, sino que en todo 
caso se relacionan con un trabajo de ejecución y subordinación.

En la doctrina del derecho administrativo también se encuentra  
la diferencia entre estos términos. Del conjunto de autores utiliza-
dos en la ejecutoria de la tesis utilizada en la sentencia, destaca  
Rafael Bielsa, para quien:

[…] el funcionario representa al Estado y expresa la voluntad 
de éste en las relaciones jurídicas con los administrados […] 
a diferencia del empleado que es en substancia un locador de 
servicios (Bielsa 1962, 186). 

Este mismo autor sostiene que es funcionario público:

[…] el que en virtud de designación especial y legal (ya por 
decreto ejecutivo, ya por elección), y de manera continua bajo 
formas y condiciones determinadas en una delimitada esfera de 
competencia, constituye o concurre a "constituir" y "expresar o 
ejecutar" la voluntad del Estado, si esa voluntad se dirige a la 
realización de un fin público, ya sea actividad jurídica o social 
(Bielsa 1962, 187).

En términos similares, Nava Negrete apunta dos característi-
cas del funcionario público que lo distingue del empleado público: 
1. Representa al órgano administrativo; y 2. Tiene poder de  
decisión o intervención en la ejecución de la misma (Nava 1962, 
202). Por su parte, Serra Rojas señala que el funcionario públi-
co se caracteriza “Por participar en la formación y ejecución de 
la voluntad estatal, diciendo y llevando a cabo sus determinacio-
nes” (Serra 1961, 449).

Ahora bien, desde un punto de vista práctico, encontrar la di-
ferencia entre los referidos términos de forma tal que se pueda 
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afirma Nava Negrete, “En la doctrina del derecho administrativo 
se llegan a establecer varias distinciones, muchas de las cuales 
responden a lo que sucede en la legislación del país que se exa-
mina” (Nava 1995, 201); en consecuencia, “las definiciones de 
funcionario varían tanto en la doctrina como en su concepto legal, 
que depende del grado de evolución jurídica del Estado y de su 
forma política […]” (Bielsa 1962, 187). 

La Administración Pública Federal nos ofrece algunos ejem-
plos de esta dificultad. Según el artículo 90 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos (cpeum) y el 2 y 3 de 
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (loapf),  
para el despacho de los negocios del orden administrativo de 
la Federación, el Poder Ejecutivo contará con la Administración 
Pública Federal centralizada y paraestatal. La primera está in-
tegrada por las secretarías de Estado y la Consejería Jurídica, 
la segunda consta de organismos descentralizados, empresas  
de participación estatal, instituciones nacionales de crédito, 
organizaciones auxiliares nacionales de crédito e instituciones 
nacionales de seguros y de fianzas, y fideicomisos. Para efec-
tos de ejemplificar se analizará la rama centralizada. De confor-
midad con los artículos 11 y 12 de la loapf “Los titulares de las 
secretarías de Estado ejercerán las funciones de su competencia 
por acuerdo del presidente de la República” y “Cada Secreta-
ría de Estado formulará respecto de los asuntos de su compe-
tencia; los proyectos de leyes, reglamentos, decretos, acuerdos 
y órdenes del presidente”. 

De la interpretación de estos artículos se puede deducir que 
los secretarios de Estado actúan subordinados al presidente de la  
República y que su atribución en relación con los proyectos de  
leyes, reglamentos, decretos, acuerdos y órdenes del presidente  
es meramente consultiva y proyectista. Tal vez haya en estas 
funciones la característica de titularidad e incluso de representati-
vidad asignadas a la categoría de funcionario público, sin embargo, 
¿se puede decir que hay “poder de mando y decisión”? ¿Es el  
secretario de Estado un funcionario público o un empleado 
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público? Al responder esta pregunta es conveniente recordar que 
el refrendo ministerial previsto por el artículo 92 de la cpeum y  
13 de la loapf es más una formalidad que un efectivo ejercicio 
de control y autoridad sobre el Ejecutivo.

En este caso la respuesta es obvia. Aunque en los actos pre-
vistos en el artículo 12 los secretarios de Estado no actúan con 
todas las características del funcionario público, pues confor-
me a la cpeum son atribuciones exclusivas del Poder Ejecu
tivo la presentación de iniciativas de ley, así como la de emisión 
de normas generales para proveer en la esfera administrativa a 
la ejecución de la ley; de acuerdo a todas las otras facultades 
previstas para éstos en la loapf, se desprenden sus atribucio-
nes de decisión, poder de mando, titularidad y representación. 
Sin embargo, no se puede decir lo mismo respecto de los dis-
tintos servidores públicos que laboran al interior de las secre-
tarías de Estado.

El artículo 14 de la loapf prevé que para el despacho de los 
asuntos de su competencia, los secretarios de Estado se auxi-
liarán por:

[…] Subsecretarios, Oficial Mayor, Directores, Subdirectores, 
Jefes y Subjefes de Departamento, oficina, sección y mesa y por 
los demás funcionarios que establezcan el reglamento interior 
respectivo y otras disposiciones legales (loapf, artículo 14,  
2013). 

Por su parte, el artículo 16 de la loapf posibilita que los 
secretarios de Estado 

[…] para la mejor organización del trabajo podrán delegar en 
los funcionarios a que se refiere el artículo 14 de esta Ley, 
cualesquiera de sus facultades, excepto aquéllas que por 
disposición de ley o del reglamento interior respectivo, deban 
ser ejercidas precisamente por dichos titulares que la titularidad 
originaria para el trámite y resolución (loapf, artículo 16, 2013).
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posibilidades que abren los artículos 17 y 17 bis de este mismo 
ordenamiento, los cuales prevén la opción para que las se-
cretarías de Estado cuenten con órganos administrativos des-
concentrados y delegaciones estatales respectivamente.1 ¿En 
qué categoría se deben colocar a estos subsecretarios, oficiales 
mayores, directores, subdirectores, jefes, subjefes y delegados es-
tatales? ¿Se tendrá que analizar casuísticamente cada uno de los 
regímenes normativos que regulan el funcionamiento de las secre-
tarías de Estado para saber si los enumerados servidores públicos 
cuentan con las atribuciones de decisión, titularidad, poder de man-
do y representatividad que caracterizan a los funcionarios públicos y  
la diferencia de los empleados públicos?

Para continuar con el análisis de la sentencia es necesario 
definir ahora el término nombramiento. Para ello se acude nue-
vamente al Diccionario de la Lengua Española, el cual lo define 
como “1. Acción y efecto de nombrar; 2. Cédula o despacho en 
que se designa a alguien para un cargo u oficio”. Acto seguido, 
la sentencia presenta la definición de elección: designación y de-
signar; para finalmente llegar a la conclusión de que:

[…] el sistema de interpretación utilizado resulta insuficiente para 
desprender la voluntad del legislador ordinario local al limitar a  
los funcionarios de nombramiento estatal o municipal a integrar los  
ayuntamientos […] (SM-JDC-591/2012, 26).

1	 Artículo 17. Para la más eficaz atención y eficiente despacho de los asuntos de su 
competencia, las Secretarías de Estado podrán contar con órganos administrativos 
desconcentrados que les estarán jerárquicamente subordinados y tendrán 
facultades específicas para resolver sobre la materia y dentro del ámbito territorial 
que se determine en cada caso, de conformidad con las disposiciones legales 
aplicables (loapf, artículo 17, 2013).
Artículo 17 bis. Las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, 
conforme a lo previsto en los reglamentos interiores o sus ordenamientos legales 
de creación, respectivamente, podrán contar con delegaciones en las entidades 
federativas o, en su caso, en regiones geográficas que abarquen más de una 
entidad federativa, siempre y cuando sea indispensable para prestar servicios 
o realizar trámites en cumplimiento de los programas a su cargo y cuenten con 
recursos aprobados para dichos fines en sus respectivos presupuestos […] (loapf, 
artículo 17 bis, 2013).
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En busca de nuevos elementos para esclarecer el problema, la 

sentencia opta por un método de interpretación sistemático, para 
lo cual recurre a otras disposiciones del mismo ordenamiento que 
puedan estar relacionados con el problema planteado. De esta 
forma llega al artículo 47 de la cpeslp, el cual dice lo siguiente:

No pueden ser Diputados:
I.- El Gobernador del Estado;
II.- Los funcionarios de nombramiento estatal o municipal con 
atribuciones de mando y en ejercicio de autoridad o con funciones 
jurisdiccionales;
III.- Los funcionarios de elección popular de los Ayuntamientos;§

IV.- Los miembros de las Fuerzas Armadas que estén en servicio 
activo o que tengan mando en el Estado, así como los que ejerzan 
mando y atribuciones en la policía en el distrito en donde se 
celebre la elección; y 
V.- Los ministros de culto religioso.
No estarán impedidos los ciudadanos a que se refiere la fracción 
II si se separan de sus cargos ciento veinte días antes del día 
de la elección, ni los ciudadanos a que se refieren las fracciones 
III y IV si se separan de sus cargos noventa días antes del día 
de la elección. Los ministros de culto deberán hacerlo con la 
anticipación y en la forma establecida en la Ley reglamentaria 
del artículo 130 de la Constitución Federal.

Como se puede observar en el artículo transcrito, el hecho de 
separar en dos fracciones distintas las categorías “funcionario de nom-
bramiento” y “funcionario de elección popular”, pareciera indicar que 
la cpeslp no contempla a los diputados locales en la primera de és-
tas, sino que encuadrarían en el supuesto de la fracción III. De ser 
así, no existiría obligación de separarse del cargo para los diputa-
dos locales que deseen contender por un puesto en el ayuntamiento. 

§ 	 Énfasis añadido.
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Electoral No sería extraño que el Constituyente o poder reformador de 
la Constitución de San Luis Potosí buscara diferenciar entre es-
tos dos tipos de funcionarios. En este mismo sentido, el artículo  
35 de la cpeum diferencia en las fracciones II y VI como dere-
chos del ciudadano “poder ser votados para todos los cargos de 
elección popular” y “poder ser nombrado para cualquier empleo 
o comisión del servicio público”.§ En términos similares, de la in-
terpretación del artículo 108 cpeum se puede observar que se 
distingue entre los servidores públicos de “elección popular” y 
“funcionarios y empleados”2 (cpeum, artículo 108, 2013).

No obstante lo anterior y a pesar de reconocer que a partir 
de la comparación de los artículos 47 y 118 de la cpslp “pudie-
ra concluirse que la norma local distingue entre cargos de elec-
ción popular y aquéllos que se obtienen por nombramiento, con 
atribuciones de mando y en ejercicio de autoridad”, la sentencia 
desecha esta interpretación. La razón para el rechazo de esta po-
sibilidad se basa en que 

de la interpretación armónica de estas disposiciones queda claro 
que el poder constituyente local determinó que con independencia 
el origen o método para acceder al cargo (sea por elección 
popular en la que se delega la soberanía del pueblo, o por cons-
trucción legislativa), la restricción legislativa se produce cuando 
se actualicen ciertas atribuciones del puesto (SM-JDC-591/2012).

Suponemos que lo que hizo la sentencia fue concentrarse en 
la última parte de la fracción II del artículo 118, la cual señala que 

§	 Énfasis añadido.
2	 Artículo 108. Para los efectos de las responsabilidades a que alude este título se 

reputarán como servidores públicos a los representantes de elección popular, a 
los miembros del Poder Judicial Federal y del Poder Judicial del Distrito Federal, los 
funcionarios y empleados y, en general, a toda persona que desempeñe un empleo, 
cargo o comisión de cualquier naturaleza en el Congreso de la Unión, en la 
Asamblea Legislativa del Distrito Federal o en la Administración Pública Federal 
o en el Distrito Federal, así como a los servidores públicos de los organismos a 
los que esta Constitución otorgue autonomía, quienes serán responsables por los 
actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones.
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la forma como actúan estos “funcionarios” es “con atribuciones de 
mando y en ejercicio de autoridad”. Como se señala en la misma 
argumentación, las “atribuciones del puesto” a que se refiere la 
cita anterior consisten en

[…] que el ejercicio de la función lleve implícita la delegación 
de la fuerza del Estado, a través de un poder de mando sobre 
la sociedad, mismo que se traduce en una relación de supra 
a subordinación, acompañada de la posibilidad de establecer 
derechos, e imponer obligaciones a la comunidad, por lo que en 
realidad las cualidades de estos encargos, son las que resultan, 
en principio, incompatibles con el cargo de diputado o munícipe, 
verbigracia (SM-JDC-0591/2012).

Es precisamente en esta parte en donde se observa que la Sa-
la Regional se desistió de interpretar el sentido que la cpeslp le 
quiso dar al concepto de “funcionarios de nombramiento estatal 
o municipal”. Se considera que para efectos del caso planteado, 
la indeterminación del concepto funcionario constituía uno de 
los aspectos más complejos e importante a dilucidar y que, sin 
embargo, se observa menospreciado en la sentencia, la cual se 
contenta con repetir las características de la tesis LXVIII/98. Es 
este menosprecio lo que lleva a la sentencia a presentar una de 
sus debilidades: buscar en el principio de equidad en la contienda 
la justificación para incluir a los diputados del estado de San Luis 
dentro de la categoría de los funcionarios que debían separarse.

Se señala esto como una debilidad porque arroja la argumen-
tación de la sentencia hacia un terreno muy complicado: convertir a 
la separación del cargo como una condición y no como una po-
sibilidad para alcanzar el principio de equidad en la contienda. 
De ser así, podría llegarse a la interpretación de que la cpslp 
no se limita a los funcionarios locales, aunque lo diga expresa-
mente, sino que también debe incluir a los de otros órdenes de  
gobierno si actúan “con atribuciones de mando y en ejercicio  
de autoridad”. En los siguientes aparatados se profundizará en 
las razones sobre por qué me parece un camino equivocado.
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¿Condición para la equidad en la contienda?

Antes de iniciar con el tema de este apartado, es preciso hacer  
algunas precisiones sobre el derecho humano a ser votado. 

De acuerdo al artículo 35 de la cpeum, “Son derechos del ciu-
dadano: II. Poder ser votado para todos los cargos de elección 
popular, teniendo las calidades que establezca la ley”. Por su 
parte, el artículo 34 de este mismo ordenamiento establece que 
“Son ciudadanos de la República los varones y mujeres que, te-
niendo la calidad de mexicanos, reúnan, además los siguientes 
requisitos: “I. Haber cumplido 18 años; y II. Tener un modo ho-
nesto de vivir”. 

En este sentido, es fundamental partir de una idea primaria de 
igualdad conforme a la cual toda persona mayor de 18 años que 
tenga la calidad de mexicano puede ser votado para todos los car-
gos de elección popular. Por consecuencia, la salvedad que apunta 
el referido artículo 35 al especificar “teniendo las calidades que es-
tablezca la ley” implica una regulación en forma de restricción a esta 
idea primaria de igualdad para el ejercicio de un derecho político. 
No se debe pasar por alto que, de acuerdo al texto de la cpeum, 
la posibilidad de exigir determinadas “calidades” solo podrá ha-
cerse a través de disposiciones normativas con el carácter de ley 
en sentido formal y material. 

Aunque resulta obvio, se debe aclarar que, en virtud de la 
jerarquía normativa, estas mismas restricciones pueden estar 
contenidas en la propia cpeum, en las diversas constituciones lo-
cales, así como en leyes secundarias de los órdenes de gobierno  
federal y estatal. 

Así, por ejemplo, entre los requisitos señalados por el artícu-
lo 55 de la cpeum para ser diputado federal están:

1)	 Ser ciudadano mexicano por nacimiento.
2)	 Tener 21 años cumplidos
3)	 Ser originario del Estado en que se haga la elección o veci-

no de él con residencia efectiva de más de seis meses.



195

Vertiente 

Salas 

Regionales
4)	 No ser titular del algún organismo con autonomía constitucional 

o titular de alguno de los órganos que integran la Administra-
ción Pública Federal, a menos que se separe definitivamen-
te del cargo noventa días antes del día de la elección.

5)	 No ser ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción a menos que se separe definitivamente del cargo tres 
años antes del día de la elección.

6)	 No ser magistrado o secretario del Tribunal Electoral del Po-
der Judicial de la Federación a menos que se separe defini-
tivamente del cargo tres años antes del día de la elección. 

7)	 No ser consejero presidente, consejero electoral, secretario 
ejecutivo, director ejecutivo o personal profesional directivo 
del Instituto Federal Electoral a menos que se separe defi-
nitivamente del cargo tres años antes del día de la elección.

8)	 No ser gobernadores de los estados o jefe de gobierno del 
Distrito Federal si desean contender por un distrito dentro 
de su Estado.

9)	 No ser secretario del gobierno de los estados o del Distrito 
Federal a menos que se separe definitivamente del cargo 
noventa días antes del día de la elección.

10)	 No ser magistrado o juez federal, estatal o del Distrito Fe-
deral a menos que se separe definitivamente del cargo no-
venta días antes del día de la elección.

11)	 No ser presidente municipal o jefe delegacional en el Distri-
to Federal a menos que se separe definitivamente del car-
go noventa días antes del día de la elección.

Como se puede observar, este artículo, al regular los requisi-
tos necesarios para ser diputado federal, establece una serie de 
restricciones al derecho fundamental de ser votado. Estas restric-
ciones pueden clasificarse en dos grandes géneros: restricciones 
absolutas y restricciones relativas o condicionadas. 

Se analizarán primero las restricciones absolutas, las cuales 
están enunciadas en los incisos A, B y C. Si bien de la interpre-
tación de los artículos 34 y 35 constitucionales se desprende 
que el derecho fundamental a ser votado le corresponde a toda 
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artículo 55 de este mismo ordenamiento excluye a personas que, 
aunque mexicanas, no lo son por nacimiento. Por consecuencia,  
esta regulación implica una restricción a los derechos funda-
mentales de quienes pertenecen a la categoría de mexicanos 
por naturalización prevista en el artículo 30, inciso b, de la misma 
cpeum. De esta forma, se le restringe el derecho a ser votado para 
este cargo a los ciudadanos mexicanos por nacimiento que ten-
gan entre 18 y 20 años de edad. 

En cuanto a las restricciones relativas, son aquellas que si 
bien excluyen a ciertas categorías de ciudadanos, pueden salvarse  
siempre que se cumpla con una condición. Salvo por el inciso H, 
todas las demás condiciones están relacionadas con dos obliga-
ciones: separarse del cargo de forma definitiva y realizar esta se-
paración con una temporalidad determinada.

Los mismos requisitos dispuestos por este artículo, son apli-
cables para el cargo de senador, salvo el de la edad, la cual, 
conforme al artículo 58 de la cpeum, debe ser de al menos 25 
años. Por tanto, en la regulación para acceder al cargo de se-
nador, se le restringe el derecho fundamental a ser votado a los  
ciudadanos mexicanos por nacimiento que tengan entre 18 y 
24 años de edad. 

Por su parte, el artículo 82 constitucional establece los requi-
sitos para ser presidente de la República. Entre éstos también 
existen restricciones de los tipos: absolutas y relativas o condi-
cionadas. Entre las primeras están la edad mínima de 35 años, 
que impone una restricción a los ciudadanos mexicanos que ten-
gan entre 18 y 34 años de edad. También el artículo 83 restringe 
este derecho a quienes ya con anterioridad hayan desempeñado 
este cargo.

En relación con los cargos de elección popular en los otros 
órdenes de gobierno, se puede encontrar que el artículo 116 frac-
ción I de la cpeum, limita el derecho a ser votado para el cargo de 
gobernador a quienes no sean mexicanos por nacimiento y que 
tengan menos de 30 años de edad, aunque en este último caso 
la restricción puede ser variada, pues deja abierta la posibilidad 
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para que las constituciones locales puedan exigir una edad menor. 
En cuanto a los diputados locales y miembros del ayuntamiento, 
no se señala nada más que la restricción a ser reelectos para el 
periodo inmediato. 

No ha sido la intención de los párrafos anteriores analizar la 
regulación de los requisitos previstos por la cpeum para acceder 
a ciertos puestos de elección popular. En todo caso, el objetivo 
es fijar la postura consistente en que en este ordenamiento existe 
un derecho fundamental primario a ser votado. Por consecuen-
cia, los requisitos que regulen este derecho limitándolo a sujetos 
que pertenecen a ciertas categorías implican una restricción a 
este derecho fundamental.

Ahora bien, como se afirmó más arriba, la cpeum no establece 
requisitos específicos para la elección de los diputados locales y 
miembros del ayuntamiento; por lo que hace a los gobernadores, 
solamente exige una edad mínima y la categoría de ser mexicano 
por nacimiento. Toda vez que la facultad de legislar en materia 
electoral es concurrente, es constitucionalmente válido que la 
cpeslp establezca los requisitos para acceder a los cargos de 
gobernador, diputados y miembros del ayuntamiento.

En este orden de ideas, se puede afirmar que es jurídicamen-
te válido que el Constituyente —ya sea originario o permanente— 
del estado de San Luis establezca que quienes tienen el cargo de 
diputado deben separarse del mismo para estar en condiciones 
de registrarse como candidatos a algún puesto en un ayuntamien-
to. En otras palabras, que haga uso de la facultad de regular el 
derecho fundamental a ser votado contemplado en el artículo 35 
cpeum, atribución que se desprende de la frase “teniendo las ca-
lidades que establezca la ley”. 

Ahora bien, en tanto derecho humano, la limitación del derecho 
a ser votado debe realizarse conforme a criterios racionales y ob-
jetivos. En el caso de la exigencia de la separación del cargo pa-
ra contender por un puesto de elección popular, la racionalidad se 
encuentra en la medida que se busca lograr la convivencia entre 
dos derechos, en ambos casos a ser votado; por un lado el dere-
cho del ciudadano servidor público y por otro, el del ciudadano no 
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carácter de su cargo público no le impida la posibilidad de conten-
der por un cargo. En el otro, lo que se persigue es que pueda ha-
cer efectivo su derecho a ser votado en igualdad de circunstancias, 
de tal forma que se respete el principio de equidad en la contienda.

Por tanto, no se trata de cuestionar la validez constitucional o 
la conveniencia de este requisito. No cabe duda que existe la posi-
bilidad constitucional para hacerlo. Tampoco se discute que exis-
tan razones para imponer límites a este derecho cuando quien 
pretenda ejercerlo sea un servidor público. Sin embargo, el centro 
de la cuestión es determinar si efectivamente existe esta restric-
ción en la cpeslp, o si el poder constituyente de San Luis Potosí 
quiso imponer esta limitación.

Como se dijo en el parágrafo anterior, se considera que la 
sentencia se olvida de este problema y en su lugar resuelve que 
sí existe esta limitación teniendo como horizonte de interpreta-
ción el principio de la equidad de la contienda. Lo que llama la 
atención es que dentro de la línea argumentativa de la senten-
cia pareciera que se insinúa que si se permite que un funcionario 
público participe como candidato en un proceso electoral, sin se-
pararse de su cargo, atentaría gravemente el principio de equidad 
en la contienda. Como si la separación del cargo fuera el único 
mecanismo de protección a favor de este principio. 

Por el contrario, lo que puede verse es que existen diversas 
disposiciones constitucionales que encuentran su racionalidad 
en el principio de equidad en la contienda. Por ejemplo, el ar-
tículo 40, fracción II de la cpeum establece que “[…] los partidos 
políticos nacionales cuenten de manera equitativa con elemen-
tos para llevar a cabo sus actividades”. Así, el financiamiento pú-
blico que reciben los partidos políticos para el sostenimiento de 
sus actividades ordinarias, así como para la obtención del voto 
en los procesos electorales es un elemento fundamental para al-
canzar una contienda equitativa.

Lo mismo puede decirse de la fracción III de este artículo, el 
cual garantiza a los partidos políticos el “[…] derecho al uso de 
manera permanente de los medios de comunicación social”. Si 
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bien para la distribución del tiempo en radio y televisión se intro-
duce un elemento de proporcionalidad, pues se toman en cuenta 
los resultados de la última elección para diputados federales, el 
30 por ciento del total de tiempo disponible se distribuye de for-
ma igualitaria entre todos los partidos políticos.3

También, respecto del acceso a los tiempos de radio y televisión, 
este mismo apartado prevé una regla para favorecer al principio 
de la equidad en la contienda. A diferencia de las anteriores, no se 
trata aquí de la garantía de un derecho; sino por el contrario, de la 
restricción de otro. En este sentido, el mismo artículo en su aparta-
do A, ordena que “Los partidos políticos en ningún momento podrán 
contratar o adquirir, por sí o por terceras personas, tiempos en cual-
quier modalidad de radio y televisión”. Esta misma restricción se 
dirige hacia todas las personas físicas o morales.4

Por su parte, el apartado C, ordena que:

Durante el tiempo que comprendan las campañas electorales 
federales y locales y hasta la conclusión de la respectiva jornada 
comicial, deberá suspenderse la difusión en los medio de comuni-
cación social de toda propaganda gubernamental […].
 
En este mismo sentido, el artículo 134 constitucional, antepe-

núltimo y penúltimo párrafos, dispone lo siguiente:

Los servidores públicos de la Federación, los Estados y los 
municipios, así como del Distrito Federal y sus delegaciones, 
tienen en todo tiempo la obligación de aplicar con imparcialidad 

3	 Este apartado señala textualmente: “El tiempo establecido como derecho de los 
partidos políticos se distribuirá entre los mismos conforme a lo siguiente: el treinta 
por cierto en forma igualitaria y el setenta por ciento restante de acuerdo a los 
resultados de la elección para diputados federales inmediata anterior”.

4	 Este apartado señala textualmente: “Ninguna otra persona física o moral, sea a título 
propio o por cuenta de terceros, podrá contratar propaganda en radio y televisión 
dirigida a influir en las preferencias electorales de los ciudadanos, ni a favor o en 
contra de partidos políticos o de candidatos a cargos de elección popular. Queda 
prohibida la transmisión en territorio nacional de este tipo de mensajes contratados 
en el extranjero.”.
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Electoral los recursos públicos que están bajo su responsabilidad, sin influir 
en la equidad de la competencia entre los partidos políticos.
La propaganda, bajo cualquier modalidad de comunicación social, 
que difundan como tales, los poderes públicos, los órganos 
autónomos, las dependencias y entidades de la administración 
pública y cualquier otro ente de los tres órdenes de gobierno, 
deberá tener carácter institucional y fines informativos, educativos 
o de orientación social. En ningún caso esta propaganda incluirá 
nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen promoción 
personalizada de cualquier servidor público.

Como lo señala la magistrada Alanis Figueroa, a través de esta  
disposición 

[…] se incorporaron en la tutela dos bienes jurídicos o valores esen-
ciales de los sistemas democráticos: la imparcialidad y la equidad 
en los procesos electoral, o en general, en la competencia entre 
los partidos políticos (Alanis 2009).

Con lo expuesto en los párrafos anteriores, se buscaba aclarar 
que si bien el principio de equidad en la contienda es un elemento 
indispensable para tener elecciones libres y auténticas, la cpeum 
prevé distintas estrategias para su garantía. De hecho, cabe 
enfatizar que todas las medidas previstas en los artículos seña-
lados son de aplicación nacional, es decir son aplicables tanto 
para las elecciones federales, estaduales y municipales. Esto a 
diferencia de las otras medidas encaminadas hacia la equidad 
en la contienda relacionadas con la separación del cargo, las 
cuales como se vio en el primer apartado están preponderante-
mente dirigidas hacia las elecciones de funcionarios federales.

Se destaca esto con el objetivo de ofrecer algunos ejemplos 
que ayuden a comprender la diferencia entre la posibilidad y la 
necesidad de sujetar a los servidores públicos a la obligación de 
separarse de cargo para contender por un puesto de elección 
popular. Así, al establecer esta obligación se fortalece el principio 
de equidad en la contienda en favor del derecho político del ciu-
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dadano que no es servidor público, en detrimento de quien sí lo 
es. Sin embargo, la opción contraria no anula este principio, pues 
la cpeum dispone una serie de medidas aplicables en todo el país 
que buscan reforzar su garantía. 

Expuestas las anteriores consideraciones, se observará a 
continuación cuáles son los argumentos que llevaron a la Sala  
Regional hacia su resolución. 

La sentencia señala que el requisito de separación del cargo 
toma en cuenta dos factores: la naturaleza de la función y el ám-
bito de influencia. En este orden de ideas, continúa diciendo, se 
estima necesaria la separación de los empleados estatales que 
se encuentran en “la cúspide de sus respectivas jerarquías con 
atribuciones de decisión, titularidad, poder de mando y repre-
sentatividad”. 

En la sentencia, se afirma que: 

[…] si bien por regla general los requisitos de elegibilidad 
atienden a condiciones de idoneidad personal, también pueden 
encaminarse a asegurar la igualdad y equidad de una contienda 
entre sujetos dispares por naturaleza, como lo son por ejemplo, 
un ciudadano ajeno a la función pública, frente a un empleado 
gubernamental de alta jerarquía
[…] En esa lógica, se suele exigir a los servidores públicos con  
facultades de mando, decisión, o ascendencia política que, con 
antelación a la etapa de registro de los procesos electorales, 
renuncien a su posición de preeminencia (SM-JDC-591/2012, 12).

Aunque de forma breve, en el apartado anterior se hace refe-
rencia ya al alcance que pueden tener los conceptos de mando 
y decisión. Sin embargo, se sostiene el carácter ambiguo de estos. 
Más aún, cuando de su interpretación se deriva una restricción 
para el ejercicio de un derecho humano.

Ahora bien, más allá del contenido específico de estos con-
ceptos, lo que se desprende de la sentencia es que la Sala  
Regional observa en ellos una ventaja para el contendiente que 
es servidor público. En el listado de estas ventajas, es en donde 
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Electoral se considera que radica la parte más débil de la resolución. A lo 
largo de siete puntos se busca explicar las “ventajas” que tendría 
un diputado que no se separa del cargo frente a alguien que no 
ostenta este cargo. Para facilitar la comprensión de estos puntos, 
se enumeran siguiendo el mismo orden del documento original y se  
expone una opinión en el mismo inciso.

A)	 Primera ventaja: el diputado seguirá percibiendo sus emolu-
mentos, lo que supondría un desequilibrio económico frente a los otros 
contendientes que no tienen asegurada una percepción económica.

Efectivamente si el diputado no se separa del cargo segui-
rá recibiendo su sueldo, pero de esto no se puede afirmar tajan-
temente que genere un desequilibrio económico. Aquí conviene 
diferenciar entre los sujetos frente a los cuales la sentencia ob-
serva que se genera el supuesto desequilibrio.

Por una parte, están los funcionarios públicos que si tendrían 
que separarse del cargo. Respecto de ellos se debe reconocer 
que efectivamente se crea una situación de desigualdad. Sin em-
bargo, ésta no prevalecería aunque los diputados estuvieran obli-
gados a separarse de su cargo. Como ya se apuntó, de acuerdo 
a la misma resolución, quienes sean empleados públicos, están 
excluidos de la categoría de funcionario público y por ende de la 
restricción a su derecho a ser votado. En este sentido, la separa-
ción de los diputados únicamente ampliaría el grupo de servido-
res públicos, denominados “funcionarios públicos”, que reciben 
un trato desigual frente a otro grupo de servidores públicos, de-
nominados “empleados públicos”.

Respecto de los ciudadanos que no son funcionarios públicos, 
el argumento del desequilibrio es aún más débil. Es verdad que, 
como dice la resolución, estos contendientes “carecerían de una 
fuente fija de recurso económico público equiparable a la dieta 
legislativa”. Sin embargo, sostener que por este hecho habría un 
desequilibrio no es más que una posibilidad que va más allá de 
la especulación. Pensemos en el caso contrario, ¿no generaría 
también un desequilibrio económico si el funcionario público deja  
de recibir un salario si el contendiente ciudadano continúa recibiendo 
ingresos por negocios propios o intereses de una cuenta de ahorro?
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Se entiende que el ejemplo puede sonar un tanto burdo, sin em-

bargo, es menester hacer esta pregunta porque parece que deja al 
descubierto el error de presentar esto como ventaja. Esta falla se 
encuentra en que la justificación de la misma, no está ya relacio-
nada con las atribuciones de poder de mando, representatividad, 
decisión y titularidad, sino con el hecho de tener garantizado un 
salario proveniente del erario.

B)	 Segunda ventaja: Tendría una proyección de mayor in-
cidencia, pues al continuar perteneciendo al cuerpo legislativo, 
podrían aprovechar la imagen institucional del órgano, su rele-
vancia e incidencia social, o la naturaleza de la función.

Este argumento se centra en la mayor proyección de ima-
gen que tendría el candidato que al mismo tiempo es diputado. 
Es decir, la ventaja en este caso sería la capacidad de forjar una 
imagen pública derivada de su pertenencia al órgano legislativo. 
Parece indiscutible que frente a un ciudadano que no es figura 
pública, quien ostente el cargo de diputado tendría una ventaja, 
al menos de conocimiento público. Sin embargo es preciso hacer 
una serie de consideraciones.

En primer lugar se debe analizar si la imagen de pertenecer 
al poder legislativo representa a priori una ventaja. Toda vez que 
el marketing político y la imagología son disciplinas con indepen-
dencia científica, no se cuenta con la capacidad de pronunciarnos 
sobre el efecto de la imagen del legislador frente al electorado. 
Sin embargo, con el propósito de abonar al debate, poder recurrir 
a algunas encuestas y estudios de percepción en donde aparece 
el parlamento como institución.

Así por ejemplo, en la Segunda Encuesta Nacional de Cultu-
ra Constitucional, de la unam, a la pregunta “En una escala de 
0 a 10, donde 0 es no confío nada y 10 es confío mucho, ¿qué 
tanta confianza tiene usted en…?” las personas encuestadas le 
dieron una calificación de 5.6 a los diputados federales, lo que 
los ubica en el lugar 18 de 21. Esta calificación los sitúa en un 
lugar de menos confianza que a los medios de comunicación 
(lugar 4), al gobernador de su estado (lugar 9), las organizacio-
nes no gubernamentales (lugar 14), los sindicatos (lugar 15), 
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Electoral los presidentes municipales (lugar 16) y los ministerios públicos  
(lugar 17) y sólo en mejor posición que los partidos políticos, 
servidores públicos y la policía (ubicados en los lugares 19, 20 
y 21 respectivamente).

En términos más o menos similares, pero a nivel latinoamerica-
no, en el Informe 2011 de Latinobarómetro, a la pregunta ¿Cuánta 
confianza tiene usted en…”, un 32 por ciento de los encuestados 
señaló que confiaba mucho o algo en el congreso / parlamento, 
lo que lo ubica en el lugar 12 de un total de 16. Muy por encima 
está la iglesia (lugar 1), la radio (lugar 2), la televisión (lugar 3), 
los diarios (lugar 4). Por debajo del congreso aparecen la admi-
nistración pública, el poder judicial, los sindicatos y los partidos 
políticos (en ese mismo orden) (Latinobarómetro 2011, 52).

Es importante insistir en que con esto no se pretende llegar 
a una conclusión sobre el impacto que tiene en el electorado la 
imagen de un diputado. Sin embargo los resultados de los cita-
dos estudios necesariamente nos llevan a cuestionarnos si esta 
ventaja efectivamente existe. Aún más, cuando hay personajes 
que pertenecen a otras instituciones que cuentan con una me-
jor imagen y que podría participar en un proceso electoral sin la 
necesidad de separarse del cargo o de las instituciones a la que 
pertenecen. Pensemos por un momento en los presentadores de 
los noticieros, en los directores de las grandes empresas, en los 
líderes sindicales o en los líderes de las organizaciones no gu-
bernamentales, aunado a que estas últimas dos en algunos ca-
sos reciben recursos públicos para su operación y mantenimiento. 

C)	 Tercera ventaja: Conservaría su influencia política y so-
cial, al gozar de ascendencia dentro de su comunidad.

De acuerdo con este punto, la desventaja específica radicaría 
en que quien ostenta el cargo de diputado tendría 

[…] una mayor capacidad de gestión frente a ciudadanos que 
dada su posición ajena al aparato gubernamental, les dificulta 
entablar con sencillez una relación directa con los principales 
representantes de los sectores de mayor influencia en la 
región.
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Como la resolución no abunda más en este punto, se supone 

que la “mayor capacidad de gestión” se traduce en una facilidad 
del diputado para relacionarse con líderes regionales. También 
que cuando habla de estos líderes se refiere tanto a liderazgos 
formales como informales, es decir, al concepto de líder como lo  
define el Diccionario de la Lengua Española: “una persona a  
la que un grupo sigue, reconociéndola como jefe u orientadora”. 

Son dos las razones por la cuales se considera que este ar-
gumento pierde peso al analizarlo detenidamente. Se considera 
aceptable el hecho de que es probable que quien ostenta el car-
go de diputado puede tener influencia política y social dentro de 
la comunidad que lo eligió; más aún, sería preocupante que al-
guien sin esta capacidad tuviera un cargo de representación  
popular. Sin embargo, este vínculo de legitimidad se ve fortaleci-
do o debilitado en la medida en que el diputado mantiene contacto  
con la comunidad de su región.

En este sentido, en el hipotético caso de que el diputado 
sea una figura de influencia y ascendencia dentro de su comu-
nidad, esta capacidad difícilmente se verá disminuida por la se-
paración de su cargo. Rayaría en la ingenuidad presumir que 
las relaciones informales con los principales representantes de  
los sectores de mayor influencia en la región se verán trastoca-
dos por la separación del cargo. 

La segunda razón radica en que, al explicar esta ventaja, pa-
rece que la resolución se olvida de que la amplia mayoría de los 
candidatos a puestos de elección popular en este país, en todos 
los órdenes de gobierno, son postulados por un partido político o 
una coalición, este es de hecho un problema que se observa a lo  
largo de toda la sentencia. En este orden de ideas, las reglas pa-
ra el registro de partidos políticos exigen la comprobación de un 
mínimo de afiliados.5 Estos requisitos presuponen también una 

5	 Por ejemplo, el artículo 24, inciso b, del Código Federal de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales, dispone que para que un partido político sea registrado 
deberá “Contar con tres mil afiliados en por lo menos veinte entidades federativas, 
o bien tener trescientos afiliados, en por lo menos doscientos distritos electorales 
uninominales […]”. Por su parte la Ley Electoral del estado de San Luis Potosí, 
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Electoral influencia política y social del partido político sobre el territorio 
que se esté disputando en la elección. Por tanto, si bien es cier-
to que tal vez el candidato que no es diputado podría carecer de 
esta relación con la comunidad y sus líderes, es una debilidad 
que se puede ver subsanada por el liderazgo que el partido que 
lo postula puede tener. 

No se debe perder de vista que si se da por aceptado este 
punto como una causa de desventaja, llevará a un problema 
todavía más grande con la incipiente incorporación de las can-
didaturas independientes. En este sentido, el ciudadano que no 
pertenezca a ningún partido político podría argumentar que su 
situación frente a quienes sí pertenecen a uno constituye una des-
ventaja que se traduce en una violación al principio de la equidad 
en la contienda. 

D) Cuarta ventaja: Por su pertenencia al órgano legislativo, 
tendría acceso a información privilegiada. Asimismo, estarían 
enterados de las principales problemáticas sociales.

Este argumento se centra en la capacidad del diputado para 
conocer información relevante para el proceso electoral. Para su 
análisis, es preciso dividirlo en dos: el acceso a cierta “informa-
ción privilegiada”; y el conocimiento de información acerca de los 
problemas de la comunidad. 

En cuanto al primer punto, se dice que el acceso a esta infor-
mación se derivaría de las “funciones de fiscalización del órga-
no legislativo, así como de su vinculación con los otros poderes 
federales y locales, ayuntamientos, órganos autónomos, etc.”. 
La resolución acierta al decir que esta ventaja descansa en que 
el diputado puede tener acceso “inmediato” a esta información. 
Por lo que si bien, derivado del principio de publicidad de la  

en su artículo 27, numeral II, señala, como uno de los requisitos para registrar un 
partido político, el siguiente “Acreditar que cuenta en el Estado con un número de 
afiliados que signifique al menos el 2 por ciento de los electores inscritos en el listado 
nominal que se hubiere utilizado en la última elección estatal, y que dichos afiliados 
provengan de al menos las dos terceras partes de la totalidad de los municipios. 
En ningún caso, el número de afiliados en cada uno de los municipios podrá ser 
inferior al uno por ciento de los electores de su listado nominal.
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información pública, esta misma información podría ser obtenida 
por cualquier ciudadano, en este caso es probable que el acce-
so no tuviera el mismo carácter de inmediatez. 

Sin embargo, es menester preguntarse si la separación del 
cargo atenúa en algo la posibilidad de acceder a esta informa-
ción con fines de utilizarla en el proceso electoral. Conforme al 
artículo 40 de la cpeslp, la legislatura de este estado dura tres 
años. Si en los términos de la sentencia la obligación del diputa-
do es separarse 120 días antes del día de la elección, es decir 
aproximadamente 4 meses, el diputado tendría 2 años y 6 me-
ses para recopilar toda la información que considere útil para la 
campaña. Incluso se puede ir más allá, aun separado del cargo, 
la simple pertenencia a un partido político con representación en 
el poder legislativo le podría ofrecer este acceso inmediato a in-
formación privilegiada.

Casi todos los argumentos expresados en los párrafos anterio-
res, resultan aplicables a la supuesta ventaja que implica conocer 
los principales problemas sociales. Si esta es una ventaja que 
pone en riesgo la equidad en la contienda, es poco probable 
que se vea disminuida con una separación del cargo 120 días 
antes de la elección. Además, desde el enfoque en que lo plantea 
la resolución, parecería que estar al tanto de las problemáticas so-
ciales es algo que resulta, hasta cierto punto, inconveniente para  
el proceso electoral, cuando en realidad debería entenderse como 
una de las principales características de una democracia repre-
sentativa saludable. 

Por tanto, en lugar de pensar que el candidato que es dipu
tado debe separarse del cargo para disminuir su acceso a la 
información —con el objetivo de equipararlo al candidato que co-
noce menos— debería hacerse un planteamiento inverso y pen-
sar que frente a un candidato que está mejor enterado sobre las 
necesidades del electorado, el otro candidato que no es diputa-
do debe preparase aún más para superar a su contendiente. Tal 
vez en esta supuesta desventaja, una menor intervención de la 
legislación, se traduce en una competencia más libre en benefi-
cio del electorado. 
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El concepto de la inviolabilidad de los parlamentarios se refiere 

a un régimen especial de protección a favor de quienes realizan 
esta función. De acuerdo con la tesis bajo el rubro Inmunidad 
legislativa. Objeto y alcances de la garantía pre-
vista en el artículo 61 de la Constitución Federal:

[…] la inviolabilidad dispensa al legislador una protección de 
fondo, absoluta, llevada al grado de irresponsabilidad, perpetua 
por cuanto que sus beneficios no están sujetos a periodo alguno; 
de tal suerte que prácticamente lo sitúa en una posición de 
excepción, en todas aquellas circunstancias en que éste ejercite 
su función de representante público, pues automáticamente opera 
una derogación, es decir, una pérdida de vigencia y eficacia de los 
preceptos constitucionales que imponen a los poderes públicos el 
deber de responder a sus propios actos y de los que garantizan 
a todos los ciudadanos una tutela efectiva de sus derechos e 
intereses legítimos, lo que obliga al gobierno y a los particulares 
a soportar las manifestaciones que viertan en su contra los 
legisladores, aun cuando subjetivamente puedan considerarlas 
difamatorias (Tesis 1ª XXX/2000).

Sin embargo, como se señala en la tesis: “Inviolabilidad parla-
mentaria. Sólo protege las opiniones emitidas por los legisladores 
en el desempeño de su función parlamentaria”, no es propiamen-
te al legislador a quien se protege mediante esta institución, sino 
a la función del Poder Legislativo. En este sentido no está prote-
gida “cualquier opinión emitida por un diputado o por un senador, 
sino únicamente cuando lo haga en el desempeño de su función 
parlamentaria […]” (Tesis P. I/2011).

En términos similares, la tesis P. IV/2011 señala que las opi-
niones de los legisladores cuando no se encuentran en funcio-
nes parlamentarias pueden derivar en responsabilidad por daño 
moral. En este supuesto:
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deberán ponderarse correctamente sus libertades de expresión 
e información, frente a los límites constitucionales que deban 
considerarse aplicables, relacionados con la moral, los derechos 
de tercero, la vida privada, el orden público o la comisión de algún 
delito (Tesis P. IV/2011).	

De acuerdo a los anteriores criterios, queda también descarta-
do que la inviolabilidad parlamentaria se traduzca en una venta-
ja para el diputado que contienda como candidato. Esto en virtud 
a que esta protección parlamentaria no podría hacerse efectiva 
durante los actos de campaña. Incluso, podría valorarse si las 
expresiones que hiciere dentro del recinto parlamentario, cuyo 
destinatario final fuera alguno de los otros contendientes, están 
también protegidas por esta institución. 

Finalmente, es conveniente agregar que desde el punto de 
vista de la responsabilidad penal que pudiera desprenderse  
de la manifestación de las opiniones durante los actos proselitistas, 
en el estado de San Luis Potosí, fueron derogados los delitos de 
difamación y calumnias desde el 4 de julio de 2009. Por tanto, 
también desde este enfoque se desdibuja la presumida desventaja 
entre los contendientes.

F) Sexta ventaja: Gozarían de fuero.
Esta es probablemente la única de las diferencias objetivas 

que se encuentran en este listado de supuestas ventajas. Sin 
embargo, particularmente en el caso de la cpeslp, esta diferen-
cia se ve atenuada en virtud a una aclaración que se realiza en 
el artículo 127 de este ordenamiento. Conforme a dicha disposi-
ción, para proceder penalmente contra los diputados, el Congreso 
del estado debe determinar, por el voto de cuando menos las dos 
terceras partes de sus miembros, si es procedente el retiro de la 
inmunidad en contra del ejercicio de la acción penal. No obstan-
te, esto únicamente en los supuestos de “presunta comisión de 
delitos durante el tiempo y sólo en el ejercicio de su encargo.”§

§	 Énfasis añadido.
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currir al artículo 111 de la cpeum, la cual regula la misma institución 
del juicio de procedencia, señalando, en términos generales, que 
este procedimiento se deberá llevar a cabo en el caso de “comisión 
de delitos durante el tiempo de su encargo”. La diferencia no es me-
nor. Mientras que en el orden federal se podría interpretar que esta 
inmunidad alcanza a todos los delitos cometidos durante el tiempo 
de su encargo, la disposición de San Luis Potosí aclara que solo 
se requerirá agotar el juicio de procedencia por los delitos deriva-
dos del ejercicio del cargo, en este caso del puesto de diputado.

En este orden de ideas, conforme a la literalidad del artículo 
127 de la cpeslp, se podría ejercer acción penal en contra de los 
diputados de este estado, sin la necesidad de agotar el requisito de 
procedibilidad, si el delito por el que se realiza la persecución no  
está relacionado con el trabajo que desempeña. Esta condición 
situaría a ambos candidatos en un plano de razonable igualdad.

G)	 Séptima ventaja: Continuarían en su labor de “configu-
ración social de su Estado, pues están encargados de la produc-
ción normativa del régimen interno de su entidad…”.

El riesgo de esta ventaja consistiría en que el candidato que 
continúe como diputado seguiría participando en las votaciones 
para la aprobación de leyes. Sobre este punto no hay discusión. 
Sin embargo, lo que se debe evaluar es el riesgo que esto repre-
senta y determinar si sería una condición suficiente como para 
restringir el derecho humano a ser votado. 

Es menester considerar que el diputado es parte de un cuerpo 
colegiado y deliberativo, que adopta sus decisiones conforme a la 
regla de mayoría, ya sea simple, absoluta o calificada. Así, su voto  
en lo individual no tiene más peso que el de sus pares, por lo que 
para aprobar cualquier nueva ley o adición, reforma o derogación 
necesitaría el apoyo mayoritario de este órgano. Como conse-
cuencia si durante el proceso de campaña se llegara a verificar 
una modificación legislativa que eventualmente pudiera beneficiar 
a su candidatura, no sería por su sola voluntad, sino por el con-
vencimiento del órgano colegiado de que la medida es necesaria y 
en beneficio de los distritos electorales que cada uno representa.
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Aunado a lo anterior, debe recordarse que el artículo 105, frac-

ción II de la cpeum ordena que: 

Las leyes electorales federales y locales deberán promulgarse 
y publicarse por lo menos noventa días antes de que inicie el 
proceso electoral en que vayan a aplicarse, y durante el mismo 
no podrá haber modificaciones legales fundamentales.

Dicha prohibición constituye una importante limitación para que 
los candidatos que formen parte del Congreso del estado pudieran 
intentar beneficiar su candidatura, con el consentimiento de los 
otros diputados, a través de nuevas reglas electorales.

No se pasa por alto que en que muchos aspectos la legisla-
ción electoral establece mecanismos de prevención. Por ello, su 
justificación está basada en términos de probabilidad o incluso de 
posibilidad de que se vean vulnerados los principios de elecciones 
libres y auténticas. Así se podría argumentar válidamente que todas 
las observaciones hechas a estas ventajas pierden peso frente a 
un objetivo de garantizar la igualdad entre los contendientes. Sin 
embargo, se considera que en el caso del requisito de separarse 
de un cargo público, como medida preventiva para el respeto del 
principio de equidad de la contienda, debe ser definido específica-
mente por la ley y no a través de una interpretación extensiva de 
un tribunal. En el siguiente apartado se ampliará esta idea. 

V. Test de proporcionalidad como justificación 
para la resolución

Antes de iniciar con este último apartado conviene hacer un re-
cuento sobre los tres principales elementos del caso que se está  
analizando:

1)	 Se enfrenta una legislación poco clara con respecto a las 
restricciones que tienen los diputados en el estado de San 
Luis Potosí para ejercer su derecho de ser votados.
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una obligación de separarse de su cargo con un a tempora-
lidad determinada antes del día de la elección.

3)	 Ante la falta de claridad de la legislación, la Sala Regional, te-
niendo como premisa el principio de equidad en la contienda,  
resolvió que esta restricción sí es exigible a los diputados  
de este estado, pues de otra forma estos funcionarios públi-
cos estarían en un plano de ventaja por las razones expuestas 
y analizadas con anterioridad. 

 
Para justificar su resolución, la sentencia recurre a la metodo-

logía del test o juicio de proporcionalidad. Mediante este, continua 
diciendo, que se busca hacer una adecuada ponderación entre 
el derecho a ser votado y el principio de equidad en la contien-
da. Como lo afirma Zagrebelsky, ante la colisión de principios y 
derechos, la función de la ponderación: 

No es otra que la ineludible llamada a los operadores jurídicos 
para que empleen la prudencia necesaria de quien debe hacer vivir 
al Derecho sin embalsamarlo, pero tampoco haciéndolo absoluto 
como un fetiche (Zagrebelsky 2005, 144).

Los elementos tomados en consideración por la resolución  
para realizar este examen son los siguientes: la persecución de 
un fin constitucionalmente legítimo; la idoneidad de la medida 
para alcanzar el fin propuesto; que se justifique la necesidad de la 
medida por la inexistencia de otras alternativas; y que la medida 
adoptada guarde proporcionalidad con sus efectos, de tal forma 
que no lesionen desmesuradamente otros derechos tutelados.6

Parece adecuado que estos son los postulados a partir de los 
cuales se puede realizar de forma correcta un juicio de propor-

6	 Sobre el juicio de proporcionalidad se puede consultar la jurisprudencia dos fuentes 
de Igualdad. Criterios que deben observarse en el control de la 
constitucionalidad de normas que se estiman violatorias de 
dicha garantía.
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cionalidad. Sin embargo considero que el Tribunal confundió su 
función con la que le corresponde al legislador al momento de es-
tablecer las calidades que se exigen para ser candidato, es decir 
cuando regula en forma de restricción el derecho a ser votado. 

Son dos las principales razones por las se sostiene esto: 
por una parte, la obligación de separarse del cargo impone una  
restricción, aunque relativa, sobre el derecho humano a ser vota-
do. En este sentido, según lo establece el artículo 35 de la cpeum, 
solamente a través de las leyes es que pueden establecerse las 
calidades y requisitos específicos que limiten o excluyan la par-
ticipación de los ciudadanos.

Por otra parte, no se puede pasar por alto que ante lo hetero-
géneo del territorio nacional, es preferible dejar que los poderes 
legislativos definan cuáles son aquellos puestos públicos que  
ponen en peligro la equidad en la contienda. Como lo sostiene 
en un artículo el magistrado Zavala Arredondo, existen buenas 
razones para pensar que este es un trabajo que pueden realizar 
de mejor forma los parlamentos. 

[…] el legislador democrático se encuentra en mejores condiciones 
que el juez para determinar, conforme las particulares 
circunstancias de la entidad de que se trate, los cargos que 
están en posibilidad de incidir negativamente en la igualdad de 
oportunidades con que deben concurrir a los comicios los partidos, 
coaliciones y candidatos. En este contexto, los elementos que 
resulten relevantes para un estado en el sur del país pudieren 
no serlo para otro localizado en el norte o, incluso, en la misma 
región, pero con un contexto social, político y cultural distinto 
(Zavala 2013, 61-2).

Como ya se ha apuntado la sentencia cae en el error de con-
fundir la separación del cargo como una condición para la equi-
dad en la contienda y no como una posibilidad o estrategia dirigida 
hacia ese fin. Al hacer el test de proporcionalidad, lo que realiza 
en el fondo es verificar la racionalidad y objetividad de la medida; 
por supuesto que la argumentación resulta convincente. Sin em-
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dicha medida está prevista por la legislación. Esta debilidad de la 
resolución es consecuencia de un problema original, haber par-
tido del análisis del principio de la equidad en la contienda, desa
tendiendo el alcance del concepto funcionario. 

Como se reconoce en la propia sentencia, en casos simi
lares a este la Sala Superior “ha privilegiado una interpretación 
estricta cuando la norma restringe [sic] libertades fundamen-
tales, verbigracia, en los expedientes SUP-REC-16/2009 y  
SUP-REC-46/2009”. No obstante lo anterior, decide separar-
se de esos precedentes con base en lo resuelto en la acción de  
inconstitucionalidad 32/2011. Es importante detenerse un momen-
to en esta acción de inconstitucionalidad por la importancia que 
tuvo en la resolución que se está analizando.7

En este caso, el poder reformador de la Constitución del Estado 
de Morelos reformó su artículo 117 en el sentido que se indica 
en la siguiente tabla:

Texto anterior Texto vigente
Artículo 117. Los requisitos de 
elegibilidad para ser miembro de un 
Ayuntamiento o Ayudante Municipal 
son:

V.- No ser funcionario o empleado 
de la Federación, del Estado o de 
los Municipios si no se separan de 
sus respectivos cargos noventa días 
antes del día de la elección.

Artículo 117. Los requisitos de 
elegibilidad para ser miembro de un 
Ayuntamiento o Ayudante Municipal 
son:

V.- No ser funcionario o empleado de 
la Federación, del Poder Ejecutivo o 
del Poder Judicial o de los municipios 
si no se separan de sus respectivos 
cargos noventa días antes del día de 
la elección.§

Esta modificación constitucional originó que el Partido Acción 
Nacional promoviera ante la scjn el referido medio de control de 
la constitucionalidad. Son dos los principales argumento de los 

§	 Énfasis añadido.
7	 Para un análisis detallado de esta acción de inconstitucionalidad y su comparación 

con la presente sentencia, así como con la resolución SUP-REC-238/2012 véase 
el artículo citado de Zavala Arredondo.
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promoventes. Por una parte que la exclusión tácita de los legisla-
dores del Estado de la obligación de separarse del cargo, generaba 
una situación de desigualdad frente a los otros servidores públi-
cos que sí estaban obligados a hacerlo para contender. Por 
otra, que la posibilidad de contender por un cargo de elección 
popular en el ayuntamiento, sin separarse del cargo de diputado,  
contravenía la obligación constitucional prevista en el artícu-
lo 134 de la cpeum dirigida hacia todos los servidores públicos, 
consistente en aplicar con imparcialidad los recursos públicos sin 
influir en la equidad en la contienda (Acción de inconstitucionali-
dad 32/2011, 31-4).

La scjn dio la razón a los promoventes y resolvió que la reforma 
a la constitución local que excluía a los diputados locales de esta 
obligación era inconstitucional. Sin embargo, es importante pre-
cisar que el principal argumento no radicó precisamente en una 
idea general de equidad en la contienda. Más bien, de la senten-
cia se desprende que la principal consideración está dirigida hacia 
un problema de desigualdad entre funcionarios públicos y a la in-
suficiencia de los argumentos expresado por el poder reformador 
de la Constitución.8

8	 En la ejecutoria se transcriben uno de los principales argumentos contenidos en 
la exposición de motivos de la iniciativa de reforma constitucional. “Debemos 
recordar que como legisladores tenemos la obligación de estar presentes en 
todo momento al servicio de nuestros gobernados, por lo que debemos terminar 
el encargo para el que fuimos elegidos, el cual es de suma importancia para el 
buen funcionamiento de nuestro Estado; también debemos respeto a la institución 
en la cual cumplimos con nuestro trabajo, que lo es el H. Congreso del Estado; con 
lo cual estamos obligados a velar por su buen funcionamiento, al separarnos del 
cargo para contender electoralmente por un municipio y pedir licencia estaríamos 
permitiendo un desequilibrio económico y laboral para dicha institución, pues al 
ser varios los integrantes de [sic] este, las modificaciones en caso de emitir varias 
licencias, conllevaría a diversos cambios tanto, en la parte de los recursos humanos 
como en los recursos económicos, que generaría el ingreso de más personal, o 
el despido del anterior. Aunado a esto el seguimiento a los trabajos legislativos se 
perdería, con la entrada de los compañeros suplentes, por lo que consideramos que 
el ingreso de estos debe darse en casos estrictamente necesarios, que impliquen 
una imposibilidad expresa para los actuales legisladores, de continuar con sus 
funciones.”.
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es si las razones dadas por el Poder Constituyente Permanente 
del Estado de Morelos constituyen o proporcionan una justificación 
objetiva y razonable de la medida legislativa bajo escrutinio, en 
el entendido de que el test de igualdad se realizará únicamente 
en relación con los ciudadanos que, además, tienen la calidad de 
servidores públicos y no con respecto a los ciudadanos que no 
tienen esa calidad (Acción de inconstitucionalidad 32/2011, 53-4).

En este sentido, lo que concluye la scjn es que la medida 
adoptada por la reforma constitucional, la cual se tradujo en un 
trato desigual entre los diputados locales y los otros funcionarios 
del poder legislativo frente a todos los demás funcionario públicos, 
no es la idónea para el fin perseguido por la misma. 

En efecto, las razones esgrimidas para exentar a los diputados 
y servidores públicos del Congreso estatal […] no son aptas ni 
suficientes para dar ese tratamiento desigual, a la luz de los 
criterios en los que este Tribunal Constitucional ha fijado los  
parámetros para determinar si una norma es violatoria del prin-
cipio de igualdad (Acción de inconstitucionalidad 32/2011, 59).

Una vez expuesto lo anterior, es importante precisar que el 
hecho de que la scjn haya declarado inconstitucional una norma  
constitucional local que excluye de la obligación de separarse del 
cargo a los diputados locales previo a su registro como candida-
tos, no tiene en automático las siguientes consecuencias: 

1)	 Que todas las normas que establezcan un trato diferenciado 
en este sentido son inconstitucionales. 

2)	 Que se convierta en un criterio de interpretación a partir 
del cual se debe entender que los diputados locales están 
comprendidos entre los funcionarios públicos que necesa-
riamente deben separarse de su cargo. 
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Es importante hacer estas precisiones, porque pareciera que la 

Sala Regional entendió que el alcance de la resolución de la ac-
ción de inconstitucionalidad era precisamente este segundo punto. 

En el año 2012, la Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación conoció, en el expediente  
SUP-REC-238/2012, un caso similar al de la Sala Regional. Sin 
embargo el criterio para su resolución fue completamente distinto. 
En este asunto, el Partido del Trabajo impugnó la participación en 
el proceso electoral de un candidato a una diputación local, quien 
al momento de su registro se desempeñaba como diputado federal.

Entre los requisitos que el artículo 15 de la Constitución 
Política de Tabasco señalaba para ser diputados se encontra-
ban los siguientes: 

IV. no ser Titular de Ramo alguno de la Administración Pública, 
Procurador General de Justicia; magistrado del Tribunal Superior 
de Justicia; del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, del 
Tribunal de Conciliación y Arbitraje, o Titular de alguna de 
las Dependencias o Entidades de la Administración Pública 
Estatal; presidente municipal o funcionario federal, a menos que 
permanezca legalmente separado definitivamente de su cargo 
desde sesenta días naturales antes del inicio del registro de 
candidatos de que se trate.§

Aunque la citada fracción especifica de una forma más clara 
quiénes son los servidores públicos estatales que deben sepa-
rarse del cargo antes de registrarse como candidatos, se puede 
observar que en la última parte de la misma se hace una referen-
cia genérica al “funcionario federal”. Al respecto, esta sentencia 
señala lo siguiente: 

Ahora bien, bajo la sistemática anterior, puede decirse que la 
inclusión en la norma de un elemento o requisito atinente a que 
todo funcionario federal deba separarse definitivamente de su 

§	 Énfasis añadido.
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dotar al proceso electoral de neutralidad y equidad, se presenta 
contraria a parámetros de razonabilidad y proporcionalidad en 
la fijación de una restricción a un derecho fundamental al no 
pormenorizar cuáles son los funcionarios federales que quedan 
comprendidos en ese universo (SUP-REC-238/2012, 86).
En razón de lo anterior, es posible asumir que la inclusión de un 
concepto como funcionario federal para establecer la restricción de 
la medida fundamental se aparta de los principios de razonabilidad 
y proporcionalidad en la medida que no establece alguna precisión 
concreta para acotar la restricción a derechos fundamentales, 
puesto que al comprender en su contexto semántico a los 
funcionarios federales, no realiza alguna distinción que permita 
identificar cuáles de los funcionarios federales son los que 
quedan comprendidos en el ámbito de la prohibición o disposición 
restrictiva, generando una interpretación que no es acorde con 
la dimensión que debe corresponde a un derecho fundamental 
(SUP-REC-238/2012, 88).

Contraria a la línea argumentativa seguida por la Sala Regio-
nal, la Sala Superior no inició su análisis a partir del principio de la 
equidad en la contienda, sino del derecho humano a ser votado.  
Es decir, como se señaló anteriormente, se parte de la idea de que 
existe un derecho político originario a ser votado y que este sola
mente puede ser limitado a través de las calidades que exija la 
ley, siempre que estas sean razonables y objetivas. Es necesario 
agregar, en sintonía con lo resuelto por la Sala Superior, que además  
de estas dos características, las restricciones deben ser claras. De 
otra forma, le impondría a ciertos sujetos la obligación de adivinar 
sobre su pertenencia a esta categoría de funcionarios públicos. 

Esta parece ser la forma correcta de realizar el análisis. Incluso, 
se considera que la forma como se realizó el juicio de proporcio-
nalidad por parte de la Sala Regional viola una de las reglas del 
test, específicamente el de la proporcionalidad en sentido estricto. 
Como lo ha señalado la Suprema Corte es una exigencia en  
esta metodología revisar 
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[…] si la medida legislativa de que se trate resulta proporcional, es 
decir, si guarda una relación razonable con el fin que se procura 
alcanzar, lo que supone una ponderación entre sus ventajas y 
desventajas, a efecto de comprobar que los perjuicios ocasionados 
por el trato diferenciado no sean desproporcionados con respecto a 
los objetivos perseguidos. De ahí que el juicio de proporcionalidad 
exija comprobar si el trato desigual resulta tolerable, teniendo en 
cuenta la importancia del fin perseguido, en el entendido de que 
mientras más alta sea la jerarquía del interés tutelado, mayor puede 
ser la diferencia (Jurisprudencia 2ª/J.42/2010).

El resolutivo 3o. de la sentencia ordena que se revoque el 
registro del candidato impugnado, mientras que el 4o. le orde-
na al Comité Ejecutivo Nacional y al Directivo Estatal del partido 
que registró a este candidato, para que en el plazo de 12 horas 
registren a un nuevo candidato. 

Las consecuencias de la resolución parecen desproporcio-
nadas por tres razones. En primer lugar, porque al eliminar el 
registro del candidato impugnado le fue anulado completamente 
su derecho humano a ser votado. Así las cosas, se desatiende 
la idea conforme a la cual un adecuado ejercicio de ponderación

 
[…] no habría de ser el triunfo aplastante de uno de los principios, 
ni siquiera en el caso concreto, sino la armonización de ambos, 
esto es, la búsqueda de una solución intermedia que en puridad 
no diese satisfacción plena a ninguno, sino que procurase la más 
liviana lesión de ambos (Prieto 2003, 191).

Aunque parezca paradójico, la siguiente razón por la cual parece 
desproporcionado, es porque se viola el principio de equidad en 
la contienda en perjuicio del partido cuya candidatura anularon. 
Si se toma en cuenta que la resolución se dictó el 28 de junio  
de 2012 y que las elecciones se celebraron el día 1 de julio de 
ese mismo año, habría tenido, en el mejor de los casos, 48 ho-
ras para posicionar a su candidato como una opción viable para 
el puesto de presidente municipal, mientras que los otros parti-
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posibilidad de posicionamiento del candidato se vería seriamente 
comprometida, pues el periodo de campañas electorales terminó 
un día antes del dictado de la resolución.9

Finalmente, la revocación del registro del candidato se da tam-
bién perjuicio del electorado, pues resulta difícil considerar que 
los electores tendrán la oportunidad de definir su voto de forma 
informada, si 48 horas antes de la elección se introduce un nuevo 
candidato.

Es menester reafirmar que esta desproporción se acentúa si 
se considera que frente a las supuestas ventajas que rompían 
con el principio de equidad en la contienda, las cuales esta-
ban solo en términos de posibilidad, se decidió por la opción más 
gravosa consistente en impedirle a un ciudadano que participara  
en el proceso electoral. Además, no se debe olvidar que todas 
las consecuencias de las sentencias, derivan de un marco nor-
mativo en el cual no quedaba claro si el sujeto al que se le anuló 
el derecho humano a ser votado estaba comprendido en la cate-
goría de funcionarios públicos obligados a separarse.

VI. Conclusiones

El caso Rioverde San Luis Potosí, es sin lugar a dudas uno muy 
complicado. Son tantos los elementos que están en juego en esta 
sentencia que resultaría muy complicado lograr, ya sea una adhe
rencia incondicional a la forma en como se resolvió, o bien un re-
chazo absoluto. Sin embargo, por las razones expuestas, se hace 
un pronunciamiento en contra de la resolución.

Es cierto que la legislación de San Luis Potosí dejaba abier-
ta la puerta para que los diputados fueran también considerados 
como funcionarios públicos de nombramiento estatal, con lo cual 

9	 Las fechas del calendario electoral de 2012 para el estado de San Luis Potosí se 
consultaron en: http://portal.te.gob.mx/informacion-electoral/calendario-electoral/
san-luis-potosi-ayuntamientos-2012
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estaría obligados a separarse de su cargo para contender por un 
puesto en el ayuntamiento. No obstante, se considera que la Sala 
Regional tenía un amplio margen interpretativo como para decan-
tarse por al menos otras dos opciones. 

Conforme a una interpretación sistemática, pudo reconocer que 
la cpeslp diferencia entre funcionarios públicos de nombramiento 
y funcionarios públicos de elección popular. La otra posibilidad, 
en concordancia con la resolución comentada de la Sala Supe-
rior, hubiera sido declarar inaplicable el artículo 118, fracción II 
de la cpeslp por la indeterminación del concepto funcionario de 
nombramiento estatal. En ambos casos, la consecuencia hubiera 
sido la confirmación del registro del candidato y la posibilidad de 
respetar su derecho humano a participar en el proceso electoral.

Desde el inicio se observa que el problema principal de 
la resolución es que parte de la idea de proteger el principio 
de equidad en la contienda, desatendiendo la protección del 
derecho humano del ciudadano cuya candidatura estaba siendo 
impugnada. De hecho, en la parte de la resolución que se ocupa 
del derecho humano a ser votado, lo hace para justificar porque 
sería razonable limitar este derecho, dejando de lado si existía la 
voluntad del legislador democrático por contemplar esta medida.

En adición a lo anterior, creo que este caso obliga a revisar 
nuestras legislaciones electorales en el tema de restricciones al 
derecho de ser votado para quienes se desempeñan como ser-
vidores públicos. Las fórmulas vagas como las de la Constitución 
de San Luis Potosí, Morelos y Tabasco ponen en riesgo tanto el 
principio de la equidad en la contienda como el respeto a los de-
rechos humanos de los ciudadanos que desean postularse para 
puesto de elección popular. 
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I. Democracia  
y partidos políticos

La estasiología, como apartado de la 
ciencia política que se ocupa del estudio 
de los partidos políticos proyectando en-
laces al derecho, al igual que la sociolo-
gía, la historia y la geografía, entre otras 
disciplinas sociales, proporciona un con-
junto de elementos explicativos sobre 
las relaciones de los ciudadanos con los 
poderes públicos. Destaca el estableci-
miento ingenuo de las democracias en el  
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la Organización de Naciones Unidas (onu) y específicamente  
con la Declaración Universal de los Derechos Humanos (Mar
tínez 2012, 23-6). Y aunque cualquier sistema democrático 
es imperfecto, como lo señala Robert Dahl (1999, 152) al refe
rirse a los sistemas electorales, ninguna democracia puede 
satisfacer los criterios de enjuiciamiento a los que razonable-
mente se les podría someter, en definitiva, el gobierno demo-
crático es el mejor.

En ese escenario de impulso y desarrollo de la democracia 
aparecen los partidos políticos como actores indispensables de 
la organización de ciudadanos para contender en las elecciones 
con el fin de integrar los poderes públicos. Efectivamente, en los 
Estados democráticos modernos los partidos políticos desempe-
ñan la función esencial de organizar a la sociedad, permitiendo a 
los ciudadanos participar en múltiples formas referentes a la vida  
política del país. 

Robert Dahl al abordar el punto de las instituciones políticas 
de la democracia representativa moderna, señala que son seis 
las instituciones políticas del gobierno democrático representati-
vo moderno y en el quinto elemento menciona la autonomía de 
las asociaciones: 

Para alcanzar sus distintos derechos, incluyendo aquellos 
requeridos para la efectiva operación de las instituciones políticas 
democráticas, los ciudadanos tienen también el derecho de 
constituir asociaciones u organizaciones relativamente inde-
pendientes, incluyendo partidos políticos y grupos de interés 
independientes […] (Dahl 1999, 100).

Más adelante, justificando el origen y la necesidad de los par-
tidos políticos, argumenta:

Si las grandes repúblicas exigen que haya representantes electos, 
¿cómo ha de organizarse la competición electoral? Crear una orga-
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nización como, por ejemplo, un partido político, dota de una ventaja 
electoral obvia a un grupo político. Y si un grupo trata de hacerse con 
esa ventaja, ¿no lo harán también otros que están en desacuerdo 
con sus políticas? (Dahl 1999, 113). 

A partir de aceptar la presencia necesaria de los partidos 
políticos en la vida democrática, resulta imprescindible recono-
cerles un conjunto de prerrogativas que garanticen su existencia 
y permanencia, su autonomía y fortalecimiento, como garantías 
sociales para el cumplimiento de sus funciones, por lo que la mejor 
manera de asegurar tanto sus derechos como sus obligaciones, 
es darles reconocimiento constitucional y legal, es decir, seña-
lar el marco constitucional que contenga los principios generales 
de los partidos y expedir las leyes reglamentarias que desarro-
llen esos principios. 

Sin embargo, durante mucho tiempo se negó su reconocimien-
to por considerar que las facciones y las organizaciones políticas 
eran peligrosas y susceptibles de generar divisiones, subvertir 
el orden y la estabilidad política. De manera que los legislado-
res constituyentes de los Estados democráticos no incorporaron 
en las Constituciones a los partidos políticos; lo que hicieron fue 
otorgarles una existencia reglamentaria o legal, cuyo objeto estri-
ba en abrirles un reducido espacio de legalidad al que deberían 
someterse sin excepción, es decir, limitar los campos legales de 
actuación de partidos y dirigentes.

Fue a partir de la conclusión de la Segunda Guerra Mun-
dial cuando en Europa primero y después en América Latina, 
se inició el proceso de constitucionalización de los partidos 
políticos, reconociéndoles sus prerrogativas y límites de ac-
tuación. Al abrir paso la doctrina sobre la necesidad de que la 
actividad política electoral estuviera sujeta a la constituciona-
lidad y legalidad, se esbozó la intervención de los tribunales 
en esas materias.

Debido al papel preponderante de los partidos políticos en la 
vida democrática, se hizo necesario garantizar su autonomía y 
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cidos en la Constitución y en la Ley, por lo cual, la intervención 
jurisdiccional en la vida interna de los partidos debió precisarse 
en la legislación.

Sobre la autonomía de los partidos políticos, la garantía de 
respeto a su vida interna y la intervención jurisdiccional, re-
sulta ilustrativa la sentencia del Tribunal constitucional ale-
mán sobre la protección del ordenamiento constitucional y del 
sistema democrático, donde, con motivo de la demanda pre-
sentada por el gobierno federal, el Parlamento federal y el Con-
sejo federal sobre la declaración de inconstitucionalidad y la 
disolución del partido Nacionaldemócrata de Alemania (pnd) 
por considerarlo con perfiles del nacionalsocialismo, antisemi-
tismo, racismo y antidemocrático, solicitó de manera concre-
ta: 1) Declarar que el pnd es inconstitucional; 2) Que el pnd y 
su organización las Juventudes Nacionaldemócratas (jn) sean 
disueltos; 3) Prohibir crear organizaciones que los sustituyan; 
4) Que al pnd y a su organización, las jn se les decomise sus 
bienes a favor de la Federación con fines de utilidad social y,  
5) Se atribuya al ministro del interior de la Federación y a los  
ministros y senadores del interior de los Estados federados el  
cometido de ejecutar la sentencia. 

El Tribunal, por su parte, reconoce en la sentencia la permanen-
te contribución de los partidos políticos al proceso de formación  
de la opinión pública. La que ha de realizarse, en democracia, 
desde los partidos hacia el Estado, derivándose de ello nece-
sariamente una esfera de autoorganización libre frente a los ór-
ganos del Estado. “Esta esfera de autoorganización lleva a la 
ilicitud de toda vigilancia estatal del partido político mediante in-
filtrados en su estructura interna“ (Aláez y Álvarez 2008, 309-
10), dando así la razón al partido demandado que argumenta 
que “la vigilancia por parte de los servicios secretos del Estado 
es inadmisible.” (Aláez y Álvarez 2008, 321).

Más adelante se lee en la sentencia que:
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Las relaciones entre los órganos del Estado y los partidos políticos 
se sitúan bajo el mandato constitucional de la organización 
básicamente libre de injerencias estatales y abierta a la opinión 
y a la voluntad del pueblo frente a los órganos del Estado. El 
artículo 21 de la Ley Fundamental ha reconocido a los partidos 
como instrumentos jurídico-constitucionales necesarios para la 
formación de la voluntad política del pueblo y los ha elevado al 
rango de institución jurídico-constitucional. Al mismo tiempo los 
partidos no son parte de los órganos del Estado. La garantía de la 
organización básicamente libre de injerencias estatales y abiertas 
a la opinión y a la voluntad del pueblo frente a los órganos del 
estado.§

El legislador constitucional parte de la imagen ideal de un partido 
que se constituye libremente en el sistema abierto pluripartidista, 
se desarrolla por sus propios medios y, sometido a las obligaciones 
del artículo 21, párrafo 1, incisos 3 y 4 de la Ley Fundamental, de 
acuerdo con sus capacidades, concurre la formación de la voluntad 
política en el marco del orden democrático-liberal (Aláez 2008, 
333-4).

Asimismo agrega que:

El artículo 21 de la Ley Fundamental dota a los partidos políticos, 
debido a su especial posición en la vida constitucional, de una 
mayor garantía de protección§ y de continuidad (el llamado 
privilegio de partido). Ello se expresa ante todo en el hecho de 
que los partidos políticos, a diferencia de otras asociaciones 
políticas, sólo pueden ser declarados inconstitucionales por el 
Tribunal Constitucional Federal y en que se precisa para ello una 
mayoría cualificada. De ello se deriva que nadie puede hacer 
valer jurídicamente la inconstitucionalidad de un partido hasta la 
decisión del Tribunal Constitucional Federal. Por tanto, la decisión 
del Tribunal Constitucional Federal tiene valor constitutivo en 
este asunto.

§	 Énfasis añadido.
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impide por antonomasia una intervención administrativa contra 
la existencia de un partido político, por mucho que se muestre 
hostil frente al orden democrático-liberal. Se puede luchar contra 
el partido políticamente, pero en su actividad política debe estar 
libre de impedimentos (Aláez 2008, 334-5).

Hasta antes de esta sentencia, el Tribunal Constitucional  
Federal no había tenido ocasión de tomar una posición de princi-
pio sobre los límites de la vigilancia admisible a los partidos po-
líticos por parte de las autoridades estatales.

II. Constitucionalización  
de los partidos políticos en México

Ese movimiento doctrinario, legislativo, constitucional y juris-
diccional sobre los partidos políticos impactó también al Estado  
mexicano y sin ignorar la presencia de los partidos políticos a par-
tir de la vigencia de la Constitución Política de los Estados Unidos  
Mexicanos —como el Partido Cardenista Mexicano (1919), el Partido  
Nacional Revolucionario (1929), el Partido Acción Nacional (1939), 
el Partido Revolucionario de la Unificación Nacional (1940), el 
Partido Democrático de México (1946), el Partido Popular (1948) 
y el Partido Auténtico de la Revolución Mexicana (1954), en-
tre otros— fue la reforma constitucional de 1977 y la Ley Fede-
ral de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales la que 
constitucionalizó a los partidos políticos y les señaló un conjunto 
de prerrogativas dando lugar a un sistema de partidos (Álvarez  
2012, 27-44).

En efecto, fue la reforma de ese año al artículo 41 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos (cpeum) la que 
incorporó a los partidos políticos y los conceptualizó como enti-
dades de interés público con el fin de promover la participación 
del pueblo en la vida democrática y hacer posible el acceso de 
los ciudadanos al ejercicio del poder público, otorgándoles una 
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serie de prerrogativas que en reformas posteriores se fueron am-
pliando (Reforma Política, 1978).

Completando las disposiciones constitucionales, la Ley  
Federal de Organizaciones Políticas y procesos electorales 
(dof, 1977) en los capítulos III y IV del título primero, introdu-
jo el sistema de partidos políticos y los partidos políticos nacio-
nales. Precisamente en el citado capítulo IV, integrado por los 
artículos del 22 al 35, se indica el derecho de elaborar sus esta-
tutos, donde se mencionan sus actividades, destacando, entre 
otras, los procedimientos internos y las formas para la postula-
ción de sus candidatos. 

Dicha reglamentación debe normar la estructura interna del 
partido y de su gobierno, ya que al ser una organización de ciu-
dadanos, interesa a sus miembros, simpatizantes y a la sociedad 
en general saber los principios que sustenta, la forma democrá-
tica de elecciones internas, teniendo así la certeza de que los 
derechos democráticos de los ciudadanos se respetan en dicha 
organización (Krieger 1993, 222-3)

Los capítulos restantes del indicado título se ocupan de los 
derechos y las obligaciones de los partidos políticos, de sus pre-
rrogativas, de las asociaciones políticas naciones, de los frentes 
y coaliciones y de la pérdida del registro de los partidos políticos 
nacionales y de las asociaciones respectivas. 

III. Vida interna de los partidos e intervención 
de los Tribunales Electorales

Posterior a la citada reforma de 1977, siguieron las de 1986-1987,  
1990, 1993, 1994 y 1996, todas importantes para la materia 
electoral, sin embargo, para el tratamiento de nuestro tema es  
determinante la reforma electoral 2007-2008, y aunque la reforma 
integral al artículo 41 de la Constitución Federal contiene intere-
santes e importantes disposiciones, sólo se abordará la relativa 
a la intervención de las autoridades electorales en los asuntos in-
ternos de los partidos políticos (Paoli 2007, 28).
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sayo, este marco referencial finaliza destacando el documento 
elaborado por el Centro de Estudios para un Proyecto Nacional 
Alternativo, cuya participación en la reforma electoral de 2007  
tuvo su origen en la propuesta de la Comisión Ejecutiva para la 
Negociación y Construcción de Acuerdos (cenca), desprendida de 
la ley para la Reforma del Estado, en cuyo artículo 12 estableció 
los temas de análisis, siendo el segundo de ellos el titulado “De-
mocracia y Sistema Electoral” (dof, 2007).

Referente al análisis de la sentencia que ocupa a este estu-
dio, el anterior documento, en el apartado II. Sistema de Partidos 
y Coaliciones, en el rubro “Derechos y obligaciones de los parti-
dos políticos”, señaló:

Establecer el derecho de los partidos a desarrollar su vida interna 
y adoptar las decisiones que a ellos competen, con autonomía 
y apego a la ley, sin injerencias indebidas de autoridad alguna; 
asimismo para garantizar el derecho exclusivo de los partidos 
a postular candidatos a los cargos de elección popular. 
Las autoridades electorales solamente podrán intervenir 
en los asuntos internos de los partidos en los términos y 
condiciones que señale la ley.
La ley establecerá con mayor precisión los actos que constituyen 
asuntos de vida interna partidista (Alcocer 2009, 312).

Propuesta que quedó plasmada en el último párrafo de la 
base I del artículo 41 constitucional en los siguientes términos: 
“Las autoridades electorales solamente podrán intervenir en los 
asuntos internos de los partidos políticos en los términos que 
señalen esta Constitución y la ley”. Párrafo que se desarrolla 
en el artículo 46 del abrogado Código Federal de Instituciones 
y Procedimientos Electorales (Cofipe) y en el artículo 2 de la 
Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Mate-
ria Electoral (lgsmime), como se verá más adelante.

Antes de las reformas constitucional y legal de 2007 y 2008, 
respectivamente, fue analizado el principio de auto-organización  
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por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf)  
en la siguiente ejecutoria:

Expediente identificado con el número SUP-JDC-2580/2007 y 
acumulados,1 en la que se analizó el principio de auto-organización 
del Partido Acción Nacional en cuanto a la designación de 
candidatos suscitada en el contexto de la elección del Estado 
de Hidalgo, en la cual el Comité Directivo Estatal integró la lista 
de candidatos a Diputados por el principio de representación 
proporcional con base en los principios de equidad de género 
y de auto-organización partidaria, no obstante, indebidamente 
desplazó a la candidatura de uno de los enjuiciantes quien había 
adquirido derecho de preferencia para ocupar el lugar 3 de la lista 
al haber obtenido en la Convención estatal el lugar 2, posición 
que le correspondía designar directamente al Comité Directivo 
Estatal, por lo que se resolvió éste debía integrar al accionante 
en la posición que seguía, en el caso, la número 3.

En esta vertiente de pensamiento, los temas que se abor-
dan, implícita y explícitamente y que dan lugar al título del en-
sayo, se realizan por medio del análisis de la sentencia cuyo 
contenido, argumentación y fundamentación se contrastan con 
las disposiciones de la cpeum en materia política-electoral, el 
Cofipe, la lgsmime y la Reglamentación del Partido Acción Na-
cional (pan), con el fin de dar a la misma una connotación, des-
de mi punto de vista, que puede o no ser compartido por los 
lectores o escuchas.2

1	 Resuelto el 11 de enero de 2008, por un acto originado el 11 de noviembre de 2007.
2	 La sentencia citada fue dictada en el juicio para la protección de los derechos 

políticos-electorales del ciudadano en el expediente SX-JDC-999/2012, por la Sala 
Regional Xalapa, el 9 de mayo de 2012, habiendo sido ponente la magistrada Judith 
Yolanda Muñoz Tagle.
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SX-JDC-999/2012

Antecedentes

1)	 Con motivo de las elecciones federales de 2012 para reno-
var al titular del Poder Ejecutivo, así como a los integrantes 
del Congreso de la Unión, diputados y senadores, el pan por 
conducto de su Comisión Nacional de Elecciones, el 18 de 
noviembre de 2011 expidió la convocatoria para participar 
en el proceso interno de selección de las fórmulas de can-
didatos a senadores por el principio de mayoría relativa, ob-
teniendo su registro como candidatos propietarios, Mauricio 
Duck Núñez, Julen Rementería del Puerto, Fernando Yunes 
Márquez y Víctor Alejandro Vázquez Cuevas.

2)	 Celebrado el proceso interno de selección, el 21 de febrero de 
2012, Julen Rementería y Víctor Alejandro Vázquez Cuevas  
solicitaron la nulidad de la votación recibida en varias casi-
llas por las causales previstas en el artículo 154, numeral 1 
fracciones I, V, IX y XI del reglamento de selección de candi-
datos del citado partido, destacando entre dichas causales la 
instalación de los centros de votación en lugar distinto al de-
terminado por la Comisión Nacional de Elecciones; recibir la 
votación por persona u órganos distintos a los facultados por el 
reglamento correspondiente; ejercer violencia física o presión  
sobre los funcionarios de casilla o electores, entre otras, y como  
consecuencia, la nulidad del proceso de selección.

3)	 La Segunda Sala de la Comisión Nacional de Elecciones co-
noció el asunto y el 20 de marzo de 2012 anuló la elección,  
al acreditarse las causales hechas valer, notificando el fallo al  
Pleno de la Comisión Nacional de Elecciones. En cuanto  
tuvo conocimiento de la Resolución de la Sala, el Comité Eje-
cutivo Nacional (cen) decidió ejercer su facultad de nombrar 
en forma directa a los candidatos, supuesto que se actua-
liza cuando se declara la nulidad del proceso interno, hipó-
tesis establecida en el apartado D del artículo 36 BIS de los 
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Estatutos del pan, recayendo la designación en Fernando  
Yunes Márquez y Gloria Olivares Pérez, para la primera y 
segunda fórmula, respectivamente. Cabe aclarar que con 
motivo de la renuncia de Gloria Olivares Pérez, el cen, de-
signó a Julen Rementería del Puerto. 
Contra la citada designación de candidatos a senadores, con-
tenido en el Acuerdo respectivo, Víctor Alejandro Vázquez 
Cuevas promovió un juicio para la protección de los derechos 
político-electorales del ciudadano (SX-JDC-937/2012) ante la 
Sala Regional Xalapa, la cual, el 3 de abril revocó la desig-
nación realizada, así como los registros respectivos, ante el 
Instituto Federal Electoral (ife)*, ordenando al partido que de 
manera fundada y motivada designara a las dos personas que 
encabezarían las candidaturas debiendo evaluar sólo los per-
files de los aspirantes que contendieron en el proceso interno.
El 9 de abril de 2012, el cen del pan resolvió por acuerdo  
cen/SG/65/2012, designar a Fernando Yunes Márquez y a 
Julen Rementería del Puerto como candidatos por mayoría  
relativa al Senado de la República por el estado de Veracruz, 
en la primera y segunda fórmula, respectivamente.

4)	 Contra dicho acuerdo, Julen Rementería del Puerto presen-
tó ante la Secretaría General del cen del pan, un juicio para 
la protección de los derechos político-electorales del ciudada-
no, argumentando tener mejor derecho para ocupar la primera 
fórmula. La citada secretaría remitió a la Sala Regional Xala-
pa la demanda, es decir, el escrito del tercero interesado don-
de solicitaba que el acto reclamado se confirmara, y demás 
constancias pertenecientes al caso. Debe señalarse que tan-
to Fernando Yunes Márquez, al comparecer en su calidad de 
tercero interesado, como la entidad partidaria en su informe 
circunstanciado, solicitaron la atracción del asunto por la Sala 

*	 El 10 de febrero de 2014 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto 
por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones, en materia 
político-electoral, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Uno 
de los cambios sustanciales es la transformación del Instituto Federal Electoral (ife) 
en Instituto Nacional Electoral (ine).
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y trascendencia.
Aun cuando el Pleno de la Sala Regional Xalapa ordenó la 
remisión de las actas del expediente SX-JDC-999/2012 a  
la Sala Superior, ésta denegó la solicitud de atracción y or-
denó la devolución del citado expediente a la Sala Regional 
para que resolviera la controversia.

5)	 Remitido el expediente a la ponencia de la magistrada  
Judith Yolanda Muñoz Tagle, se inició la sustanciación res-
pectiva, solicitando, por petición expresa del actor, al cen del 
pan, copia certificada de la versión estenográfica levantada 
con motivo de la sesión en que se aprobó el acto reclamado.
Cumplido el requerimiento y sustanciado el expediente, se 
ordenó el cierre de instrucción y se turnó para resolver.

6)	 Como toda sentencia, la que se analiza, se formó con las tres 
partes fundamentales: resultandos, integrados por la sintéti-
ca historia del procedimiento seguido desde la presentación 
de la demanda hasta el cierre de instrucción; considerandos
o parte medular de la resolución; y, puntos resolutivos.
Por lo que hace a los considerandos, se destaca lo siguiente:

a)	Se fundamentó la jurisdicción y competencia de la Sala  
Regional Xalapa, correspondiente a la tercera circunscrip-
ción, tanto en lo dispuesto por la cpeum como en la ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, lgsmime,  
actualizándose la competencia de la indicada Sala por 
tratarse de conflictos con motivo de procesos intraparti-
darios de selección de candidatos a senadores electos 
por el principio de mayoría, en el caso, de la impugna-
ción del acuerdo CEN/SG/65/2012 del PAN por conducto 
de su cen por el que se designó candidatos a senadores 
por el estado de Veracruz.

b)	Se reconoció la legitimación de Fernando Yunes Márquez 
para comparecer en juicio con el carácter de tercero intere-
sado, la oportunidad con que presentó su escrito, así como,  
el cumplimiento de los requisitos de forma y fondo del mismo. 
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Así, con la calidad de tercero interesado, considerado co-
mo la persona cuyo interés legítimo en la causa deriva  
de un derecho incompatible con lo que pretende el ac-
tor, Fernando Yunes Márquez fundó su interés, señaló 
sus pretensiones concretas, ofreció y aportó las pruebas 
conducentes.
En su pretensión hizo valer la improcedencia del juicio, fun-
dado en la causal del inciso b) del artículo 10 de la lgsmime,  
consistente en la falta de interés jurídico, ya que el ac-
to reclamado no afectaba las prerrogativas del actor, en 
atención a que no fue excluido de la designación, no se 
le negó el derecho de votar y ser votado, se valoró su do-
cumentación y el resultado de ello fue su designación en 
la segunda fórmula.
La Sala consideró que la argumentación del tercero in-
teresado era infundada porque sí habría afectación del 
actor de ser votado, ya que de conformidad con el ar-
tículo 41 de la propia Carta Magna; 3 y 25 del Pacto  
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, así como 23 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos,  
conduce a sostener que dicha prerrogativa no se agota con  
la intervención del ciudadano en la contienda electoral, 
sino que también implica salvaguardar la existencia de 
posibilidades reales de que el aspirante ocupe el cargo 
para el que fue postulado, ya que, de acuerdo al ámbi-
to de convencionalidad, todos los ciudadanos deben te-
ner la oportunidad de acceder a las funciones públicas 
de su país y el Estado tiene la obligación de garantizar 
ese derecho.
La Sala consideró que la posición de la candidatura era 
particularmente relevante, pues de no alcanzar el triunfo 
por el número de votos, existía una segunda oportunidad 
de ejercer el cargo a través de la primera minoría; por lo 
que quien encabeza las fórmulas tiene mayores probabi-
lidades de lograr ese objetivo.
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Electoral En el caso, esa era la vertiente del derecho a ser votado 
que defendía Julen Rementería del Puerto mediante el  
juicio promovido, ya que al ocupar la segunda candida-
tura, su capacidad de alcanzar la meta de ser senador 
disminuía, al subordinarse exclusivamente al triunfo por 
mayoría relativa

c)	 Precisión de las litis y causa de pedir. 
En este apartado se hace referencia al juicio anterior (ex-
pediente SX-JDC-937/2012) cuya resolución revocó las 
designaciones directas que el pan había realizado para 
postular candidato al Senado de la República, conside-
rando que la Comisión Nacional de Elecciones había 
incumplido el procedimiento estatutario impidiendo así 
al cen resolver de manera informada, agregando que en 
la ejecutoria referida, el Comité faltó a la legalidad, por-
que sustentó la designación de la primera fórmula en 
los resultados de la jornada electiva, la cual había sido 
anulada por la Segunda Sala de la referida Comisión y 
otorgó la segunda posición a una ciudadana ajena a la 
contienda interna.
Atenta a lo anterior, la Sala Regional Xalapa dictó senten-
cia ordenando a la Comisión que proporcionara al Comité  
los elementos necesarios para evaluar los perfiles de los  
contendientes y a éste último, que emitiera una nueva re-
solución fundada y motivada en la que designara a los can-
didatos al Senado, excluyendo como criterio los resultados 
de la elección anulada y tomando en cuenta sólo los méri-
tos de quienes obtuvieron su registro como precandidatos.
Resultado de la sentencia citada, fue el acuerdo  
CEN/SG/65/2012 del 9 de abril de 2012, contra el que  
Julen Rementería del Puerto, promovió el juicio para la 
protección de los derechos político-electorales del ciu-
dadano (expediente SX-JDC-999/2012), argumentando 
que la Comisión Nacional de Elecciones incumplió con la 
obligación de informar al Comité de aquellas conductas  
cometidas durante el proceso interno de selección de 



239

Vertiente 

Salas 

Regionales
candidatos, contrarias a la norma interna y atribuidas a 
los participantes, con el fin de que obraran como impe-
dimento para ser postulado, así como que el cen efec-
tuó una inadecuada ponderación de los perfiles de los 
contendientes en el proceso interno de selección, soli-
citando la revocación del acuerdo reclamado, además 
de que se analizaran sus méritos para ocupar la prime-
ra candidatura y se ordenara al pan el registro ante el ife 
en aquel entonces.
Los rubros de agravios hechos valer por Julen Remen-
tería del Puerto contra la Comisión Nacional de Eleccio-
nes, el presidente del cen y el cen fueron:

•	 Incumplimiento de informar al cen de las conductas 
cometidas durante la elección, atribuidas a los precan-
didatos o a sus simpatizantes contrarios a la norma  
interpartidaria.

•	 La declaración del presidente del cen de dejar firme 
la designación de los candidatos ya formulada. 

•	 Omisión de tasar los elementos considerados para la 
designación. 

•	 Indebida ponderación del apartado “valoración del per-
fil y trayectoria dentro del partido”. 

•	 Indebida ponderación del rubro “liderazgo social”. 
•	 Encuestas versus trabajo en la sociedad. 
•	 Trato discriminatorio.
•	 Indebida ponderación del rubro “aptitud para el cargo 

de Senador”. 
•	 Indebida ponderación del rubro “desempeño y trayec-

toria en anteriores cargos políticos”. 
•	 Indebida ponderación del elemento “experiencia en 

campañas”.
•	 Falta de fundamentación y motivación. 

La Sala en su estudio de fondo, consideró fundados los 
agravios. Sólo el referente a la no determinación del  
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dos en su evaluación de los perfiles de los contendientes 
para tomar la decisión, lo declaró inoperante.

7)	 En el rubro efectos de la sentencia, la Sala Regional Xalapa, 
considerando el orden en que deberían asignar las candida-
turas, afirmó que el cen habría valorado en forma superlativa 
los aspectos subjetivos de la candidatura de Fernando Yunes 
Márquez y, en cambio, evaluó sólo los elementos objetivos de 
Julen Rementería del Puerto, por lo que calificó de inadecua-
do el procedimiento seguido por el partido y determinó, con 
el fin de evitar mayores dilaciones, así como suponer que la 
nueva resolución fuera incumplida por el partido, la Sala se 
arrogó la facultad de examinar los elementos que razonó y 
valoró, eran los adecuados para dar orden a las candidaturas.
Adujo lo anterior con fundamento en lo dispuesto por el 
artículo 6, párrafo III de la lgsmime, por lo que en plenitud de  
jurisdicción procedió al examen de los citados elementos 
que consideró tenían como objetivo encontrar las personas 
idóneas para integrar el Poder Legislativo Federal, así como 
las facultades del partido y los derechos de los candidatos.
Inmediatamente después llegó a la conclusión de que  
Julen Rementería del Puerto poseía un mayor perfil para  
desempeñar las labores legislativas en el ámbito federal de-
bido a su experiencia en otros cargos, así como que su perfil 
se ajustaba a los principios y valores del pan.
Al efecto, en una especie de cuadro comparativo, señala:
Primera premisa: elementos objetivos.

Julen Rementería del Puerto Fernando Yunes Márquez

Diputado local Diputado local

Presidente municipal

Adherente y miembro activo Adherente

Cargos al interior del partido
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Segunda premisa: cuidar la prerrogativa del partido.
La decisión a favor de Julen Rementería del Puerto favorece la 
representación e imagen del partido frente a los propios miem-
bros, porque reconoce la trayectoria de uno de sus militantes.
Finalmente, argumentó que en la elección de senadores por 
el principio de mayoría relativa, el sistema determina que el  
ciudadano podrá emitir sólo un voto para las dos fórmu-
las y, por tanto, la determinación de la Sala no afectaba las  
posibilidades de que el pan obtuviera el triunfo en las eleccio-
nes de los candidatos, pues los votos que cada uno obtenga 
en lo individual redunda en beneficio del otro y del instituto 
político que los postula.
Atento a la síntesis expuesta, la Sala Regional Xalapa re-
solvió por mayoría de votos revocar el acto reclamado y en 
consecuencia, ordenar al Consejo General del extinto ife 
que dentro del plazo de 48 horas contadas a partir de que 
les fuera notificada la resolución, procediera a registrar a la 
fórmula encabezada por Julen Rementería del Puerto en  
la primera candidatura y a la encabezada por Fernando  
Yunes Márquez en la segunda, al cargo de senadores por el 
estado de Veracruz, electos por el principio de mayoría rela-
tiva, por el Partido Acción Nacional.
Los resolutivos quedaron de la siguiente manera:

primero. Se revoca el acuerdo CEN/SG/65/2012, de nue-
ve de abril del año en curso, por el que designó a los can-
didatos a Senadores por el principio de mayoría relativa 
para el Estado de Veracruz.
segundo. Se ordena al Consejo General del Instituto  
Federal Electoral que dentro del plazo de cuarenta y ocho 
horas contadas a partir de que le sea notificada la presen-
te resolución, proceda a registrar a la fórmula encabezada 
por Julen Rementería del Puerto en la primera candida-
tura y a la encabezada por Fernando Yunes Márquez 
en la segunda, al cargo de Senadores por el Estado de  
Veracruz, electos por el principio de mayoría relativa, por 
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Electoral el Partido Acción Nacional; a la brevedad posible le dé 
la difusión que conforme a la ley le corresponda y en su  
caso, adopte las medidas necesarias para que el cambio 
se refleje en la boleta electoral, lo cual deberá informar 
a esta Sala, dentro de las veinticuatro horas siguientes a 
que ello ocurra.
tercero. Se vincula al Partido Acción Nacional por con-
ducto de su Comité Ejecutivo Nacional para que coadyu-
ve al cumplimiento de lo ordenado en este fallo.

V. Voto particular

Contra el voto de la mayoría formulado por las magistradas  
Judith Yolanda Muñoz Tagle y Yolli García Alvarez, la magistra-
da Claudia Pastor Badilla formuló voto particular, con fundamen-
to en el artículo 193 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, realizando un análisis sobre la génesis, naturaleza 
y evolución del Senado, explicitando en primer término las ideas 
de Hamilton, Madison y Jay contenidas en El Federalista sobre 
el Senado (2006, 261-2). Posteriormente, hace referencia a las 
Constituciones Políticas del país de 1824, 1836, 1843, 1847,1857 
y a sus reformas de 1874 sobre la restauración del federalismo, 
para culminar con la de 1917. 

En los textos citados, la magistrada se centró en lo relativo a 
la mayor edad de los senadores en comparación con los dipu-
tados y la relación directa establecida entre la misma y la expe-
riencia, la madurez, la prudencia y la práctica en los negocios.

Posteriomente, destacó las tendencias de las reformas de 
1972 y 19993 con relación a la reducción de la edad para sena-
dor, recordando la justificación de la última de las reformas citada 
por parte del Constituyente, en el sentido de que reducir la edad 
permite una mejor representación política y una más adecuada  

3	 La reforma al artículo 58 con relación a la reducción de la edad de 30 a 25 años, 
se publicó en el Diario Oficial del jueves 29 de julio de 1999.
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representación social, desprendiendo de ahí que: “al menos nor-
mativamente, quienes alcancen los veinticinco años que como 
requisito se prevé para ser Senador, tiene la presunción de ser 
apto para el cargo”. De tal forma que los primeros elementos 
de racionalidad y razonabilidad para justificar la validez en el 
ejercicio de la discrecionalidad sean experiencia como sinóni-
mo virtuoso de edad y juventud; para citar después a Eduardo 
García de Enterría sobre el ejercicio de la potestad discrecio-
nal que permite una pluralidad de soluciones justas, a diferen-
cia de los conceptos jurídicos indeterminados en los cuales su 
aplicación sólo permite una solución justa. Citando textualmente  
al autor indica:

La discrecionalidad es esencialmente§ una libertad de elección 
entre alternativas igualmente justas, o, si se prefiere, entre 
indiferentes jurídicos, porque la decisión se fundamenta 
normalmente en criterios extrajurídicos (de oportunidad, 
económicos, etc.), no incluidos en la Ley y remitidos al juicio 
subjetivo de la Administración (García de Enterría 2007, 43).

También cita a Manuel Atienza sobre el control de los actos 
administrativos discrecionales, indicando las razones que da la 
autoridad, sosteniendo que las decisiones de los órganos admi-
nistrativos no se justifican simplemente porque provengan de la 
autoridad, sino que se deben aportar razones válidas a la luz de 
los criterios de racionalidad, pues sólo de esa forma los actos dis-
crecionales pueden controlarse (Atienza 2003, 362-4).

De la resolución impugnada, afirma la magistrada, que el cen 
consideró como razones principales para determinar la viabilidad 
de las candidaturas de Fernando Yunes Márquez y Julen Remen-
tería del Puerto, la juventud y la experiencia, entendidas como 
dos opciones viables, con el mismo valor político. De ahí que la 
determinación del partido de optar por Fernando Yunes Márquez 

§ Énfasis añadido.
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Electoral para ocupar la primera fórmula se hizo en atención a su potes-
tad discrecional.

Con base en las razones expuestas, la magistrada Claudia 
Pastor Badilla sostiene que debía confirmarse la determinación 
del cen del pan respecto del orden de prelación en las fórmulas 
al Senado de Veracruz.

La extensa narrativa sobre la sentencia obedece, como se 
afirmó al principio, a que la misma se integra tanto por lo resuel-
to por la mayoría, como por el voto particular formulado. Cues-
tión importante porque nos permite conocer dos criterios distintos 
sobre el mismo asunto, las diversas formas de interpretación ju-
rídica y la destacada argumentación que sostienen los ángulos 
sobre los que se razona y fundamenta la decisión.

VI. Análisis de la sentencia SX-JDC-999/2012

De la lectura y el análisis de la sentencia, se considera que la 
Sala Regional Xalapa extendió inconstitucionalmente su jurisdic-
ción, invadiendo el ámbito discrecional del pan y en consecuen-
cia, desconoció la atribución de dicho partido para decidir sobre 
el orden de las fórmulas de candidatos a senadores por mayoría 
relativa por el estado de Veracruz. 

Para fundamentar lo dicho se hará referencia, como se indi-
có al inicio del presente ensayo, al marco constitucional, legal y 
reglamentario que regula las atribuciones de los partidos políti-
cos en México.

1)	 Así, el último párrafo de la base I del artículo 41, establece 
los principios de auto-organización y autodeterminación 
al disponer que las autoridades electorales solamente 
podrán intervenir en los asuntos internos de los partidos 
políticos en los términos que señalan la Constitución y 
la Ley.
Al no distinguir la Constitución la expresión autoridades 
electorales, debe entenderse que comprende tanto las  
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administrativas, federales y locales, como las jurisdicciona-
les Federales y de los Estados.
La disposición constitucional referida establece tácitamente 
un amplio espacio de complementariedad de construcción, 
organización, funcionamiento y atribuciones exclusivas de los 
partidos políticos, y tiene como propósito fortalecer los ins-
titutos políticos, por lo cual, las autoridades administrativas  
y jurisdiccionales electorales deben respetar, no intervinien-
do en sus decisiones internas, las cuales deben estar regu-
ladas en su propia reglamentación.

2)	 Por su parte, el antiguo Cofipe, que reglamentaba las dispo
siciones constitucionales en materia electoral, en el título 
primero denominado “de la constitución, registro, 
derechos y obligaciones”, en el capítulo sex-
to de rubro: “de los asuntos internos de los 
partidos políticos”, el artículo 46 menciona lo siguiente: 

Artículo 46 
1.	 Para los efectos de lo dispuesto en el párrafo final de la 

Base I del artículo 41 de la Constitución, los asuntos in-
ternos de los partidos políticos comprenden el conjunto 
de actos y procedimientos relativos a su organización y 
funcionamiento, con base en las disposiciones previstas 
en la propia Constitución, en este Código, así como en el 
Estatuto y reglamentos que aprueben sus órganos de di-
rección. 

2.	 Las autoridades electorales, administrativas y jurisdiccio-
nales, solamente podrán intervenir en los asuntos internos 
de los partidos políticos en los términos que establecen la 
Constitución, este Código y las demás leyes aplicables. 

3.	 Son asuntos internos de los partidos políticos: 
a)	 La elaboración y modificación de sus documentos bá-

sicos; 
b)	 La determinación de los requisitos y mecanismos pa-

ra la libre y voluntaria afiliación de los ciudadanos a 
ellos; 
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rección; 

d)	 Los procedimientos y requisitos para la selección de 
sus precandidatos y candidatos a cargos de elección 
popular; y 

e)	 Los procesos deliberativos para la definición de sus 
estrategias políticas y electorales y, en general, para 
la toma de decisiones por sus órganos de dirección 
y de los organismos que agrupen a sus afiliados; […]

Como se puede observar entre los asuntos internos de los 
partidos políticos —que las autoridades administrativas y 
jurisdiccionales, deben respetar, absteniéndose de inter-
ferir— está, lo establecido en el inciso d) del transcrito ar
tículo 46, referente a los procedimientos y requisitos para 
la selección de sus precandidatos y candidatos a cargos de 
elección popular, prerrogativas de decisión exclusiva de los 
partidos políticos.

3)	 También debe destacarse el párrafo segundo del artículo 2, 
párrafo 2 de la lgsmime que dispone:

Artículo 2
2. La conservación de la libertad de decisión política y el derecho 
a la auto organización de los partidos políticos, deberá ser 
considerada por las autoridades electorales competentes, al 
momento de resolver las impugnaciones relativas a los asuntos 
internos de los partidos políticos. 

Por otro lado, el propio precepto 46 en su inciso a) incluye 
la elaboración y modificación de sus documentos básicos, 
que comprenden, además de su declaración de principios y 
su programa de acción, los diversos estatutos que regulan 
los asuntos internos de los partidos políticos y que para su 
validez eran revisados por una comisión integrada por tres 
consejeros del Instituto Federal Electoral, correspondiendo 
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al Consejo General, en su caso, la aprobación de los mis-
mos, junto con los demás documentos básicos, logrando así 
su registro como partido político.
Dentro de la regulación de la vida interna de los partidos y 
como asuntos propios está la de constituir órganos partidarios 
permanentes, encargados de la sustanciación y resolución 
de las controversias, indicando que dichas instancias no po-
drán ser de más de dos, a fin de que las resoluciones se pro-
nuncien de manera pronta y expedita.

4)	 En el caso que nos ocupa, el artículo 43 de los estatutos ge-
nerales del pan dispone que los métodos extraordinarios de 
selección de candidatos a cargo de elección popular serán 
por elección abierta o designación directa, y en el apartado 
B del propio artículo se indica que el cen, previa opinión no 
vinculante de la Comisión Nacional de Elecciones, designa-
rá de forma directa a los candidatos a cargo de elección po-
pular en los diversos supuestos ahí listados, entre los que 
se encuentra lo señalado en: 

f)	 por hechos de violencia o conflictos graves atribuibles a 
más de uno de los precandidatos a cargos de elección po-
pular, o cualquier otra circunstancia que afecte la nulidad 
entre los miembros del Partido ocurridos en la entidad fe-
derativa, municipio, delegación o distrito de que se trate […]

Atento a lo anterior, habiendo la Segunda Sala de la Co-
misión Nacional de Elecciones decretado la nulidad de la 
votación del proceso interno para la elección de las candi-
daturas de senadores de la República por el principio de ma-
yoría relativa, el cen determinó ejercer la facultad prevista 
en el artículo 46, apartado D, de los estatutos antes citados,  
designando a Fernando Yunes Márquez para la primera 
fórmula y a Gloria Olivares Pérez para la segunda fórmula  
y, ante la renuncia de ésta, la designación recayó en Julen  
Rementería del Puerto.
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Xalapa, ignoró el marco Constitucional, legal y reglamenta-
rio, al que se ha hecho referencia, vulnerando los principios 
de auto-organización y autodeterminación del Partido Ac-
ción Nacional, al arrogarse una atribución que de manera 
exclusiva le correspondía, como era designar a sus candi-
datos a senadores de la República por el principio de mayo-
ría relativa de acuerdo a su normatividad interna, actuando 
al margen del marco Constitucional y legal que de mane-
ra expresa ordena, como ya se anotó, en el último párrafo 
de la base I del artículo 41, que las autoridades electora- 
les solamente podrán intervenir en los asuntos internos  
de los partidos políticos en los términos que señala la Cons-
titución; disposición que se reitera en la base segunda del 
artículo 46 del antiguo Cofipe.
Asimismo, la Sala Regional Xalapa ignoró lo dispuesto en 
el párrafo segundo del artículo 2 de la lgsmime que ordena 
que la conservación de la libertad de decisión política y el de-
recho de autoorganización de los partidos políticos, deberá 
ser considerada por las autoridades electorales competen-
tes, al momento de resolver las impugnaciones relativas a 
los asuntos internos de los partidos políticos.
Con fundamento en este marco normativo, la Sala Regional 
Xalapa debió declarar infundado, los agravios del actor, dic-
tar y confirmar el acuerdo CEN/SG/65/2012 del 9 de abril de 
2012 emitido por el cen del Partido Acción Nacional, por el 
que se designó a Fernando Yunes Márquez para la prime-
ra fórmula y a Julen Rementería del Puerto en la segunda  
para senadores por el principio de mayoría relativa para el 
estado de Veracruz.
Contrario a lo anterior, como ya se indicó, en violación del 
marco constitucional, legal y reglamentario, la Sala Regio-
nal Xalapa en plenitud de jurisdicción se arrogó la facultad 
para examinar los elementos objetivos válidos que el Parti-
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do Acción Nacional tuvo en frente, para poder determinar el  
orden de las candidaturas.
Así, en la parte medular, en lo que interesa de la resolución, 
la Sala razonó:

Conforme a lo que se ha expuesto es evidente que al tomar la 
decisión del orden en que debían asignarse las candidaturas,  
el Comité Ejecutivo Nacional valoró en grado superlativo, 
aspectos subjetivos de la candidatura de Fernando Yunes 
Márquez y en cambio, evaluó sólo elementos objetivos para 
considerar a Julen Rementería del Puerto.
Como se ha señalado, esto se considera inadecuado, pues 
atendiendo al principio de equidad, ambas candidaturas debieron 
analizarse necesariamente bajo los mismos parámetros, y al final 
la decisión debía tomarse adoptando criterios de razonabilidad 
—conforme a los cuales, los elementos objetivos determinaran 
el orden— de racionalidad, que permitieran que las candidaturas 
seleccionadas reflejaran la ideología fines y principios que 
postula el Partido Acción Nacional.
Esa circunstancia implicaría como consecuencia lógica, obligar 
al partido a que emitiera un nuevo acto en el que se apegara a 
dichos parámetros, sin embargo esto no conduciría a ningún 
efecto práctico, pues acarrearía dilaciones innecesarias en la 
toma de la decisión; y además, se corre el riesgo de que el partido 
incumpla lo que se le ordena, dando lugar a una interminable 
serie de impugnaciones cuyos efectos son nocivos para el 
proceso electoral.
Por esa causa, de conformidad con lo previsto en el artículo 6 
párrafo 3 de la lgsmime esta Sala, en plenitud de jurisdicción 
examinará los elementos objetivos válidos que el instituto 
político tenía frente a sí, para poder determinar cuál debe ser 
el orden de las candidaturas; para lo cual, debe tenerse como 
criterio guía que el fin último es encontrar a personas idóneas 
que se integren a uno de los Poderes del Estado, por lo que la 
decisión deberá conjugar este valor supremo con las facultades 
del partido y los derechos de los candidatos.
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permite advertir que Julen Rementería del Puerto posee un mejor 
perfil para desempeñar labores legislativas en el ámbito federal, 
porque sus elementos objetivos demuestran que ha desarrollado 
actividades en cargos similares en los ámbitos de competencia 
local y municipal, ya que ha sido diputado e integrante de dos 
cabildos, encargos que como se ha señalado desempeñó de 
manera completa.
Aunado a lo anterior, esta Sala estima que su perfil se ajusta a 
los fines, principios y valores del Partido Acción Nacional, lo que 
se acredita con su apego a los Estatutos del instituto político,  
que exigen a quienes deseen pertenecer a él, asumir un com-
promiso personal que se demuestra con la participación pri- 
mero como adherente y después como miembro activo, lo que 
en el caso se cumple y continúa vigente, pues inclusive ha 
desempeñado cargos de dirección al interior del partido.
Frente a estos méritos, la candidatura de Fernando Yunes 
Márquez se respalda en su desempeño como diputado local, 
cargo en el que se encuentra a la mitad del periodo, sin que 
exista constancia de que cuando fue postulado como diputado 
suplente alguna vez haya asumido el cargo.
Aunado a lo anterior, su estatus al interior del partido es de 
adherente, lo que denota que su compromiso con la causa  
de Acción Nacional está en vías de consolidación.
Con esos elementos, si la primera proposición de la que parte 
esta Sala conduce a señalar que los elementos objetivos 
deben dar el orden de las candidaturas, es inconcuso que para 
restituir al actor en el goce del derecho violado es necesario 
invertir el orden actual de la postulación, pues es evidente 
que los méritos de uno frente al otro son mayores.
Si la segunda premisa es que debe cuidarse la prerrogativa 
del instituto político, es claro que esta decisión favorece su 
representación e imagen frente a sus propios miembros, porque 
se reconoce la trayectoria de uno de sus militantes así como los 
cargos que ha desempeñado de la mano del partido; y también 
frente a la sociedad, pues se asume una decisión congruente al 
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proponer la postulación de personas plenamente identificadas 
como integrantes del partido.
Ahora bien, no debe ignorarse que tratándose de la elección de 
senadores por el principio de mayoría relativa, nuestro sistema 
electoral determina que el ciudadano podrá emitir sólo un voto 
para las dos fórmulas, pues no existe la posibilidad de que los 
electores puedan separarlas.
En ese sentido, la determinación de esta Sala no afecta las 
posibilidades de que el Partido Acción Nacional obtenga el triunfo 
en las elecciones, pues en todo caso los votos que cada uno de 
los candidatos obtenga en lo individual redundarán en beneficio 
del otro y del instituto político que los postula.
En esas circunstancias, lo procedente es revocar el acto 
reclamado y en consecuencia, ordenar al Consejo General del 
Instituto Federal Electoral que dentro del plazo de cuarenta y 
ocho horas contadas a partir de que le sea notificada la presente 
resolución, proceda a registrar a la fórmula encabezada por Julen 
Rementería del Puerto en la primera candidatura y a la encabezada 
por Fernando Yunes Márquez en la segunda, al cargo de  
Senadores por el Estado de Veracruz, electos por el principio  
de mayoría relativa, por el Partido Acción Nacional (SX-JDC- 
999/2012).

Como podrá concluirse, sin un verdadero fundamento le-
gal, porque el párrafo III del artículo 6 de la lgsmime lo que 
ordena es que el tepjf resuelva los asuntos de su compe-
tencia y, el orden de las fórmulas de los candidatos para  
senadores de la República no es competencia del Tribunal,  
en el caso de la Sala regional Xalapa, sino del cen del  
Partido Acción Nacional.
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1)	 La Sala Regional Xalapa, correspondiente a la tercera cir-
cunscripción, al resolver el juicio para la protección de los 
derechos políticos electorales del ciudadano en el expedien-
te SX-JDC-999/2012, promovido por Julen Rementería del 
Puerto contra el acuerdo CEN/SG/65/2012 del 9 de mayo  
de 2012 del cen, por medio del cual el Partido de Acción Na-
cional designó a los candidatos a senadores por el principio 
de mayoría relativa en Veracruz, violó el artículo 41 Base I 
último párrafo; el artículo 46, párrafo 2 del Cofipe y el artículo  
2, párrafo 2 de la lgsmime.

2)	 En consecuencia, vulneró los principios de auto-organiza-
ción y autodeterminación del Partido Acción Nacional al sus-
tituir a su cen en su exclusiva atribución de señalar el orden  
de las fórmulas de candidatos a senadores por el principio de  
mayoría relativa en el estado de Veracruz.

3)	 La sentencia respectiva debe calificarse de inconstitucional. 
4)	 Se considera que para seguir avanzando y fortaleciendo la 

incipiente y todavía débil democracia, es indispensable que 
las instituciones electorales tanto administrativas como ju-
risdiccionales, se ciñan al marco normativo de modo que en 
ejercicio de sus atribuciones no se violente el sistema cons-
titucional electoral.

VIII. Destino final de la sentencia

Esta sentencia fue impugnada ante la Sala Superior del tepjf, 
por Fernando Yunes Márquez, María del Rosario Guzmán Avilés 
y Cecilia Romero Castillo mediante un recurso de reconsideración, 
dando lugar al expediente SUP-REC-35/2012 y acumulados, co-
rrespondiendo a la ponencia del magistrado Constancio Carrasco 
Daza, habiéndose revocado la misma y confirmando el acuerdo 
CEN/SG/65/2012 del cen del Partido Acción Nacional por unani-
midad de votos.
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Esta sentencia junto con la SUP-REC-15/2012 y la  

SUP-REC-42/2012 y acumulado formó parte de la jurisprudencia 
17/2012 cuyo texto es el siguiente:

RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. PROCEDE CONTRA 
SENTENCIAS DE LAS SALAS REGIONALES EN LAS QUE 
EXPRESA O IMPLÍCITAMENTE, SE INAPLICAN NORMAS 
PARTIDISTAS.- De la interpretación sistemática y funcional de 
los artículos 41, párrafo segundo, base I, 60, párrafo tercero, 99, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
189, fracción I, inciso b), 195 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación; 46 del Código Federal de Instituciones 
y Procedimientos Electorales; 2, apartado 2, 61 y 62, párrafo 1, 
inciso a), fracción IV, de la Ley General del Sistema de Medios 
de Impugnación en Materia Electoral, se advierte que las salas 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación son 
competentes para resolver sobre la no aplicación de leyes en 
materia electoral; que la Sala Superior es competente para 
conocer de los recursos de reconsideración que se interpongan 
en contra de las sentencias de las salas regionales, cuando 
se inapliquen leyes electorales; y que el principio de auto-
organización y autodeterminación de los partidos políticos 
implica el derecho de gobernarse en términos de su normativa 
interna. En ese contexto, a fin de garantizar el acceso pleno a la 
justicia, debe estimarse que la normativa interna de los partidos 
políticos, materialmente es la ley electoral que los regula, al ser 
de carácter general, abstracta e impersonal, razón por la cual, 
el recurso de reconsideración debe entenderse procedente, 
cuando en sus sentencias, las salas regionales inaplican expresa 
o implícitamente normas internas de los partidos políticos.
La Sala Superior en sesión pública celebrada el siete de junio 
de 2012, aprobó por unanimidad de votos la jurisprudencia 
que antecede y la declaró formalmente obligatoria. (Gaceta de 
Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, 2012).
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SUMARIO: I. Introducción; II. Reseña, 
actos reclamados y cronología 
de las sentencias; I I I .  Bases 
constitucionales de la democracia 
y  de los derechos pol í t icos;  
IV. Naturaleza política de los partidos 
y garantía jurisdiccional; V. ¿Cómo 
democratizar a los democratizadores?; 
VI. Norma partidaria y procesos 
internos democráticos; VII. Principio 
de discrecionalidad: límites y aporías; 
VIII. Restricciones de la intervención; 
IX. Comentario. Importancia de la 
decisión jurisdiccional; X. Fuentes 
consultadas.

I. Introducción

El tema aquí tratado se refiere a los de-
rechos adquiridos por los afiliados de un 
partido y al modo como éstos se ejer-
cen en México. En las sociedades de 
nuestro tiempo existe un intenso debate  
sobre la democracia al interior de los 
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sobre los mecanismos para coadyuvar en “la democratización de  
los democratizadores”, en cuanto los partidos políticos son una 
proyección representativa de la sociedad civil y, al mismo tiempo, 
los portadores de proyectos de transformación social y desarrollo 
de la institucionalidad democrática. En México, la justiciabilidad 
de los derechos fundamentales de los afiliados a un partido po-
lítico también forma parte de esta reflexión.1 

La sentencia del Órgano Jurisdiccional se refiere a juicios 
para la protección de los derechos político-electorales del ciuda-
dano, es decir, a uno de los mecanismos de defensa más eficaces 
a disposición de los ciudadanos para combatir actos y resolucio-
nes de las autoridades electorales o de los partidos políticos.2 
De acuerdo con los principios de certeza y equidad, que rigen 
cualquier contienda electoral, solamente quienes se registran en 
un proceso interno de selección de candidatos y continúan con 
los procedimientos subsecuentes, como realizar precampañas o 
someterse a las distintas exigencias establecidas por la nor-
ma interna, tienen el derecho de ser elegidos como candidatos 
y, por ende, postulados. Esta idea constituye el núcleo central 
de argumentos y razonamientos que se analizarán a partir de 
las sentencias que se comentan.

Conviene tener presente una tendencia que probablemente 
se mantendrá en el mediano plazo: el creciente recurso a los me-
dios de impugnación para combatir decisiones tomadas por los 
órganos directivos de los partidos que pueden afectar los pará-
metros democráticos de su vida interna. 

De esta forma, durante el periodo comprendido entre noviem-
bre de 2011 y octubre de 2012, el Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación (tepjf) recibió 41,644 asuntos. De ellos, 

1	 “La justicia como equidad descansa sobre el supuesto de un derecho natural de 
todos los hombres y todas las mujeres a la igualdad de consideración y respeto; un 
derecho que poseen no en virtud de su nacimiento, sus características, méritos o 
excelencias, sino simplemente en cuanto seres humanos con capacidad de hacer 
planes y de administrar justicia” (Dworkin 2002, 274).

2	 “A la jurisdicción constitucional corresponde la tarea de garantizar los derechos 
proclamados por la Constitución” (Gozzi 1999, 65).
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22,411 fueron resueltos de manera conjunta debido a que se 
presentaron “masivamente”,3 mientras que los restantes 19,233 
fueron juicios individuales, los cuales permiten indicar las prin-
cipales tendencias de la actividad jurisdiccional en nuestro país 
durante los últimos tiempos. De ahí que destaquen los juicios 
para la protección de los derechos político-electorales del ciuda-
dano, conocido como jdc, que ascendieron a 15,857 asuntos 
representando 82.4 % del total.4 De esta manera, se observa un 
sustancial incremento en la recurrencia a estos medios de im-
pugnación de 437%, respecto del periodo anterior 2010-2011. El 
hecho de que los asuntos se concentren en juicios para la pro-
tección de los derechos político-electorales de los ciudadanos, 
es un indicador verificable sobre el principal tema atendido por 
el Órgano Jurisdiccional.

Esos 15,857 medios de impugnación fueron promovidos por 
ciudadanos que consideraron la existencia de violaciones a sus 
derechos de votar y ser votados en las elecciones populares, así 
como de asociarse individual y libremente para tomar parte en los 
asuntos de la vida partidaria. Este medio de impugnación, ha te-
nido una trascendencia innegable en la democratización del país 
y su uso frecuente en los últimos años es un ejemplo de cómo  
funciona la justicia electoral para los ciudadanos, en su rol de mi-
litantes de una organización política. 

Por otro lado, el juicio ciudadano se ha resuelto por los tribunales 
electorales, en la mayoría de los casos, mediante una perspectiva 
garantista que busca potenciar el ejercicio de los derechos polí-
tico-electorales de las personas.5 Esta situación se refleja en la 

3	 Quiere decir que fueron presentados de manera simultánea y en grandes cantidades 
contra un mismo acto, acuerdo o resolución, mediante escritos similares o idénticos 
y, por ello, aunque sus expedientes se recibieron de manera individual, fueron 
resueltos de manera conjunta.

4	 Estos jdc se resolvieron como sigue: en 61.7% se emitió resolución de fondo, 
en tanto que 24.1% fueron desechados, 5% sobreseimientos, 0.8% asuntos 
resueltos en distintas formas y 8.4% se dieron por concluidos y se ordenó su 
archivo definitivo.

5	 “Es formal, ante todo, el concepto de ‘paradigma constitucional’ o ‘garantista’. Como 
se ha adelantado, ello equivale en el plano teórico, al sistema de límites y vínculos 
sustanciales, cualesquiera que éstos sean, impuestos a la totalidad de los poderes 
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Electoral jurisprudencia emitida por el Órgano Jurisdiccional a la luz del rele-
vante número de sentencias de fondo que concedieron al actor su 
pretensión. Entre 2011-2012 el tepjf emitió sentencias de fondo 
en 62.5% de los casos, y en 54.5% de ellos se consideró fundada 
total o parcialmente la pretensión del actor. En este marco, desta-
can dos de los temas prioritarios de la función judicial electoral; de 
un lado, los problemas referidos a distintos aspectos de la vida in-
terna de los partidos, y del otro, la creciente disputa en torno a los 
derechos para ser elegido como representante popular.

Además de su relevancia para este proceso de desarrollo 
democrático, el juicio para la protección de los derechos polí-
tico-electorales del ciudadano, se presenta como el principal 
instrumento jurídico mediante el cual los partidos políticos y su 
militancia resuelven sus conflictos intrapartidistas (Huber 2005, 
212-27). Como corresponde al régimen democrático mexicano, 
el sistema de justicia electoral impulsa un marco que garantiza 
el derecho de la organización autónoma de los partidos políti-
cos. Llama la atención que el conflicto más impugnado y que 
afecta mayormente la vida interna de los partidos, es la selec-
ción de sus candidatos. Entre 2011-2012 se presentaron 1,437 
impugnaciones contra el proceso de selección de los mismos; le 
siguieron 549 impugnaciones por elección de dirigencias, 160 por 
derecho de afiliación, 74 por registro de candidatos, 32 por san-
ción a militantes, 27 por actuación de dirigencia, 24 por derecho 
a la información y 5 por normatividad. Del total de los juicios para  
la protección de los derechos político-electorales del ciudadano 
presentados, 42.8% fueron en contra del Partido Acción Nacio-
nal (pan), 28.0% contra el Partido de la Revolución Democrática 
(prd), 16.7% contra el Partido Revolucionario Institucional (pri) 
y 12.5% contra otros partidos.6

públicos por normas de grado jerárquicamente superior a las producidas por su 
ejercicio” (Ferrajoli 2006, 42).

6	 Durante el periodo de referencia, el Órgano Jurisdiccional resolvió 2,308 asuntos 
intrapartidistas (tepjf 2012, 13-20).
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II. Reseña, actos reclamados  

y cronología de las sentencias

Las sentencias versan sobre juicios para la protección de los de-
rechos político-electorales del ciudadano presentados contra la 
sustitución de la candidata a la primera fórmula al Senado de la Re-
pública por el principio de mayoría relativa en el estado de Chiapas 
y de su compañera suplente, por parte de la Comisión Política 
Nacional del prd en 2012. 

El punto central del litigio radica en la vigencia de los derechos 
adquiridos por los afiliados de un partido político que, siguiendo la  
norma central, se registraron y contendieron en el procedimiento 
interno para seleccionar y postular a los candidatos. La situación 
creada por la renuncia de las candidatas originalmente designa-
das, obligó a una nueva determinación sobre las candidaturas, 
pero al momento de la nueva designación los contendientes 
registrados desde un principio no fueron tomados en considera-
ción por los órganos competentes del partido para la sustitución 
definitiva de las candidaturas, violando de esta manera sus dere-
chos adquiridos y la legalidad de la vida interna de ese partido.7 
Dichas demandas de juicio para la protección de los derechos  
político-electorales del ciudadano se presentaron ante la Comisión 

7	 Se puede analizar la Jurisprudencia 15/2012 donde se establece que cuando los 
militantes de un partido político estimen que los actos partidistas que sustentan 
el registro les causan agravio, deben impugnarlos en forma directa y de manera 
oportuna, ya que los mismos causan afectación desde que surten sus efectos.
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, SUP-
JDC-516/2012. Actor: Carlos Alberto Garza Ibarra. Autoridades responsables: 
Consejo General del Instituto Federal Electoral y otros, 26 de abril de 2012. 
Unanimidad de cuatro votos.
Juicios para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, 
SUP-JDC-518/2012 y acumulado. Actores: Emma Lucía Larios Gaxiola y otro. 
Autoridades responsables: Consejo General del Instituto Federal Electoral y otro, 26  
de abril de 2012. Unanimidad de cuatro votos. 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano SUP-
JDC-528/2012. Actor: Carlos Ernesto Rosado Ruelas. Autoridades responsables: 
Consejo General del Instituto Federal Electoral y otros, 26 de abril de 2012. 
Unanimidad de cuatro votos.
La Sala Superior en sesión pública celebrada el 30 de mayo de 2012, aprobó por 
unanimidad de votos la jurisprudencia que antecede y la declaró formalmente 
obligatoria.
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Electoral Nacional de Garantías del partido en cuestión y ante el Conse-
jo General del antiguo Instituto Federal Electoral (ife).* Al mismo 
tiempo, se remitió a la Sala Superior del tepjf, quién lo derivó 
a su Sala Regional de Xalapa, la cual determinó revocar tales 
designaciones de candidato a senador por parte de la coalición 
“Movimiento Progresista” del estado de Chiapas, realizadas por el 
máximo órgano de dirección del partido, ordenando al candidato 
cesar de manera inmediata sus actos de campaña, y a la organiza-
ción a convocar a los aspirantes originales que contendieron en el 
procedimiento interno a fin de determinar una nueva candidatura.

Ante esta situación, el partido procedió a designar a dos nue-
vas candidatas, como propietaria y suplente respectivamente a 
dicha fórmula al Senado de la República, quienes de modo ines-
perado, días después, presentaron también su renuncia a dichas 
candidaturas. Por tanto, se realizó una nueva designación, que 
también fue impugnada mediante un juicio para la protección de 
los derechos político-electorales del ciudadano en el que se am-
pliaron, actualizaron y denunciaron presuntas irregularidades por 
parte del máximo órgano de dirección partidista. La Sala Regio-
nal conoció y resolvió dicho medio de impugnación, por tratarse  
de juicios para la protección de los derechos político-electorales del  
ciudadano, en los cuales los actores argumentaron violaciones 
a sus derechos por parte de los órganos dirigentes del partido y 
del Consejo General del ife; por la sustitución de la candidatu-
ra en la primera fórmula al Senado de la República por Chiapas. 

Los actores afirmaron, en esencia, que la última sustitución 
del candidato a senador fue ilegal, porque quien fue designado 
no participó en el proceso interno realizado por dicho partido. 
Ante la imposibilidad para llevar a cabo otro procedimiento inter-
no antes de la fecha límite para la sustitución de candidatos por 
renuncia, se impugnó la designación directa, bajo el argumento 

*	 El 10 de febrero de 2014 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto 
por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones, en materia 
político-electoral, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Uno 
de los cambios sustanciales es la transformación del Instituto Federal Electoral (ife) 
en Instituto Nacional Electoral (ine).
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de la existencia de límites a la facultad de discrecionalidad que 
otorga la norma interna estatutaria al máximo órgano de direc-
ción partidaria, cuando establece que:

[...] en el caso de ausencia de candidatos, la Comisión Política 
Nacional hará la designación correspondiente cuando, entre otras 
circunstancias, exista riesgo inminente de que el Partido se quede 
sin registrar candidato (lo cual) se realizará excepcionalmente y 
dando prioridad a procedimientos democráticos para la selección 
de candidatos (prd, artículo 273, 2011). 

Lo anterior, dado que al interpretarla se puede confundir con 
la arbitrariedad.

La sentencia emitida planteó la necesidad de reflexionar 
sobre el grado de discrecionalidad que tienen los órganos 
directivos partidarios en la vida interna de un partido, y la com-
patibilidad de tal facultad con los esquemas democráticos. En 
los medios de impugnación, los actores sostuvieron básicamen-
te, que la sustitución del mencionado candidato a senador fue 
ilegal, porque quien fue designado no participó en el proceso 
interno del partido político para la selección de los candida-
tos, violando así, no sólo la norma estatutaria sino también, 
el principio garantista de los derechos adquiridos. Lo anterior, 
sin dejar de considerar la alteración del principio democrático 
de la equidad de género.

III. Bases constitucionales de la democracia  
y de los derechos políticos

Como es bien sabido, uno de los atributos fundamentales de la 
norma constitucional es su supremacía.8 De modo tal que: 

8	 “Sabemos quién interpreta, cómo es que esa interpretación activa a la máxima 
norma desprendiendo su fuerza normativa y que esa fuerza normativa no estriba 
solamente en el texto; pero sí que es del texto de donde habrá de partir cada una de 
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Electoral para poder constituir requiere estar por encima de toda institución 
jurídica, es preciso que todo le sea inferior; lo que no lo es, de una 
u otra forma, es parte de ella. En lo normativo nada se le reconoce 
como superior a ésta. El atributo de ser superior es imponible a 
particulares y órganos de autoridad; todos están sujetos a lo que 
disponga su texto (Arteaga 1999, 3). 

Si nos hemos de tomar la Constitución en serio, sus normas y 
principios deben ser vinculantes y exigibles, en todos los casos.9 
En el ámbito electoral, la Carta Magna establece los derechos po-
líticos de los que goza todo ciudadano y los mecanismos jurídicos 
para hacer efectivo su ejercicio; prevé las bases de organización, 
funcionamiento y control de las autoridades electorales federales 
y locales; asimismo, regula los fines, derechos y deberes elemen-
tales de los partidos políticos. 

En este orden de ideas, ninguna persona, corporación de 
cualquier naturaleza jurídica, ni poder público, puede estar jurí-
dicamente sobre las disposiciones constitucionales: gobernantes 
y gobernados se encuentran en el mismo plano frente a la obe-
diencia debida a las normas supremas. Además, la legislación 
mexicana exige a los partidos políticos un régimen de democra-
cia interna en su organización, estructura y funcionamiento. La 
democracia interna de los partidos políticos sólo es posible si los 
actos de sus órganos y dirigentes se someten al principio de lega-
lidad, mediante el respeto irrestricto a las bases constitucionales 

las interpretaciones que pretendan actualizarla. De ahí que el canon hermenéutico 
primario sea la letra constitucional y de ahí también que su permanencia se 
encuentra estrechamente relacionada con su poder vinculatorio. Es así como 
permanencia y estabilidad se unifican en la ecuación de la supremacía de la 
Constitución” (Nava 2003, 317). 

9	 “La constitución democrática del siglo xx, a partir de Weimar, pretende superar los 
confines fijados por la precedente forma constitucional estatal y parlamentaria. En 
pocas palabras, ya no pretende limitarse al ordenamiento de los poderes y al reenvío 
a la ley para garantizar los derechos; más bien pretende, sobre todo, significar la 
existencia de algunos principios fundamentales generalmente compartidos, que el 
ejercicio del poder soberano constituyente del pueblo ha colocado en la base de 
la convivencia civil” (Fioravanti 2001, 150).
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que los rigen, a las disposiciones legales y a las normas estatu-
tarias del propio partido.10

La tutela de los derechos políticos en México tiene en su cús-
pide en la creación del juicio para la protección de los derechos 
político-electorales del ciudadano contemplado en la Ley Gene-
ral del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, 
que es reglamentario de los artículos 41, 60 y 99 de la Carta 
Magna. En esta norma, se garantiza que todos los actos y las 
resoluciones de las autoridades electorales y de las dirigen-
cias partidarias, se sujeten invariablemente a los principios de 
constitucionalidad y de legalidad (neb 1995, 458-9). Estos jui-
cios proceden cuando el afiliado del partido político considera 
que los actos o resoluciones de la organización violan alguno 
de sus derechos político-electorales, sobre todo cuando se tra-
ta de precandidatos y candidatos a cargos de elección popular. 
Es un medio de impugnación contra la autoridad o partido polí-
tico que emitió o dictó un acto o resolución que es violatorio de 
los derechos político-electorales del ciudadano en su condición 
de precandidato o candidato. Pero este precioso instrumento 
que es el juicio para la protección de los derechos político-elec-
torales del ciudadano, no se concibe sin el fundamento jurídico 
y político que le otorga la Constitución. 

En efecto, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos (cpeum) establece que: 

[...] los partidos políticos son entidades de interés público; la ley 
determinará las normas y requisitos para su registro legal y las 
formas específicas de su intervención en el proceso electoral [...] 
los partidos políticos tienen como fin promover la participación del 
pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración de la 

10	 “Los caracteres que distinguen la idea de democracia interna de los partidos políticos 
son, como refieren algunos autores, todas aquellas actividades jurídico-políticas 
que se realizan en su seno, dirigidas a garantizar que la determinación de su línea 
política, la integración de sus órganos internos y la postulación de sus candidatos 
a puestos de elección popular, sean el resultado de la voluntad mayoritaria y 
libremente expresada por sus miembros, y no la imposición unilateral de uno o 
varios grupos dentro de la organización” (Castillo 2005, 21-2).
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Electoral representación nacional y como organizaciones de ciudadanos, 
hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del poder público, 
de acuerdo con los programas, principios e ideas que postulan 
y mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo. Sólo los 
ciudadanos podrán formar partidos políticos y afiliarse libre e 
individualmente a ellos (cpeum, artículo 41, 2012).

Por su parte el extinto Código Federal de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales (Cofipe) refería en su Libro Segundo 
“De los partidos políticos”, específicamente en sus artículos 22 y 
27, que los partidos políticos quedan sujetos a las obligaciones 
que establecen la Constitución y el propio Cofipe, y además que 
se regirán internamente por sus documentos básicos, en espe-
cial, sus estatutos, los que deberán contener las normas para la 
postulación democrática de sus candidatos. En su apartado re-
lativo a “De los derechos de los partidos políticos”, en el artículo 
36, afirma que son derechos de los partidos políticos: “organizar 
procesos internos para seleccionar y postular candidatos en las  
elecciones federales”. Más adelante, en la parte titulada “De  
las obligaciones de los partidos políticos”, y especialmente su ar-
tículo 38, establece como sus obligaciones el estricto apego a la 
legalidad y la necesidad de observar los procedimientos estatu-
tarios para la postulación de candidatos. Además de: 

[...] conducir sus actividades dentro de los cauces legales y 
ajustar su conducta y la de sus militantes a los principios del 
Estado democrático, respetando la libre participación política de 
los demás partidos políticos y los derechos de los ciudadanos” 
(Cofipe, artículos 36 y 38, 2012). 

Respecto de la vida interna de los partidos políticos, el artícu-
lo 46 establece los temas que comprenden el conjunto de actos 
y procedimientos relativos a su organización y funcionamiento, 
dentro de los que destacan los procedimientos y requisitos pa-
ra la selección de sus precandidatos y candidatos a cargos de 
elección popular.
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En consecuencia, toda la normatividad existente en México, 

desde la constitucional hasta las normas secundarias e internas 
de los partidos políticos, sostiene que los mismos son entidades de 
interés público, cuyo fin es promover la participación del pueblo 
en la vida democrática. Asimismo se reconoce el derecho que 
tienen dichos entes para seleccionar y postular candidatos en 
las elecciones federales y de formar coaliciones. Se establece la 
obligación de conducir sus actividades dentro de los cauces le-
gales y ajustar su conducta y la de sus militantes a los principios 
democráticos, observando los procedimientos estatutarios para 
elegir candidatos. 

En este punto conviene recordar la obligación constitucional de 
garantizar los derechos políticos de las mujeres, toda vez que la 
sentencia que ahora se comenta recae sobre juicios para la pro-
tección de los derechos político-electorales contra la sustitución 
de una candidata y de su compañera de fórmula al Senado de la 
República. Aunque este aspecto no fue impugnado, destaca el 
hecho de que el sustituto fue una persona del género opuesto. 

No podemos olvidar que un tema relevante de la democra-
cia constitucional y de los derechos políticos de las ciudadanas 
y los ciudadanos, es el problema de la equidad de género en los 
procesos internos de los partidos políticos. Es posible constatar 
que, en muchos casos, las cuotas de género en las candidaturas 
propuestas por los partidos no se respetaban. En México por las 
dinámicas internas de los partidos las precandidatas o candida-
tas a puestos de representación popular frecuentemente cedían 
sus candidaturas, que garantizarían una adecuada representa-
ción política de género, por negociaciones relacionadas con los 
equilibrios políticos internos de la organización. Este es un pro-
blema que afecta la calidad de la democracia y que explica el 
porqué de la presencia minoritaria de las mujeres en legislatu-
ras y parlamentos nacionales.11 Se requirió de un nuevo arreglo  

11	 “Las medidas de inclusión de más mujeres en la política pueden sustentarse con 
argumentos por la eliminación de barreras al ejercicio, en condiciones de equidad, 
de los derechos políticos de las mujeres” (Hernández 2011, 15-6).
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Electoral institucional para garantizar la inclusión de las mujeres en la vida 
política del país. Los partidos deben diseñar y aplicar estrategias 
internas, complementarias a las del sistema electoral para pro-
mover esa inclusión de género en la política.

Los derechos político-electorales de precandidatos y candi-
datos también encuentran cobijo en los tratados internacionales 
signados por nuestro país. Específicamente, el pleno goce de las 
garantías que son potestad del ciudadano se encuentra estable-
cido en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Político, fue 
ratificado por México en 1981.12 Esta importante codificación de 
derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas civil 
y política reconoce la universalidad, indivisibilidad e inalienabili-
dad de los derechos de todas las personas como fundamento de 
la igualdad, la libertad y la justicia. 

A partir de estos instrumentos internacionales es que se han 
desarrollado una serie de recomendaciones de política pública, 
que involucran a los partidos políticos, como las contenidas en 
el apartado “Derechos Políticos” del Diagnóstico sobre la situa-
ción de los Derechos Humanos en México, que realizó la Oficina 
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos en México.13 Debemos resaltar que de acuerdo con 
la reforma en materia de derechos humanos de 2011, y aten-
diendo a los principios de constitucionalidad y convencionalidad, 
para maximizar los derechos políticos de los ciudadanos y el 
desarrollo del sistema democrático, nuestro máximo Órgano  
 

12	 El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos fue adoptado y abierto a la 
firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General de la onu en su resolución 
2200 A (xxi), del 16 de diciembre de 1966. Entró en vigor el 23 de marzo de 1976, 
de conformidad con el artículo 49. Fue ratificado por México el 23 de marzo de 
1981 (pidcp 1976).

13	 “Promover una Ley de Partidos Políticos, complementaria al Cofipe, que establezca 
los mecanismos adecuados para que las agrupaciones políticas nacionales y los 
partidos políticos con registro rindan cuentas públicas de su quehacer cotidiano y 
del uso de los recursos públicos, y que facilite, promueva y amplíe los procesos 
de democratización al interior de los partidos políticos, garantizando los derechos 
de las y los militantes, y de las y los candidatos”, Propuesta 3.8.5. “Democracia 
Interna en los Partidos políticos” (acdh México 2003, 57).
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Jurisdiccional electoral ha incorporado e interpretado normativa 
e instrumentos internacionales ratificados por el Estado mexi-
cano, así como criterios vinculantes y orientadores de órganos 
supranacionales.14

Se puede afirmar que dentro del ámbito de su competencia, 
existe una visión garantista no sólo de los derechos humanos con-
tenidos en la Constitución, sino también por aquellos reconocidos 
en los instrumentos internacionales celebrados por nuestro país, 
siempre adoptando la interpretación más favorable al derecho 
humano de que se trate, atendiendo al principio pro personae.15 
Es notable que el tepjf haya interpretado 22 instrumentos inter-
nacionales en 811 sentencias, muchas más respecto al periodo 
inmediato anterior de 2010-2011. En conclusión, a la democrati-
zación de la vida interna de los partidos también ha contribuido 
decididamente, la aplicación de los instrumentos internacionales 
por parte del Órgano Jurisdiccional en distintas materias relativas 
a los derechos humanos civiles y políticos; tales como libertad de 
expresión, protección a derechos políticos de las mujeres, equidad 
en la contienda, derecho indígena, usos y costumbres, así como  
acceso a la justicia.16

14	 “Las obligaciones internacionales de México deben llevar a una completa 
armonización del marco jurídico que permita el real reconocimiento de los derechos 
humanos de todos los ciudadanos” (Gutiérrez 2005, 23).

15	 “En la tradición jurídica se ha mentido siempre la distinción entre un status 
civitatis (o ciudadanía) y un status personae (personalidad o subjetividad 
jurídica). Una distinción solemnemente proclamada, en forma dicotómica, en 
la Déclaration des droits de l’homme et du citoyen del 26 de agosto de 1789, 
que suprimía cualquier anterior distinción de status, conservando únicamente 
dos: el status de ciudadano, es decir, la ciudadanía, y el de persona, es decir, 
la personalidad, extendida a todos los seres humanos. Homme y citoyen, 
persona y ciudadano, personalidad y ciudadanía forman desde entonces, y en 
todas las constituciones, los dos status subjetivos de los que dependen dos 
clases diferentes de derechos fundamentales: los derechos de la personalidad, 
que corresponden a todos los individuos en cuanto individuos o personas, y 
los derechos de ciudadanía, que corresponden en exclusiva a los ciudadanos” 
(Ferrajoli 2001, 99). 

16	 Sobre este abanico de temas se recomienda la antología de textos, en (aldh 
1995).
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Electoral IV. Naturaleza política de los partidos  
y garantía jurisdiccional

La regulación constitucional de los partidos políticos es relativamen-
te reciente.17 Muchos de los principios fundamentales que exige el 
orden democrático contemporáneo, aún no han sido plenamente  
desarrollados por las diferentes legislaciones. Por fortuna, la serie de  
sucesivas reformas político-electorales que ha sido llevada a cabo 
en el país en los últimos decenios, ha contribuido paulatinamente 
a consolidar un enfoque garantista que beneficia a todos los acto-
res: a los partidos frente a la autoridad jurisdiccional y a los afiliados 
de los partidos frente a las decisiones tomadas por sus dirigencias. 

En los momentos de cambio político que México experimen-
ta, quizá este último tema sea el más relevante del proceso de 
desarrollo democrático. Para las organizaciones de partido, en 
cuanto estructuras que representan y agregan intereses socia-
les, el problema relativo a su democratización interna en muchos 
casos constituye una asignatura pendiente. Este es una temá
tica que, además ha sido poco analizada a nivel legislativo y aún 
carece de un estudio doctrinario sistemático. Sin embargo, por 
fortuna hemos adoptado de manera irreversible un punto de par-
tida que confirma que en la moderna democracia constitucional 
los partidos colaboran en la elaboración y en la expresión de la 
voluntad del pueblo (Bobbio 1986, 17-8 y 1999, 247-57). Además 
de que los partidos políticos tienen una importancia decisiva en 
los gobiernos contemporáneos, lo que permite definir a la demo-
cracia actual como una democracia de partidos.18

17	 “Una sociedad se convierte en comunidad, cuando la herencia cultural objetivada 
en valores, principios, intereses, costumbres y demás practicas y usos colectivos 
e individuales son armónicos […] de lo cual emerge el marco institucional, la 
Constitución misma y sus elementos paradigmático”, (Covarrubias 2008, 22). 

18	 La palabra democracia indica en primer lugar un sistema de gobierno inspirado 
en un ideal normativo de libertad e igual trato entre los miembros de una sociedad 
política “obtenido a través de la participación de los gobernados en el gobierno 
[…] de aquí la hipótesis de que las elecciones son uno de los instrumentos para 
afirmar en la realidad, el ideal normativo de la democracia” (Martelli 1999, 3).
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Estas organizaciones representan el nexo indisoluble y un 

puente organizativo entre las instituciones del Estado y las de-
mandas, los proyectos y las aspiraciones de la sociedad civil. Los 
partidos tienen una base corporativa pues siempre están integra-
dos por ciudadanos en el ejercicio de sus derechos de asociación 
y con una organización que hace efectiva la participación política y  
social de sus miembros. Los partidos expresan el pluralismo polí-
tico que concurre en la formación y manifestación de la voluntad 
popular y, al mismo tiempo, son el instrumento fundamental de la 
participación política en los sistemas democráticos.19 Su creación 
y el ejercicio de su actividad deben ser libres dentro del respe-
to a la norma constitucional. En este sentido, los partidos deben 
generar su organización y deben establecer su funcionamiento 
en concordancia con los principios democráticos. Para abundar en 
el tema de la democratización interna de los partidos debemos 
apoyarnos en tres autores que resultan fundamentales para una 
comprensión global del tema de los partidos y de los sistemas de 
partidos en un orden democrático: el francés Maurice Duverger y 
los italianos Giovanni Sartori y Angelo Panebianco.

Para Duverger, los partidos políticos son “intermediarios entre el 
pueblo y el gobierno, es decir, entre los electores y los elegidos”. Es 
precisamente en esa forma en la que nuestra Constitución Política 
define a los partidos políticos como organizaciones de ciudadanos, 
cuyo fin es “hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del po-
der público” (Duverger 1970, 206-9). Asimismo este autor sugiere 
analizar a los partidos políticos a partir de “criterio estructural-or-
ganizativo” y los distingue con relación a su origen, que puede ser 
interno (del parlamento a la sociedad) o externo (de la sociedad al 
parlamento); a la participación, lo que permite la distinción entre par-
tido de cuadros y partido de masas; a su estructura organizativa, lo 
que hace posible la distinción entre partidos de adhesión individual 

19	 El partido representa a un “conjunto de personas asociadas para favorecer en 
común el bien de la nación mediante la conquista del poder o la influencia sobre el 
mismo, vía la aplicación de determinados principios sobre los cuales están todos 
de acuerdo” (Esparza 2005, 45).
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Electoral (directa) y partidos de adhesión colectiva (indirecta); a los elemen-
tos organizativos de base que caracterizan a los partidos como de 
comité, de secciones, de células o de milicias; y finalmente, con 
relación a la articulación general de la organización. 

Duverger distingue entre partidos fuertes, débiles, vertica-
les, horizontales, centralizados o descentralizados (1974, 178). 
Dirige su atención a los sistemas electorales en cuanto a espa-
cios adecuados para facilitar o impedir, no tanto la formación de 
cada partido, sino su acceso a la representación parlamentaria. 
De este modo, concluye que los sistemas electorales tienen una 
influencia determinante respecto al tipo de sistema de partido vi-
gente, vinculando los “sistemas pluralistas” con el bipartidismo, 
los “sistemas mayoritarios” con un multipartidismo limitado y la 
representación proporcional con un multipartidismo acentuado o 
extremo (Duverger 1970, 79-88). 

De acuerdo con el politólogo francés, la democracia interna 
de los partidos es un objetivo tan importante como el fin superior 
de alcanzar el poder del Estado. Reitera que estas organizacio-
nes de representación de los intereses políticos de la ciudadanía 
han sido pilares del sistema democrático y que éste no puede 
entenderse sin los partidos políticos; por un lado, los problemas 
derivados de la pobre institucionalización de las prácticas demo-
cráticas que son sustituidas por:

[...] prácticas y costumbres no escritas; casi enteramente 
consuetudinarias. Los estatutos y los reglamentos interiores 
no describen nuca más que una pequeña partes de la realidad: 
raramente se les aplica de manera estricta (Duverger 1974, 12).

Por otro lado, también previene (este es un dato a tomar en 
cuenta por los órganos garantes de la legalidad en México) so-
bre la formación de dañinas tendencias oligárquicas al interior de 
los partidos políticos.

Desde otra perspectiva, Giovanni Sartori sostiene que los 
partidos pertenecen a la “instrumentalidad” de la representación 
política, dado que son un medio para representar al pueblo “ex-
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presando” sus demandas (1990, 217-36). Desde este punto de 
vista, los partidos son una “proyección representativa” del conjun-
to de la comunidad política de la cual permiten la libre expresión, 
sometiéndose sobre una base competitiva a recurrentes pruebas 
electorales.20 Añade que los partidos reflejan tanto la estratifica-
ción social como la diversidad de estatus con relación al espacio 
público, dado que los partidos son estructuras de una relación 
“parte-todo”, y constituyen una explicación del pluripartidismo: 
“si un partido es una parte, de ello se sigue que el todo no puede  
estar representado ni constituido por una parte nada más”. 

La relación parte-todo también permite comprender lo frágil 
que puede ser un sistema de partidos. Advierte sobre los riesgos 
de que los partidos puedan desnaturalizarse por un faccionalismo 
excesivo (Sartori 1986, 167-70). Cuando los partidos son partes, 
entonces es evidente que son organismos de expresión que sirven 
para el objetivo primario de comunicar con vigor a las autoridades 
las exigencias del público como un todo. Los partidos en cuanto 
partes, son instrumentos para dirigir un todo pluralista ya que pre-
suponen la diversidad e institucionalizan el disenso (Sartori 1992, 
92). Por último, este autor considera que los partidos son factores 
muy importantes para la democracia ya que permiten la formación 
de una poliarquía abierta de tipo competitivo, en donde los elegi-
dos deben rendir cuentas a sus electores en el mercado político. 

A Sartori debemos el desarrollo de los estudios empíricos 
sobre el funcionamiento de los partidos políticos, y de esos diag-
nósticos surge la idea de la democracia al interior de los partidos 
mediante las “élites meritocráticas” (Sartori 1957, 97-8). Es decir, 
por medio del establecimiento de métodos competitivos al inte-
rior del partido, que hagan posible el gobierno o la dirección de 
los mejores, los más calificados, los más capacitados y quienes 
tengan mayores méritos.

Por su parte, Angelo Panebianco, siguiendo las huellas de los 
autores clásicos que han estudiado a los partidos políticos como 

20	 “Los sistemas electorales determinan el modo en que los votos se transforman en 
curules” (Sartori 1994, 15).
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ri, pone énfasis en el núcleo organizativo del partido en cuanto a 
su organización, fisonomía y dinámica internas. Para Panebian-
co es crucial el tema de las causas y de las consecuencias del 
cambio organizativo en los partidos políticos. La formación de 
“profesionales electorales” permite el funcionamiento de la estruc-
tura organizativa de los partidos y de las estrategias que hacen 
posible el triunfo electoral. En el partido profesional electoral, los 
militantes desempeñan tareas de promoción del voto que son di-
señadas por pequeños grupos de especialistas. 

La principal aportación de Panebianco, sin embargo, es el 
estudio de los partidos desde la perspectiva de su dinámica orga-
nizativa interna (1990, 15). Para el politólogo italiano, el partido es 
el resultado de un equilibrio entre una serie de dilemas organizati-
vos. Respecto de la democracia interna de los partidos, resalta los 
dilemas que se le presentan a la organización en su evolución, al 
adaptarse al ambiente en que se desarrollan, y sobre todo, aco-
tar de un modo más estricto, la gran libertad de iniciativa con que  
cuenta el liderazgo; así como el mayor peso de su burocracia  
que tiende a hacer de su mantenimiento un objetivo en sí mis-
mo, por lo que el poder en el partido político es el resultado de 
una relación de intercambio desigual entre dirigentes y dirigidos. 

Dado que en los últimos tiempos ha cambiado la dinámica 
electoral, el funcionamiento de las instituciones sometidas a la 
influencia de los partidos, y la relación que existe entre los parti-
dos y la sociedad, dice Panebianco: 

[...] cualquiera que sea la naturaleza de los partidos y el 
tipo de incitaciones a que puedan responder, son ante todo, 
organizaciones, y el análisis organizacional debe preceder a 
cualquier otra perspectiva (Panebianco 1990, 15). 

La teoría comparada de los sistemas de partidos deja numero-
sas sombras que sólo pueden ser iluminadas por el estudio de su 
dinámica organizativa interna. Panebianco analiza estas teorías 
que colocan en el centro, la dimensión organizativa del partido 
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para explicar su funcionamiento y sus actividades en términos de 
alianzas y de conflictos por el poder de decisión entre los diver-
sos actores que integran la organización política.21

En consecuencia, en términos de su institucionalidad, de su 
competitividad intrapartidaria y de su estructura organizacional, 
los partidos políticos deben enfrentar el dilema democrático y, en 
este camino, también se transforman. En el sistema democrático 
están obligados por ley, al establecimiento de instancias impug-
nativas internas para la resolución de los conflictos entre los 
militantes y los órganos que integran el partido. Tales instancias 
se deben establecer para asegurar la libertad de organización 
y deben ser independientes e imparciales, garantizando siem-
pre el “debido proceso”. Además deben contar con autonomía 
respecto de los órganos dirigentes. Es así como nuestra legisla-
ción contribuye a la democratización interna de los partidos. El 
integrante del partido que se considere agraviado en sus dere-
chos debe agotar las instancias antes de acudir a la jurisdicción 
estatal, tal y como establece el artículo 99 de nuestra Constitu-
ción (cpeum, artículo 99, fracción V, 2012). Este ordenamiento 
también reafirma que al máximo Órgano Jurisdiccional le co-
rresponde resolver, entre otros asuntos, las impugnaciones de 
actos y resoluciones que violenten los derechos político elec-
torales de los ciudadanos, específicamente, los de votar y ser 
votado para tomar parte en los asuntos políticos del país en los 
términos en que se encuentran garantizados por las leyes y la 
Carta Magna. Agotar las instancias internas para la solución de 
los conflictos, sólo tiene la excepción cuando los órganos parti-
distas competentes no estuviesen instalados e integrados con 
antelación a los hechos litigiosos, o cuando dichos órganos in-
curran en violaciones graves de procedimiento que dejen a los 
militantes y afiliados en indefensión.

21	 “Las liberal democracias realmente existentes, no se corresponden con las 
Repúblicas de Kant, porque no sólo son Estados de derecho y regímenes 
representativos, sino también sistemas oligárquicos con fuertes concentraciones 
de poder burocrático” (Panebianco 1997, 117).
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Electoral En cuanto a factores de integración política, los partidos tie-
nen una lógica organizativa que incide en su estructura interna 
y busca hacer prevalecer a la totalidad sobre la parte, eviden-
ciando una función cohesionadora hacia los militantes. El partido 
necesita de una línea política unitaria. Sin embargo, la primacía 
en la unidad del partido sobre la individualidad de sus miembros 
no debe anular el funcionamiento democrático. En un sistema de 
este tipo las decisiones partidistas se toman por mayoría, y con  
base en este principio se integran sus órganos y se lleva a cabo 
la formación de su voluntad. En este sentido, los partidos buscan 
organizarse en forma tal que sus órganos ejecuten su voluntad y 
no el partido la voluntad de sus órganos, lo que frecuentemente 
sucede, generando recursos de apelación o medios de impugna-
ción en defensa de la vida interna democrática. 

En un contexto de tipo democrático, la voluntad sobre quién 
debe dirigir al partido, y sobre lo que es vinculante para él debe 
formarse de abajo hacia arriba. Dicho con Hans Kelsen, deben 
promoverse procesos decisionales “autónomos” y no “heteróno-
mos” caracterizados por la formación de la voluntad colectiva en 
una secuencia que va desde abajo hacia la cúspide.22 De esta 
manera, los vínculos entre los representantes partidarios y la mi-
litancia están regulados por normas internas establecidas por los 
propios partidos (Sartori 1989, 394). 

La acción jurisdiccional contribuye al imperativo de crear me-
canismos idóneos para garantizar el ejercicio de la democracia 
interna en los partidos. Por otro lado, no se debe olvidar que en 
cuanto a generadores de vínculos entre la sociedad política y la 
sociedad civil, los partidos políticos cumplen diversas funciones 
básicas para el sistema democrático: mantienen una red política 
entre el gobierno, los otros partidos y los ciudadanos en gene-
ral; representan de manera pluralista a los diversos grupos de la 

22	 “Puesto que el orden jurídico representa una construcción escalonada de normas 
entre sí en relación de supra y subordinación, y dado que una norma sólo pertenece 
a determinado orden jurídico porque y en tanto su producción corresponde a una 
norma superior determinante, surge el problema de un posible conflicto entre 
una norma de nivel superior y una norma inferior” (Kelsen 2005, 273-4). 
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comunidad; y su tendencia es a la inclusión y al crecimiento orga-
nizativo. Estas funciones de contemporánea articulación y vínculo 
se orientan a influir en un determinado sentido sobre la forma-
ción de la voluntad del Estado, y derivan de la necesidad de las 
comunidades organizadas cooperativamente para decidir colec-
tivamente los rumbos alternativos de la decisión y acción política 
del Estado (Hernández 1991, 67-81).

Si se logran establecer claras reglas del juego político, la plura-
lidad de enfoques, corrientes y grupos dentro de la organización es 
positiva. En un Estado pluralista que garantice las libertades civi-
les, no suele presentarse la unanimidad sino que por el contrario, 
la diversidad de posiciones y puntos de vista generan disensos al 
interior de la vida partidaria; por tanto, se deben establecer reglas 
que permitan convivir con el disenso. Este principio democrático 
tiene gran relevancia dentro del derecho electoral, dado que repre-
senta uno de los fundamentos jurídico-políticos más importantes 
para la convivencia política y democrática en la vida interna de los  
partidos. El principio democrático de solicitar la protección de  
la jurisdicción partidaria o federal se despliega normativamente 
tanto en su dimensión material, es decir, la defensa de los de-
rechos fundamentales de los militantes, como en su dimensión 
estructural la cual se despliega, a su vez, en un plano organizativo 
y procedimental, que se refiere a la composición y elección de los 
órganos representativos, y al modo como las decisiones son to-
madas respecto a sus candidatos a puestos de elección popular. 

La democracia interna de los partidos se relaciona con la di-
mensión estructural, de la organización, referida a las garantías 
procedimentales u organizativas que posee el miembro de un par-
tido. El principio democrático debe impregnar la actividad de los 
partidos políticos en su condición de entidades de interés público que 
buscan un ordenamiento jurídico que atienda el interés colectivo.23 

23	 “Es la reflexión en torno a algunos principios jurídicos que permiten a una 
Constitución asegurar, en las diversas situaciones históricas, el mejor orden político” 
(Matteucci 2011, 127). 
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Electoral Por su naturaleza, los partidos políticos se ubican en un pun-
to intermedio que se encuentra entre el camino que va desde 
simples asociaciones de ciudadanos hasta el gobierno del Es-
tado, por lo que se despliegan en diferentes perspectivas: como 
articuladores de consensos, con lo cual evidencian su centrali-
dad indispensable en las democracias modernas; como reflejo 
de la pluralidad política, que es un elemento distintivo de las so-
ciedades contemporáneas que son pluralistas y complejas por 
definición; como receptáculos de proyectos ideológicos, es de-
cir, como eje articulador de la identidad interna de los militantes 
y afiliados; y finalmente, como entes democratizadores. Este últi-
mo aspecto plantea una pregunta obligada: ¿cómo democratizar 
a los democratizadores? y, consecuentemente, el tema del con-
trol externo de la vida interna de los partidos.

V. ¿Cómo democratizar  
a los democratizadores?

El problema de la inclusión de las minorías es quizá el tema más 
urgente de la “democratización de los democratizadores”. Aunque 
existen otros que también son muy relevantes, como la renova-
ción de las dirigencias o la selección de candidatos. El derecho 
de voto, el derecho a ser electo, el derecho de los ciudadanos 
a participar en el gobierno, el derecho de petición y el derecho 
de asociación con fines políticos deben ser salvaguardados por 
cualquier ordenamiento que se precie de ser constitucional, de-
mocrático y moderno. Uno de estos derechos, el de ser votado, 
está limitado en su ejercicio en el sentido de la intermediación ne-
cesaria de los partidos políticos para hacerlo efectivo. 

Los partidos políticos tienen el monopolio para la postulación 
de cargos de elección popular, dado que la norma constitucional 
en materia electoral lo reafirma y, además, añade en su artículo 
116 la obligatoriedad de las legislaciones locales de garantizarlo: 

Las constituciones y leyes de los estados en materia electoral 
garantizarán que [...] los partidos políticos [...] tengan reconocido  
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el derecho exclusivo para solicitar el registro de candidatos a 
cargos de elección popular (cpeum artículo 116, fracción IV, in-
ciso f, 2012). 

Únicamente se exceptúa de lo anterior lo referente a las for-
mas de elección de acuerdo con los usos y costumbres indígenas 
en los casos en que proceda, atendiendo a su derecho humano 
a la autodeterminación,24 por lo que entre otras medidas, es ne-
cesario perfeccionar el marco jurídico para el reconocimiento de 
las prácticas tradicionales en la elección de autoridades (Cisneros 
2004, 109-10). En este caso, como en el de la equidad de género, 
resulta evidente que el Estado tiene la responsabilidad de inter-
venir en la vida de los partidos políticos en mayor grado que en 
la de organizaciones estrictamente privadas. La posibilidad que 
tiene un partido político de conculcar derechos fundamentales de 
un militante es real, y se ha actualizado en distintas ocasiones. 
Además, la democracia implica un sistema de gobierno inspirado 
en el ideal normativo de libertad e igual trato entre los integran-
tes de una sociedad política. Las libertades civiles y la igualdad 
de oportunidades se garantizan mediante la participación de los 
involucrados en la toma de decisiones. En consecuencia, los 
regímenes democráticos deben transformarse en estructuras ins-
titucionales, cuyos ordenamientos afirmen el ideal normativo de 
libertad e igualdad en la participación. Las elecciones representan 
uno de los métodos para afirmar dicho ideal normativo y los elec-
tores son quienes deciden en una competencia entre personas, 
ideas, proyectos y visiones del mundo. Las motivaciones del voto  
se sustentan en las propuestas que proyectan los candidatos, 
quienes compiten democráticamente por el voto popular.25 Estos 

24	 El tema de los derechos políticos de los pueblos y comunidades indígenas se 
trata en la fracción tercera del artículo segundo del ordenamiento constitucional, 
además “la Constitución establece los criterios para que ciertos colectivos puedan 
ser reconocidos como pueblos indígenas” (Cossío 2002, 152).

25	 Sartori considera que Joseph Schumpeter es el padre de la “teoría competitiva de 
la democracia” según la cual: “el método democrático es aquel acuerdo institucional 
para llegar a decisiones políticas, en el cual algunas personas adquieren el poder 
de decidir mediante una lucha competitiva por el voto popular” (Sartori 1993, 107).
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glas que hagan posible la democracia al interior de los partidos.

Los partidos políticos tienen como fin promover la participa-
ción ciudadana en la vida democrática, contribuir a la integración 
de la representación nacional y como organizaciones de ciuda-
danos, hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del poder 
público, de acuerdo con los programas, los principios y las ideas 
que postulan y mediante el sufragio universal, libre, secreto y di-
recto. Si un partido político deja de promover la participación de 
los ciudadanos en la vida democrática, las autoridades electorales 
deben intervenir. Si los partidos políticos dejan de ser el camino 
para que los ciudadanos accedan en igualdad de condiciones, 
al poder público y niegan el derecho de libre asociación y todas 
las garantías que este derecho implica;26 las autoridades elec-
torales también se encuentran obligadas a intervenir en la vida 
interna partidaria para obligar a dichas entidades de interés pú-
blico a permanecer abiertas a la ciudadanía.

En este camino hacia la democracia, la sentencia que se ana-
liza permite observar otro ámbito de intervención del Estado, 
mediante las autoridades electorales, en la vida interna de los par-
tidos políticos, que puede encontrarse en la tendencia, que se ha 
consolidado en el derecho electoral mexicano, de vigilar que los 
programas, principios y plataformas de campaña de los partidos 
sean cumplidos cabalmente. Existen ejemplos determinantes que 
explican por qué es necesario que los partidos políticos cumplan 
con sus responsabilidades frente a sus militantes, pero también 
frente a todos los ciudadanos. Lo anterior es una obligación legal, 
por lo que la autoridad electoral tiene atribuciones para conocer 
de las infracciones consistentes en el incumplimiento de obligacio-
nes legales del partido político y, en esa medida, con la suficiente 
cobertura jurídica, intervenir cuando se actualicen tales infraccio-

26	 Como el derecho a la información, que es una garantía del derecho de libre 
asociación, pues el tepjf ha sostenido que si un ciudadano no conoce la información 
básica referente a los partidos políticos, no puede sopesar las consecuencias de 
su afiliación a uno u otro.
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nes por la inobservancia de disposiciones estatutarias relativas 
—entre otros temas— a los procedimientos para la postulación 
democrática de los candidatos.27 

Por otro lado, los partidos políticos son los únicos facultados 
para hacer valer en el ámbito jurisdiccional ciertos derechos difu-
sos, como el derecho a gozar de un proceso electoral equitativo, 
en el que prive la certeza y la legalidad. Si ellos no cumplen con 
su obligación de hacer respetar mediante las autoridades electo-
rales administrativas y jurisdiccionales, los principios rectores de 
los procesos democráticos, los ciudadanos a su vez no podrán 
ejercer tales derechos directamente, pues no se encuentran le-
gitimados para ejercitar acciones en esos ámbitos.28 De aquí la 
importancia de promover esquemas democráticos al interior de 
las organizaciones partidarias.

Para democratizar a los democratizadores se requiere de una 
intervención jurisdiccional que permita ampliar los espacios de la 
democracia interna, respetar los derechos de la militancia, forta-
lecer la lógica de la legalidad al interior de los propios partidos, 
estableciendo mecanismos eficaces de justicia intrapartidista, así 
como de rendición de cuentas y transparencia. Una ley de parti-
dos políticos podría contribuir a estos propósitos estableciendo 
de manera clara, tanto los derechos y obligaciones de los militan-
tes y la garantía de acceso a los órganos imparciales de justicia 
intrapartidaria, como los procedimientos para la integración de 
sus órganos directivos y la postulación democrática de sus can-

27	 Conviene analizar la Tesis XCVIII/2001, la cual señala que cuando un ciudadano 
presenta una queja o denuncia, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene 
atribuciones para vigilar la aplicación de las bases de las convocatorias que los partidos 
políticos emiten en sus comicios internos y otras disposiciones estatutarias o internas.
Tercera Época.
La Sala Superior en sesión celebrada el 15 de noviembre de 2001, aprobó por 
unanimidad de votos la tesis que antecede.

28	 Sobre este tema la Jurisprudencia 10/2005 afirma que los elementos necesarios 
para deducir las acciones tuitivas de intereses difusos por los partidos políticos 
consisten en la existencia de disposiciones o principios jurídicos que impliquen 
protección de intereses comunes a todos los miembros de una comunidad 
amorfa, carente de organización, de representación común y de unidad en sus 
acciones, sin que esos intereses se puedan individualizar, para integrarlos al acervo 
jurídico particular de cada uno.
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directo a la información de los partidos políticos y sus obligacio-
nes en materia de transparencia. 

Cuando se hace referencia a la democratización interna de 
los partidos políticos, se está llamando en causa al conjunto  
de disposiciones normativas y a las medidas que garantizan la 
selección libre y equitativa de los dirigentes internos, la designa-
ción en base a los principios de la democracia por parte de los 
candidatos a los puestos de elección popular, la determinación 
de la plataforma política como resultado de la expresión de la vo-
luntad mayoritaria de los miembros del partido, la garantía de la 
representación de género y de otras minorías políticas, así co-
mo la tutela de los derechos fundamentales de los militantes del  
partido, mediante la existencia de un “control heterónomo”  
de constitucionalidad y legalidad sobre los principios de democra-
cia en todos sus procesos internos. Se observa entonces, que a 
los partidos políticos no puede aplicárseles, simple y llanamente, 
el complejo normativo que rige la vida de los gobernados pues es-
tán obligados a garantizar el cumplimiento de normas de interés 
público, y tampoco puede aplicarles absolutamente, la regulación 
y las responsabilidades de una entidad de gobierno, pues no for-
man parte de éste. Es aquí en donde el derecho electoral debe 
contribuir a crear un sistema de garantías mutuas que limite al 
máximo el grado de discrecionalidad del que puede disponer un 
órgano dirigente de partido (Pérez 2005, 93-164).

VI. Norma partidaria y procesos  
internos democráticos

En su Libro Segundo, “De los partidos políticos”, el Código Fe-
deral de Instituciones y Procedimientos Electorales imponía a los  
partidos políticos la obligación de establecer en sus estatutos  
los procedimientos democráticos para la integración y renovación 
de sus órganos directivos y para la postulación democrática de 
sus candidatos (Cofipe, artículo 27, apartado 1, incisos c, d y g, 
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2012). No obstante, no aporta los criterios necesarios para definir 
con claridad cuáles métodos contribuyen a la democracia, ni se 
proporcionan elementos suficientes para integrarla jurídicamente, 
por lo que es necesario acudir a otras fuentes para establecer los 
aspectos mínimos que deben concurrir en la democracia como 
un sistema o forma de gobierno favorable a la democratización 
de los partidos. 

En primer lugar, se podría considerar la deliberación y la par-
ticipación de los militantes, en el mayor grado posible, en los 
procesos internos de toma de decisiones del partido para que 
respondan lo más fielmente posible a la voluntad de los inte-
grantes de la organización. Aparece como una “democratización 
deliberativa”;29 en segundo lugar, la igual consideración entre los 
miembros del partido para que exista una equidad de condiciones 
entre ellos. Aparece como una democracia de las oportunida
des con justicia y equidad (Touraine 2006, 191-4); en tercer lugar, 
la existencia de órganos de control para garantizar los derechos 
fundamentales, principalmente, de libertad de expresión, infor-
mación y asociación, lo que permite la legítima existencia de  
posiciones contrastantes a su interior (Held 1989, 311-23 y Lefort 
1988, 165-82). Se encuentra también, la libertad política aplica-
da a la relación ciudadanos-Estado desde el punto de vista de 
los inscritos a un partido en su calidad de ciudadanos;30 y final-
mente, el control de órganos electos, lo que implica la posibilidad 
real y efectiva de que los militantes puedan elegir a los titulares 
de los órganos directivos, y de removerlos en los casos que lo 
ameriten. Aparece una forma de democracia referendaria al interior 
de la organización (Fedele 1994). Estos elementos coinciden con 
las obligaciones establecidas en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, que recoge la decisión de la volun-
tad soberana del pueblo de adoptar para el Estado la forma de 

29	 “La democracia deliberativa” representa la novedad más importante en la teoría 
democrática de los últimos veinte años, es el derecho de opinar, proponer, distinguir 
y discutir […] la deliberación pública es la fuente fundamental de la legitimidad 
democrática” (Giannetti 2007, 123-5).

30	 “La libertad política es la libertad de los débiles” (Sartori 1986, 183).
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dadanos en las decisiones fundamentales, la igualdad de éstos 
en el ejercicio de sus derechos, los instrumentos para garantizar 
su respeto y, finalmente, la posibilidad de controlar a los órganos 
electos con motivo de sus funciones.

La democratización debe abarcar a las instituciones pero 
también a las organizaciones. Dicho de otra forma, el contexto 
democrático debe también influenciar las dinámicas organizati-
vas internas. De lo anterior, se tiene que los elementos mínimos 
de democracia que deben estar presentes en los partidos políti-
cos son, conforme al citado artículo 27 del Cofipe, los siguientes: 

La asamblea u órgano equivalente, como principal centro 
decisor del partido, que deberá conformarse con todos los afilia-
dos, o cuando no sea posible, de un gran número de delegados 
o representantes, debiéndose establecer las formalidades para 
convocarla, tanto ordinariamente por los órganos de dirección, co-
mo extraordinariamente por un número razonable de miembros, 
la periodicidad con la que se reunirá ordinariamente, así como el 
quórum necesario para que sesione válidamente.

La protección de los derechos fundamentales de los afiliados, 
que garanticen el mayor grado de participación posible, como son 
el voto activo y pasivo en condiciones de igualdad, el derecho a 
la información, libertad de expresión, libre acceso y salida de los 
afiliados del partido.

El establecimiento de procedimientos disciplinarios, con las 
garantías procesales mínimas, derecho de audiencia y defensa, 
la tipificación de las irregularidades, así como la proporcionalidad 
en las sanciones, motivación en la determinación o resolución 
respectiva y competencia a órganos sancionadores, a los que se 
asegure independencia e imparcialidad.

La existencia de procedimientos de elección donde se garan-
ticen la igualdad en el derecho a elegir dirigentes y candidatos, 
así como la posibilidad de ser elegidos como tales, que pueden 
realizarse mediante el voto directo de los afiliados, o indirecto, 
pudiendo ser secreto o abierto, siempre que el procedimiento ga-
rantice el valor de la libertad en la emisión del sufragio.
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Adopción de la regla de mayoría como criterio básico para la 

toma de decisiones dentro del partido, a fin de que, con la parti-
cipación de un número importante o considerable de miembros, 
puedan tomarse decisiones con efectos vinculantes, sin que se 
exija la aprobación por mayorías muy elevadas, excepto las de 
especial trascendencia.

Mecanismos de control de poder, como por ejemplo: la posibi-
lidad de revocar a los dirigentes del partido, el endurecimiento de 
causas de incompatibilidad entre los distintos cargos dentro del 
partido o públicos y establecimiento de períodos cortos de manda-
to.31 Si estos elementos normativo-estructurales existen, entonces 
se debe ponderar el peso que el elemento “discrecional” puede 
tener en el desarrollo democrático de la organización partidaria.

Asumiendo que la facultad discrecional consiste en la liber-
tad de la autoridad u órgano al que la normativa le confiere tal 
atribución, para elegir, de entre dos o más soluciones legales po-
sibles, aquella que mejor responda a los intereses de la entidad 
a la que pertenece el órgano resolutor, la decisión adoptada se 
justifica cuando el ordenamiento aplicable no dispone de una so-
lución concreta y precisa para esa situación. En el caso que se 
analiza existe una norma estatutaria, que entre otras cosas, es-
tablece garantías democráticas para los militantes del partido.32 

31	 Véase la Jurisprudencia 3/2005 que impone a los partidos políticos la obligación de 
establecer en sus estatutos, procedimientos democráticos para la integración y 
renovación de los órganos directivos, definiendo algunos elementos comunes 
característicos de la democracia: 1) La deliberación y participación de los 
ciudadanos, en el mayor grado posible, en los procesos de toma de decisiones, 
para que respondan lo más fielmente posible a la voluntad popular; 2) Igualdad, 
para que cada ciudadano participe con igual peso respecto de otro; 3) Garantía 
de ciertos derechos fundamentales, principalmente, de libertades de expresión, 
información y asociación, y 4) Control de órganos electos, que implica la posibilidad 
real y efectiva de que los ciudadanos puedan elegir a los titulares del gobierno, y 
de removerlos en los casos que la gravedad de sus acciones lo amerite.

32	 Al respecto la Tesis IX/2012 emitida por el tepjf establece que las modificaciones a 
los documentos básicos de un partido político, rigen la vida interna del mismo desde 
el momento de su aprobación por el órgano correspondiente y sólo dejan de surtir 
efectos a partir de que alguna autoridad competente declare la inconstitucionalidad 
o ilegalidad de los mismos, pues dichas modificaciones son producto del derecho 
de autoorganización y autogobierno de dichos institutos.
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Electoral Dado que en un sistema democrático, los documentos inter-
nos representan el derecho de auto-organización y autogobierno 
de las estructuras políticas denominadas partidos, tienen faculta-
des para emitir la normativa regulatoria de su vida interna. Esta 
facultad deriva en la emisión de disposiciones o acuerdos de ca-
rácter general, impersonal, abstracto y coercitivo, vinculantes para 
sus militantes, simpatizantes y adherentes.33

Por lo que respecta a los estatutos del Partido de la Revolución 
Democrática, que representan una de sus principales normas in-
ternas, en su primera parte, establece las reglas fundamentales 
y de funcionamiento que son de observancia general para sus 
miembros. También reafirma que la democracia y las garantías 
al interior de la organización son:

[...] el principio fundamental que rige la vida del Partido, tanto en 
sus relaciones internas como en su acción pública, por tanto, los 
afiliados, organizaciones y órganos del Partido están obligados a 
realizar y defender dicho principio (prd, artículo 6, 2011). 

Esta tesis se refuerza cuando sostiene que: 

La autonomía interna del Partido reside en sus afiliados, quienes 
poseen plena capacidad para determinar los objetivos, normas, 
conductas y dirigencias que regirán la vida interna del mismo, siempre 
utilizando métodos de carácter democrático (prd, artículo 7, 2011). 

Del mismo modo, en su capítulo xviii, referido a las funciones 
del Consejo Nacional del partido se afirma que son sus atribu-

33	 Sobre este tema la Tesis XXXI/2011 establece claramente que los documentos 
internos son normas intrapartidistas de carácter autoaplicativo o de individualización 
incondicionada, que por su sola vigencia, generan una obligación de hacer, de 
no hacer o de dejar de hacer al destinatario. Por su parte, serán consideradas 
disposiciones heteroaplicativas o de individualización condicionada, las que 
requieran de un acto concreto de aplicación para actualizar el perjuicio. En 
consecuencia, para determinar la procedencia del medio de impugnación intentado 
contra normas internas de los partidos políticos, deberá definirse el momento de 
actualización de la obligación (Tesis XXXI/2011).
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ciones “Convocar a la elección de las candidaturas a cargos de 
elección popular en el nivel nacional, de acuerdo a lo señalado en 
el presente Estatuto” (prd, artículo 93, inciso m, 2011). Más ade-
lante, en su capítulo II “De la elección de los candidatos a cargos 
de elección popular”, se establecen las reglas que se observarán 
en todas las elecciones:

Todas las elecciones, nacionales estatales y municipales serán 
organizadas por la Comisión Nacional Electoral […] la ausencia 
de candidatas y/o candidatos para ocupar algún cargo de 
elección constitucional en cualquier nivel, será superada mediante 
designación la cual estará a cargo de la Comisión Política 
Nacional. Dicha determinación será aprobada conforme con lo 
previsto en el presente Estatuto y sus Reglamentos, cuando se 
presente cualquiera de las siguientes causas:

La incapacidad física, muerte, inhabilitación o renuncia del 
candidato;
La no realización o anulación de la elección por la Comisión 
Nacional de Garantías, sólo cuando no sea posible reponer la 
elección;
Cuando la Comisión Nacional de Garantías o alguna autoridad 
electoral haya ordenado la negativa o cancelación de registro 
como precandidato por alguno de los supuestos previstos por la 
ley y no sea posible reponer la elección; y
Cuando exista riesgo inminente de que el Partido se quede 
sin registrar candidato. La facultad a que se refiere este inciso 
será ejercida excepcionalmente y siempre dando prioridad a 
procedimientos democráticos de selección de candidatos (prd, 
artículo 273, 2011).

Incluso, la misma norma interna del prd establece que: 

Las y los candidatos para elecciones constitucionales de 
gubernaturas, senadurías, diputaciones locales y federales 
por el principio de mayoría relativa, presidencias municipales, 
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se elegirán mediante el método que el Consejo respectivo 
determine, mediante la decisión del sesenta por ciento de las y 
los Consejeros presentes. Los métodos de selección a realizarse 
podrán ser los siguientes:
Por votación universal, directa y secreta abierta a la ciudadanía 
del ámbito correspondiente;
Por votación universal, directa y secreta de los afiliados del ámbito 
correspondiente;
Por votación de los Consejeros respectivos de la instancia 
correspondiente;
Por candidatura única presentada ante el Consejo; o
Por votación de los Representantes Seccionales en el ámbito 
correspondiente.

Por otro lado, la norma estatutaria dispone que los candida-
tos se puedan elegir mediante el método que el correspondiente 
Consejo determine, pudiendo ser de las siguientes maneras:

Por votación universal, directa y secreta abierta a la ciudadanía 
del ámbito correspondiente;
Por votación universal, directa y secreta de los afiliados del ámbito 
correspondiente;
Por votación de los Consejeros respectivos de la instancia 
correspondiente;
Por candidatura única presentada ante el Consejo; o
Por votación de los Representantes Seccionales en el ámbito 
correspondiente (prd, artículo 275, 2011).

Finalmente, el partido en cuestión cumple con la norma de-
mocrática y ofrece el conjunto de garantías a los militantes para 
que éstos tengan en buen resguardo sus derechos políticos. En-
tonces, si el problema no está en la forma, conviene ir al fondo, 
que en este caso está representado por la contradicción entre la 
facultad discrecional de los órganos directivos superiores y las 
prácticas arbitrarias no consideradas, ni previstas, por norma  
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alguna, y que están representadas por la libre y no determinada 
voluntad del individuo en su calidad de dirigente.

VII. Principio de discrecionalidad:  
límites y aporías

La sentencia aborda de manera acertada la discusión sobre los 
límites que, en un contexto democrático, puede tener la discre-
cionalidad, y postula su neta distinción de la arbitrariedad en el 
conjunto de procesos decisionales que afectan la vida partida-
ria.34 La sentencia establece un enfoque garantista que define 
los elementos que la autoridad electoral debe tutelar en el ejerci-
cio democrático de los derechos de los militantes de un partido. 

El análisis del principio de discrecionalidad en un contexto de-
mocrático permite hacer referencia a los razonamientos en los 
cuales surgen contradicciones o paradojas que se presentan co-
mo dificultades lógicas de índole especulativa. Las paradojas que 
implica el concepto de discrecionalidad han sido resueltas, en 
gran parte, por los avances cognitivos, los cambios de paradig-
mas y de episteme jurídica (egf 1981, 39). La discrecionalidad es 
un adjetivo que hace referencia a lo que se hace libremente, es 
decir, al ejercicio de facultades que no están reglamentadas. En-
traña una potestad decisoria que “se mueve dentro de supuestos 
generales consignados en la norma jurídica”.35 La discreciona-
lidad, por tanto, puede estar asociada a la acción que se deja a 
criterio de persona, organismo o autoridad facultada para regu-
larla. La discrecionalidad se hace libremente siguiendo el propio 
juicio, el cual no está sujeto a ninguna norma fija (neb 1995, 930). 
Expresa el criterio de la persona o autoridad que debe tomar deci-

34	 “Una acción es arbitraria cuando tiene falta de sustento racional” (Aftalión, Vilanova 
y Raffo 2004, 866).

35	 “La facultad discrecional se ostenta como el poder de apreciación que tiene la 
autoridad respecto de un caso concreto para encuadrarlo dentro de la hipótesis 
normativa preexistente, cuyos elementos integrantes debe necesariamente 
observar” (Burgoa 1977, 123-4).
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para tomar alguna decisión, solo la discrecionalidad de la autori-
dad. Una caracterización adecuada de la discrecionalidad debe 
contener, junto al elemento de cierta libertad de elección, una re-
ferencia al modo en que esa libertad es generada. No basta con 
que se dé una elección, sino que es necesario que se trate de 
una decisión legítima y que esa legitimación ocurra de distintas 
formas, ya sea apareciendo libremente, como consecuencia de 
conferir un poder o como resultado de alguna ausencia o inde-
terminación de las normas que podrían regularla:

[...] por un lado, la libertad tiene un órgano jurídico en la toma de 
decisiones para elegir entre diferentes opciones; y por el otro, el 
que esa libertad no es absoluta, sino que se encuentra delimitada 
por un cierto marco normativo (Lifante 2002, 7).

El elemento “libertad” en la toma de decisiones se presenta 
como el rasgo central en la mayoría de los análisis de la discre-
cionalidad. Es también una idea compartida que se trata de una 
libertad que no es absoluta, sino que tiene ciertos límites, que 
son impuestos por el ámbito normativo que rodea a la libertad 
(dje 2006, 909). La discrecionalidad es uno de los conceptos 
que mayor interés despiertan entre los juristas por tratarse de un 
concepto especialmente complejo, oscuro y equívoco. En este 
sentido, un acierto no menor de la sentencia es la reafirmación 
de la importancia del control jurisdiccional sobre los actos dis-
crecionales, o incluso arbitrarios, de los dirigentes partidarios. 
La discrecionalidad se encuentra restringida a determinados ac-
tos y tiene que considerar ciertos límites normativos que, junto al 
margen de libertad, suele caracterizar a la discrecionalidad (Ber-
lin 1988, 187-243). Nuevamente recurrimos a Hans Kelsen quien 
considera que el sistema jurídico se estructura en forma de pirá-
mide: cada norma extrae su validez de la norma jerárquicamente 
superior; y ello porque la norma superior regula el procedimiento 
por el que debe producirse la norma inferior y, en mayor o menor 
medida, también su contenido. La relación entre norma superior y 
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norma inferior es, para este autor, una relación de determinación.36 
La discrecionalidad es así, en la construcción de Kelsen, un fe-
nómeno inherente a todo proceso de concreción y aplicación del 
derecho y que, por tanto, se presenta en todo el ordenamiento.37 

En este sentido, para Hans Kelsen no existe diferencia cuali-
tativa, sino meramente cuantitativa, entre la discrecionalidad que 
se ejerce en la elaboración de una ley conforme a la Constitu-
ción y la que se ejerce al dictar una sentencia judicial. Por tanto, 
la discrecionalidad se caracteriza por la existencia de varias so-
luciones igualmente válidas entre las cuales el órgano decisor 
tendría que elegir. La discrecionalidad es así concebida, como el 
poder o la facultad de elegir entre dos o más cursos de acción, 
cada uno de los cuales es permisible por el sistema normativo 
de que se trate. También hace referencia a la adopción de de-
cisiones de forma desvinculada del ordenamiento jurídico, por 
lo que donde termina el derecho, empieza la discrecionalidad. 
De esta manera, la discrecionalidad aparece como la ausencia  
de regulación para el ejercicio de ciertas potestades.38 Sin em-
bargo, el hecho de que no existan tales estándares jurídicos no 
implica que el órgano sea completamente libre, sino que dicha li-
bertad es relativa a un determinado sistema jurídico, pero que el 
órgano puede estar vinculado por otro tipo de estándares de ra-
cionalidad práctica, como cuando se toman en consideración los 
documentos estatutarios del partido.

36	 “Se destaca que la construcción del ordenamiento jurídico como un edificio en 
distintos pisos, como sistema jerarquizado en distintos niveles normativos […] con la 
consiguiente subordinación jerárquica que introduce grados en el sistema jurídico y 
hace inmediatamente visible la forma piramidal del ordenamiento” (Bobbio 1992, 80).

37	  “La doctrina de la construcción escalonada del orden jurídico capta al derecho en 
su movimiento, en el proceso permanentemente renovado de su autoproducción” 
(Kelsen 2005, 285).

38	 “Bentham decía que cualquier ley es una “infracción” de la libertad, y por más que 
algunas de tales infracciones puedan ser necesarias, es oscurantismo pretender 
que, finalmente, no son infracciones. En este sentido neutral y omnímodo de la 
libertad como licencia, es obvio que se da una competición entre libertad e igualdad. 
Para proteger la igualdad se necesitan leyes, y las leyes son, inevitablemente, 
compromisos que afectan a la libertad” (Dworkin 2002, 382).
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Electoral La facultad discrecional permite dar flexibilidad a la norma 
para adaptarla a circunstancias imprevistas. Esta facultad pue-
de extenderse a aquellos casos en los que concurran elementos, 
cuyo principio de igualdad ante la ley quede mejor protegido por 
una estimación de cada caso individual. De esta forma, la dis-
crecionalidad siempre es relativa, pues siempre debe abordarse 
con relación a los elementos y aspectos definidos por la norma 
al otorgarse (García y Fernández 2004, 462). También es posi-
ble concebir una discrecionalidad provisional cuando quien debe 
tomar la decisión es libre para tomar una elección entre posibles 
cursos de acción, pero esta decisión está sujeta a revisión y po-
sible anulación por otro órgano superior que puede revisarla y 
anularla, como la decisión del juez. En consecuencia, la palabra 
“discrecionalidad” se entiende como aquello que se hace libre y 
prudencialmente, así como la potestad gubernativa en las funcio-
nes de su competencia que no están reguladas (rae 2001, 832). 

Puede considerarse, además, como la calidad de lo que se 
hace en forma libre y de acuerdo con la prudencia y al sentido 
común (ejo 2005, 753). Si bien la facultad discrecional otorga 
la libertad de decisión al órgano competente, dicha atribución no 
puede, ni debe, confundirse con la arbitrariedad que representa 
la voluntad del titular de un órgano que obra impulsado por pre-
ferencias personales (Nava y Quiroz 2004, 15). En este sentido, 
la arbitrariedad representa aquella acción realizada totalmente 
al margen del texto legal, por lo que puede ser concebida tam-
bién como todo acto o proceder contrario a la justicia, la razón o 
las leyes” (deo 1999, 117). Dicho de una forma sintética: el poder  
arbitrario es ilegal e injusto (del 1972, 83). Por su parte, la discre-
cionalidad constituye la esfera de libre actuación de una autoridad 
que tiene como fundamento capacidades reglamentarias. No se 
debe perder de vista que existen límites a la facultad discrecional, 
pues ésta supone la posibilidad de actuar dentro de cierto marco. 
Estos límites los impone la naturaleza misma de la discrecionali-
dad, dado que éstos deben fundarse en una ponderación de las 
razones que provocan la emisión del acto, así como de los fines 
que se persiguen con éste.
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El ejercicio del derecho a tomar decisiones no puede consi-

derarse absoluto, pues los límites deberán verificarse en cada 
caso concreto, con el fin de establecer cuando atentan contra otro 
derecho que por las circunstancias concretas deba protegerse 
prioritariamente frente al primero. En la solución de controversias 
debe resolverse mediante la ponderación que permita optar por 
la afectación menor de entre las que se encuentran en juego, de 
tal forma que la discrecionalidad se presenta como una acción 
que deriva de la ley, como respuesta coherente al régimen de 
legalidad que la hace posible. El ejercicio de las facultades dis-
crecionales supone una valoración del órgano competente para 
elegir, de entre las alternativas posibles, la que mejor se adecue 
a las normas, principios, valores o directrices de la institución a 
la que pertenece el órgano resolutor.39 

En este sentido, se puede concluir que la facultad de desig-
nación de candidatos que tiene la Comisión Política Nacional del 
prd, se refiere sólo a situaciones extraordinarias, que por su pro-
pia naturaleza, limitan los derechos de los militantes a elegir a 
sus candidatos y a ser postulados como tales. En estos escena-
rios, en lugar de la decisión de la militancia, es la de un restringido 
grupo dirigente —la Comisión Política Nacional— la que tiene la 
atribución de designar a los candidatos frente a situaciones ex-
traordinarias como incapacidad física, muerte, inhabilitación o 
renuncia de candidatos, no realización o anulación de la elección 
por los órganos garantes del partido, cuando éstos o alguna au-
toridad electoral ordene la negativa o cancelación de registro por 
algún supuesto previsto por la ley, y que no sea posible reponer 
la elección o cuando existe el riesgo inminente de que la organi-
zación se quede sin registrar candidatos.

Frente a estas situaciones, la norma limita la discrecionali-
dad si se interpreta en el sentido de que sólo son supuestos para 
instrumentar el procedimiento de designación, los expresamente 

39	 “El poder discrecional es la facultad de tomar decisiones atribuidas por la ley a la 
autoridad judicial o administrativa en determinadas materias y casos. Es la facultad 
de decidir de acuerdo con el prudente arbitrio” (Favata 2007, 175-6).
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ampliar los supuestos normativos en perjuicio de los derechos de 
los militantes y que, ante la actualización de estos supuestos ex-
traordinarios, se debe privilegiar una interpretación que favorezca 
la mayor participación e inclusión de los militantes previamente 
registrados en el proceso de elección de candidatos. Como ya 
se mencionó, esta es una interpretación jurídica pro personae40 
que garantiza los derechos políticos del ciudadano, en función 
de cuanto establece el artículo 1 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos: 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán 
de conformidad con esta Constitución y con los tratados 
internacionales de la materia, favoreciendo en todo tiempo a las 
personas la protección más amplia (cpeum artículo 1, capítulo 1,  
2012). 

Consecuentemente, la facultad discrecional del órgano dirigen-
te no se debe confundir con la arbitrariedad, y tampoco puede ir 
en perjuicio de los militantes, y menos aún de quienes han parti-
cipado dentro de un proceso previo de selección de candidatos. 
Es necesario recordar que la arbitrariedad, o mejor dicho, un acto  
arbitrario 

es aquel que establece para una situación concreta una solución 
no prevista en la regla general, es decir, va contra la esencia del 
derecho que siempre está basado en normas de carácter general 
aplicables a una infinidad de casos particulares. El acto arbitrario 
no sigue ningún criterio fijo o preestablecido.41

En un sistema democrático cualquier acto administrativo que 
se emita en uso de las facultades discrecionales debe, al igual que 

40	 “Indica el sujeto de derechos. El término fue adoptado en referencia al concepto 
de individualidad humana” (Guarino 2006, 393).

41	 “Es por esto que la arbitrariedad es radicalmente antijurídica” (Cornejo 2005, 244-5).
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cualquier otro poder público, respetar las garantías individuales o 
derechos humanos del ciudadano que la Constitución regula en 
su parte dogmática.42 Por tanto, la designación que llevó a ca-
bo el órgano superior de dirección del prd con base en su marco 
normativo estatutario,43 es una facultad discrecional que permite 
que en casos extraordinarios, el partido pueda cumplir con una 
de sus finalidades que le marca la Carta Magna y la legislación 
electoral. Dicho de otra manera, que los ciudadanos accedan a 
los cargos públicos mediante los partidos, tomando en cuenta 
los derechos adquiridos de los militantes y expresando con pre-
cisión las razones jurídicas que justifiquen optar por uno de los 
contendientes sobre el resto. De esta forma, se contribuye a la 
consolidación de las prácticas democráticas al interior del partido 
político. Las resoluciones de la autoridad jurisdiccional en torno 
a la vida interna de los partidos han sostenido la tesis de que el 
método de designación directa de candidatos sólo procede de 
manera excepcional y por las hipótesis expresamente previstas 
en la normatividad partidista. Los partidos políticos no pueden, 
de manera discrecional y arbitraria, dejar de llevar a cabo los pro-
cedimientos democráticos para elegir a sus candidatos, toda vez 
que esa exigencia estaba prevista en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en el extinto Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, así como en la nor-
matividad partidista.

42	  “La generalidad es aquella cualidad de la ley en virtud de la cual sus destinatarios 
están genéricamente determinados, y las conductas a las que se aplica, 
abstractamente consideradas” (De Cabo 2000, 47).

43	  La ausencia de candidatas y/o candidatos para ocupar algún cargo de elección 
constitucional en cualquier nivel, será superada mediante designación la cual estará 
a cargo de la Comisión Política Nacional. Dicha determinación será aprobada 
conforme con lo previsto en el presente estatuto y sus reglamentos, cuando se 
presente cualquiera de las siguientes causas (prd artículo 273, capítulo II, inciso 
e, 2011). Cuando exista riesgo inminente de que el Partido se quede sin registrar 
candidato. La facultad a que se refiere este inciso será ejercida excepcionalmente y 
siempre dando prioridad a procedimientos democráticos de selección de candidatos 
(prd artículo 273, capítulo II, numeral 4, 2011).
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Resulta evidente que el Estado tiene la responsabilidad de in-
tervenir en la vida de los partidos políticos más que en otras 
asociaciones de gobernados. Sin embargo, el tipo de intervención 
en la vida interna de los partidos políticos debe ser excepcional, 
y su límite se encuentra en la vigilancia sobre dichas entidades 
para que cumplan con los objetivos democráticos para los que 
fueron creados, tal y como establece el mencionado artículo 41 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Además, la democratización interna de los partidos políticos se 
encuentra históricamente ligada al modo como se seleccionan  
los dirigentes internos, a los mecanismos para la designación de los  
candidatos a puestos electivos, a la forma como se determina la 
estrategia política de la organización, al origen y destino de los fi-
nanciamientos recibidos, a la equidad de género presente en sus 
órganos directivos, y no menos relevante, a la existencia de juris-
dicciones internas para garantizar la legalidad de la vida partidaria. 
Respetando en todo momento el derecho a la auto-organización 
de los partidos, la autoridad jurisdiccional electoral debe crear las 
condiciones para el desarrollo de liderazgos democráticos al in-
terior de las organizaciones (Fabbrini 1999). 

Si se considera el modo como se seleccionan los liderazgos 
internos, es posible sostener históricamente que ha prevaleci-
do la “ley de hierro de la oligarquía”, que establece criterios a 
partir de los cuales los dirigentes internos son nombrados con 
procedimientos en los que participan solamente determinados 
sectores del partido.44 A medida en que un partido se democra-

44	 La teoría de la “Ley de Hierro de la Oligarquía” fue formulada por Robert Michels. 
El estudio empírico que Michels realizó sobre el “partido de masas”, en el caso 
del Partido Socialdemocrático Alemán, ha permitido el análisis de la formación 
de las oligarquías en las organizaciones de partido. Michels sostuvo con mucha 
vehemencia que: “quién dice organización, dice oligarquía”, lo cual demuestra, 
según el autor, que la necesidad de éxito y persistencia de las diversas 
organizaciones termina casi siempre con la formación de oligarquías a su interior” 
(Michels 1972). En otro texto Michels afirma: “La organización determina la división 
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tiza, los criterios oligárquicos van desapareciendo. Este ha sido 
un mecanismo recurrente para mantener el control interno de 
los partidos por parte de grupos restringidos de dirigentes polí-
ticos. Por fortuna, los partidos políticos en México han abierto 
amplios espacios a la participación de los grupos y corrientes 
de opinión en su vida interna, estableciendo un método pluralis-
ta para la competencia por las diferentes posiciones directivas 
en las organizaciones. 

Un tema relevante al cual debe prestársele una considera-
ción especial por parte de las sentencias del máximo Órgano 
Jurisdiccional, es la garantía de procedimientos democráticos al 
interior de los partidos. En efecto, respecto a los mecanismos para 
la designación de los candidatos a puestos electivos, los méto-
dos participativos son mecanismos que permiten la elección de 
los candidatos mediante diversos procedimientos que van de la 
elección por parte de pequeños grupos de miembros con algún 
grado de representatividad, hasta elecciones abiertas en donde 
puede participar la ciudadanía, independientemente de pertene-
cer o no a la organización. Además, con relación a la forma como 
se determina la estrategia, la línea ideológica y programática del 
partido, siempre en un contexto democrático, el partido debe re-
coger las propuestas de los diferentes grupos que conforman el 
espectro interno del partido. 

El constitucionalismo moderno representa una corriente doc-
trinaria que aboga por el establecimiento de acciones afirmativas 
para evitar la discriminación en el ámbito político. Así, poco a poco 
se ha desarrollado una tendencia hacia la promulgación de leyes 
que obligan a los partidos (tanto su dirigencia como sus candi-
daturas) a respetar el principio de la representación equitativa y 
democrática de las minorías.

La existencia de mecanismos para garantizar la legalidad de 
la actividad interna de los partidos representa el tema más impor-

de cada partido en una minoría que dirige y una mayoría que es dirigida donde la 
organización es más fuerte se constata un menor grado de democracia aplicada” 
(Michels 1993, 58-9).
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y legalidad sobre la actividad interna de los partidos políticos es 
típico del Estado democrático de Derecho. Es necesario que las 
determinaciones de los partidos puedan ser controladas de for-
ma externa e interna. En el primer caso, mediante los órganos 
de naturaleza judicial y en el segundo, a través de instancias in-
ternas como los órganos de justicia partidaria. Ambas instancias 
deben garantizar de manera efectiva, que los derechos de los 
miembros de un partido sean respetados por las instancias di-
rectivas de la organización.45 

En otras latitudes políticas se han establecido normas jurídi-
cas destinadas a regular la vida de los partidos políticos con un 
tinte poco democrático. En España y en Alemania las respecti-
vas leyes de partidos permiten que una organización pueda ser 
declarada “ilegal”. Ello se debe evidentemente al pasado de esos 
países cuando se generó un clima antidemocrático que permitió 
la instauración de regímenes militaristas. En esos países se ge-
neraron situaciones que permitieron el desarrollo de gobiernos 
autoritarios que llegaron al poder utilizando las reglas del juego 
democrático. Ante ello, el Estado se faculta para combatir dichos 
peligros con las armas que la ley le ofrece. En América Latina, no 
hay una posición común acerca de la intervención de las autorida-
des en la vida interna de los partidos políticos. En Panamá, Brasil, 
Chile y Ecuador, por ejemplo, los partidos políticos son asimilados 
al régimen jurídico de personas de derecho privado. En México, 
Paraguay y Bolivia, por citar sólo tres ejemplos, se les considera 
entidades de interés público, con la consiguiente modificación de 
su tratamiento jurídico. Es interesante observar países en los que 
se ha decidido por un régimen mixto, como Costa Rica, Uruguay 
y Venezuela. En ellos, la selección de autoridades partidistas está 
sujeta a la esfera del derecho privado, por considerarse que per-

45	 Se puede consultar la Tesis XI/2004, en la que se afirma que el juicio para la 
protección de los derechos político-electorales del ciudadano puede promoverse 
contra actos de los partidos políticos, si se considera que éstos conculcan un 
derecho político electoral y siempre que dicho acto sea definitivo, esto es, que se 
hayan agotado los medios de defensa intrapartidarios al alcance del afectado.
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tenece a una dimensión organizacional plenamente interna. Por 
otra parte, la selección de candidatos está sujeta a disposiciones 
imperativas de derecho público, por considerarse público el inte-
rés en juego al tratarse de cargos de elección popular.

El reto actual de los ordenamientos constitucionales consiste en 
respetar dos principios de la vida democrática, que requieren equi-
librarse: el derecho de participación política de los afiliados y el 
derecho de auto-organización de los partidos.46 Si existe dema-
siado control por parte del Estado sobre los partidos, supondría 
una pérdida de la autonomía de los partidos para tomar deci-
siones que deben permanecer dentro de su esfera exclusiva de 
acción, aunque fuese en nombre del derecho de los afiliados. La 
democratización interna de los partidos políticos se ha conside-
rado, cada vez con mayor fuerza, una condición que propicia su 
actuación democrática hacia el exterior y, al final, la tendencia de 
estos entes de interés público a respetar el marco constitucional 
y legal. Asumiendo una postura garantista, muchos Estados han 
tendido a ampliar, primeramente, el concepto de autoridad para 
efectos de su justicia constitucional. Es evidente que un órgano 
u organismo capaz de alterar, imperativa y unilateralmente la es-
fera de derechos y obligaciones de un particular, no puede ser 
considerado como otro particular. Se comparta o no este criterio, 
es evidente que para lograr un sistema de justicia electoral inte-
gral, en un esquema democrático, es menester ejercer un control 
jurisdiccional sobre todos los actos electorales, así provengan és-
tos de partidos políticos y no de autoridades en el sentido más 
tradicional del término. 

Se puede aseverar, sin duda alguna, que todos los actos emi-
tidos por los órganos de los partidos políticos, tanto nacionales 
como locales, se encuentran sujetos a controles jurídicos de lega-
lidad ante las instancias administrativas en la materia, así como 

46	 “La necesidad de democratización de los partidos latinoamericanos llevó a que la 
clase política utilizara, en diversas ocasiones, el ordenamiento jurídico del Estado 
para autoobligarse a emplear mecanismos más democráticos en los partidos” 
(Freidenberg 2007, 629).
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Incluso, en la etapa de formación de un partido político, es po-
sible que la autoridad administrativa electoral efectúe un control 
de constitucionalidad y legalidad de los documentos básicos ex-
hibidos por la organización, con la finalidad de que si obtiene 
registro como partido quede obligado a funcionar de manera re-
gular según sus normas internas, que deben ser congruentes con 
los principios y valores tutelados por la ley fundamental, en su 
calidad de entidad de interés público. Así, el actuar cotidiano de 
los partidos políticos puede ser revisado a instancia de cualquier 
ciudadano cuando estima que ha sido conculcado alguno de sus 
derechos fundamentales de tipo político electoral, pudiendo acu-
dir a la instancia partidista interna competente según la normativa 
estatutaria, o bien, ante los tribunales electorales, con el ánimo 
de que la autoridad jurisdiccional califique si el acto partidista pre-
suntamente irregular contraviene los derechos constitucionales 
en materia política, y eventualmente sea restituido el uso y goce 
del derecho trasgredido.

En este contexto, los partidos políticos se encuentran suje-
tos directamente al control de constitucionalidad de sus actos, 
cuando presuntamente sean violatorios de los derechos fun-
damentales del ciudadano de votar, ser votado para cargos de 
elección popular o de asociarse libre e individualmente a dichos 
entes de interés público, según se deduce de lo dispuesto en 
nuestra Constitución (cpeum, artículos 35 y 45, 2012). No cabe 
duda de que se trata de verdaderos derechos políticos funda-
mentales, pues son inherentes a todo individuo que tiene la 
calidad jurídica de ciudadano, en lo que generalmente es acep-
tado como un genuino Estado democrático de derecho. Prueba 
de ello, es que los derechos de asociarse con fines políticos, de 
votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, reali-
zadas por sufragio universal e igual y por voto secreto, han sido 
reconocidos en instrumentos de derecho internacional (pidcp, 
artículos 22 y 25, 1976). 

Así, la máxima autoridad jurisdiccional en materia electoral de 
nuestro país ha sostenido el criterio de que, de una interpretación 
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sistemática y funcional de diversos preceptos constitucionales y 
legales, el juicio para la protección de los derechos político-elec-
torales del ciudadano sí resulta jurídicamente procedente contra 
actos o resoluciones definitivas de los partidos políticos que sean 
susceptibles de vulnerar irreparablemente los derechos político-
electorales de sus militantes o de otros ciudadanos vinculados 
directamente con ellos, cuando no existan medios específicos pa-
ra conseguir la restitución oportuna y directa de esos derechos, 
a través de la impugnación de algún acto o resolución concretos 
de una autoridad electoral.47 Es en ésta línea en la que han sido 
posibles resoluciones como la que en el pasado obligó al Partido 
Verde Ecologista de México a cambiar sus preceptos estatutarios 
para que reunieran los elementos mínimos para ser considerados 
democráticos, y aquella en la que se prohibió al Partido Acción 
Nacional ratificar un procedimiento de elección de candidato a 
gobernador, por ser considerado antidemocrático (Jurispruden-
cia 3/2005). 

Con estos argumentos, el máximo Órgano Jurisdiccional ha 
incluido los actos de entidades colocadas en una relación prepon-
derante frente a los ciudadanos en lo individual, que les permite 
o facilita conculcar sus derechos, como es el caso de los parti-
dos políticos. La construcción de un sistema confiable y maduro 
para controlar la constitucionalidad y legalidad en la vida inter-
na de los partidos políticos no ha cesado de avanzar, paulatina 
pero consistentemente. En efecto, la autoridad jurisdiccional ha 
declarado inconstitucionales algunos preceptos estatutarios, por 
ser atentatorios contra los principios de legalidad y certeza. Sin 
embargo, la Suprema Corte de Justicia también ha emitido crite-
rios (a su vez controversiales respecto a su naturaleza vinculante) 
en el sentido que sólo ella puede declarar la inconstitucionalidad 
de las leyes electorales. 

47	 Estos derechos se pueden analizar a partir de la Tesis XXXI/2011, la cual sostiene 
que los partidos políticos gozan de libertad de auto-organización, por tanto, tienen 
facultades para emitir la normativa regulatoria de su vida interna.
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ye todos los días. Sin embargo, los preceptos estatutarios son 
normas infralegislativas, pero al fin y al cabo integrantes del or-
denamiento jurídico. La necesidad de agotar, por regla general, 
los medios internos de defensa de los partidos para establecer 
el principio de definitividad48 y el hecho de que el cumplimiento 
de estatutos internos acordes con la ley sea obligatorio, no deja 
lugar a dudas al respecto.

IX. Comentario.  
Importancia de la decisión jurisdiccional

La importancia de las sentencias SX-JDC-1104/2012 y SX-JDC- 
1110/2012 radica en que establecen un precedente muy importan-
te para reforzar los mecanismos y procedimientos democráticos 
al interior de los partidos políticos, contribuyendo así a reafirmar 
la democratización de los democratizadores y la transparencia 
de su actuar.49 Además, las mencionadas sentencias generaron 
derechos adjetivos para dotar de eficacia a los derechos subjeti-
vos de los militantes de los partidos políticos, dando un impulso 
al perfeccionamiento del derecho electoral y al Estado democrá-
tico de Derecho. 

En las sentencias se reafirma el principio garantista enunciado 
por Luigi Ferrajoli y su argumentación en favor de la Constitución 
democrática como una ley de grado supraordenado a cualquier 
otra, que transforma principios ético-políticos externos al derecho 

48	 Sufre una excepción en el caso de que el acto partidario y el acto de autoridad 
están relacionados íntima e indisolublemente.

49	 Tal y como sostiene la Jurisprudencia 47/2013 sobre la competencia constitucional 
y legal del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación para resolver 
las impugnaciones jurisdiccionales enderezadas contra la negativa a los ciudadanos 
para acceder a la información pública en materia electoral, pues, por un lado, 
es constitucionalmente competente para resolver, no sólo las impugnaciones en 
contra de aquellos actos y resoluciones de la autoridad electoral federal, no 
relacionados directamente con las elecciones federales, sino todos los demás 
asuntos señalados en la ley.
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vigente en principia iuris et in iure, es decir, en normas positivas 
internas al ordenamiento.50 Este principio de garantía avanza en 
nuestro derecho electoral y las autoridades han hecho su par-
te hasta ahora, en el proceso de fortalecimiento de la cultura de 
legalidad que debe imperar en un Estado democrático. Ahí se  
debe enfrentar la complejidad y el casuismo, con los matices que 
pueden hacernos oscilar entre posturas excluyentes que sin em-
bargo son defendibles jurídica, política y éticamente. El control 
de la constitucionalidad y legalidad en la vida interna de los par-
tidos políticos es un tema que trasciende a los propios partidos. 
Un régimen democrático implica el respeto a la esfera autonómica 
de los particulares, y a la esfera de competencia de las distintas 
autoridades. Pero no puede, a costa de nada, dejar impunes o a 
la total discrecionalidad del emisor, actos que vulneren o atenten 
contra el orden constitucional y legal cuyo respeto posibilita, en 
primer lugar, la existencia de las libertades fundamentales de tipo 
democrático. Aunque estas sentencias no recibieron la atención 
mediática que merecían, sin embargo, los actores relevantes de 
la política partidaria tomaron nota de la decisión de los jueces.

En aquellos casos en los que la autoridad jurisdiccional ha in-
tervenido en la vida interna de algún partido, lo ha hecho sobre 
motivaciones convincentes. La Sala Superior del Tribunal Elec-
toral del Poder Judicial de la Federación se ha pronunciado en el 
sentido de que las autoridades sí pueden intervenir en la vida in-
terna de los partidos políticos, con el fin de evitar la conculcación 
de los derechos de los militantes a merced de los institutos polí-
ticos, cuando los actos de éstos fuesen definitivos e irreparables, 
interrumpiendo la jurisprudencia que declaraba improcedente 
el juicio para la protección de los derechos político-electorales del 
ciudadano contra actos de partidos políticos. 

50	 “Lo que llamamos constitución es este conjunto de principios formales y 
sustanciales: por un lado, el conjunto de las normas de competencia expresadas 
por normas hipotéticas formales que tienen por destinatarios a los titulares de 
aquellos poderes-deberes que son las funciones de gobierno y las funciones  
de garantía” (Ferrajoli 2011, 46-7).
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Electoral La Constitución establece expresamente que “las autoridades 
electorales solamente podrán intervenir en los asuntos internos 
de los partidos políticos en los términos que señalen esta Cons-
titución y la ley”. La limitación a la intervención en la vida interna 
de los partidos a las hipótesis previstas en la norma se debe a 
la queja de los partidos de que la autoridad se extralimita en sus 
facultades al intervenir en ellos. Es natural que los partidos polí-
ticos vean con recelo cualquier mirada de la autoridad hacia su 
régimen interior. Sin embargo, el hecho de que sean entidades 
sostenidas principalmente con financiamiento público, y que sean 
los intermediarios necesarios para hacer efectivos los derechos 
políticos del gobernado, mencionado en líneas anteriores, vuel-
ven imprescindible la existencia de controles legales. Como ya 
se mencionó, existen dos principios de la vida democrática, cu-
yo equilibrio no es cosa fácil: el derecho de participación política 
de los afiliados y el derecho de auto-organización de los partidos.

Si existe demasiado control por parte del Estado sobre los par-
tidos, supondría una pérdida de la autonomía de los partidos para 
tomar decisiones que deben permanecer dentro de su esfera ex-
clusiva de acción, aunque fuese en nombre del derecho de los 
afiliados. Sin embargo, una total falta de control puede impedir 
cualquier esfuerzo de democratización interna. Y la democrati
zación interna de los partidos políticos se ha considerado, cada 
vez con mayor fuerza, como una condición que propicia su ac-
tuación democrática hacia el exterior y, al final, su tendencia a 
respetar y fortalecer el marco constitucional y legal. Afirmando esa 
calidad autónoma y compleja de los partidos, se ha reconocido 
también la posibilidad de reelección de los dirigentes de partidos 
en circunstancias extraordinarias, y esto encaminado a aminorar 
el grado de tensión o crisis que puede generar la falta de titula-
res de la dirigencia, dejando patente que la no reelección sólo se 
refiere a procesos ordinarios. 

Es innegable que el tipo de intervención de las autoridades 
en la vida interna de los partidos políticos debe estar sujeta, a su 
vez, a límites muy claros. El legislador optó por limitar los casos 
de intervención en la vida interna de los partidos políticos a los 
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casos establecidos en la norma. Cualquier modificación que se 
haga a la legislación electoral debe tener como finalidad última 
el respeto a los derechos fundamentales de los ciudadanos, y el 
reconocimiento de los partidos políticos como entes esenciales 
en el funcionamiento del régimen democrático. Es importante evi-
tar reformas políticas y legislaciones que tengan como finalidad 
la pérdida de la autonomía de los partidos y, al mismo tiempo, se 
debe garantizar de la mejor manera los derechos fundamentales 
protegidos jurisdiccionalmente. 

Tal vez un partido político no sea una autoridad en el sentido 
más tradicional de la palabra, pero tiene el poder para lesionar 
en su esfera de derechos a un particular, unilateral e imperativa-
mente. No debe perder eso de vista quien elabore, interprete y 
aplique la ley.
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I. Introducción

La sentencia en comento señala que en 
enero de 2012, veinte mexicanos resi-
dentes en el extranjero interpusieron 
sendos juicios ante el Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación (te-
pjf) para impugnar una negativa de re-
gistro para poder votar en las elecciones 
presidenciales de 2012, emitida por el 
Instituto Federal Electoral (ife).* Estos  

*	 El 10 de febrero de 2014 se publicó en el Diario 
Oficial de la Federación el decreto por el que 
se reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones, en materia político-electoral, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Uno de los cambios sustanciales es la 
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Electoral juicios fueron acumulados en el expediente con la denomina-
ción SDF-JDC-47/2012 y acumulados, y se registró como actor 
el nombre del señor Liborio Reyes Puente y otros. Este juicio 
para la protección de los derechos político electorales de ciu-
dadanos mexicanos residentes en el extranjero permite anali-
zar varias cuestiones de interés relacionadas con el desarrollo 
del derecho electoral en México, entre otras, el alcance de la 
protección jurisdiccional en materia electoral en situaciones 
específicas, los elementos subyacentes a la legislación elec-
toral que ha venido evolucionando en nuestro país y la actitud 
jurisdiccional de nuestros órganos judiciales encargados de la 
justicia especializados en la materia electoral. En este ejerci-
cio se intentará desarrollar una síntesis de los elementos de 
mayor importancia, recién anunciados, pero también se apun-
ta hacia aspectos que puedan ofrecer flancos a la crítica razo-
nable, cuando el estudio lo permita.

En primer lugar, se procederá a realizar un análisis descripti-
vo de las partes que integran la sentencia, revisando los extremos 
de la resolución, a partir de los hechos y la decisión tomada por 
el órgano jurisdiccional y los elementos que los enlazan; esto es, 
los problemas específicos que tuvo que resolver la Sala Regio-
nal Distrito Federal, y las argumentaciones con las cuales soportó 
la solución de los diversos problemas intermedios. Para la parte 
de análisis de la sentencia, se tomará como guía la metodología 
ofrecida por el maestro Manuel Atienza, orientada a realizar una 
disección de las decisiones judiciales, sin intentar evaluar su con-
tenido, y posteriormente formular consideraciones críticas sobre 
los elementos de la sentencia. El método que propone el maestro 
alicantino se integra por siete pasos, los cuales no necesariamen-
te se analizan de manera separada, pues en su aplicación a algún  
caso específico es posible que se agregue el análisis de dos o 
más de ellos en un solo paso1 (Atienza 2013, 430-39; Súcar 2013):

transformación del Instituto Federal Electoral (ife) en Instituto Nacional Electoral (ine).
1	 Véase en particular el interesante capítulo VI, sobre cómo analizar las 

argumentaciones. El análisis comparativo del texto del profesor de Alicante con el 
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1)	 La narración de los hechos.
2)	 La descripción del problema o de los problemas jurídicos a 

resolver en la sentencia.
3)	 Las cuestiones y las subcuestiones de las que depende la 

solución del punto dos.
4)	 La respuesta a las cuestiones del punto tres.
5)	 Las razones en las que se basan las respuestas del punto 

cuatro.
6)	 La solución del problema, es decir, del punto dos.
7)	 La decisión.

Luego se abordará una parte central del problema que es-
tá detrás de la sentencia en comento: la regla aplicable para los 
casos de registro de mexicanos residentes en el extranjero para 
que puedan votar en las elecciones mexicanas. 	

Pues se considera que es allí en donde se encuentra la pro-
blemática de fondo que está detrás de la falta de participación de 
los mexicanos residentes en el extranjero en el ejercicio del voto 
en elecciones presidenciales. Es decir, hay un punto importante 
a considerar en el mismo contenido de la disposición normativa 
aplicable a las situaciones de los ciudadanos mexicanos que re-
siden en el extranjero y manifiestan su deseo de votar.

II. Análisis de los elementos  
constitutivos de la sentencia

Hechos

La sentencia, desprovista de referencias a las disposiciones nor-
mativas que dan soporte a los acontecimientos, instituciones y/o 
personas que intervinieron en lo que históricamente ocurrió, per-
mite una relación escueta de los siguientes hechos:

del profesor Germán Súcar resulta interesante para complementar ambos métodos 
analíticos. Del profesor Súcar el texto consultado es una versión en fotocopia.
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Electoral Algunos mexicanos residentes en el extranjero solicitaron su 
inscripción en el registro denominado Lista Nominal de Electores 
Residentes en el Extranjero (lnere). La lnere es el documento 
que elabora la Dirección General del Registro Federal de Electo-
res del entonces Instituto Federal Electoral, que contiene el nom-
bre de las personas incluidas en el padrón electoral que cuentan 
con su credencial para votar, residentes en el extranjero y que 
solicitan su inscripción en dicha lista. Ésta cumple la función de 
hacer constar quienes pueden votar en las elecciones para pre-
sidente de los Estados Unidos Mexicanos. Los quejosos en las 
demandas que fueron acumuladas en la sentencia que es objeto 
de este comentario, son veinte ciudadanos a quienes el ife les 
negó el registro en la lnere porque no contaban con su respecti-
va credencial de elector. Los quejosos impugnaron la resolución 
del ife que les negó el registro mediante juicios separados que 
fueron incoados ante la Sala Regional Distrito Federal del tepjf. 
Los correspondientes veinte juicios fueron acumulados por la  
Sala Regional del Distrito Federal, que los resolvió conjuntamen-
te, rechazando la petición de los quejosos, a través de la figura 
del sobreseimiento.

La narración anterior muestra un conjunto de hechos cum-
plidos por varios actores en el ámbito electoral: ciudadanos que 
tienen la condición de no estar residiendo en territorio mexica-
no, y que realizan acciones tendientes a poder expresar sus 
preferencias en la elección para la presidencia de la República,  
a través del voto; autoridades responsables de realizar actos  
administrativos en materia electoral, los que constituyen un re-
quisito para poder ejercer el voto; normas aplicables a los actos 
relacionados con ambos sujetos u órganos de derecho.

Problema jurídico. Elementos normativos que lo definen

El concepto de problema jurídico puede ser entendido como la 
cuestión que es contraria a derecho, por ejemplo, la posible viola-
ción de un derecho por parte de una autoridad al realizar un acto 
jurídico, o bien por parte de un particular en una situación con-
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tractual, o la contradicción normativa que emerge por la emisión  
de una norma general, o la posible responsabilidad de un sujeto de  
derecho por la comisión de un ilícito.

Una cuestión que está muy estrechamente vinculada con el 
problema jurídico es el acto o hecho que le da origen. En los 
ejemplos señalados, pueden ser actos que provocan la gene-
ración de un problema jurídico, por ejemplo, los realizados por 
una autoridad que afectan los derechos de particulares, o la falta 
de cumplimiento de una obligación por un sujeto de derecho en  
una situación contractual, o el acto parlamentario de emisión de una  
ley que se estime contraria a la constitución, o la comisión de  
un acto calificado como delito en la legislación penal.

De lo anterior es posible considerar que el elemento proble-
ma jurídico, puede ser entendido en sentido genérico o en sen-
tido específico. Aplicada la diferencia señalada al análisis de la 
sentencia en comento, el problema jurídico en sentido genérico 
consistió en la posible violación de un derecho político electoral. 

En cambio, entendido en sentido específico, el problema ju-
rídico adquiere las características que lo distinguen de cualquier 
otro tipo de posible violación de derechos político electorales, por-
que estas características las confieren los hechos concretos. De 
los hechos narrados se infiere que, en el caso presente, el pro-
blema jurídico en sentido específico consiste en la posible viola-
ción de un derecho político electoral: el derecho de emitir el voto  
del que son titulares los ciudadanos accionantes en la sentencia del  
juicio en comento, según lo afirman en su demanda. Dicha  
afectación fue generada por la negativa del ife a registrar los nom-
bres de los peticionarios a registro en la lnere, puesto que la fal-
ta de registro genera la imposibilidad de ejercer el voto.

Los problemas jurídicos señalados pueden ser transforma-
dos en preguntas que la autoridad jurisdiccional debe resolver.  
Tomando en cuenta lo anterior, se puede señalar que la Sala Re-
gional enfrentó dos cuestiones problemáticas muy cercanas una de 
la otra. La primera puede ser expresada en la pregunta siguiente. 

Pregunta uno: ¿Debe honrarse la petición formulada por los 
quejosos consistente en revertir la decisión que habría de tomar 
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Electoral la autoridad administrativa electoral que les negaría el registro en 
la lnere porque esta falta de registro constituiría una violación al 
derecho político-electoral de votar? 

Esta pregunta requirió responder a otra cuestión ligada estre-
chamente con la anterior, la cual también podría ser formulada a 
manera de pregunta:

Pregunta dos: ¿Fue correcta la interpretación realizada por 
las autoridades administrativas electorales de las disposiciones 
que regulan el ejercicio del voto por ciudadanos mexicanos resi-
dentes en el extranjero, que fundamentaron la negativa para re-
gistrarlos en la lnere?

Respecto a la pregunta dos la opinión se vio dividida en la Sa-
la Regional, debido a dos cuestiones: la primera, que se deno-
mina la cuestión de la limitación de los derechos electorales, se 
orientó a justificar que el legislador tiene potestad para estable-
cer limitaciones a los derechos político-electorales de los ciudada-
nos. La segunda, tiene el objetivo de resolver si la interpretación 
desarrollada por la Sala Regional del Distrito Federal se ajusta a 
los cánones interpretativos de los derechos fundamentales que 
han sido fijados por el máximo Órgano Jurisdiccional, la Suprema  
Corte de Justicia de la Nación (scjn). A esta, se le denominará 
la cuestión de la interpretación correcta.

Cuestiones controvertidas del caso

Como puede observarse, las cuestiones que generaron controver-
sia en el presente caso son normativas, toda vez que el hecho con-
creto consistente en la emisión del acto por el cual el ife negó el 
registro de los peticionarios en la lnere no generó problema algu-
no en cuanto a su existencia, ni tampoco fue problemática su inser-
ción en la disposición del extinto Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales (Cofipe) que los ajustaba, la cual sir-
vió de fundamento a la autoridad para negar el registro en la Lista.

La cuestión controversial que es el centro de la argumentación 
de la sentencia está en calificar si el ife interpretó correctamen-
te la totalidad del ordenamiento jurídico aplicable a la petición de 
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registro y, en consecuencia, aplicó las disposiciones correspon-
dientes de manera adecuada. Se trataría, en consecuencia, de un 
tipo de controversia sobre el significado de la norma aplicable al 
caso, controversia o problema al cual se refiere Neil MacCormick  
como problema de interpretación (Atienza 2013, 431-9), es decir, 
aquel tipo de problema interpretativo consistente, para el presen-
te caso, en una falta de claridad acerca de cuál es el significado 
de la norma aplicable.2 

Las disposiciones más importantes que integran el universo nor-
mativo aplicable al problema jurídico del caso son las siguientes:

A. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
Artículo 34. Son ciudadanos de la República los varones y mujeres 
que, teniendo la calidad de mexicanos, reúnan, además, los 
siguientes requisitos:
I. Haber cumplido 18 años, y
II. Tener un modo honesto de vivir.
B. Convención Americana sobre Derechos Humanos
Artículo 23.
1.	 Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos 
y oportunidades:
…
b) De votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, 
realizadas por sufragio universal e igual voto secreto que garantice 
la libre expresión de la voluntad de los electores.

2	 El profesor MacCormick, como Atienza, señala cuatro tipos de cuestiones 
controvertidas a las cuales puede enfrentarse un juez: problemas de interpretación, 
que son los casos en los cuales si bien se conoce y acepta cuál es la disposición que  
debe aplicarse al caso concreto, hay dudas acerca de su significado; problemas de 
relevancia o de aplicabilidad, referidas, como en la presente sentencia a estudio, a 
resolver dudas acerca de las disposiciones aplicables para resolver un problema 
jurídico específico; problemas de prueba, que se presentan cuando hay dudas 
sobre la existencia de los hechos del caso, y problemas de calificación, que son 
aquellos en los cuales si bien no existen discrepancias acerca de la existencia 
o no de los hechos, sí las hay respecto de si los hechos del caso son a los que 
las disposiciones normativas refieren en sentido genérico. Es claro que las dos 
primeras cuestiones refieren a temas normativos mientras que las dos últimas 
refieren a cuestiones atinentes a la premisa fáctica del silogismo judicial. Atienza 
agrega a esta tipología, otros cuatro posibles tipos de cuestiones controversiales, 
todos referidos también a temas normativos: cuestiones procesales, cuestiones 
de validez normativa, cuestiones de discrecionalidad y cuestiones de ponderación.
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Electoral Artículo 30. Alcance de las restricciones
Las restricciones permitidas, de acuerdo con esta Convención, 
al goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidas en 
la misma, no pueden ser aplicadas sino conforme a leyes que se 
dictaren por razones de interés general y con el propósito para 
el cual han sido establecidas.
C. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
Artículo 2.
1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se 
compromete a respetar y a garantizar a todos los individuos que 
se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los 
derechos reconocidos en el presente Pacto, sin distinción alguna 
de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra 
índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento 
o cualquier condición social.
Artículo 25.
Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones 
mencionadas en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los 
siguientes derechos y oportunidades:
…
b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, 
realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que 
garantice la libre expresión de la voluntad de los electores;
D. Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales
Artículo 6.
1.	 Para el ejercicio del voto los ciudadanos deberán satisfacer, 
además de los que fija el artículo 34 de la Constitución, los 
siguientes requisitos:
a)	 Estar inscritos en el Registro Federal de Electores en los 
términos dispuestos por este Código; y
b)	 Contar con la credencial para votar correspondiente.
2.	 En cada distrito electoral el sufragio se emitirá en la sección 
electoral que comprenda al domicilio del ciudadano, salvo en los 
casos de excepción expresamente señalados por este Código.
Artículo 313.
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1.	 Los ciudadanos que residan en el extranjero podrán ejercer 
su derecho al voto exclusivamente para la elección de presidente 
de los Estados Unidos Mexicanos.
Artículo 314.
1.	 Para el ejercicio del voto los ciudadanos que residan en el 
extranjero, además de los que fija el Artículo 34 de la Constitución 
y los señalados en el párrafo 1 del Artículo 6 de este Código, 
deberán cumplir los siguientes requisitos:
a)	 Solicitar a la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Elec-
tores, por escrito, con firma autógrafa o, en su caso, huella digital, 
en el formato aprobado por el Consejo General, su inscripción 
en el listado nominal de electores residentes en el extranjero;
b)	 Manifestar, bajo su más estricta responsabilidad y bajo protesta 
de decir verdad, el domicilio en el extranjero al que se le hará 
llegar, en su caso, la boleta electoral; y
c)	 Los demás establecidos en el presente Libro.

Las disposiciones transcritas constituyen la fuente de interpre-
tación realizada por la Sala Regional, así como por las partes del 
juicio. Puede afirmarse que la Sala, principalmente a partir de las 
disposiciones transcritas, construyó la siguiente norma:

Los ciudadanos mexicanos residentes en el extranjero podrán 
ejercer el derecho de votar en las elecciones para presidente de 
la República si satisfacen los siguientes requisitos:

1)	 Haber cumplido 18 años;
2)	 Tener un modo honesto de vivir;
3)	 Estar inscritos en el Registro Federal de Electores en los tér-

minos dispuestos por el Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales;

4)	 Contar con la credencial para votar correspondiente;
5)	 Solicitar a la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Elec-

tores, por escrito, con firma autógrafa o, en su caso, huella 
digital, en el formato aprobado por el Consejo General, su 
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Electoral inscripción en el listado nominal de electores residentes en 
el extranjero, y 

6)	 Manifestar, bajo su más estricta responsabilidad y bajo pro-
testa de decir verdad, el domicilio en el extranjero al que se 
le hará llegar, en su caso, la boleta electoral.

La Sala Regional concluyó que las exigencias establecidas por 
la norma, reconstruida anteriormente, están de acuerdo con las 
disposiciones constitucionales, las convencionales y las legislati-
vas aplicables, por lo que tomó la decisión de declarar infundada 
la petición de los quejosos, es decir, no hubo violación a ningún 
derecho político electoral de los quejosos.

Análisis de la argumentación sobre la cuestión  
de la limitación de los derechos electorales

En el tema referente a si la Sala consideró que los derechos fun-
damentales de carácter político electoral no son derechos abso-
lutos o ilimitados y: 

[…] pueden ser objeto de restricciones permitidas, siempre que las  
previstas en la legislación no sean irracionales, injustificadas, despro-
porcionadas o que se traduzcan en privar de su esencia a cualquier 
derecho, fin, principio o valor constitucional o electoral fundamental […]

La orientación de la argumentación de la decisión con la cual 
la Sala Regional resolvió este problema se apoyó en los siguien-
tes puntos argumentativos. Para cada uno de los puntos de ar-
gumentación se formularán, más adelante, algunos comentarios:

Argumento 1. Los requisitos establecidos por el artículo 6 del 
Cofipe están vinculados con principios que rigen las elecciones, 
toda vez que no son:

[…] limitantes al derecho a votar, pues dichas condiciones o 
requisitos para su ejercicio se fijan con la finalidad de garantizar 
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que también se cumplan otros principios que rigen las elecciones, 
como lo son, que las elecciones también sean libres, auténticas 
y periódicas.

Argumento 2. Los principios de certeza, imparcialidad, inde-
pendencia, legalidad y objetividad, que la Constitución fija para 
los comicios de las entidades federativas son aplicables a cual-
quier tipo de elección, por tanto, también a la presidencial; todas 
las elecciones, conforme al mismo criterio, deben realizarse me-
diante sufragio universal, libre, secreto y directo.

Argumento 3. Los derechos fundamentales de carácter po-
lítico electoral no son derechos ilimitados o absolutos, como lo 
establece la jurisprudencia 29/2002, citada por la misma senten-
cia, la cual, si bien tiene un contenido normativo orientado a una 
interpretación ampliativa de las disposiciones sobre derechos 
humanos —como lo anuncia su propio rubro así: DERECHOS 
FUNDAMENTALES DE CARÁCTER POLÍTICO-ELECTORAL. 
SU INTERPRETACIÓN Y CORRELATIVA APLICACIÓN NO  
DEBE SER RESTRICTIVA— en su texto establece una salvedad  
importante porque establece que “de ninguna manera es válido 
sostener que los derechos fundamentales de carácter político-
electoral son derechos ilimitados absolutos o ilimitados [sic)].”.

Argumento 4. La Corte Interamericana de Derechos Humanos 
estableció en el Caso Yatama vs. Nicaragua que la existencia de 
limitaciones al ejercicio de derechos políticos no constituye en sí 
misma, una restricción indebida a los derechos políticos. Y es-
tablece las condiciones que debe tener una restricción, como lo 
transcribe la sentencia en comento:

[…] encontrarse prevista en una ley, no ser discriminatoria, 
basarse en criterios razonables, atender a un propósito útil y 
oportuno que la torne necesaria para satisfacer un interés público 
imperativo y ser proporcional a ese objetivo. Cuando hay varias 
opciones para alcanzar ese fin, debe escogerse la que restrinja 
menos el derecho protegido y guarde mayor proporcionalidad con 
el propósito que persigue.
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Electoral Evaluación de la argumentación sobre la cuestión  
de la limitación de los derechos electorales

En este apartado se va a distinguir entre criterios de evaluación 
de los argumentos concretos que han apoyado la decisión de la 
sentencia y criterios evaluatorios sobre la argumentación en ge-
neral. En este punto se contrastará entre argumentos en una 
sentencia y argumentación de una sentencia. Mientras que los 
primeros refieren a las razones específicas ofrecidas para apo-
yar o atacar un punto concreto dentro de una sentencia, la argu-
mentación, en cambio es 

[…] un conjunto de pasos, actos de lenguaje y enunciados 
que median entre el planteamiento de una pregunta inicial –el 
problema que da lugar a la argumentación– y la respuesta a la 
misma –la solución–. (Atienza 2013, 425).

En consecuencia, la diferencia entre ambos criterios, en el 
caso en análisis, está en que los primeros se enfocan a revisar 
la calidad de cada uno de los cuatro puntos de argumentación 
mencionados; mientras que los criterios que evalúan la argu-
mentación atienden al conjunto de cuestiones que conforman 
el conjunto más amplio de cuestiones que conforman la argu-
mentación completa. 

Se formularán primero los comentarios sobre los cuatro argu-
mentos señalados en el apartado de análisis de la argumentación.

Comentario al argumento 1: Soporte de los requisitos estable-
cidos por el artículo 6 del Cofipe en los principios que rigen las 
elecciones. En realidad, puede entenderse que los tres principios 
invocados en el argumento: libertad, autenticidad y periodicidad 
son elementos diferentes. Por ejemplo, la periodicidad depende 
fundamentalmente de acciones de las autoridades competentes 
para realizar las elecciones, tanto electorales como administra-
tivas; mientras que la libertad y la autenticidad son cuestiones 
muy complejas que se consiguen como resultado de un conjun-
to de elementos incidentes en las elecciones: órganos indepen-
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dientes responsables de la organización de elecciones; sistema 
de impugnación electoral neutral y eficiente; información sobre 
elecciones suficiente, entre otros elementos. Sin embargo, llama 
la atención que la sentencia no aporte argumentos mediante los 
cuales se sustente el vínculo entre estos requisitos legales es-
tablecidos para los ciudadanos residentes en el extranjero para 
ejercer su derecho al voto, y los principios de referencia.

Comentario al argumento 2: todas las elecciones, tanto las 
estatales como las federales, deben realizarse mediante sufra-
gio universal, libre, secreto y directo, y apoyarse en los principios 
de certeza, imparcialidad, independencia, legalidad y objetividad. 
Nuevamente la sentencia logra construir un argumento normativo 
a favor de que las condiciones de la elección sean las que esta 
disposición establece, pero de la relación entre principios aplica-
bles a elecciones federales y estatales y la realización de éstas 
no se sigue cómo dichos principios soportan la justificación de la 
específica exigencia legal para contar con credencial de elector 
aún cuando se tenga la condición de ciudadano mexicano resi-
dente en el extranjero. 

Comentario al argumento 3: Los derechos fundamentales de 
carácter político-electoral no son derechos ilimitados o absolutos. 
Este parece ser un elemento central de la argumentación en la 
sentencia. La Sala Regional justifica de manera correcta, con es-
ta tesis, que se establezcan limitaciones a los derechos político-
electorales, es decir, que éstos no sean considerados absolutos 
o ilimitados. Sin embargo, con ello la Sala no alcanza a justifi-
car que las específicas limitaciones contenidas en los artículos 
6, 313 y 314 del Cofipe estén también justificadas. Es decir, la  
justificación de limitaciones, en general, no puede considerarse 
suficiente para que también se hallen justificadas cada una de 
las limitaciones o restricciones específicas. Este último paso ló-
gico requiere argumentos específicos.

Comentario al argumento 4: Los criterios interpretativos de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos justifican la 
existencia de limitaciones legales a los derechos humanos en 
general. La sentencia insiste en el argumento que justifica las  



326

Comentarios 

a las Sentencias 

del Tribunal 

Electoral limitaciones, con apoyo en una de las determinaciones del  
caso citado, Yatama vs. Nicaragua, específicamente el parágra-
fo 206. Pero se observa que los jueces no consideraron nece-
sario pronunciarse sobre las condiciones que el mismo párrafo 
establece, abajo transcrito, para considerar justificadas las dis-
posiciones legales que construyen esas limitaciones, lo cual, 
se estima necesario hacer, habida cuenta de que, de confor-
midad con el texto transcrito, sólo se legitiman las limitaciones  
legales que satisfacen los extremos señalados, y no hay pun-
tos de argumentación en la sentencia orientados a sostener el 
por qué estas limitaciones establecidas por el legislador se-
cundario para los votantes que residen en el extranjero, esta-
ban justificadas. En esta misma línea argumentativa de este 
comentario al argumento 4, podría señalarse que otros pará-
grafos del mismo Caso Yatama vs. Nicaragua tienen especial 
relevancia y pudieron haber sido invocados y, en su caso, apli-
cados para el caso SDF-JDC-47/2012 y acumulados, se trata 
de los siguientes:

201. La Corte entiende que, de conformidad con los artículos 
23, 24, 1,1 y 2 de la Convención, El Estado tiene la obligación 
de garantizar el goce de los derechos políticos, lo cual implica 
que la regulación del ejercicio de dichos derechos y su aplicación 
sean acordes al principio de igualdad y no discriminación, y debe 
adoptar las medidas necesarias para garantizar su pleno ejercicio. 
Dicha obligación de garantizar no se cumple con la sola expedición 
de normativa que reconozca formalmente dichos derechos, 
sino requiere que el Estado adopte las medidas necesarias 
para garantizar su pleno ejercicio, considerando la situación de 
debilidad o desvalimiento en que se encuentran los integrantes 
de ciertos sectores o grupos sociales. 
204. De acuerdo al artículo 29.a) de la Convención no se puede 
limitar el alcance pleno de los derechos políticos de manera que 
su reglamentación o las decisiones que se adopten en aplicación 
de ésta se conviertan en un impedimento para que las personas 
participen efectivamente en la conducción del Estado o se torne 
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ilusoria dicha participación, privando a tales derechos de su 
contenido esencial. (Hernández Valle 2011, 456-57).

Estos dos parágrafos son, en principio, vinculantes para la  
Sala Regional. Esta vinculación se fundamenta, en principio, en el 
hecho de que la propia Sala admitió como argumento a favor de 
su tesis el diverso parágrafo 206 de la misma sentencia, Por tanto, 
tendría que admitir como obligatoria, en principio, cualquier parte 
de la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos que pudiera ser invocable o aplicable para el caso específico. 

Al parecer el parágrafo 201 contiene una obligación y el pa-
rágrafo 204 una prohibición. Los dos contenidos normativos tie-
nen como destinatario el Estado, por tanto, también sus órganos, 
en sus respectivos ámbitos de competencia. En su caso, la Sala  
Regional es destinataria de estos contenidos normativos en su con-
dición de garante de los derechos político-electorales del ciudadano.

Obligación (parágrafo 201): garantizar el goce de los derechos 
políticos, tanto en su regulación como en su aplicación, conforme 
a los principios de igualdad y no discriminación, considerando la 
situación de debilidad o desvalimiento de ciertos sectores sociales.

Prohibición (parágrafo 204): reglamentar o aplicar las reglas 
generando un impedimento para las personas en la conducción 
del Estado y evitar que se torne ilusoria dicha participación, al pri-
var a esos derechos de su contenido esencial.

Procede entonces formularse varias preguntas: ¿de qué ma-
nera la Sala Regional podía cumplir con la obligación y preca-
ver de la prohibición?, ¿debió invocar los principio de igualdad 
y no discriminación y valorar su posible incidencia o vulnera-
ción al tratar igual a los que aparentemente son casos desigua-
les?, ¿debió verificar, si en el caso de los quejosos, había o no 
una discriminación o una situación de desigualdad que provo-
cara debilidad de los mexicanos residentes fuera de México?, 
¿era suficiente con argumentar que el no registro se apegaba 
a la norma del Cofipe? ¿se cumplío con la obligación de moti-
vación cuando se sostiene que los derechos político-electorales 
no son absolutos y, por tanto, las restricciones para su ejercicio  
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Electoral impuestas a los quejosos en la regulación aplicable ya estaban 
justificadas?

Los comentarios y cuestionamientos anteriores permiten pun-
tualizar que, en general, los argumentos enderezados por la Sala 
Regional son adecuados para justificar la existencia de limitacio-
nes legales al ejercicio del voto político-electoral de los ciuda-
danos, en general. Sin embargo, se estima que la sentencia no 
contiene argumentos que justifiquen con suficiencia la existencia 
de las limitaciones legales consistentes en la exigencia de contar 
con credencial de elector y que ésta sea la única manera de com-
probar que se cuenta con la condición de ciudadano mexicano 
residentes en el extranjero, apto para ejercer el derecho al voto. 

Es verdad que la sentencia vincula los elementos que consti-
tuyen la credencial de elector: principalmente los datos de iden-
tificación del ciudadano y de los elementos que ubican el lugar 
para ejercer su derecho al voto. Pero no hay un argumento que 
sostenga la justificación de la exigencia de este documento  
en los casos en los cuales los ciudadanos mexicanos no viven en  
este país y la imposibilidad de justificar su condición de mexica-
nos con algún otro documento. 

También se identifica la referencia que la sentencia hace a 
las interpretaciones flexibles que el propio tepjf ha emitido para 
considerar que, cuando exista un antecedente de registro o de 
solicitud de registro para la credencial de elector, entonces po-
drá autorizarse el registro en la Lista, pero que, en los casos de 
referencia, no existen estos antecedentes.

Sin embargo, se estima que, en esta cuestión, el esfuerzo 
argumentativo de la sentencia se centra en la justificación for-
mal de la exigencia de contar con credencial de elector para 
ejercer el derecho al voto, y no hay una intención de argumen-
tar a favor de la justificación de la exigencia de la credencial 
precisamente en los casos en los cuales los ciudadanos no 
tienen su domicilio en el territorio nacional. Esto es, que la 
sentencia no analizó si tenía algún peso o algún significado el 
hecho consistente en que los ciudadanos peticionarios tenían 
una condición diferente a los demás ciudadanos, puesto que 



329

Vertiente 

Salas 

Regionales
ellos no viven en el país, ni tampoco si esa condición social 
afectaba la posibilidad concreta de ejercer el derecho al voto.

Análisis de la argumentación  
sobre la cuestión de la argumentación correcta 

En esta cuestión la Sala Regional se plantea cómo interpretar 
las disposiciones sobre derechos humanos que son aplicables 
para el presente caso, toda vez que los quejosos han invocado 
disposiciones de los dos instrumentos señalados (la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos), frente a las disposiciones del Cofipe. 

Particularmente se cuestiona cómo realizar el ejercicio de 
control de convencionalidad que le han solicitado los peticiona-
rios en el juicio, toda vez que éstos le han pedido que inaplique 
los artículos de este Código que establecen los requisitos espe-
cíficos para que los ciudadanos mexicanos residentes en el ex-
tranjero puedan votar.

La sentencia de la Sala Regional invoca la tesis del Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación que estableció los cri-
terios interpretativos adecuados que deben seguir los tribunales 
del país cuando éstos se encuentren en la tesitura de interpre-
tar una disposición que establezca o regule derechos huma-
nos. Con base en esa tesis, la Sala Regional establece que no  
puede inaplicar los artículos del Cofipe porque la condición pa-
ra no aplicar una disposición, conforme lo ha fijado la Suprema  
Corte de Justicia, se actualiza solamente si la ley secundaria –en 
el caso, el Cofipe– resulta contradictoria a los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales 
vigentes en el orden jurídico mexicano, “pero en el caso no se 
cumple con dicho supuesto”. Es decir, la Sala considera que la  
argumentación con la que ha justificado la solución que dio  
a la cuestión de la limitación de los derechos electorales también 
le alcanza para sostener racionalmente que no debe inaplicar los 
artículos del Cofipe impugnados.
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sobre la cuestión de la interpretación correcta 

La argumentación que la Sala Superior enderezó para justificar la 
limitación que el legislador secundario estableció en los artículos  
del Cofipe impugnados, y de los cuales los quejosos pidieron su 
inaplicación, como se identifica en los apartados anteriores, no 
alcanza a justificar con suficiencia las limitaciones específicas es-
tablecidas para los ciudadanos mexicanos residentes en el ex-
tranjero. Por ello, se cree que no hay razones suficientes para 
justificar esas limitaciones, porque ellas están ancladas en una si-
tuación específica que distingue a los ciudadanos que viven fue-
ra del territorio nacional que es consecuencia de esa condición, y 
que ameritaba la presentación de razones más completas o com-
plejas que justificaran el trato prácticamente igual que se les exi-
ge a los mexicanos residentes en territorio nacional.

III. Análisis del voto disidente 

El magistrado Martínez Espinoza emite un voto disidente fren-
te al sentido de la decisión en comento. En su argumentación, 
sostiene que la decisión que habría de tomar el ife sí concul-
caría los derechos de los peticionarios y, en consecuencia, la 
sentencia debió de haber ordenado a la autoridad administrati-
va electoral la incorporación de los quejosos a la lnere sin que 
satisfacieran la exigencia de contar con credencial para votar o 
estar inscritos en el padrón electoral o listado nominal. Asimis-
mo, sostiene que si los quejosos lo solicitan, la autoridad debe-
ría tramitar la solicitud de registro al padrón electoral y emitir la 
correspondiente credencial para votar. 

Los argumentos que esgrime el disidente son los siguientes 
(como parte de la argumentación, el magistrado sostiene que la 
sentencia, indebidamente, no analizó la causal de improceden-
cia sostenida por el ife relativa a la inexistencia del acto recla-
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mado, pero esta parte de la argumentación no afecta el análisis 
medular del voto particular):

Argumentación 1. No existe problema de inconstitucionali-
dad o inconvencionalidad en las disposiciones impugnadas. Las 
disposiciones contenidas en los artículos del Cofipe, que fue-
ron impugnadas por los quejosos por considerarlas contrarias a 
la Constitución y los tratados mencionados no contravienen los 
contenidos de estos últimos ordenamientos, porque el requisito 
de contar con la credencial de elector es una mera condición de 
ejercicio del derecho al voto, pero ni suspende tal derecho ni afec-
ta a su universalidad, es decir, sostiene el voto, no es una restric-
ción ni una limitación al derecho al voto.

Argumentación 2. La sentencia debió considerar fundadas la 
solicitud de registro en la lnere. Esta argumentación contó con un 
numeroso conjunto de razones orientadas a sostener la conclu- 
sión propuesta en el rubro de la misma. La exigencia de que los 
ciudadanos residentes en el extranjero cuenten con credencial 
de elector sí violenta los derechos de los quejosos porque les 
obliga a trasladarse a territorio nacional toda vez que la autori-
dad administrativa electoral no cuenta con el servicio eficaz de 
expedición de credencial de elector en los países en donde re-
siden los quejosos; asimismo, a estos ciudadanos se les exige 
contar con un domicilio en México.

Por otro lado, la credencial de elector es un medio para com-
probar que su titular satisface los requisitos establecidos en el 
artículo 34 constitucional, a saber: ser mexicano y tener por lo 
menos dieciocho años de edad, porque en los casos de mexi-
canos residentes en el extranjero se señala la presentación de  
este documento sólo para el acto de inscripción en la lnere o al 
momento de emitir el sufragio, que será expedido en privado; que 
no tiene sentido la exigencia de la credencial de elector en los 
casos señalados, porque estos ciudadanos votan solamente pa-
ra la elección de presidente de la República y no para los demás 
cargos de elección popular, lo que hace inútil el resto de informa-
ción que la credencial contiene; que si la finalidad de presentar 
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Electoral la credencial de elector es, en los casos de los ciudadanos resi-
dentes en el extranjero la de justificar la edad y la condición de 
mexicano, estos elementos pueden ser comprobados, sin ma-
yor problema, con otros documentos diversos a la credencial de 
elector; que los quejosos presentaron a la autoridad administra-
tiva electoral otros medios probatorios suficientes para acreditar 
su condición de mexicanos y de su mayoría de edad; que la au-
toridad administrativa electoral solicita a los quejosos la satisfac-
ción de un requisito que ella misma no ha podido satisfacer, pues 
no cuenta con los medios para emitir la credencial de elector.

Argumentación 3. La sentencia debe ordenar que se atien-
da la petición de registro en el padrón electoral y de emisión de 
credencial de elector. Las disposiciones de los instrumentos in-
ternacionales invocados en la sentencia debieron ser interpre-
tadas en el sentido de otorgar a los ciudadanos mexicanos la 
posibilidad de ejercer su derecho al voto de manera plena. Para 
el caso analizado, los peticionarios tienen condicionado su ejer-
cicio a la interposición de un juicio para la protección de los de-
rechos político-electorales, ya que la violación de su derecho de  
votar es permanente y no un caso de excepción. Además, la ex-
pedición de la credencial de elector para estos ciudadanos no 
violenta el principio de certeza ya que, por una parte, dichos do-
cumentos podrían contener todos los datos necesarios para iden-
tificar al poseedor de ella, sin considerar los no utilizables por 
tratarse de elecciones sólo para presidente de la República; y, 
por otra, las solicitarían los propios interesados.

Los párrafos anteriores nos permiten conocer una opinión juris-
diccional mucho más abierta a la protección de los derechos polí-
tico-electorales de los quejosos. El voto expresa directamente que 
debe hacerse una interpretación de los instrumentos internacio-
nales en un sentido orientado a otorgarles el derecho violentado.  
Por otra parte, la opinión que el voto expresa está cercana a la 
que se encuentra en los estudios o informes acerca de la reali-
dad del ejercicio del voto ciudadano en el extranjero. Es el caso, 
por ejemplo, del Libro Blanco del Proceso Electoral 2011-2012, 
emitido por el Instituto Federal Electoral, en donde se contienen 
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muchas opiniones coincidentes con las emitidas en el voto par-
ticular comentado.

Consideraciones concluyentes provisionales

En el análisis y la evaluación de argumentaciones de resolucio-
nes jurisdiccionales pueden considerarse, al menos, cuatro cues-
tiones o aspectos; los argumentos y la argumentación ofrecidos  
en una sentencia —aspectos sobre los cuales se han abundado en  
este ensayo—; además del concepto de línea argumentativa que  
refiere a un conjunto de argumentos orientados a defender o a 
atacar una tesis. Aquí, vale la pena señalar, que es posible incor-
porar un elemento de análisis y evaluación adicional, que enlace  
los actos de la argumentación con el sujeto que la realiza, de 
manera que también esto nos permita comprender las piezas ar-
gumentativas sometidas a análisis. Este último elemento tiene 
importancia señalarlo ahora, una vez que se han reseñado los 
elementos argumentativos de la sentencia y del voto disidente. 
Se definirá, actitud jurisdiccional o actitud interpretativa (Raigo-
sa 2010, 270) a la posición que asume un juzgador ante un de-
terminado problema que debe resolver: en concreto, qué tipo 
de decisión jurídica está dispuesto a asumir y defender un juz-
gador, particularmente cuando enfrenta problemas clasificables 
como “casos difíciles”, es decir, los que pueden admitir razona-
blemente no una única solución.

La cuestión enlaza con lo que Manuel Atienza (Atienza 2013, 
553-62) analiza como los cinco criterios que rigen la corrección 
de estos casos difíciles. Mientras que los casos que no lo son, 
—esto es, los casos fáciles— se someten a ejercicios de lógica 
deductiva, fundamentalmente, los casos difíciles tienen un se-
gundo nivel de revisión, pues deben satisfacer criterios de uni-
versalidad, coherencia, adecuación de las consecuencias, moral 
social y moral justificada.

Puede entenderse que cuando una resolución judicial emiti-
da por un órgano jurisdiccional colegiado ofrece dos soluciones  
a un problema jurídico, en donde una de ellas constituye la sen-
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minoritaria y disidente —es decir, ofrece una solución jurídica di-
versa a la de la sentencia— se puede estar frente a un problema 
difícil, ya que no existe coincidencia en la solución y la decisión.

La sentencia SDF-JDC-47/2012 y sus acumulados es un ejem-
plo de caso difícil, porque la decisión tomada no es unánime entre 
sus integrantes. Esta discrepancia de soluciones ofrece la oportu-
nidad de preguntarse si, ante la diversidad de argumentaciones, 
soportadas por argumentos en cada caso, ha existido una dife-
rente actitud interpretativa. Es decir, cuál es el tipo de solución ju-
rídica que han preferido ofrecer cada uno de los argumentadores.

En el presente caso, parece correcto concluir que los dos ma-
gistrados emisores del voto mayoritario han ofrecido una actitud 
más apegada a los significados literales de los enunciados nor-
mativos. Es posible que en la actitud interpretativa de esta deci-
sión esté presente con mayor intensidad la exigencia de un voto 
cierto, imparcial, sometido a las reglas legales e independiente. 
Puede calificarse como una interpretación formalista.

Pero también es verdad que el magistrado del voto disiden-
te aboga por una interpretación orientada a atender las condicio-
nes particulares de los peticionarios, quienes no cuentan con las 
mismas posibilidades para satisfacer las exigencias legales, y a 
interpretación de las disposiciones legales de conformidad con 
los contenidos de los instrumentos internacionales invocados. En 
este caso puede interpretarse que subyace una actitud de cara 
a las consecuencias de las normas, entendido por éstas el privi-
legiar el ejercicio del derecho al voto. Esta puede ser vista como 
una interpretación finalista.

Atienza señala en su Curso de Argumentación que el estable-
cimiento de premisas y conclusiones en los procesos argumenta-
tivos, no desde una perspectiva meramente formal, de relaciones 
entre premisas y conclusión que relacionan enunciados, sino des-
de una material, que enfoca la atención a los contenidos de ver-
dad que hay en las premisas y las conclusiones, subyace una 
idea de compromiso. De esta manera,
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[…] el juez que efectúa estos razonamientos no está simplemente 
enunciando que si las premisas son verdaderas (o correctas) 
entonces también ha de serlo la conclusión; se está comprometiendo 
con la verdad o corrección de las premisas y, por tanto, también 
con la de las conclusiones (Atienza 2013, 277).

Si se admite que los jueces asumen compromisos con sus 
argumentaciones orientadas a las cuestiones de la verdad que 
subyacen a los enunciados de los argumentos, entonces se pue-
de considerar que cada uno de los emisores de las argumenta-
ciones analizadas ha asumido un respectivo compromiso con su 
propia verdad. De esta manera, los magistrados de la decisión 
parece que han tomado el compromiso con la legalidad del pro-
ceso desarrollado por el ife; mientras el magistrado del voto di-
sidente ha manifestado un compromiso más bien con la eficacia 
del ejercicio del voto a distancia.

IV. Regulación aplicable a la votación de los 
mexicanos residentes en el extranjero

A pesar de que la modernización del sistema político mexicano 
inició en 1977, la normativa que permite que los mexicanos que 
residen en el extranjero puedan ejercer su derecho a votar en las 
elecciones mexicanas fue incorporada no sino hasta 1996. Este 
cambio se produjo con una reforma a la Constitución, una de las 
más importantes en materia política de 1977 a la fecha, mediante  
la cual se reformaron diecinueve artículos a la Carta Magna. 

El tema que ocupa este estudio fue objeto de reforma al artí-
culo 36 constitucional. Se hará una breve referencia a este pro-
blema, para averiguar la racionalidad del legislador que, a través 
de las reformas a la constitución y a la legislación secundaria, 
incorporó una solución lo que se puede entender como un pro-
blema social en el ámbito electoral, que es la carencia de posi-
bilidades de ejercicio del derecho al voto por los mexicanos que 
no residen en nuestro país.
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los legisladores constitucionales para incorporar, entre otras mu-
chas reformas a la Constitución, la que concedía el derecho de 
votar en las elecciones mexicanas a los connacionales que re-
siden en el extranjero, es decir, cuál era la situación que existía 
entre los ciudadanos que se encuentran en la condición de emi-
grantes para que nuestros legisladores reconocieran la necesi-
dad de poder ejercer este derecho. 

El camino parlamentario de la reforma constitucional de 1996, 
dio comienzo con la iniciativa que había sido presentada ante la 
Comisión Permanente el día 26 de julio de 1996, en el salón de 
sesiones del Senado de la República, puesto que esta Cámara 
presidía la Permanente en ese periodo de receso. La iniciativa 
contaba con el visto bueno político como lo muestra el que los fir-
mantes de ella eran los integrantes de la Comisión de Régimen 
Interno y Concertación Política de la Cámara de Diputados, es 
decir, los coordinadores de las principales fuerzas políticas de 
esta Cámara, conjuntamente con el presidente de la República. 

Esta reforma a la Constitución se puede calificar como la sép-
tima etapa de la reforma constitucional en materia política, toda 
vez que hasta esa fecha y desde el señalado año de 1977, el 
cual es considerado el inicio del proceso de modernización —o 
democratización– del sistema político mexicano, se habían emi-
tido siete decretos de reforma a la Constitución. Todos los decre-
tos tenían el objetivo de impactar el sistema jurídico aplicable en 
materia política, principalmente en materia electoral y en mate-
ria parlamentaria.3

3	 No está de más recordar que el sistema político mexicano ha tenido un largo 
camino, a esta fecha ya mayor de 35 años, para consolidar una democracia que 
pueda calificarse de mínimamente satisfactoria. Ha sido un proceso desarrollado 
en diferentes etapas de “reforma política”. Una manera de medir las etapas de la 
reforma política consiste en identificar los decretos de reforma a la Constitución 
que hayan tenido un impacto en el sistema político mexicano. Conforme a lo 
que se puede encontrar en la historia constitucional reciente a partir de 1977, la 
Constitución ha sido modificada en ocho diferentes ocasiones por medio de ocho 
decretos de reforma a la Constitución. Se mencionan aquí las fechas de publicación 
de esos decretos en el Diario Oficial de la Federación, para efectos de su posible 
consulta: 6 de diciembre de 1977; 15 de diciembre de 1986; 6 de abril de 1990;  
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Es verdad que la iniciativa en cuestión no había sido la única 

que había sido presentada para realizar modificaciones o adicio-
nes en materia política a la Carta Fundamental durante ese perio-
do, como lo señala el dictamen de la Cámara de Diputados que 
refiere otras cinco iniciativas dictaminadas, presentadas por di-
ferentes fuerzas políticas y legisladores en lo individual. Pero la  
que disparó el procedimiento al final concretado en norma, fue  
la referida, consensuada parlamentariamente. Fue turnada a la  
Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Cámara  
de Diputados. Por la importancia de los temas abordados por 
esta iniciativa de reforma política, la Comisión de Gobernación 
trabajó bajo la figura de comisiones en conferencia con las res-
pectivas comisiones legislativas del Senado de la República, en 
un contexto bicameral. 

La lectura de la iniciativa ofrece muy escasa información acer-
ca de las razones que los legisladores constitucionales tuvieron 
para modificar el sistema de votación para permitir que los ciuda-
danos residentes en el extranjero pudieran ejercer su derecho al 
voto. De hecho, la única referencia es la siguiente, la cual, como  
es evidente, no ofrece una clara razón del propósito del signifi-
cativo cambio que permitiría el voto de mexicanos radicados en 
otros países: 

Por otra parte, se propone modificar la fracción lll del artículo 
36 relativa a la obligación ciudadana de votar en las elecciones 
populares, para dar sustento a que la legislación reglamentaria 
determine el ámbito territorial en el cual los ciudadanos mexicanos 
podrán ejercer el derecho al sufragio. (Cámara de Diputados 2013).

3 de septiembre de 1993; 19 de abril de 1994; 1° de junio de 1994, 22 de agosto de 
1996 –precisamente la que es objeto de comentarios en este ensayo-, y finalmente 
la publicada el 13 de noviembre de 2007. En todo caso, para una breve exposición 
de los contenidos de la mayoría de esos decretos, con excepción del último, puede 
consultarse a Raigosa, 2008a. Para un detalle más amplio sobre los alcances y 
el significado de la reforma constitucional de 2007, la octava de las mencionadas, 
véase a Benítez, Benítez y Raigosa, 2008.
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es el dictamen de la cámara de origen el documento que permite 
conocer con mayor detalle las razones del legislador para regu-
lar el ejercicio del derecho al voto de los ciudadanos mexicanos 
residentes en el extranjero:

Con la reforma constitucional (de 1996) también se modificó la 
fracción III del artículo 36, con el objetivo primordial de abrir la 
posibilidad al voto de los ciudadanos mexicanos en el extranjero 
y legitimar los votos para presidente de la República y diputados y  
senadores al Congreso de la Unión electos por el principio de 
representación proporcional, que se emitan fuera del domicilio  
del elector; en la exposición de motivos de la iniciativa estos 
objetivos no se expresaron con toda claridad, sino que fue en el 
Dictamen elaborado en la Cámara de Diputados donde se hizo 
explícito el propósito de esta reforma. (Terrazas 2002, 355).

En efecto, el mencionado dictamen señaló que la supresión 
de la fracción III del artículo 36, contemplaba el objetivo, junto a 
otro más, de permitir a los mexicanos residentes en el extranjero 
el ejercicio del derecho al voto, en los siguientes términos:

Asimismo, se propone suprimir de la fracción lll del artículo 36 la 
obligación de que el voto del ciudadano mexicano sea emitido en el 
distrito electoral que le corresponda, a efecto de posibilitar a nuestros 
compatriotas que se encuentran fuera del territorio nacional, el 
ejercicio del sufragio,§ así como legitimar el voto que se emite para 
la elección de presidente de la República cuando el ciudadano se 
encuentra en otra entidad federativa o para elegir senadores cuando 
se halle fuera de su distrito, pero en su entidad federativa o en la 
elección de diputados de representación proporcional cuando se 
encuentra en su circunscripción. (Cámara de Diputados 2013).

Consecuente con esta propuesta, el artículo 36, en su fracción 
III, quedó redactado de la siguiente manera, a partir del decreto 
correspondiente, que fue publicado en el Diario Oficial de la Fe-
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deración (dof) el 22 de agosto de 1996 (esta fracción ha tenido 
otra reforma, publicada el 9 de agosto de 2012, para agregarle 
que los ciudadanos también pueden votar en las consultas popu-
lares, además de las elecciones, la cual, en principio, no afecta  
la problemática del caso en análisis):

Artículo 36.
…
III. Votar en las elecciones populares en los términos que señale 
la ley.

Sin embargo, a pesar de la importancia de la reforma, la posi-
bilidad de votar conferida a los mexicanos no residentes en Mé-
xico no fue concretada de inmediato. La breve historia que siguió 
a la reforma constitucional parece evidenciar la falta de compro-
miso político para ofrecer una solución real al problema de falta 
de posibilidades de nuestros connacionales para ejercer el de-
recho al voto. 

A raíz de la reforma constitucional, el Cofipe fue modificado 
más o menos pronto, para desarrollar las disposiciones condu-
centes a hacer operativa la reforma de 1996, en el tema del voto 
a distancia, con la emisión de un decreto publicado el 22 de no-
viembre de 1996, en cuyo artículo 8 transitorio se estableció que 
el ife designaría una comisión de especialistas para estudiar las 
modalidades y fijar el sistema más adecuado para que los ciuda-
danos mexicanos residentes en el extranjero pudieran ejercer su 
derecho al voto (Espinoza 2013).4

La comisión quedó establecida no sino hasta el 29 de abril  
de 1998. Sin embargo, la emisión de las disposiciones legales que 
harían posible este derecho electoral no se concretó sino hasta  
el 30 de junio de 2005, con la incorporación del Libro Sexto al  

§	 Énfasis añadido.
4	 Espinoza Valle realiza un recuento breve, pero bien documentado, entre otros 

aspectos, del marco legal básico del voto a distancia. En este apartado se sigue, 
en lo esencial, a este autor.
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derecho ciudadano, en el ámbito federal. Las líneas fundamenta-
les para el ejercicio del voto a distancia fueron que los mexicanos 
pudieran votar para la elección presidencial, que contaran con su 
credencial de elector y que lo hicieran por vía postal.

En cuanto a la forma de emitir el voto, el legislador optó por 
una de las cuatro modalidades básicas que la experiencia com-
parada muestra para realizarlo, esto es, sólo por la vía postal. Las 
otras tres son: el voto personal, cuando éste se emite por medio 
de urnas instaladas en el país de recepción, o bien en las repre-
sentaciones diplomáticas; el sufragio por delegación de poder y 
las posibles combinaciones de las anteriores.

Esta elección por el voto postal no facilitaría el ejercicio del  
derecho al voto por las modalidades para emitirlo, pues, entre otros  
requisitos, se exigió el registro de los ciudadanos en la mencio-
nada lnere. 

Además de la tardanza para emitir las normas de operación 
del sistema para el voto a distancia, el legislador secundario cons-
truyó un procedimiento en el mencionado Libro Sexto del Cofipe 
cuyas reglas parecen apoyarse en una actitud de desconfianza 
hacia la falta de certeza de la emisión del voto por los mexicanos 
residentes en el extranjero. Esto es así, entre otras cuestiones, 
por los requisitos establecidos para el registro en la mencio-
nada lista, por la exigencia de que el voto sea remitido por vía 
postal certificada y no por vía normal, o incluso no por vía elec-
trónica (la modalidad de emitir votos a distancia por internet fue 
admitida para las elecciones en el caso del Distrito Federal que  
tuvieron lugar, por primera ocasión, en 2012, pero el Tribunal  
Electoral del Distrito Federal anuló esta posibilidad, por cuestio-
nes de seguridad, por lo que se mantiene sólo la vía postal).

En cuanto al tipo de elecciones admitido para el voto a  
distancia, el legislador federal limitó el ejercicio del voto a las  
elecciones para presidente de la República. La razón puede pa-
recer clara, puesto que los mexicanos residentes en el extranjero 
tienen contacto, en todo caso, con los temas de política nacional, 
pero más difícilmente con las cuestiones de la entidad federativa 



341

Vertiente 

Salas 

Regionales
o del distrito o localidad de la que son oriundos o eran residentes 
antes de su partida. Pero es verdad que no hay una razón sufi-
ciente para impedir la participación en elecciones en otros pro-
cesos electorales, ya sean legislativos federales o de otros tipos, 
como las elecciones locales; esto es, para gobernador, para con-
gresos locales o para ayuntamientos, o los equivalentes en el ca-
so de autoridades del Distrito Federal. 

Si se compara con la experiencia extranjera, de un total de 
111 países que regulan el derecho al voto en el extranjero por sus 
ciudadanos, solamente 13 de ellos lo restringen a las elecciones  
presidenciales (Espinoza 2013).5 Sin embargo, ya se tienen  
experiencias para elecciones en dos entidades federativas: el Es-
tado de Michoacán, elecciones para gobernador, en 2007, y para  
Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en 2012. Morelos tiene  
también legislación pero no ha iniciado vigencia. En consecuen-
cia, el país puede ser clasificado en una categoría de sistemas  
jurídicos que admiten voto a distancia diverso: países que permiten 
voto lejano en elecciones presidenciales y en elecciones locales.

La tercera modalidad especialmente importante para el ejer-
cicio del voto de mexicanos residentes en el extranjero, que fue 
la causa que provocó la impugnación de los ciudadanos mexica-
nos en la sentencia en comento, es la exigencia de contar con 
credencial de elector. Sobre esto se fijó el debate entre los ma-
gistrados emisores del voto mayoritario de la Sala Regional y el 
voto minoritario, disidente.

El debate sobre este punto es mayor, pues, como lo señaló el 
ife en el Libro Blanco del Proceso Electoral Federal 2011-2012, 
ante la problemática sobre las dificultades que tienen nuestros 
connacionales para votar desde el extranjero, y que el ife carece  
de facultades para emitir credenciales en oficinas que tenga en el 
extranjero, ¿podría considerarse que el tepjf asumiera una ac-
titud pro derecho al voto y admitiera otro documento alterno a la 
credencial para votar, ante la falta de ésta?

5	 El autor reconstruye –y corrige errores menores- el interesante cuadro elaborado 
por Navarro, Morales y Gratschew, 2008.
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Problemas de eficiencia normativa

En el campo de la técnica legislativa, y particularmente en lo que 
se denomina metódica de la legislación, la evaluación del trabajo 
del legislador toma en cuenta, entre otros elementos fundamenta-
les, la cuestión de la eficiencia normativa. Este concepto apunta  
a revisar la relación que se presenta entre, por una parte, la  
emisión de una norma por un legislador, y una cuestión problemá-
tica a la cual se enfrenta el legislador, la cual debe ser atendida  
a través del ejercicio de la función legislativa (Raigosa 2008b,  
93-128; Coderch 1989, 16-23). 

En el presente caso, el legislador federal ordinario incor-
poró el Libro Sexto al Cofipe para operar el derecho de votar 
desde el extranjero, impulsado por la disposición constitucio-
nal que ordenaba la adecuación de la legislación secundaria 
al nuevo artículo 36, fracción III. La técnica legislativa indi-
caría que un buen trabajo legislativo habría de considerar la  
finalidad de la legislación que deba emitirse, las condiciones de 
hecho que afectan el fenómeno a regular, en fin, los elemen-
tos necesarios para emitir una normativa que permita resolver 
el fenómeno, hecho o circunstancia social que ha provocado 
su acción legislativa.

En el presente caso, el legislador federal secundario tardó en 
lograr los consensos necesarios y en encontrar la voluntad políti-
ca para hacer operativo un sistema que permitiera el ejercicio del 
voto de los mexicanos a distancia. Pero, además, considerando 
los elementos de la sentencia SDF-JDC-47/2012 y acumulados, 
así como los desalentadores resultados en las dos experiencias 
federales en que el sistema se ha aplicado. Como se verá a con-
tinuación, se puede decir que la eficiencia normativa del legisla-
dor ha sido muy menor, según consta en los datos.

En el orden federal, en dos ocasiones se ha ejercido el dere-
cho al voto por los mexicanos residentes fuera de México, para 
las elecciones presidenciales, en 2006 y en 2012. En la primera 
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experiencia, se estimó que los posibles votantes eran 4.2 millo-
nes. Se registraron 40,876 ciudadanos en la lnere, y emitieron 
sufragio 32,632 ciudadanos (Espinoza 2008).

El Libro Blanco de la Elecciones de 2012, emitido por el ife, a 
su vez, señala que en las elecciones presidenciales de 2012 se 
recibieron 40,961 votos de mexicanos residentes en el extranje-
ro, lo que representó un incremento de más de 24% en relación 
con los votos que se emitieron en las elecciones presidenciales 
de 2006. En las elecciones de 2102, el número total de mexica-
nos registrados en la lnere fue de 59,115.

Para el ife, estas cifras, en particular los votos emitidos en 2012 

[…] a pesar de representar un aumento respecto al ejercicio 
pasado, siguen siendo una cantidad minúscula de votos frente a 
los millones de ciudadanos mexicanos que viven en el extranjero. 
A pesar de las innovaciones implementadas por el ife en esta 
materia, para esta elección, el modelo de registro y voto postal que 
impone la ley parece que sigue siendo un modelo restrictivo para 
la participación política efectiva de los mexicanos en el extranjero. 
(Instituto Federal Electoral 2012, 162).

Las cifras no son halagüeñas, pues el contraste entre el po-
tencial número de votantes frente a los votos recibidos en enor-
me. En las elecciones de 2006 votó solamente el 0.77% del total 
de potenciales votantes mexicanos en el extranjero. Los datos de 
2012 tampoco son alentadores, dado el magro número de votos 
emitidos para esta segunda experiencia electoral.

Las referencias sobre el costo del ejercicio también permiten 
cuestionar la eficacia del mecanismo implantado para emitir  
votos a distancia. En 2006, la comparación entre el costo del  
sufragio emitido en territorio mexicano y el emitido desde el ex-
tranjero es abismal: el primero, 39 pesos, mientras que el voto 
emitido por nuestros connacionales en el extranjero tuvo un cos-
to de 8,285.29 pesos (Espinoza, 2008, 43). Es decir, el voto de 
un mexicano fuera del país costó 212 veces lo que costó el voto 
de un mexicano dentro del país. 
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canzar lo que podría ser su objetivo: que los ciudadanos mexica-
nos residentes fuera del país, o un número significativo de ellos, 
tengan una real opción de voto para las elecciones en México. 
La dimensión de los ciudadanos afectados, en 2008, ascendía a 
casi 10 millones de mexicanos (Espinoza 2011, 37). 

Exigencia de la credencial de elector,  
factor limitante del voto en el extranjero 

En el contexto de la ineficiencia normativa apuntada en el apar-
tado anterior, la credencial de elector es uno de los elementos 
que ha generado mayor complicación para hacer efectivo el voto  
de los mexicanos residentes en el extranjero. Esta considera-
ción ha sido precisada por la autoridad administrativa electoral 
de manera enfática:

En las últimas dos elecciones presidenciales, los mexicanos que 
se encuentran en el extranjero han tenido la posibilidad de emitir 
su voto fuera del territorio nacional, sin embargo, además de ser 
una de las preocupaciones del ife y de otros actores involucrados, 
sigue siendo un reclamo de muchos connacionales el hecho 
de no poder ejercer sus derechos políticos plenamente, por no 
contar con la credencial de elector (instrumento indispensable 
para votar), y no poder tramitarla y obtenerla en el extranjero. 
(Instituto Federal Electoral 2012, 162).

La situación descrita por los quejosos sobre las enormes  
dificultades que les genera la obligación de trasladarse a México 
para gestionar la credencial de elector, son un problema genera-
lizado entre la población de mexicanos que radica en el extran-
jero. Esta descripción de hechos concretos es avalada por las 
afirmaciones del propio ife, cuando afirma que 
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[…] en su mayoría, los ciudadanos mexicanos residentes en el 
extranjero carecen de las condiciones necesarias para cumplir  
con la obligación de acudir personalmente a los módulos de 
atención ciudadana del ife en territorio nacional, a actualizar sus 
datos registrales y obtener su credencial para votar. (Instituto 
Federal Electoral 2012, 163).

Sirve, el texto transcrito, no sólo como argumento que refuer-
za los hechos descritos por los quejosos, también opera para  
consolidar la afirmación de la falta de cuidado en el diseño nor-
mativo del sistema legal regulador del voto a distancia.

Al mismo tiempo, el ife propone varias posibles soluciones al 
problema, que habrían de operar a partir de reformas legales: mo-
dificar la legislación para otorgarle facultades expresas al Institu-
to para emitir en el extranjero la credencial de elector, por sí o a 
través de las oficinas de la Secretaría de Relaciones Exteriores; 
o modificar la ley para autorizar el uso de documentos diversos 
a la credencial para votar –como la matrícula consular— para el 
registro de los mexicanos ausentes del país, o incluso, 

[…] hay quienes consideran que sería adecuado evaluar la 
creación de una sexta circunscripción en el extranjero y crear 
distritos en función de la población mexicana en cada uno de 
los estados americanos. (Instituto Federal Electoral 2012, 163).

Disposiciones internacionales  
y su interpretación en el SDF-JDC-47/2012 y acumulados

La cuestión de la ineficiencia normativa podría ser enlazada con 
la posición asumida por el emisor de la sentencia en comento. 
No, por cierto, como problema de ineficiencia normativa –porque 
no es ésta la lógica propia de los jueces– sino como regulación 
cuya aplicación impacta en el ejercicio de derechos político- 
electorales y debe colmar las exigencias que la corte Interame-
ricana de Derechos Humanos estableció al respecto en Yatama 
vs. Nicaragua.
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Electoral En el campo de la interpretación de disposiciones de dere-
cho internacional, que los quejosos señalaron y, en particular, de 
las contenidas en la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos, interpretada en el sentido en que la Corte Interamerica-
na lo hizo en Yatama, se adentra en el terreno de las situaciones 
interpretativas que pueden nacer a partir del texto del segundo  
párrafo del artículo 1 de la Constitución, recientemente reforma-
do. Esta disposición establece que 

[…] las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán 
de conformidad con esta Constitución y con los tratados 
internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las 
personas la protección más amplia.

El texto parece establecer –como lo apunta el profesor  
Ezquiaga Ganuzas– un metacriterio que opera para usar los  
demás métodos interpretativos. Si se admite la propuesta del 
profesor donostiarra, los textos de la Convención Americana y la 
interpretación de ellos en el ámbito de los derechos electorales  
en Yatama: serían cuestiones que necesariamente deben ser 
abordadas y analizadas con largueza y suficiencia, en los casos 
–como ocurre en el presente– en los cuales hay una situación de 
diferencia clara entre unos destinatarios de reglas que no se en-
cuentran en situación de igualdad frente a los demás.

Se asume que la sentencia no ofrece argumentos estructura-
dos suficientes para satisfacer una exigencia interpretativa como 
la señalada en el párrafo anterior que nace de las quejas presen-
tadas por los actores, las disposiciones de los dos instrumentos 
internacionales invocados y el criterio interpretativo establecido 
en el nuevo párrafo segundo del artículo 1 constitucional.

VI. Comentarios finales
El texto nos permite ofrecer dos puntos concluyentes: por una 
parte, el conjunto normativo o sistema creado por los legisla-
dores mexicanos para hacer operativo el derecho al voto de 
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los mexicanos residentes en el extranjero no favorece el ejerci-
cio de este derecho, por formalista, por establecer requisitos de 
muy difícil cumplimiento por parte de los ciudadanos destinata-
rios de la norma.

La sentencia ofrece muchos puntos de crítica, por ausencia 
de fundamentación suficiente; por ofrecer una actitud interpreta-
tiva con enfoque formalista; y por no profundizar en el análisis de 
disposiciones aplicables para este tipo de asuntos de derechos  
fundamentales que tienden ahora a alejarse de formalismos y 
acercarse a interpretaciones más favorables a los ciudadanos.

Por ambas vertientes de acción, la legislativa y la jurisdiccional, 
quedan caminos por recorrer para lograr la operatividad del ejer-
cicio de los derechos político-electorales de los mexicanos resi-
dentes en el extranjero, y éstos puedan ejercer su derecho al voto.
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Irrelevancia de la identidad 
de género para la 

garantía del ejercicio 
del derecho al voto 

pasivo 

Karlos Artemio Castilla Juárez

EXPEDIENTE:
ST-JDC-501/2012

S U M A R I O :  I .  I n t r o d u c c i ó n ;  
II. Antecedentes relevantes del caso; 
III. Transexualidad, no discriminación 
e igualdad ante la ley; IV. Derecho 
al voto pasivo sin discriminación;  
V. Análisis jurisdiccional del caso;  
VI. Lo destacado de la sentencia;  
VII. Lo perfectible de la sentencia;  
VIII. Conclusiones; IX. Fuentes 
consultadas.

I. Introducción

El año 2012 fue electoral en México; 
durante él se llevó a cabo el proceso 
electoral federal con el fin de renovar 
la totalidad de quienes integran las dos 
Cámaras que componen el Congreso 
de la Unión —500 legisladores en Cá-
mara de Diputados y 128 en Cámara de  
Senadores— así como la titularidad de la  
presidencia de la República. Claro, sin 
olvidar los 15 procesos electorales loca-
les: Campeche, Chiapas, Colima, Distrito  
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Electoral Federal, Estado de México, Guerrero, Guanajuato, Jalisco, Mo-
relos, Querétaro, Tabasco, San Luis Potosí, Sonora, Nuevo 
León y Yucatán; en los que se renovaron seis gubernaturas, la 
jefatura de gobierno del Distrito Federal, 579 diputaciones loca-
les, 876 ayuntamientos, 16 jefaturas delegacionales y 20 juntas  
municipales. 

Lo anterior puso en disputa un total de 2,127 cargos públicos, 
y ello generó que, antes, durante y después de las respectivas jor-
nadas electorales —que en su mayoría se celebraron el 1 de julio 
de 2012— el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federa-
ción (tepjf) recibiera 41,644 asuntos. De ese total, una mayoría, 
22,411, correspondieron a los conocidos como masivos (tepjf 
2011-2012, 11), esto es, aquéllos asuntos que con motivo de la 
emisión de un acto o una omisión, desencadenan la presenta-
ción de decenas o cientos de recursos, los cuales suelen tener 
idénticas características, actos impugnados y autoridades res-
ponsables, aunque una pluralidad de afectados. 

El restante número de asuntos, 19,233, fueron individuales 
(tepjf 2011-2012,11), siendo del total; los juicios para la protec-
ción de los derechos político-electorales del ciudadano (jdc) el 
medio de impugnación que con mayor frecuencia se promovió, 
como lo demuestra el hecho de que —teniendo como referencia 
los asuntos individuales— de este tipo de juicios el Tribunal Elec-
toral resolvió 15,925 asuntos (tepjf 2011-2012, 18). 

El juicio para la protección de los derechos político-electorales del 
ciudadano ha sido el principal mecanismo con el cual los partidos 
políticos y su militancia han resuelto sus conflictos intrapartidistas. 
El tepjf, respetuoso del derecho de la organización autónoma de 
los partidos políticos, ha resuelto como última instancia aquellos 
asuntos presentados en contra de los actos y las resoluciones 
emitidas por los partidos políticos, relacionados, entre otros, con 
la elección de sus dirigentes, la selección de candidatos o el 
derecho de afiliación (tepjf 2011-2012, 28).
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Lo anterior se confirma con el hecho de que, sin contar los 

asuntos masivos, de la cifra total de jdc en 2011-2012, se consi-
deraron como interpartidistas 2,308 asuntos, el conflicto partidista 
más impugnado fue el vinculado con la selección de candidatos 
y candidatas (tepjf 2011-2012, 28).

Pero en toda esta labor, sin duda alguna, se debe señalar que 
del total de asuntos recibidos, sólo 15.4% fueron resueltos por la 
Sala Superior del Tribunal, en tanto que 84.6% estuvieron a car-
go de las Salas Regionales (tepjf 2011-2012, 17). 

Eso significa que el presente documento se ocupará de anali-
zar uno de los asuntos que forman parte de ese grueso de casos  
que llegaron en el año 2012 a la jurisdicción federal electoral mexi-
cana. En especial, uno de los 2,289 juicios para la protección de 
los derechos político-electorales del ciudadano que resolvió la Sa-
la Regional del tepjf, correspondiente a la Quinta Circunscripción 
Plurinominal con sede en Toluca (Sala Regional Toluca), en total  
esta Sala recibió 2,562 asuntos (tepjf 2011-2012, 22).

¿Pero qué tiene este caso en particular que no tengan ninguno de 
los 15,925 jdc que conoció el Tribunal Electoral o los 2,289 que 
desahogó en particular la Sala Regional Toluca? La respuesta es 
sencilla: es el único caso que fue presentado por una mujer tran-
sexual. Es, según los registros existentes en el Tribunal Electoral, el 
primer caso de una persona transexual que llega a su jurisdicción.

A algunas personas ello les puede parecer irrelevante o ca-
rente de importancia para el análisis técnico o teórico del derecho 
electoral. Sin embargo, su importancia no es estrictamente elec-
toral, aunque sí la tiene, sino que trasciende a la obligación 
constitucional que el Tribunal Electoral tiene, en el ámbito de sus 
competencias, de promover, respetar, proteger y garantizar los 
derechos humanos de conformidad con los principios de univer-
salidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.

En este caso, el deber anterior se tradujo en velar que una 
persona que pertenece a un grupo históricamente discriminado y 
criminalizado, pudiera ejercer sin restricciones ilegítimas su dere-
cho de voto pasivo, su derecho a ser candidata a ocupar una de 
las 300 diputaciones federales de mayoría relativa por las cuales  
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Electoral se competía en el año 2012. Esto es, en el deber del Tribunal 
Electoral de no discriminar, de no validar una discriminación y de 
garantizar como resultado de esto el efectivo ejercicio de un de-
recho político como lo es el de ser candidata a un cargo público 
y, con ello, el derecho a ser votada.

Pero también, cumpliendo con lo anterior, muestra cómo el 
tepjf resolvía un caso que bien podría considerarse ordinario al 
tener como punto central un típico conflicto partidista vinculado 
con el nombramiento de candidatos y candidatas, que, como antes 
se observó, es uno de los asuntos que más llegan a su jurisdic-
ción, aunque éste con un elemento adicional y poco ordinario: la 
presencia como parte actora de una mujer transexual.

El análisis de este caso, sin perder de vista la labor de proteger 
y garantizar derechos humanos que siempre ha tenido el Tribu-
nal Electoral a partir de la competencia constitucional específica 
de proteger los derechos políticos de los ciudadanos de votar, 
ser votados y de asociación señalada en el artículo 41, fracción 
IV, constitucional, permite también observar cómo la interdepen-
dencia de los derechos humanos hace que la protección de un 
derecho humano genere la protección de otros. La importancia 
que tiene no descuidar uno, porque ello puede llevar a la afecta-
ción de otros derechos humanos.

Así las cosas, para ello, en primer lugar se establecerán al-
gunos de los antecedentes personales y de hecho que están 
estrechamente relacionados con la mujer transexual que presentó 
el recurso que dio origen a la sentencia que se comenta, informa-
ción que al no estar reflejada en el contenido de dicha sentencia 
resulta de gran importancia rescatar en este análisis. 

En segundo lugar, se desarrollará un breve estudio que, desde 
una visión eminentemente teórica, buscará describir de manera 
sencilla tres de los aspectos que resulta necesario resaltar en la 
sentencia ST-JDC-501/2012, al tratarse, como se ha señalado, del  
primer caso de una mujer transexual ante la jurisdicción del tepjf. 
Así, sin pretender hacer un estudio detallado, sino simplemente 
descriptivo para resaltar su importancia, se establecerán algunos 
elementos relevantes de la transexualidad, la no discriminación 
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y la igualdad ante la ley que merecen ponerse de relieve al ana-
lizarse el caso planteado a la jurisdicción electoral.

En tercer lugar, por ser un asunto relativo al derecho de voto 
pasivo de una persona transexual, tomando en cuenta lo antes 
señalado, se desarrollarán algunas ideas en relación al entendi-
miento general del derecho al voto y de la importancia de que 
éste se configure en los sistemas legales sin discriminación. Es-
to, únicamente con el fin de establecer de manera completa los 
elementos teóricos que estaban vinculados con el caso bajo aná-
lisis, para que a partir de conocer éstos, se pueda contrastar el 
estudio que de ello hizo el Tribunal Electoral en la sentencia que 
se comenta.

Posteriormente, superados esos elementos teóricos, se resu-
mirá el contenido de la sentencia ST-JDC-501/2012, buscando 
establecer sus más importantes argumentos, afirmaciones, razo-
namientos y desarrollos, evitando las repeticiones que resultan 
innecesarias y siempre tratando de reflejar el contenido de la 
sentencia sin comentarios adicionales ni anotaciones que no con-
tiene, con el fin de mostrar de manera simple, pero completa, la 
forma en la que la Sala Regional Toluca del Tribunal Electoral se 
ocupó del primer caso de una persona transexual ante la juris-
dicción de ese órgano.

Casi para terminar, y teniendo el desarrollo teórico y jurisdic-
cional del caso, se establecerán algunos comentarios relativos al 
contenido de la sentencia. Por una parte, aquellos aspectos que 
se pueden considerar relevantes para el análisis de los derechos 
políticos como derechos humanos desde la jurisdicción electoral y, 
por otra, todo lo que se considera que habría podido ser perfecti-
ble en ésta, teniendo como elementos de comparación lo que era 
teóricamente relevante y lo que finalmente contiene la sentencia. 

Estos apartados pretenden ser una crítica constructiva, 
teniendo siempre presente que el ejercicio práctico de la admi-
nistración de justicia suele ser más complicado que los análisis 
que no siempre a partir de situaciones reales se hacen desde el 
ámbito académico. Pero sí, deseando que con esas observacio-
nes se pueda invitar a quien lea estas líneas, más si se dedica a 
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dosos pero bien razonados para una mejor protección y garantía 
de los derechos humanos.

Finalmente, con todo este desarrollo se establecerán algunas 
ideas a manera de conclusión.

II. Antecedentes relevantes del caso

Para una mejor comprensión de la sentencia que se analizará, 
es indispensable conocer algunos aspectos que resultará impor-
tante tener presentes al momento de hacer el análisis de fondo 
del asunto. Más, cuando dicha información no fue recogida ni si-
quiera de manera general o descriptiva-referencial en el contenido  
de la sentencia ST-JDC-501/2012.

En ese sentido, se debe destacar que la persona cuyos de-
rechos fueron analizados por la Sala Regional Toluca, nació en 
febrero de 1973 con los rasgos biológicos-sexuales con los cua-
les comúnmente se identifica a un hombre. Aunque, según consta 
en algunos relatos de esta persona que han sido publicados en 
diversos medios, desde temprana edad y durante parte de su 
juventud nunca se sintió, ni identificó como un hombre, sino co-
mo una mujer atrapada en el cuerpo de un hombre. No fue sino 
hasta el año de 1994, cuando tenía 21 años, el momento en el 
cual inició la transformación de Juan a Diana por medio de un 
tratamiento hormonal. Dicho proceso se completó en 1998 por 
medio de una operación, con lo que su apariencia física y sexual 
dejó de ser de un hombre para pasar a ser de mujer. Se transfor-
mó físicamente para identificarse con el género al que siempre 
se había adscrito.

Tres años después de dicha operación y del cambio físico 
para lograr su plena identidad de género, en 2001, esta perso-
na promovió un juicio civil de conformidad con lo establecido en  
los artículos 465, 468 a 470 de la Ley para la Familia del Estado 
de Hidalgo y 518 a 520 del Código de Procedimientos Familia-
res del mismo Estado, a fin de que fuera reconocido su nombre 
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e identidad de mujer. Dos años más tarde, en 2003, se dictó la 
sentencia correspondiente por el juez civil en la que se autorizó la 
rectificación del acta de nacimiento y, como lo ordenaba la legis-
lación vigente, se comunicó ello al Oficial del Registro del Estado 
Familiar, ordenándole hacer la anotación del acta correspondien-
te al margen de la misma para indicar que: “Juan José y Diana 
Laura son la misma persona.”1 

Con ese acto, jurídica, física y personalmente la identidad de 
género de Diana correspondía con la que ella siempre se había 
identificado, con lo cual, a partir de ese momento se dieron una 
serie de cambios en sus diversos documentos para ser ya iden-
tificada siempre como Diana y no más como Juan.

Esta mujer transexual estudió Derecho y había tenido una 
vida pública al desempeñarse en algunos medios de comunica-
ción como presentadora y columnista. Su primera participación 
de manera activa en un proceso electoral se dio en el año 2011 
al ser registrada ante el Instituto Estatal Electoral de Hidalgo 
como candidata suplente a la presidencia del Ayuntamiento del 
Municipio de Tulancingo de Bravo, Hidalgo, propuesta por la coa-
lición “Poder con Rumbo” integrada por el Partido del Trabajo 
y el Partido Convergencia por la Democracia. Dicha coalición, 
ante la declinación que hizo el candidato propietario a presi-
dente en favor del candidato del Partido Nueva Alianza, obtuvo 
sólo 337 votos, frente a los 17,172 que obtuvo el Partido Ac-
ción Nacional, quien finalmente ganó la elección municipal de 
Tulancingo en 2011, por lo que Diana no aspiró al ejercicio de 
las funciones públicas.

La segunda participación de Diana en un proceso electoral es 
lo que da origen a la sentencia que aquí se comentará. Esto inició  

1	 La manera en la cual se llevan a cabo esas rectificaciones de actas por cambio de 
sexo ha empezado a modificarse en México a partir de la sentencia dictada por 
el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el amparo directo civil 
6/2008, pues a partir del contenido de esta resolución se ha recomendado que 
el juez ordene levantar una nueva acta por reasignación de concordancia sexo-
genérica, plasmándose la anotación marginal en el acta de nacimiento primigenia, 
la cual debe quedar reservada, sin que se publique o expida constancia alguna, 
salvo a la persona interesada o por mandamiento judicial y/o petición ministerial.
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Nacional Electoral del Partido de la Revolución Democrática co-
mo precandidata a diputada federal de ese partido por el principio 
de mayoría relativa por el Distrito Electoral Federal 04, con ca-
becera en Tulancingo de Bravo, estado de Hidalgo. Seguido el 
proceso de selección que estableció el partido político para la de-
signación de candidatos y candidatas, el Primer Pleno Ordinario 
del VIII Consejo Nacional del Partido de la Revolución Democrá-
tica (prd) emitió un acuerdo en el cual dio a conocer que Diana 
aparecía seleccionada como la mejor opción de candidata a dipu-
tada en el distrito antes referido.

No obstante lo anterior, el prd no la registró como candida-
ta a diputada federal ante el Consejo General del ahora extinto 
Instituto Federal Electoral,* sin justificar las razones de ello. Ante 
esa situación, Diana presentó el juicio para la protección de los 
derechos político-electorales del ciudadano que será objeto de 
análisis en los siguientes apartados.

III. Transexualidad, no discriminación  
e igualdad ante la ley

Lo primero que debe quedar establecido de manera categórica 
es que la transexualidad no es una enfermedad, una desviación 
humana, ni un problema. Es una identidad de género, una de las 
múltiples variables en las que un ser humano desarrolla su propia 
vivencia de la sexualidad. Una forma de ser de la persona huma-
na por la cual no puede, ni debe ser discriminada.

Que sea una identidad de género es importante precisarlo, 
porque vale la pena advertir que identidad sexual e identidad de 

*	 El 10 de febrero de 2014 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto 
por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones, en materia 
político-electoral, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Uno 
de los cambios sustanciales consiste en la refundación del sistema competencial 
de las autoridades electorales, tanto a nivel federal como local, aspecto que 
incluye la designación de sus integrantes. Uno de los cambios sustanciales es la 
transformación del Instituto Federal Electoral (ife) en Instituto Nacional Electoral (ine).
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género, aunque muchas veces se perciben como sinónimos, no 
lo son. Se distingue entre sexo y género, considerando que el sexo 
es el producto de la configuración somática de la persona, es de-
cir, atendiendo a su naturaleza eminentemente corpórea, en tanto 
que género es la consideración del sexo “sentido y vivido” co-
mo producto de la actividad psicosocial y cultural de la persona.2 

Por lo que, siguiendo algunas de las doctrinas que respecto al 
tema existen, se puede decir que la identidad de sexo y la iden-
tidad de género son opciones disímiles, pero complementarias, 
pues, mientras la primera se define por los caracteres anatómi-
cos y fisiológicos de la persona, a partir de las connotaciones 
cromosómicas, fenotípicas y gonadales, la segunda se refiere a 
la personalidad misma del ser, su actitud psicosocial, formas de 
comportarse, hábitos, modales, etcétera.3

Identidad de género que ha sido entendida en los principios 
de Yogyakarta4 como la

[…] vivencia interna e individual del género tal y como cada 
persona la siente profundamente, la cual podría corresponder o 
no al sexo asignado al momento del nacimiento, incluyendo la 
vivencia personal del cuerpo (que podría involucrar la modificación 
de la apariencia o la función corporal a través de medios 
médicos, quirúrgicos o de otra índole, siempre que la misma sea 
libremente escogida) y otras expresiones de género, incluyendo la 
vestimenta, el modo de hablar y los modales (Yogyakarta 2007, 8).

“Este concepto nace en la década de los cincuenta de la ma-
no de los primeros métodos que intervienen a personas trans  
para diferenciarlas de las personas que practican el travestismo”5 
(Missé 2012, 11).

2	 Véase (Conapred 2008, 57).
3	 Véase (Camps 2007, 69) y (cidh 2011, 3).
4	 Estos principios no son un tratado internacional, ni en sentido estricto, un instrumento 

jurídico internacional vinculante. Son un conjunto de lineamientos, observaciones y 
propuestas elaborado por un grupo de expertos de diferentes países en marzo de 2007.

5	 Traducción personal. El original en catalán: Aquest concepte neix a la dècada 
dels cinquanta de la mà dels primers metges que intervenen a persones trans per 
diferenciar-les de les persones que practiquen el transvestisme.
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te del ángulo desde el cual se le quiera analizar, por lo que desde el 
ámbito del derecho no lo es menos y genera grandes debates co-
mo más adelante se verá. Es más bien un tema muy complejo, 
como nos lo demuestra de manera clara la muy variada literatu-
ra científica de diferentes áreas del conocimiento, “la cual llega 
a ser, en varias ocasiones, contradictoria” (Camps 2007, 169).

El transexualismo, la transexualidad o el también denominado 
aún en algunos estudios como síndrome transexual, son concep-
tos que se utilizan para definir a las personas que, naciendo con un 
sexo determinado desde un aspecto meramente anatómico o mor-
fológico, no se identifican con él y tienen un incontenible deseo de 
cambiarlo por el otro sexo, por el opuesto, con el que sí se sienten 
identificados. Consideran que han nacido en un sexo equivocado, 
por lo que se ha llegado a definir al transexual como aquel “sujeto 
con sexo psicológico de hombre y sexo cromosómico, gonodal y 
fenotípico de mujer o al revés” (Marcuello 1999, 459).

En términos aún más simples, un transexual es la persona que 
siendo biológicamente hombre, en su realidad interna se iden-
tifica como mujer y lleva a cabo todo lo necesario para que esa 
realidad personal interna sea un reflejo externo, modificando sus 
atuendos, comportamientos e incluso características biológico-
sexuales por medio de intervención médica —hormonal, quirúrgica 
o ambas— a aquellas con las que se identifica para abandonar las 
que en apariencia física-biológica le correspondían, “para adecuar 
su apariencia física-biológica a su realidad psíquica, espiritual y 
social” (cidh 2011, 4-5). Como también lo es la mujer biológico-
sexual que morfológicamente pasa a ser un hombre por así auto 
identificarse internamente y desear que se le identifique externa-
mente. Aunque “una persona trans puede construir su identidad 
de género independientemente de intervenciones quirúrgicas o 
tratamientos médicos” (cidh 2011, 4).

La Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn) en el am-
paro directo civil 6/2008, estableció que desde el punto de vista 
jurídico, la transexualidad se presenta cuando
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[…] existe una discordancia entre el sexo que psicológicamente 
siente y vive una persona como propio y el que anatómica 
y registralmente le corresponde por sus órganos, por lo que 
desea “corregir” su sexo anatómico, generalmente, mediante un 
tratamiento hormonal y/o quirúrgico, para adquirir los caracteres 
fenotípicos y morfológicos de su sexo psicológico. Esta persona 
sólo adquirirá, en forma definitiva, su verdadera identidad sexual, 
cuando consiga adecuarla a su sexo legal, esto es, cuando logre 
rectificar la mención registral de su nombre y sexo, a través de 
las vías legales establecidas para ello (AD 6/2008, 73).

Ese cambio o reasignación de sexo por identidad de género 
es el que justamente en el mundo del derecho no ha sido fácil de 
tratar. No porque, insisto, la transexualidad sea un problema, sino  
más bien porque históricamente el derecho se ha construido te-
niendo como centro de éste al hombre —incluso a un tipo de 
hombre: blanco, heterosexual, etcétera— para paulatinamen-
te abrirse también a la mujer —aunque no en todos los casos  
de manera realmente efectiva— pero al final y por muchos años 
sólo se ha concebido en el derecho la existencia de ese estático 
binomio hombre-mujer. 

Así, la mayoría de los ordenamientos jurídicos en el mundo 
atribuyen el sexo a una persona de acuerdo con el sexo biológi-
co (macho-hembra), a partir de la mera revisión de los genitales 
de la persona recién nacida y que, generalmente, se toma ello co-
mo inmutable, por lo que jurídicamente es el dato que se asienta 
en las actas de nacimiento (hombre-mujer). Esto, aun en los ca-
sos de personas intersex, es decir, aquéllas que nacen con una 
composición cromosómica imperfecta que les hace desarrollar 
características de ambos sexos desde el nacimiento o durante 
su desarrollo, casos que comúnmente son conocidos como her-
mafroditismo y pseudohermafroditismo.

Por lo que, cuando una persona decide modificar su sexo pa-
ra adecuarlo al género con el que se identifica, ello se convierte 
en un tema de la más alta complejidad al contraponerse el sexo 
legal asignado al nacer y el sexo biológico modificado por la libre 
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que antes ya decía, la creación de sistemas jurídicos pensados 
para un binomio sexual inamovible que no tomaron en cuenta 
otras variables, por ser éstas contrarias al modelo jurídicamen-
te impuesto que, por regla general es uno heterosexual con un 
histórico desarrollo discriminatorio para toda persona que no se 
ajusta a éste.

Y es justamente en ese punto de análisis donde toma especial 
relevancia la manera en la que la Sala Regional Toluca del Tribunal 
Electoral se ocupó del asunto de la mujer transexual descrita en el 
apartado anterior. Esto, porque aún en pleno siglo xxi son muchos 
los países en los cuales abiertamente se discrimina y criminali-
za la homosexualidad, la transexualidad y cualquier otra variante 
de la identidad sexual y de género distinta a la heterosexual,6 en 
gran medida porque “[…] la sociedad sigue siendo fuerte y per-
sistentemente heterosexista. Es decir, mantiene y hace perdurar 
la convicción de que lo natural o normal en una sociedad es ser 
heterosexual.” (Peterman y Dixon 2003, 44). 

Situación que genera que en la sociedad y, por tanto, en el 
sistema jurídico que la regula, se mantengan vigentes legis-
laciones y prácticas que directa o indirectamente discriminan. 
Directamente cuando existen normas o prácticas que abierta-
mente estigmatizan o excluyen a las personas lesionando sus 
derechos, señalando, por ejemplo, con todas sus letras el gru-
po de personas no admitidas o estableciendo con toda precisión 
las únicas que se admiten. 

Indirectamente con la vigencia de normas o prácticas que en 
apariencia son neutrales pero cuyos efectos excluyen o lesionan 
los derechos humanos de las personas o un grupo de personas; 
por ejemplo, dejar a la total discrecionalidad de funcionarios el ca-
lificar lo que es bueno y malo, lo que es correcto e incorrecto, la 
decisión de quien puede o no puede ejercer sus derechos. O bien, 

6	 Hasta 2011, según la Organización de las Naciones Unidas (onu), en más de 76 
países, las leyes criminalizaban el hecho de ser homosexual. Para 2013, el número 
se redujo tan sólo a 69.
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porque esa formal neutralidad está sustentada en el cumplimien-
to de condiciones, hechos o supuestos a los que históricamente 
un determinado grupo de personas no han podido acceder, por 
la que esa aparente igualdad, parte más bien de una desigual-
dad estructural de origen que discrimina al aplicarse igual a todas 
las personas.

Discriminación que en el caso de las personas transexuales 
se da desde ámbitos muy variados, que van “desde el ámbito la-
boral, hasta el acceso a la vivienda, el sistema de salud, servicios 
sociales, programas de protección, contra la violencia domésti-
ca, programas de desintoxicación, etcétera” (Rubio 2009, 23). 

Discriminación que se da en el día a día desde el lenguaje, la 
burla, la estigmatización, el rechazo, el aislamiento, la invisibilidad, 
el insulto e incluso la agresión verbal y física; que se materializa 
con la negativa a la prestación de servicios públicos o privados, 
la prohibición de acceso a lugares, la falta de oportunidades de 
participación y desarrollo, la invisibilización de sus necesidades 
y problemas, la omisión de acciones para la garantía y ejercicio 
de sus derechos, la restricción ilegítima del ejercicio de derechos 
y libertades, entre muchas más.

La discriminación por motivos de orientación sexual o identidad 
de género puede verse y por lo común se ve agravada por la 
discriminación basada en otras causales, incluyendo género, 
raza, edad, religión, discapacidad, estado de salud, condición 
económica (Yogyakarta 2007, 8).

Discriminación que no pretende ser mostrada aquí como una 
forma de victimizar a las personas transexuales, sino que es una 
realidad que, por años, ha sido lastimosamente reconocida como 
un hecho innegable, como lo muestran resoluciones y declaracio-
nes aprobadas por la Asamblea General y el Consejo de Derechos 
Humanos (A/HRC/17/L.9/Rev.1)7 de las Naciones Unidas, la Asam-

7	 “Human rights, sexual orientation and gender identity”, aprobada el 15 de junio de 2011 
(onu 2011).
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Europeo (C 56 E/12)9 o la Asamblea General de la Organización 
de Estados Americanos (AG/RES. 2435 XXXVIII-O/08).10

Discriminación que se sigue presentando en mayor o me-
nor escala pese a estar prohibida en textos constitucionales y 
en tratados de derechos humanos, que en el caso de México, 
se ejemplifica de manera clara en el párrafo quinto del artículo 
1 de la Constitución,11 así como en los tratados internaciona-
les fundamentales de derechos humanos de los que México 
es parte, como el del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, artículo 26,12 el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales artículo 2.2,13 la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño artículo 214 o la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos artículo 1.1.15

8	 “Discriminación basada en la orientación sexual y la identidad de género”. Aprobada 
el 29 de abril de 2010 (apce 2010).

9	 “Derechos humanos, orientación sexual e identidad de género”. Aprobada el 28 de 
septiembre de 2011 (pe 2011).

10	 “Derechos humanos, orientación sexual e identidad de género”. Aprobada en la 
cuarta sesión plenaria, celebrada el 3 de junio de 2008 (oea 2008).

11	 Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el 
género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, 
la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra 
que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los 
derechos y libertades de las personas.

12	 Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación 
a igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda discriminación 
y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier 
discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas 
o de cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o 
cualquier otra condición social. 

13	 Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio de 
los derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, 
color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

14	 1. Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados en la presente 
Convención y asegurarán su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin 
distinción alguna, independientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la 
religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional, étnico o social, 
la posición económica, los impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra 
condición del niño, de sus padres o de sus representantes legales. § Énfasis 
añadido. 2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para 
garantizar que el niño se vea protegido contra toda forma de discriminación o 
castigo por causa de la condición, las actividades, las opiniones expresadas o las 
creencias de sus padres, o sus tutores o de sus familiares. 

15	 Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos 
y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda 
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Por lo que, atendiendo a los textos normativos antes citados y 

muchos más que recogen la prohibición de discriminación,16 bien 
se puede afirmar que los Estados, por medio de sus diversos ór-
ganos, tienen la obligación de proteger a todas las personas de 
la discriminación por razón de la orientación sexual o la identi-
dad de género. Esto es así, ya que el hecho de que una persona 
sea lesbiana, gay, bisexual o trans no debe limitar su derecho a 
disfrutar de todos los derechos humanos.

Todas las personas tienen derecho al disfrute de todos los 
derechos humanos, sin discriminación, lo que incluye innegable-
mente el respeto de la orientación sexual o identidad de género. 
Porque, además, todas las personas tienen derecho a ser igua-
les ante la ley y derecho a igual protección por parte de la ley, sin 
ninguna de las discriminaciones mencionadas, ya sea que el dis-
frute de otro derecho humano también esté afectado o no.

Significa, en primer lugar, que ninguna persona transexual por 
tener esa identidad de género puede ser discriminada; en segun-
do lugar, que todas las autoridades de un Estado están obligadas 

persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos 
de raza, color,sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición 
social.

16	 Algunos de estos instrumentos internacionales que no han sido antes referidos son: 
Carta de la oea artículo 3.l; Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
“Protocolo de San Salvador” artículo 3; Carta de las Naciones Unidas, artículo 
1.3; Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los 
Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, artículos 1.1, 7, 18.1, 25, 27, 28, 43.1, 
43.2, 45.1, 48, 55 y 70; Declaración sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Intolerancia y Discriminación Fundadas en la Religión o las Convicciones,artículo 
2); Declaración de la Organización Internacional del Trabajo (oit) relativa a los 
Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo y su Seguimiento (2.d); 
Convenio No. 97 de la Organización Internacional del Trabajo (oit) sobre los 
Trabajadores Migrantes (revisado), artículo 6; Convenio No. 111 de la Organización 
Internacional del Trabajo (oit) relativo a la Discriminación en Materia de Empleo y 
Ocupación, artículos 1 a 3; Convenio No. 143 de la Organización Internacional del 
Trabajo (oit) sobre los Trabajadores Migrantes (disposiciones complementarias), 
artículos 8 y 10; Convenio No. 168 de la Organización Internacional del Trabajo 
(oit) sobre el Fomento del Empleo y la Protección contra el Desempleo, artículo 
6); Convención Relativa a la Lucha contra las Discriminaciones en la Esfera de la 
Enseñanza, artículos 1, 3 y 4).
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dad y, en tercer lugar, que esa no discriminación se debe traducir 
en el hecho de que cualquier persona transexual debe ser igual 
ante la ley que cualquier otra persona, que sus derechos y liber-
tades deben ser respetados y garantizados de igual forma que 
tú, que yo y que los demás, pues aunque seamos diferentes y 
diversos, contamos con la misma dignidad humana y, por tanto, 
con los mismos derechos.

De las diversas determinaciones históricas de la máxima que 
proclama la igualdad de todas las personas, la única universalmente 
recogida, cualquiera que sea el tipo de constitución en la que esté 
inserta y cualquiera que sea la ideología sobreentendida, es la que 
afirma que “[todas las personas] son iguales frente a la ley”, o, con 
otra formulación, “la ley es igual para todos” (Bobbio 1993, 71). Pe-
ro pese a esa universalidad que no sólo se refleja en las normas 
de origen nacional, sino, como también se ha visto, en las nor-
mas de origen internacional, está lejos de ser claro en su sentido, 
contenido y alcances. Esto es así, ya que, por ejemplo, no hay to-
tal consenso sí el mandato que incluye está dirigido a los jueces, 
y en general a quienes aplican el derecho, o también al legislador, 
y también a quienes crean normas jurídicas, lo que ha dado lugar 
a diversas interpretaciones no siempre coincidentes. 

En donde sí hay coincidencia plena es en dos aspectos: 
primero, que la igualdad ante la ley es un reflejo o una de las  
manifestaciones del principio de igualdad17 siendo, como se ob-
servó, una de las manifestaciones más diseminadas en las normas 
jurídicas del mundo. Aspecto importante a destacar y tomar en 
cuenta, porque si bien el principio general de igualdad recoge a 
la igualdad ante la ley, ésta es una manifestación particular de 
aquél, que debe tener un entendimiento propio pese a estar in-
cluido en el más amplio. 

En México esta distinción no se ha hecho en la práctica y la 
igualdad ante la ley ha sido devorada por el principio general, en 

17	 Véase en este sentido, entre otros a (Nogueira 2006, 799-831); (Bobbio 1993, 
56-89); (De Lucas 1996, 493-99).
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gran medida, considero, por la estrecha visión con la que ello había 
sido analizado, al utilizar de manera exclusiva el contenido de las 
normas de origen nacional, y éstas no permitir hacer tal distinción.

La segunda coincidencia, aunque no generalizada en su ori-
gen pero si en sus fines, es que la igualdad ante la ley hoy en 
día no puede ser vista de otra forma que no sea como un dere-
cho humano,18 aunque algunos sectores señalan que no es una 
norma que reconoce un derecho, sino un principio del que, po-
tencialmente, pueden derivar titularidades subjetivas. Lo que, al 
final, es llegar a lo mismo. Además, justificaciones sobran para 
afirmar que es un derecho humano, basta con señalar la más sim-
ple y teóricamente refutable pero cierta, que consiste en revisar 
el contenido de diversos tratados en la materia y las obligaciones 
que se generan para los estados.

En cuanto al tema controvertido, esto es, si es una obligación 
que debe cumplir el legislador o el juez, se puede considerar, no 
es una ni otra, sino las dos, al ser un mandato que necesaria-
mente tiene dos momentos: la creación de la ley y la aplicación/
evaluación de dicha ley: de ahí que tiene un mandato inicial di-
rigido al legislador y un mandato derivado al juez, o más aún, 
de conformidad con el contenido del tercer párrafo del artículo 1 
constitucional, a todos los poderes públicos.

Inicialmente, la igualdad ante la ley implicaba solamente igual-
dad en el contenido de ésta en cuanto norma general, abstracta 
y atemporal, además de dotar de igual capacidad jurídica a to-
das las personas sin distinción alguna, porque buscaba eliminar 
los privilegios y arbitrariedades generados por los regímenes mo-
nárquicos y la estructura social estamental. Sin embargo, ello no 
era suficiente en sí mismo, ni porque la amplitud de la norma per-
mitía que en su aplicación se diera algún tipo de discriminación.

Así, ahora, en la vertiente de creación, la igualdad ante la ley 
obliga al legislador al establecimiento de las diferencias normati-
vas que sean razonables dentro de la generalidad y abstracción 

18	 Véase (Cruz 1989, 35); (Nogueira 1997, 235-267); (Garrido 2009, 83-88).
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ta. De esa manera, en la creación de la norma el poder legislativo 
se ve cada día más obligado a realizar el valor igualdad, mediante 
la distinción de los rasgos o características que deben ser obje-
to de regulación normativa. Para ello, debe conocer la realidad 
social con la finalidad de establecer diferencias razonables en el 
contenido de la ley. Esto también significa que el legislador no 
es la medida de la igualdad, sino que está sometido al principio 
de la igualdad, a no establecer discriminación, a no establecer 
diferencias arbitrarias, exigiéndole que haga todo lo posible para 
conseguir que quienes estén en situación de inferioridad puedan 
alcanzar una posición de igualdad real, pero siempre justifican-
do el por qué de ello, su racionalidad y el objetivo que pretende 
alcanzarse. Lo que al final significa que el mandato de trato pa-
ritario ante las normas obliga a establecer un tratamiento igual 
para todas y todos que no sea discriminatorio, pero no impide una 
diferenciación basada en causas objetivas y razonables,19 que 
sirvan justamente para alcanzar ello. Esto es, el legislador debe 
tratar a toda persona por igual, con la obligación de establecer 
las diferencias que sean necesarias para alcanzar ello, mismas 
que en todo caso debe justificar de manera amplia y detallada 
por qué son objetivas y razonables.

En el plano de la aplicación, la igualdad ante la ley implica que 
los órganos encargados de dicha labor no deben hacer ninguna 
diferencia que el derecho a aplicar no establezca previamente, 
esto es, que la igualdad ante la ley obliga a que ésta sea aplicada 
de modo igual a todos aquellos que se encuentran en la misma 
situación, sin que el aplicador pueda establecer diferencias al-
guna en razón de las personas, o de circunstancias que no sean 
precisamente las presentes en las normas.20 

Es de una forma simple pero muy clara, una manifestación del 
principio de legalidad, ya que la igualdad ante la ley en esta ma-
nifestación se reduce a una aplicación de la ley tal y como está 

19	 Véase (García 2000, 177).
20	 Véase (Rubio 1995, 110-111).
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descrita y sin consideraciones de ningún tipo. Es, podría pensar-
se por algunos, una limitante a la labor del juez o de cualquier 
aplicador del derecho, pero más bien, es una fórmula que ase-
gura que la distinción o ausencia de distinción, se debe aplicar 
tal y como se encuentra, sin poder hacer una distinción particu-
lar en un caso concreto, porque se presupone que el legislador 
ya hizo previamente la operación racional y objetiva de justifica-
ción, necesidad y objetivos a cumplir con el supuesto contenido 
en la norma.

Esto no significa que, al final y en todos los casos, el juez sea 
un mero aplicador mecánico de la ley, sino tan sólo que, si no tie-
ne la facultad para evaluar la regularidad de la constitucionalidad 
de una norma, tampoco está autorizado para incluir distinciones, 
privilegios, salvedades o excepciones, donde la ley no lo ha he-
cho. En todo caso, podrá hacer un estricto control de legalidad y 
vigilar el cumplimiento de la garantía de tratados dentro de sus 
competencias,21 no discriminar y garantizar que no se discrimine, 
pero nunca en aras de la protección se puede justificar romper 
con un sistema que pretende crear orden a partir de la distribu-
ción de competencias.

De esta forma, la igualdad ante la ley de manera simple se 
refleja de dos formas e incluye dos mandatos específicos: uno al 
legislador, para crear leyes que, generales y abstractas, den un 
tratamiento igual para todas y todos que no sea discriminatorio, 
y que, en caso de que exista la necesidad de hacer una diferen-
ciación, ésta sólo sea válida si está basada en causas objetivas 
y razonables, que sirvan justamente para alcanzar ello. Otro al 
aplicador de la ley, sea juez o cualquier ente del Estado, para no 
incluir ni hacer distinciones que las normas no hagan y aplicar la 
ley de manera igual para toda persona y no discriminar, en tanto 
no tenga facultades para evaluar la regularidad constitucional de 
la norma y para dejar de aplicar esa por no garantizar la igualdad 
ante la ley, aplicando otra que sí lo haga.

21	 Para una explicación respecto a lo que implica la garantía de tratados, véase 
(Castilla, 2013).
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jurídica significa que, en todos los aspectos relevantes, las perso-
nas deben ser tratadas y consideradas de igual manera a menos 
que haya una razón suficiente para no hacerlo. 

El derecho a la igualdad ante la ley y en la ley constituye un 
derecho subjetivo, ya que es una facultad o atributo inherente 
a toda persona a no ser objeto de discriminación, vale decir, de 
un trato basado en diferencias arbitrarias (Nogueira 2006, 806). 

Por lo que, atendiendo a ello, la igualdad ante la ley significa 
que las situaciones iguales deben ser tratadas iguales y que las 
situaciones desiguales deben ser tratadas desigualmente siempre 
de manera justificada, objetiva, razonable y proporcionalmente, 
siendo inconstitucional tratar igualmente a hipótesis jurídicas di-
ferentes, como asimismo es inconstitucional tratar de manera 
diferente a quiénes se encuentran en una misma hipótesis jurídi-
ca, desde la creación de la ley y en su aplicación.

Por lo que supuestos de hecho iguales deben serles aplicadas 
consecuencias jurídicas que también sean iguales y que para 
introducir diferencias entre los supuestos de hecho tiene que 
existir una suficiente justificación de tal diferencia que aparezca al 
mismo tiempo como fundada y razonable de acuerdo con criterios 
y juicios de valor generalmente aceptados (Añón 2001, 39).

 Así, la exigencia de la igualdad ante la ley actúa en el mo-
mento de legislar y en la aplicación del derecho. Igualdad ante 
la ley que, por tanto, debe ser garantizada por el legislador y, 
en su caso, por el juzgador a toda persona, independientemente de 
su identidad de género, sin resultar relevante que sea o no tran-
sexual. Igualdad ante la ley y no discriminación que el Tribunal 
Electoral estaba llamado a garantizar a la mujer transexual que 
llegó ante su jurisdicción.

Todo lo anterior nos sirve, en primer lugar, para tener un pa-
norama completo de tres de los temas que resultaban altamente 
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relevantes al momento de analizar el caso contenido en la sen-
tencia ST-JDC-501/2012. Tres temas que se podría esperar que 
fueran analizados por un órgano jurisdiccional ante el cual se so-
mete un caso de una persona transexual a la que, sin justificación 
alguna, se le estaba negando por un partido político el ejercicio 
de su derecho al voto pasivo. 

En segundo lugar, para dejar constancia de la importancia 
que de fondo tenía el asunto, aunque desgraciadamente, como 
más adelante se verá, no fue debidamente planteado, ni la Sa-
la Regional Toluca se atrevió a ir más allá de los planteamientos 
estrictamente político-electorales: no hizo un análisis de legalidad 
para entrar en un análisis de protección integral de los derechos 
humanos.

Un caso que ponía por primera vez ante la jurisdicción del 
Tribunal Electoral una situación de una inexplicable negativa 
de registro como candidata a una mujer transexual que había 
resultado ganadora en el proceso interno de un partido políti-
co, era una gran oportunidad para llamar la atención respecto 
a la discriminación que históricamente han sufrido estas per-
sonas; una inmejorable situación para que el Tribunal Electoral 
se manifestara respecto a la obligación que tienen todos los 
participantes en un proceso electoral de no discriminar, ni di-
recta, ni indirectamente a nadie, y un buen momento para que 
el órgano federal jurisdiccional mexicano hiciera hincapié en la 
importancia que tiene la igualdad ante la ley en los procesos 
electorales, en la selección de candidatas y candidatos, y en la 
vida política del país.

IV. Derecho al voto pasivo  
sin discriminación

En un sistema democrático la participación es […], un derecho, 
un poder reconocido por el ordenamiento a los individuos para que 
intervengan en la formación de las normas a través de las que se 
expresa la voluntad estatal (Presno 2003, 107). 
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dio de la cual se da esa participación la que se ejerce por medio  
del voto en cualquiera de sus dos dimensiones: votar (derecho 
a elegir o voto activo) y ser votado (derecho a ser electo o voto  
pasivo).

Al no ser el objetivo de este documento el entrar a desentra-
ñar muchas de las más importantes características y debates 
que rodean al derecho al voto en sus dos dimensiones, me limi-
taré a poner énfasis sólo a la parte de éste que resulta relevante 
en este comentario.22

Así, de una manera sencilla y sin pretender elaborar un estu-
dio profundo, se puede definir para los fines de este documento 
al derecho al voto o sufragio pasivo, también conocido como de-
recho a ser votado, como: el derecho humano que tiene toda 
persona sin discriminación a ser elegible para el desempeño de 
funciones públicas de designación por medio del voto popular y 
a presentarse como candidato o candidata para elecciones de 
cargos públicos, así como el acceder y ejercer dichos cargos o 
funciones públicas. 

El tepjf ha establecido que de los artículos 35, fracción II, 39, 
41 primero y segundo párrafos, 116, párrafo primero, fracción I, y 
115 fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, se extrae como norma que el voto pasivo como de-
recho político implica tres elementos:

1)	 Derecho a contender como candidato.
2)	 Derecho a ser proclamado electo en caso de que así corres-

ponda legalmente.
3)	 Derecho a acceder al cargo.

Precisando en su jurisprudencia el propio Tribunal Electoral que 
el contenido esencial o núcleo mínimo del derecho de voto pasivo 

22	 Para quien desee profundizar en el estudio teórico del derecho al voto, se 
recomienda, entre otros a (Presno 2003); (UM 2003); (Keyssar 2009); (Romero y 
Tellez 2010); (Presno 2011).
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está previsto en la Constitución federal y la completa regulación 
de su ejercicio, en cuanto a las calidades, requisitos, circunstan-
cias o condiciones para su ejercicio corresponde al Congreso  
de la Unión y a las respectivas legislaturas locales, en el ámbito de  
sus respectivas atribuciones, siempre y cuando el legislador 
ordinario no establezca calidades, requisitos, circunstancias o con-
diciones que se traduzcan en indebidas restricciones al derecho 
de voto pasivo o algún otro derecho de igual jerarquía o bien 
constitucional.

Pero además de ello, no se debe olvidar que los derechos po-
líticos del ciudadano a ser votado y a acceder, en condiciones 
generales de igualdad, a las funciones públicas, están también 
reconocidos en los artículos 25, incisos b) y c), del Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos, y 23, incisos b) y c), de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, por lo cual, 
son derechos de los que toda persona debe gozar en la misma 
medida que los derechos reconocidos constitucionalmente, esto 
de conformidad con lo establecido en el artículo 1 de la Consti-
tución mexicana.

No obstante lo anterior, este derecho humano de ser votado 
para los cargos de elección popular, como todos los derechos 
humanos —salvo el derecho a no ser torturado— no tiene ca-
rácter absoluto y puede estar sujeto a restricciones que deben 
cumplir con los mínimos necesarios para ser válidas (legalidad, 
razonabilidad, proporcionalidad), “garantizando condiciones de 
igualdad que respeten los principios y bases del sistema demo-
crático nacional.”

Esto último se desprende del principio de igualdad, que en 
cuanto a la ocupación material del cargo, se relaciona con los 
requisitos a cumplir para acceder al mismo, ya que no deben ser 
discriminatorios.

En ese sentido, las restricciones al derecho a ser votado, que 
pueden traducirse en un conjunto de requisitos positivos y nega-
tivos para el ejercicio de éste no pueden ser arbitrarias:
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propósito de restringir los derechos fundamentales sean válidas, 
deben satisfacer al menos los siguientes requisitos: a) ser 
admisibles dentro del ámbito constitucional, esto es, el legislador 
ordinario sólo puede restringir o suspender el ejercicio de las 
garantías individuales con objetivos que puedan enmarcarse 
dentro de las previsiones de la Carta Magna; b) ser necesarias 
para asegurar la obtención de los fines que fundamentan la 
restricción constitucional, es decir, no basta que la restricción sea 
en términos amplios útil para la obtención de esos objetivos, sino 
que debe ser la idónea para su realización, lo que significa que el 
fin buscado por el legislador no se pueda alcanzar razonablemente 
por otros medios menos restrictivos de derechos fundamentales; 
y, c) ser proporcional, esto es, la medida legislativa debe respetar 
una correspondencia entre la importancia del fin buscado por la 
ley, y los efectos perjudiciales que produce en otros derechos e 
intereses constitucionales, en el entendido de que la persecución 
de un objetivo constitucional no puede hacerse a costa de una 
afectación innecesaria o desmedida a otros bienes y derechos 
constitucionalmente protegidos. (Tesis 1a. LXVI/2008).

Los requisitos positivos del derecho al voto pasivo suelen vin-
cularse con el conjunto de condiciones que se requieren para 
poseer la capacidad de ser elegible. Su ausencia originaría una 
incapacidad y, en tal sentido, serían condiciones subjetivas pa-
ra el nacimiento del propio derecho.23 Entre estas, suelen estar: 
nacionalidad, ciudadanía, edad, domicilio, escolaridad, estado se-
glar, pertenencia a un partido político, entre otras.

Los requisitos negativos suelen vincularse con las causas de 
inelegibilidad, por lo que constituyen impedimentos para el ejer-
cicio del derecho de sufragio pasivo que se fundamentan en la 
necesidad de garantizar tanto la libertad del elector (resguardán-
dolo de toda coacción, directa o indirecta) como la igualdad de 

23	 Véase (Aragón 1998).
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oportunidades de los candidatos contendientes en la elección.24 
Estos suelen vincularse con: condenas penales, ejercicio actual 
de otro cargo público, parentesco con quien desempeña otro car-
go, uso de medios ilícitos para obtener votos, entre otros.

Requisitos todos, que se convierten en una restricción al de-
recho humano a ser votado y que, insisto, deben cumplir con 
los requisitos antes citados. Siendo muy importante señalar que 
ninguna restricción o requisito sustentado en una discriminación 
puede ser admisible.

Así, el derecho humano que tiene toda persona a ser elegible 
para el desempeño de funciones públicas de designación por me-
dio del voto popular y a presentarse como candidato o candidata 
para elecciones de cargos públicos, así como el acceder y ejercer 
dichos cargos o funciones públicas, debe de darse sin el estable-
cimiento de requisitos o restricciones que generen discriminación 
alguna motivada por origen étnico o nacional, de género, edad, 
discapacidades, condición social, condiciones de salud, religión, 
opiniones, preferencias sexuales, estado civil o cualquier otra que 
atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o me-
noscabar el derecho a ser votado de las personas.

En ese sentido, prohibir, limitar, excluir o negar la posibilidad 
de que una persona transexual ejerza su derecho al voto pasivo, 
sustentada sólo en esa condición, en esa identidad de género, 
sería inadmisible por ser evidentemente discriminatoria. 

Pero, además, para que el ejercicio del derecho al voto se dé 
sin discriminación, no basta que la ley que lo regule no establezca 
requisitos que pudieran ser discriminatorios, generando de esta 
manera lo comúnmente conocido como discriminación directa. 
Esto es, por ejemplo, que en la legislación se estableciera que 
no podrían ser postulados como candidatos o candidatas al Se-
nado las personas cuya identidad de género reconocida no sea 
la misma que aquélla con la que fueron registrados al nacer. Ello 
sin duda alguna, sería una discriminación directa.

24	 Véase (Aragón 1998).
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Electoral También debe tenerse cuidado con aquéllos casos en que 
indirectamente se presente esa discriminación, por ejemplo, al 
establecerse requisitos aparentemente neutrales pero que piden 
satisfacer condiciones a las que históricamente por una desigual-
dad previa no ha accedido un determinado grupo, como también 
dejar a la libre discrecionalidad de alguien la decisión de quién pue-
de o no ejercer ese derecho, o bien, no prohibir expresamente en 
esa discrecionalidad la discriminación. 

Con lo que si bien, el sistema jurídico aparentemente no pre-
vé ninguna discriminación directa, sí deja abierta esa posibilidad. 
Posibilidad que se incrementa cuando quien pretende ejercer su 
derecho es una persona que pertenece a uno de los grupos que 
históricamente han sido discriminados: mujeres, indígenas, ho-
mosexuales, transexuales, afrodescendientes, etcétera. 

Situación que presumiblemente se actualiza en el caso de 
México, pues no existe en el sistema normativo electoral mexi-
cano ninguna disposición que establezca el derecho a ser votado 
sin limitaciones discriminatorias. Que tal vez no sería necesario 
si se toma en cuenta lo establecido en el apartado anterior, pe-
ro que la realidad muestra que, lamentablemente, sin una norma 
positiva expresa que lo establezca o sin la inclusión de acciones 
afirmativas que eliminen las desigualdades, las posibilidades de 
discriminación siguen latentes.

De esta manera, para que el ejercicio del derecho al voto se 
dé sin discriminación se requiere, en primer lugar, que no se in-
cluyan requisitos de esa naturaleza, esto es, que las condiciones 
para el ejercicio del derecho no estén motivadas por el origen 
étnico o nacional, de género, discapacidades, condición social, 
condiciones de salud, religión, opiniones, preferencias sexuales, 
estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana 
y tenga por objeto anular o menoscabar el derecho a ser vota-
do de las personas. Y, en segundo lugar, que la regulación del 
ejercicio del derecho al voto no deje a la discrecionalidad de las 
personas, sin prohibición de discriminación, la decisión de quién 
puede o no ejercer su derecho.
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En el caso presente, por ejemplo, implica el reconocimiento 

de que para el ejercicio del derecho a ser votado, la “identidad 
sexo-genérica de quienes aspiran a un puesto de representación 
ciudadana [es] irrelevante.” (Conapred 2012, 42).

V. Análisis jurisdiccional del caso

En los apartados anteriores han sido descritos de manera ge-
neral algunos de los aspectos que resulta necesario tener 
presentes al momento de analizar de manera particular la sen-
tencia ST-JDC-501/2012. Aspectos que, como a continuación 
se verá, no fueron todos recogidos en el contenido de la refe-
rida sentencia.

Para dar una descripción lo más detallada posible de la sen-
tencia recaída en el expediente ST-JDC-501/2012, vale la pena 
decir, para iniciar, que ésta consta de 61, 13 resultandos, seis 
considerandos y cinco puntos resolutivos.

El proyecto de sentencia fue presentado por el magistrado 
Santiago Nieto Castillo y aprobado por unanimidad el 18 de mayo  
de 2012 por la Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder Judi-
cial de la Federación, correspondiente a la Quinta Circunscripción 
Plurinominal, integrada en ese momento por el antes mencionado, 
la magistrada Adriana M. Favela Herrera y el magistrado presi-
dente Carlos A. Morales Paulín. 

El contenido de la sentencia, en síntesis, es el siguiente:

Hechos que dan origen al caso e instrucción ante el 
Tribunal Electoral

En los resultandos I a XIII de la sentencia (páginas 2 a 9) se esta-
blece el conjunto de hechos que se recogen como antecedentes 
u origen del caso que se analizará y el trámite de instrucción 
desarrollado por la Sala Regional Toluca que se consideraron 
relevantes para describir la forma en la que llegó y atendió ini-
cialmente el asunto el Tribunal Electoral. 



378

Comentarios 

a las Sentencias 

del Tribunal 

Electoral En cada uno de ellos se hace una descripción de lo que tra-
ta cada uno, la fecha en que ocurren, se emiten o publican y las 
fojas del expediente en que constan. Así, esa información inicial 
que se considera relevante destacar, en el orden en el que se es-
tablece en la sentencia, es:

1)	 Inicio del proceso electoral federal para la renovación de los 
cargos de presidente constitucional de los Estados Unidos 
Mexicanos, así como de diputados y senadores al Congre-
so de la Unión.

2)	 Emisión de la convocatoria para elegir el candidato o candi-
data a la presidencia constitucional de los Estados Unidos 
Mexicanos y las candidatas o candidatos del prd a sena-
doras, senadores, diputadas y diputados al Congreso de la 
Unión.

3)	 Recepción de la anterior convocatoria por la Comisión Na-
cional Electoral del prd.

4)	 Publicación de observaciones a la convocatoria formuladas 
por la referida Comisión Nacional Electoral.

5)	 Aprobación, por medio del Acuerdo CG391/2012 del Consejo  
General del ife, del convenio de coalición total para postular 
candidato a presidente de los Estados Unidos Mexicanos, 
así como candidatos a senadores y diputados por el princi-
pio de mayoría relativa, presentado por los partidos políti-
cos nacionales de la Revolución Democrática, del Trabajo y 
Movimiento Ciudadano.

6)	 Registro de la actora (Diana) ante la Comisión Nacional Elec-
toral del prd, como precandidata a diputada federal por el 
principio de representación proporcional, así como también 
por el principio de mayoría relativa por el Distrito electoral 
federal 04 con cabecera en Tulancingo de Bravo, estado de 
Hidalgo.

7)	 Emisión del resolutivo del Consejo Nacional y de la Comi-
sión Nacional Electoral del prd en el que aparece seleccio-
nada la actora como mejor opción de candidata del prd a 
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diputada federal por el principio de mayoría relativa, en el 
antes mencionado distrito 04. 

8)	 Presentación de una solicitud de información de la actora al 
Consejo General del ife respecto a los candidatos registra-
dos al cargo de diputado federal por el 04 Distrito Electoral 
con cabecera en Tulancingo de Bravo, Estado de Hidalgo.

9)	 Respuesta a la anterior solicitud de información por el Se-
cretario del Consejo General del ife a la actora, por la cual 
le remite copia del Acuerdo CG193/2012.

10)	 Publicación en el Diario Oficial de la Federación del Acuer-
do CG193/2012.

11)	 Presentación de la demanda de la actora ante la Secretaría 
Ejecutiva del Instituto Federal Electoral. 

12)	 Comunicación del secretario del Consejo General del ife a 
la Sala Superior del Tribunal Electoral, de la interposición del 
medio de impugnación.

13)	 Recepción de la demanda, informe circunstanciado y otros 
documentos en la Sala Superior del Tribunal Electoral.

14)	 Emisión del acuerdo por el cual la Sala Superior remite el cua-
derno de antecedentes identificado con el número 648/2012 
a la Sala Regional Toluca.

15)	 Recepción de la anterior documentación por la Sala Regio-
nal Toluca.

16)	 Integración del expediente ST-JDC-501/2012 en la Sala Re-
gional Toluca y remisión de éste a la Ponencia de turno.

17)	 Admisión y radicación del asunto por el magistrado instruc-
tor al que se le turnó el asunto.

18)	 Formulación de requerimiento del magistrado instructor a la 
Comisión Nacional Electoral del prd para que remitiera in-
formación necesaria para mejor proveer. No se especifica 
qué información era.

19)	 Cumplimiento parcial del requerimiento.
20)	 Formulación de segundo requerimiento, aunque ahora di-

rigido a la Comisión Coordinadora Nacional de la coalición 
“Movimiento Progresista” a fin de que remitiera diversa in-
formación. No se especifica nuevamente qué información. 
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Electoral 21)	 Emisión del acuerdo por el que se tiene por incumplido el re-
querimiento antes señalado. Aunque se señala que posterior 
a la fecha del plazo establecido, la Comisión requerida remi-
tió un Acta de Dictamen que se había solicitado

22)	 Cierre de la instrucción. No se especifica la fecha en que ello 
ocurrió.

Presupuestos procesales

En los considerandos primero, segundo y tercero de la sentencia 
(páginas 10 a 17), se establecen lo que en el derecho procesal se 
denominan como presupuestos procesales, esto es, los requisitos 
formales que necesariamente debían concurrir para que se pudie-
ra constituir válidamente el proceso y la Sala pudiera dictar una 
sentencia que resolviera sobre el fondo del asunto. Aunque la sen-
tencia no los denomina así por la técnica que se sigue en el Tribunal 
Electoral, éstos se establecieron en síntesis de la siguiente forma:

A. Competencia y jurisdicción del Tribunal

La competencia de la Sala Regional Toluca, al tratarse de un jui-
cio para la protección de los derechos político-electorales del 
ciudadano, se fundó en lo establecido en los artículos 41, párra-
fo segundo, base VI, 94, párrafo primero, 99, párrafos primero, 
segundo y cuarto, fracción V, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 1, fracción II, 184, 185, 186, fracción 
III, inciso c), 192, párrafo primero, 195, fracción IV, inciso d), de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; 3, párrafos 
1 y 2, inciso c), 4, 6, párrafo 1, 79, párrafo 1, 80, párrafo 1, inciso 
f), 83, párrafo 1, inciso b), fracción IV, de la Ley General del Sis-
tema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.

El asunto estaba dentro de la jurisdicción de la Sala Regional 
Toluca al tratarse de un caso en el que en el fondo se impug-
naba la falta de registro de una candidatura de mayoría relativa 
correspondiente al distrito electoral federal 04 con cabecera en 
Tulancingo de Bravo, estado de Hidalgo; entidad federativa que 
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pertenece a la circunscripción plurinominal donde esa Sala Re-
gional ejerce jurisdicción. 

En este considerando, la Sala Regional Toluca advierte que 
al no hacerse valer por la parte actora cuestiones de equidad de 
género, ni respecto al cumplimiento de la cuota de género esta-
blecida en el artículo 219 del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, no se actualizaba lo establecido en el 
Acuerdo General 1/2012 de la Sala Superior del Tribunal Electo-
ral, el cual reserva las cuestiones antes referidas a la jurisdicción 
de ésta última. 

De manera clara, la Sala Regional Toluca establece en ese 
sentido que no había una cuestión de género en el caso, ya 
que tanto la promovente del recurso, como las ciudadanas que 
fueron registradas como candidatas “pertenecen todas al sexo 
femenino” [sic].

B. Requisitos de procedibilidad

El recurso presentado por la actora satisfacía los requisitos gene-
rales y específicos previstos en los artículos 8, 9, primer párrafo, 
y 79, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación 
en Materia Electoral, en consideración de la Sala Regional Tolu-
ca, en razón de que:

1)	 La demanda se presentó por escrito ante la autoridad señala-
da como responsable, estableciendo el nombre y firma autó-
grafa de la enjuiciante, así como señalando el domicilio para 
oír y recibir notificaciones, el acto impugnado, la autoridad res-
ponsable, los hechos materia de la impugnación y los agra-
vios que consideraba oportunos (forma).

2)	 El recurso se presentó dentro del plazo de cuatro días es-
tablecido en el artículo 8 de la Ley General del Sistema de 
Medios de Impugnación en Materia Electoral (oportunidad). 

3)	 La promovente estaba legitimada al tratarse de una ciuda-
dana que por sí misma y en forma individual se ostentaba 
como candidata a diputada federal por el principio de ma-
yoría relativa, por la coalición “Movimiento Progresista”, por 
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tado de Hidalgo. Con lo cual se acreditaba lo dispuesto en 
los artículos 12, párrafo 1, inciso a); 13, párrafo 1, inciso b) 
y 79, párrafo 1, de la Ley General del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electoral (legitimación).

4)	 El acto impugnado era definitivo y contra éste no proce-
día ningún otro medio o recurso por el cual pudiera com-
batirse.

Además de ello, la Sala Regional Toluca estableció que no 
se advertía algún supuesto de desechamiento de plano, ni se 
actualizaba causal alguna de improcedencia o de sobreseimien-
to de las previstas en la Ley General del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electoral y, por tanto, era procedente 
pronunciarse sobre el fondo del caso.

C. Acto impugnado

El recurso se hizo valer en contra del Acuerdo CG193/2012, emi-
tido en sesión especial el 29 de marzo de dos mil doce, por el 
Consejo General del Instituto Federal Electoral, por medio del 
cual se registraron supletoriamente las fórmulas de candidatos 
a diputados por el principio de mayoría relativa para las eleccio-
nes federales del año 2012, presentadas por los partidos Acción 
Nacional, Revolucionario Institucional, Verde Ecologista de Méxi-
co y Nueva Alianza, así como las presentadas por las coaliciones 
[sic] denominadas Compromiso por México y Movimiento Progre-
sista ante ese Consejo General del ife.

En la sentencia se trascribe lo que se considera más rele-
vante del referido Acuerdo, destacando de ello que en el texto 
de éste por la coalición “Movimiento Progresista”, en el Distrito 
Electoral Federal 04 en Tulancingo de Bravo, Estado de Hidalgo, 
no aparece registrada la actora (Diana), sino otras dos mujeres 
(propietaria y suplente).
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Hechos y agravios

En el considerando cuarto de la sentencia (páginas 17 a 22) se 
establecen los hechos y agravios que hizo valer en su escrito 
la actora. Para ello, no se transcribieron, resumieron, ni sin-
tetizaron, sino que se escanearon y pegaron en el texto de la 
sentencia directamente las páginas tres a 10 del referido escri-
to de la actora.

Con el fin de dar un poco de claridad, puedo destacar como 
hechos que destaca en su escrito la actora, los siguientes:

1)	 La publicación de la convocatoria para elegir candidatos y 
candidatas del prd.

2)	 Su registro como candidata externa a diputada federal.
3)	 El registro de precandidatos que hizo la Comisión Nacional 

Electoral del prd.
4)	 La presentación de su informe de gastos de precampaña.
5)	 El resolutivo del Consejo Nacional y la Comisión Nacional 

Electoral del prd por el que se le reconoce como la mejor 
opción para ser candidata a diputada federal por el princi-
pio de mayoría relativa por el distrito electoral federal 04.

6)	 El día que tiene conocimiento de no haber sido registrada 
como candidata a diputada federal por el prd.

En tanto que, la actora señaló que le causaba agravio lo si-
guiente:

1)	 El Acuerdo del Consejo General del ife CG 193/2012 en el 
que no aparecía como candidata a diputada federal.

2)	 Que se violentara su derecho constitucional de votar y ser 
votada.

3)	 El incumplimiento por parte del prd del resolutivo que la re-
conoció como mejor opción para ser candidata.

4)	 El incumplimiento por parte del prd de las decisiones toma-
das por sus máximas autoridades.
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En el considerando quinto de la sentencia ST-JDC-501/2012 se 
desarrolla el estudio de fondo del asunto (páginas 23 a 50) de la 
siguiente forma:

Como una cuestión previa, la Sala Regional Toluca advier-
te que está obligada a suplir las deficiencias u omisiones en los 
motivos de desacuerdo expresados, cuando éstos puedan ser 
deducidos claramente de los hechos expuestos. Para respaldar 
ello cita la jurisprudencia 04/99.

Posterior a ello, se establece que en consideración de esa 
Sala, la inconformidad de enjuiciante consistía esencialmente en 
lo siguiente:

Único: El registro de María de los Ángeles Godínez Granillo 
como precandidata a diputada federal propietaria por el principio 
de mayoría relativa correspondiente al Distrito Electoral Federal 
04 con cabecera en Tulancingo de Bravo, estado Hidalgo, lo 
anterior tomando en consideración que, a decir de la actora, la 
ciudadana anteriormente citada no fue aprobada por el Consejo 
Nacional así como la Comisión Nacional Electoral, ambos del 
Partido de la Revolución Democrática conforme a sus estatutos 
y la convocatoria emitida por dicho instituto político para la 
designación de candidatos y candidatas a los distintos cargos 
de elección popular para el proceso electoral federal 2012. 
Por tanto, la hoy actora considera que el registro de la citada 
precandidata ante la autoridad administrativa electoral federal, 
incumple con el requisito relativo consistente en haber sido 
electa de acuerdo a los lineamientos normativos del Partido de 
la Revolución Democrática, incumpliendo también la normativa 
de la propia coalición “Movimiento Progresista” dado que esa 
posición le corresponde al propio Partido de la Revolución 
Democrática.

Con esa inconformidad, para la Sala Regional Toluca, la 
pretensión de la actora consistía en que dicha Sala modificara  
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el acuerdo impugnado, a fin de que se diera su registro como 
candidata a diputada federal por el principio de mayoría relativa.

Precisado lo anterior, la Sala hace un breve análisis respecto a 
la procedencia del juicio para la protección de los derechos políti-
co-electorales del ciudadano contra actos de los partidos políticos, 
señalando cómo ha sido la evolución de criterios del Tribunal a 
ese respecto, distinguiendo qué actos admitían un acceso direc-
to, cuáles un agotamiento de recursos previos y demás evolución 
jurisprudencial. Con eso concluye que para ese momento (ma-
yo 2012) sí era procedente, aunque el sistema vigente impone 
la carga a los ciudadanos o militantes que estén en desacuer-
do con un acto partidista en particular, de atacarlo directamente 
y no a través del acto de autoridad, salvo que estén indisoluble-
mente vinculados.

Para precisar aún más sus argumentos, la Sala establece 
que el acto de registro ante la autoridad electoral realizado por 
un partido político, sólo podrá ser enfrentado cuando presen-
te vicios propios, por violaciones directamente imputables a la 
autoridad o bien, cuando exista una conexidad indisoluble en-
tre el acto de autoridad y el del partido, de manera que no sea 
posible escindirlos, siendo ejemplo de actos de autoridad que 
pueden ser objeto de impugnación los siguientes: cuando la 
autoridad administrativa registre candidatos que no resultaron 
electos en el proceso interno; omita el registro de un candidato 
postulado; altere el orden de la lista de los candidatos propues-
tos por el partido; niegue el registro a un candidato postulado 
por el partido; registre a un candidato en más de un cargo de 
elección popular, entre otros. Con todo ello, la Sala Regional 
Toluca concluye en ese aspecto que en el caso que se anali-
za se está justamente en uno de esos supuestos.

Posterior a esa conclusión aparentemente de un tema más de 
procedencia del recurso que del fondo del mismo, la Sala enlista 
y describe los elementos de prueba con que contaba para resol-
ver, siendo éstos los siguientes:

1)	 Copia simple del Resolutivo del Consejo Nacional y de la 
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Democrática relacionado con la elección de Candidatos a  
Diputados Federales y Senadores de la República, por la vía 
de mayoría relativa, para que sean postuladas por la coali-
ción “Movimiento Progresista” y la definición de procedimien-
tos extraordinarios de selección.

2)	 Copia certificada del Acuerdo ACU-CNE/11/262/2011, de la 
Comisión Nacional Electoral, mediante el cual se emiten ob-
servaciones a la convocatoria para elegir al candidato o can-
didata a la presidencia constitucional de los Estados Unidos 
Mexicanos y las candidatas y los candidatos del Partido de la 
Revolución Democrática a senadoras, senadores, diputadas 
y diputados al Congreso de la Unión.

3)	 Convenio de coalición total denominada “Movimiento Pro
gresista”,25 aprobado por resolución del Instituto Federal 
Electoral del 28 de noviembre de 2011 y publicado en el Dia-
rio Oficial de la Federación el 12 de enero de 2012. 

4)	 Acuerdo CG193/2012 denominado: “ACUERDO DEL CON-
SEJO GENERAL DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL 
POR EL QUE EN EJERCICIO DE LA FACULTAD SUPLE-
TORIA, SE REGISTRAN LAS CANDIDATURAS A DIPUTA-
DOS AL CONGRESO DE LA UNIÓN POR EL PRINCIPIO 
DE MAYORÍA RELATIVA, PRESENTADAS POR LOS PAR-
TIDOS POLÍTICOS NACIONALES: ACCIÓN NACIONAL, 
REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, VERDE ECOLO-
GISTA DE MÉXICO Y NUEVA ALIANZA, ASÍ COMO POR 
LAS COALICIONES COMPROMISO POR MÉXICO Y MO-
VIMIENTO PROGRESISTA, Y LAS CANDIDATURAS A  
DIPUTADOS POR EL PRINCIPIO DE REPRESENTACIÓN 
PROPORCIONAL PRESENTADAS POR DICHOS PARTI-
DOS, POR EL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁ-
TICA, DEL TRABAJO Y MOVIMIENTO CIUDADANO CON

25	 No se establece si era copia, original o en qué forma se tenía.
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EL FIN DE PARTICIPAR EN EL PROCESO ELECTORAL 
FEDERAL 2011-2012.”.26 

5)	 Copia certificada del Acta Dictamen de la Comisión Coordina-
dora Nacional de la coalición “Movimiento Progresista”.

Posterior a ello, en la sentencia nuevamente se establece qué 
es lo que está impugnando la actora, pese a que líneas antes ya 
se había hecho, pero ahora se concluye que lo expuesto por la 
actora permitía observar que su impugnación iba en contra del 
Acuerdo CG193/2012 como una consecuencia y no una causa, 
pues es evidente que dicho acuerdo no estaba controvertido por 
vicios propios, sino con base en una supuesta incongruencia en-
tre lo decidido por parte de los órganos nacionales del prd. Por 
lo que se concluye que, el acto que se cuestiona, en todo caso, 
sólo podría considerarse producto del error en que se hizo incurrir 
a la autoridad administrativa electoral federal cuando registró co-
mo candidata a una persona que no había sido seleccionada en 
el proceso interno del prd.

Con esa precisión de lo que la Sala Regional Toluca entiende 
que estaba impugnando la actora, finalmente establece respecto a 
este punto que lo procedente era que esa autoridad jurisdiccional 
analizara el acto de la coalición “Movimiento Progresista”, pues de 
dicho acto se hacía depender la legalidad del acuerdo emitido por 
el Consejo General del ife, que era el objeto de la impugnación.

A partir de todas esas precisiones procesales, del acto im-
pugnado y cómo debía ser entendido éste, la Sala considera que 
con ello se podía declarar fundado el agravio de la enjuiciante, 
que ahí se precisa por la Sala, y que consistía en el desacato 
a lo determinado por el Consejo Nacional y la Comisión Nacio-
nal Electoral del Partido de la Revolución Democrática, esto es, 
que ella era la mejor opción de candidata al cargo de diputada 
federal por el principio de mayoría relativa en el distrito electo-
ral federal 04.

26	 Al igual que el documento anterior, no se establece si es copia, copia certificada, 
original o en qué forma tenía dicho acuerdo la Sala Regional Toluca.
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conformada la coalición “Movimiento Progresista”. En segundo 
lugar, establece cuáles eran los criterios definidos para el regis-
tro de candidaturas a senadurías y diputaciones federales por el 
prd, destacando que se tomarían como base los resultados de 
las encuestas abiertas a la opinión pública. 

En tercer lugar, se señala y citan las pruebas que confirman 
que en un Resolutivo emitido por el Consejo Nacional y de la Co-
misión Nacional Electoral del prd aparecía el nombre de la actora 
(Diana), en el apartado correspondiente al Estado de Hidalgo, en 
el Distrito Electoral Federal 04 con cabecera en Tulancingo de 
Bravo, como la mejor opción de candidata a diputada federal por 
mayoría relativa en el referido Distrito. 

En cuarto lugar, se precisa por la Sala que la candidatura an-
tes mencionada le correspondía postularla al prd como integrante 
del Movimiento Progresista. 

En quinto lugar, se transcribe de manera casi integral el con-
tenido del Acta Dictamen de la Comisión Coordinadora Nacional 
de la coalición “Movimiento Progresista”, en el que en su parte fi-
nal aparece como candidata postulada por el prd una persona, 
también mujer, distinta a la actora.

En sexto lugar, señala que no existe constancia alguna de 
que la actora hubiese sido notificada de alguna determinación o 
resolución que la removiera o le informara que a pesar de haber 
sido considerada como la candidata con mejor perfil, no sería to-
mada en consideración. 

En séptimo lugar, establece que no se advierte razón alguna 
por la cual la actora (Diana) que había sido considerada como 
candidata idónea, no fuera considerada así en el acta dictamen 
de la coalición y, en consecuencia, no fuera registrada como tal 
ante el Consejo General del ife. Pero tampoco hay justificación 
ni razonamiento respecto a porqué otra mujer ocupaba esa po-
sición aun cuando no había sido seleccionada de conformidad 
con el proceso interno del prd. Destacando en este punto que 
la Comisión Coordinadora Nacional de la coalición “Movimien-
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to Progresista” no presentó copia certificada de la referida acta 
dictamen. 

En octavo lugar, con los elementos anteriores, establece que 
estaba demostrado que la actora no tenía una expectativa de de-
recho, sino un derecho plenamente actualizado a ser registrada 
como candidata. 

Finalmente, concluye que al quedar demostrado que carecía 
de fundamentación y motivación la afectación del derecho políti-
co-electoral a ser votada de la actora, lo procedente era restituirle 
tal derecho. En apoyo de esto, cita lo resuelto por esa misma sa-
la en el expediente ST-JDC-109/2011.

Para apoyar su conclusión, la Sala Regional Toluca establece 
que ello era acorde con el artículo 1 de la Constitución, en cuanto 
a la igualdad de las personas (mujeres y hombres), la proscrip-
ción de toda discriminación por motivos de género o cualquier otra 
que atente contra la dignidad, los derechos humanos de los cua-
les goza toda persona ya sea que estén contenidos en la norma 
fundamental o en los tratados, la obligación de interpretar los de-
rechos humanos favoreciendo en todo tiempo la protección más 
amplia de la persona y el conjunto de obligaciones que todas las 
autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen de con-
formidad con el texto constitucional.

Asimismo, con lo establecido en el artículo 35, fracción II, 41, 
Base IV, y 99, fracción V, de la Constitución, que consagran el 
derecho de voto pasivo. Pero también, con los artículos 23 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y 25 del Pac-
to Internacional de Derechos Civiles y Políticos qué reconocen 
los derechos políticos de los ciudadanos, así como con las nor-
mas que en dichos tratados establecen la forma en la que deben 
ser interpretadas sus normas. 

Pero además, como criterio orientador, la Sala Regional Toluca 
hace referencia a la sentencia de la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos en el caso Yatama vs. Nicaragua, en cuanto a la 
importancia del derecho al voto y la forma en la cual es admisible 
la restricción de derechos humanos, sin establecer con precisión 
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do, ni el por qué ese caso era aplicable como criterio orientador.

Así concluye el análisis del fondo del asunto.

Efectos de la sentencia

En el considerando sexto de la sentencia (páginas 50 y 51) la Sa-
la Regional Toluca establece los efectos que debería de tener su 
decisión. En ese sentido, en síntesis, estableció: primero, que se 
modificaba el Acuerdo CG193/2012; segundo, que se debía de-
jar sin efectos el registro de la persona que no tenía tal derecho; 
tercero, que en el término de tres días a partir de la notificación 
el Consejo General del ife debía sesionar y registrar a la actora 
(Diana) como candidata propietaria de la coalición “Movimiento 
Progresista” a diputada federal y, finalmente, que dicho Consejo 
informara de ello con las constancias respectivas a la propia Sala.

Amonestaciónes al prd  
y coalición “Movimiento Progresista”

El considerando séptimo (páginas 51 a 58) de la sentencia ST-
JDC-501/2012, está dedicado a explicar de manera motivada y 
fundamentada el por qué en el caso se actualizaba la aplicación 
de una amonestación pública a la Comisión Nacional Electoral del  
prd y a la Comisión Coordinadora Nacional de la coalición “Mo-
vimiento Progresista”.

En síntesis, se llega a esa conclusión en razón de que pese a 
que el magistrado instructor requirió en un primer momento a la 
Comisión Nacional Electoral del prd y, en un segundo momento 
a la Comisión Coordinadora Nacional de la coalición “Movimiento 
Progresista” la remisión de diversos documentos, entre ellos, copia 
certificada e informe en donde se apreciara el por qué se registró 
ante el Consejo General del Instituto Federal Electoral como can-
didata a diputada propietaria a una mujer distinta a la que había 
sido considerada como idónea y, en su caso, el documento y las 
razones por las que se sustituyó a la actora. Dicho documento  
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no fue remitido, no obstante que uno de los otros documentos que 
habían sido requeridos (observaciones a la Convocatoria) sí fue 
presentado pero fuera del plazo otorgado para ello.

Así, la Sala amonestó públicamente y llamó al partido político 
y coalición a que en lo sucesivo dieran cabal cumplimiento a los 
requerimientos que se les formulasen.

Resolución

En la parte resolutiva de la sentencia (páginas 58 a 60), se esta-
blecieron cinco puntos. Los cuatro primeros se corresponden en 
su integralidad con los cuatro efectos que se le habían dado a la 
sentencia y que antes han sido descritos. El quinto resolutivo se 
refería a la amonestación pública.

Así, los resolutivos de manera textual fueron los siguientes:

PRIMERO. Se MODIFICA el Acuerdo CG193/2012, emitido 
por el Consejo General del Instituto Federal Electoral el 
veintinueve de marzo de dos mil doce, en lo que fue materia 
de impugnación.
SEGUNDO. Se DEJA SIN EFECTOS el registro de María de 
los Ángeles Godínez Granillo como candidata propietaria de la 
coalición “Movimiento Progresista”, respecto de la fórmula de 
candidatas a Diputadas Federales por el principio de mayoría 
relativa, correspondiente al Distrito Electoral Federal 04 con 
cabecera en Tulancingo de Bravo, estado de Hidalgo.
TERCERO. Se ORDENA al Consejo General del Instituto Federal 
Electoral, que en el plazo de TRES DÍAS contados a partir de aquel 
en que se realice la notificación de la presente resolución, sesione 
y registre como candidata propietaria de la coalición “Movimiento 
Progresista” a Diana Laura Marroquín Bayardo, respecto de la 
fórmula de candidatas a Diputadas Federales por el principio de 
mayoría relativa correspondiente al Distrito Electoral Federal 04 
con cabecera en Tulancingo de Bravo, estado de Hidalgo.
CUARTO. Hecho que sea lo anterior, el Consejo General del 
Instituto Federal Electoral deberá informar a esta Sala Regional 
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suficientes para acreditarlo, en un plazo de cuarenta y ocho horas. 
QUINTO. Se AMONESTA PÚBLICAMENTE a la Comisión Nacional 
Electoral del Partido de la Revolución Democrática y a la Comisión 
Coordinadora Nacional de la coalición “Movimiento Progresista”, en 
términos del considerando séptimo de esta sentencia.

Finalmente, como toda sentencia, en ésta se estableció la for-
ma en la cual se debía notificar y a quién, lo que debía ocurrir 
con el expediente, la votación con la cual había sido aprobada y 
las firmas de los magistrados y la magistrada integrantes de la 
Sala Regional Toluca, así como del Secretario General de Acuer-
dos de la misma.

VI. Lo destacado de la sentencia

Como ya se señaló, el núcleo central de la sentencia, esto es, el 
conflicto jurídico que le fue planteado a la Sala Regional Toluca es 
un caso un tanto ordinario en materia electoral, pues como se ha 
visto en el apartado anterior, en principio, se trata de un tradicional 
conflicto partidista relacionado con el proceso de selección e ins-
cripción de candidatos y candidatas a cargos de elección popular. 
Por lo que, en ese punto, parece difícil encontrar elementos nove-
dosos o extraordinarios que trasciendan en la materia electoral.

No obstante ello, se pueden considerar como aspectos desta-
cados de la sentencia ST-JDC-501/2012, los siguientes:

Consolidación de los alcances del jdc contra  
actos de partido

Como se sabe, por mucho tiempo, el tepjf se mantuvo al mar-
gen de intervenir en lo que comúnmente se conoce como la vida 
interna de los partidos políticos. Esto, en gran medida, para no 
trastocar aspectos relevantes del derecho de asociación en ma-
teria política. Sin embargo, a lo largo de la historia jurisdiccional 
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electoral se ha observado que el referido derecho de asociación 
no podía ser absoluto y menos cuando amparándose en el ejer-
cicio de éste se vulneraban otros derechos políticos.

Así, en un primer momento, el tepjf había sostenido que el jdc 
era un medio de defensa que resultaba improcedente para la pro-
tección de los derechos político-electorales del ciudadano cuando 
éste se hacía valer en contra de actos de partidos políticos. Pos-
teriormente, adoptó la posición de que cuando un ciudadano o 
militante de un partido alegaba la transgresión en su perjuicio de 
normas partidistas en un proceso interno de selección de candi-
datos y reclamaba destacadamente el acto de registro emitido por 
la autoridad administrativa electoral, era posible restituir a quien 
se sintiera afectado en su esfera de derechos, al estimarse que 
el acto de registro estaba inducido por un error por parte del ins-
tituto político que lo solicitó.

Y, finalmente, la Sala Superior admitió la procedencia directa 
del juicio para la protección de los derechos políticos-electora-
les del ciudadano contra actos de los partidos políticos.

Así las cosas, la Sala Regional Toluca, siguiendo lo anterior, 
suma esta sentencia a la consolidación de la procedencia del jdc 
contra actos del partidos políticos, señalando que justamente el 
sistema vigente impone la carga a los ciudadanos o militantes que 
estén en desacuerdo con un acto partidista en particular, que lo 
impugnen directamente y no a través del acto de autoridad, sal-
vo que estén indisolublemente vinculados.

Lo que significa que: a) Cuando exista un acto partidista que 
perjudique a algún militante o ciudadano, éstos deben combatirlo 
directamente y no pretender enfrentarlo vía el registro ante la au-
toridad administrativa electoral; y b) Que el acto de registro ante 
la autoridad electoral realizado por un partido político, sólo podrá 
ser enfrentado cuando presente vicios propios, por violaciones di-
rectamente imputables a la autoridad o bien, cuando exista una 
conexidad indisoluble entre el acto de autoridad y el del partido, 
de manera que no sea posible escindirlos.

Esto, que bien podría considerarse sólo el seguir un criterio que 
ya se ha establecido, es sin duda importante en materia electoral 
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del ciudadano como derechos humanos, en tanto que perfila de 
una manera más sólida al jdc como el amparo en materia elec-
toral, como el recurso adecuado, efectivo, breve y sencillo con el 
que se cuenta en México para la protección de los referidos de-
rechos, sin importar quien sea la autoridad, órgano o institución 
política que emite u omite el acto que genera la violación de los 
derechos políticos.

Por lo que, al desarrollarlo de esa forma la Sala Regional Toluca 
en la sentencia ST-JDC-501/2012, sin duda, es uno de los aspectos 
de su contenido de fondo que deben ser destacados, para invitar a 
que se siga por ese camino que permitirá consolidar la efectiva pro-
tección de los derechos, la construcción de un equilibrio razonable 
entre la vida interna de los partidos políticos y el pleno respeto de 
todos los derechos políticos, individuales o colectivos, así como la 
consolidación del jdc como un recurso adecuado y efectivo.

Garantía del derecho de voto pasivo

El segundo aspecto que sin duda es relevante en el contenido 
de la sentencia que se comenta, es el hecho de que su análi-
sis respecto a la validez e importancia que tenía un proceso de 
selección interna de candidatos y candidatas, era el sustento su-
ficiente para que el derecho al voto pasivo fuera garantizado de 
manera efectiva.

Pero más aún, que en ese análisis, a la Sala Regional Toluca 
le fue irrelevante la identidad de género que tenía la parte actora 
para llegar a su conclusión y otorgar la garantía que ameritaba. 
Esto es, que en el análisis que hace la Sala del derecho a votar 
que estaba siendo afectado, simplemente se ocupó de conocer 
los hechos y actos que dieron origen a la actualización del dere-
cho a ser votada que tenía la actora y, sin importar de quien se 
trataba, hizo el análisis que correspondía, como cualquier otro 
caso y resolvió lo que en derecho era procedente.

Si bien en este análisis la Sala Regional Toluca se limita a ha-
cer un análisis de la legalidad de la situación que fue sometida a 
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su jurisdicción, el análisis detallado que hace la lleva a demostrar 
fehacientemente la existencia no sólo de una mera expectativa de 
derecho, sino de un derecho plenamente actualizado en favor de 
la actora. Por lo que, al haber sido éste afectado sin fundamen-
tación, ni motivación, daba lugar a que se ordenara la restitución 
del derecho y, con ello, la plena garantía del derecho a ser vo-
tada de la actora.

Es necesario subrayar que de fondo no es una sentencia que 
aporte grandes elementos, pero el hecho de alcanzar la garantía 
de un derecho político tan importante como el de ser votado, que 
estaba siendo afectado por un acto partidista del cual no había cons-
tancia cuando sus elementos esenciales ya se habían configurado 
previamente por otro acto de partido político, es, sí, un ejercicio 
muy simple, pero sin duda muy relevante, ya que, nada más y na-
da menos, permitió la efectiva garantía de un derecho humano.

Inclusión de normas de origen nacional  
e internacional para el análisis del caso

Otro aspecto que relevante de la sentencia es el esfuerzo que 
se desarrolla en ésta a fin de respaldar sus argumentaciones y 
razonamientos inicialmente sustentados en el derecho de origen 
nacional aplicable, también en lo que establecen algunos trata-
dos de derechos humanos de los que México es parte, así como 
las interpretaciones de éstos.

Si bien es un ejercicio menor e incluso, como más adelante se 
verá, no del todo satisfactorio, es muy importante que cada vez 
más los órganos jurisdiccionales, de todos los niveles y ordenes, 
incorporen en el contenido de sus sentencias todo el conjunto de 
normas de origen nacional e internacional que integran el siste-
ma jurídico mexicano y que resulten aplicables para el caso que 
tengan frente a sí.

Esto es relevante, porque los órganos jurisdiccionales deben 
acostumbrase cada vez más al hecho de que al resolver un ca-
so que involucre derechos humanos, deben velar por el respeto 
de estos, atendiendo el contenido constitucional, pero también 
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ejercicio es incipiente, es digno de destacarse.

Cuando en México se entienda que el sistema jurídico funcio-
na más y mejor en la protección de los derechos humanos con 
la constante interacción de las normas de origen nacional e in-
ternacional que los reconocen, y que la puesta en práctica del 
principio pro persona,28 el cual también es referido en la senten-
cia al menos con una mención aislada, es el método que mejor 
integra dicho sistema y garantiza los derechos humanos, se esta-
rán dando pasos gigantes para pasar de tener un reconocimiento 
en papel de los derechos humanos, a una efectividad de éstos 
en la realidad de todas y todos.

VII. Lo perfectible de la sentencia

Si bien, como ya se ha establecido antes, el contenido de la 
sentencia ST-JDC-501/2012 cumplió con su fin al garantizar 
la protección del derecho a ser votada de la actora (Diana), 
aunque ésta no ganó la elección en el distrito federal 04, sí 
recibió 27,402 votos, que la ubicaron en el tercer lugar, de-
trás del Partido Acción Nacional (pan) que obtuvo 42,437 
votos y del Partido Revolucionario Institucional (pri) que ga-
nó con 51,783 votos.29

No obstante ello, el contenido de dicha resolución podría 
haber sido mejor, más cuando se trataba del primer caso de 
una persona transexual que llegaba a la jurisdicción electoral 
federal en búsqueda de la garantía de sus derechos político-
electorales.

En ese sentido, y sin pretender hacer una evaluación cualitati-
va, ni una revisión ortográfica, ni gramatical de su contenido, pero 
tomando en cuenta lo expresado y desarrollado en los apartados 

27	 Véase (Castilla, 2013).
28	 Véase (Castilla, 2009).
29	 Véase (ife, 2012).
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II, III y IV de este documento, vale la pena destacar aquellos as-
pectos que podrían haberse desarrollado de una manera más 
profunda, detallada y con fines de otorgar una más completa 
protección y garantía de los derechos que estaban directa e indi-
rectamente vinculados con el caso que se analizaba.

De esta manera, a continuación, tomando como base el aná-
lisis desarrollado en el apartado anterior y los elementos teóricos 
que previamente se establecieron, se abordarán los rubros que 
podrían haber sido más completos y las razones por las cuales 
se considera que esto es posible. Es de señalar que la nume-
ración que se utiliza en este apartado es la misma que antes se 
siguió (apartado V), por lo que no necesariamente habrá aquí 
una continuidad lógica ascendente de ésta al no existir en todos 
los puntos que integran la sentencia observaciones que formular.

Así, parece ser que la sentencia podría haber sido perfecti-
ble en lo siguiente. 

Hechos que dan origen al caso e instrucción ante  
el Tribunal Electoral

En este rubro, algo que por algunos pudo ser considerado co-
mo una gran virtud de la sentencia, también podría ser visto 
como un gran defecto. En ninguna de las 61 páginas que integran 
la sentencia aparece la palabra transexual, ni mujer transexual. 
Si quien lee estas líneas revisa el texto de la sentencia sin cono-
cer por otros medios los antecedentes, no hay forma de enterarse 
de que los derechos que estaban siendo afectados eran los de 
una persona transexual. Eso, como se señaló, podría ser visto 
como una gran virtud al parecer irrelevante en el análisis del ca-
so que se tratara de una mujer transexual y en toda la sentencia 
darle el trato simplemente de mujer. Es decir, que al no mencio-
nar ni una sola vez que era una mujer transexual, sino sólo una 
mujer, el trato que se le dio fue en plena igualdad que cualquier 
otra mujer, que sus derechos fueron garantizados sin discrimina-
ción alguna y que sin importar ningún antecedente de la persona, 
simplemente se conoció y resolvió su caso.
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camente discriminado, también podría traducirse en uno de los 
grandes defectos de la sentencia al no poner en evidencia que sus 
derechos habían sido afectados y que, justamente ante la irrele-
vancia de su identidad de género, siendo una mujer transexual, 
sus derechos eran garantizados justamente en plena igualdad y 
sin discriminación. Esto es, que ocultar por la Sala Regional To-
luca a lo largo de toda la sentencia que la parte actora era una 
mujer transexual fue un hecho grave, al ocultar su situación, su 
identidad de género, al no mostrar las dificultades a las que se 
estaba enfrentando y al no poner de manifiesto de manera ex-
presa que la identidad de género es irrelevante al momento de 
garantizar los derechos, pues independientemente de ésta, de la 
diversidad de las personas, todas y todos son iguales en derechos 
humanos, todos pueden ejercer sin discriminación sus derechos 
políticos si cumplen con los requisitos para ello.

Por ello se considera más adecuada esta segunda visión, pues 
siempre que llegue ante tribunales un caso de una persona que 
pertenece o se identifica con un grupo que históricamente ha sido 
discriminado, dicha situación debe quedar expresada de manera 
clara, para evitar que la violación de derechos se vuelva a repetir, 
para denunciar y hacer evidentes los problemas a los que se en-
frentan y para hacer latente que sea quien sea, un tribunal está 
obligado a juzgar sin discriminación, a garantizar la igualdad an-
te la ley, la igualdad de derechos. Más, en un caso como el que 
se trataba, en el que sin explicación alguna, sin aparente motiva-
ción y menos fundamentación, simplemente se le sacó a la actora 
de la lista de candidatas y candidatos del prd.

Hacer esa mención también era relevante ya que habría mos-
trado a la Sala como conocedora del hecho de que, 

[…] existe un cierto consenso para referirse o autoreferirse las 
personas transgénero, como mujeres trans cuando el sexo 
biológico es de hombre y la identidad de género es femenina; 
hombres trans cuando el sexo biológico es de mujer y la identidad 
de género masculina; o personas trans o trans, cuando no existe 



399

Vertiente 

Salas 

Regionales
una convicción de identificarse dentro de la categorización 
masculino-femenino (cidh 2011, 5).

El no hacer mención ni siquiera en la parte de antecedentes 
de que se trataba de un caso referente a una mujer transexual, 
hace parecer que la Sala ignora o pasa por alto la discriminación 
histórica que han padecido, olvidando lo necesario que resulta ex-
presar públicamente que son iguales en derechos y que no deben 
ser discriminadas; así como la relevancia que tiene demostrar 
fehacientemente que todos los órganos están obligados a respe-
tar y garantizar sus derechos humanos en general, político-electorales 
en particular, sin discriminación por su identidad de género.

Si bien este apartado podría parecer irrelevante por la infor-
mación que comúnmente de manera discrecional quien elabora 
la sentencia establece, sin duda, en éste podía haberse estable-
cido, con esa discrecionalidad, un dato que no está reflejado en 
ninguna parte de la sentencia y que si se buscaba establecer una 
sentencia con un contenido no polémico, el colocar en este apar-
tado dicha información, al menos, habría puesto de manifiesto 
aspectos que si bien no se probó que eran una discriminación 
directa en contra de una persona transexual, sí una omisión que 
indirectamente, en mi opinión, generó ello.

Así, era importante establecer que la actora era una mujer tran-
sexual, al menos, pues esta información tampoco era algo que 
la actora quisiera reservar para su vida privada, ya que como he 
establecido, ésta de manera pública y abierta había reconocido 
su identidad de género desde años atrás. Con lo cual, esto últi-
mo tampoco era una limitante que tuviese la Sala Regional Toluca 
para no informar ello en la sentencia. Más información podría ha-
ber sido innecesaria, pero, la visibilización de esa identidad de 
género era de la mayor relevancia no sólo para este caso, sino 
para la lucha general en contra de la discriminación. 

El establecer este dato aquí, aunque después ya no fuera des-
tacado, habría dado la visibilización de cómo el primer caso de 
una personal transexual era atendido por la jurisdicción electoral 
federal mexicana. Era una buena oportunidad para estudiar en 
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apartado III de este documento.

Visibilizar a los grupos históricamente discriminados, más si se 
hace garantizando de manera efectiva sus derechos, puede ser 
una de las mejores formas para luchar contra la discriminación en 
cualquiera de sus formas, una medida eficiente para dejar cons-
tancia y mostrar que todas las personas, independientemente de 
nuestro origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapa-
cidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, 
las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cual-
quier otra condición, somos iguales en derechos, porque pese a 
ser diversos, somos humanos.

Presupuestos procesales

Competencia del tribunal

Como se decribió en el apartado anterior, la Sala Regional Toluca 
del Tribunal Electoral al establecer su competencia, hizo una ad-
vertencia respecto a la inexistencia de planteamientos relativos a 
cuestiones de equidad de género, ni respecto al cumplimiento de 
la cuota de género. Lo cual era cierto. Sin embargo, justamente 
al hacer esa advertencia había una nueva oportunidad para es-
tablecer que esa cuestión era altamente relevante por tratarse 
de un recurso presentado por una mujer transexual, por lo que 
si había algún cuestionamiento de género, el Tribunal debía apli-
car una protección reforzada a fin de evitar una doble (o incluso 
múltiple) discriminación.

Al advertir la cuestión de género, era una oportunidad más 
para no ocultar quién era la parte actora, para reforzar la idea 
respecto a que una mujer transexual contaba con la misma pro-
tección y reconocimiento de sus derechos, como lo tenían las 
mujeres que habían sido registradas, al tener todas la misma 
identidad de género. Esto es, no dar por hecho o tratar como 
intrascendente esa situación, sino reforzar de manera expresa 
la igualdad y no discriminación que tenía presente y garantiza-
ba al analizar el caso.
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Aunque en este rubro, algo que pone en evidencia la poca sen-

sibilidad que tenía la Sala Regional Toluca al ocuparse de un caso 
con las características que han sido descritas, lo es que afirma 
que “no había problema de género” porque tanto la promoven-
te como las ciudadanas que habían sido registradas en su lugar 
pertenecían al “sexo femenino”. Esto es, utiliza los términos gé-
nero y sexo como categorías equivalentes, pese a que, como se 
estableció en el apartado III de este documento, es ampliamente 
conocido, difundido y estudiado que las diferencias entre sexo y 
género son un aspecto fundamental al analizar casos de este ti-
po, pues mientras que el sexo se concibe como un dato biológico 
que se refiere a las diferencias biológicas entre el hombre y la mu-
jer; el género es entendido como una construcción social que se 
refiere a las identidades, las funciones y los atributos construidos 
socialmente de la mujer y del hombre y, por tanto, su equivalen-
cia no puede ser afirmada de manera simple.

Ello debe ser tratado con el cuidado debido, incluso para futu-
ros casos, pues la idea de la cuota implica la representación de 
la mujer (en todos sus contextos) y no una mujer por su sexo. Es 
decir, el afirmar que son mujeres porque pertenecen al sexo fe-
menino (biológicamente), discrimina a las mujeres transexuales 
que nacieron biológicamente hombres. La distinción puede ser 
muy sutil, pero es de gran importancia. Como importante era jus-
tamente afirmar de forma expresa que al haber esa identidad de 
género, todas tenían el mismo derecho, pese a que la actora era 
en el caso la única que lo tenía debidamente actualizado. Esto 
adquiría mayor importancia aún, por el hecho de que había ma-
nifestaciones públicas de quienes habían sido registradas en el 
lugar de la actora, respecto a que: “ellas sí eran mujeres”. Por lo 
que, sin duda, había líneas de clara discriminación, y pese a que 
éstas no quedaron reflejadas ni en el expediente, ni en el conte-
nido de la sentencia, la Sala Regional Toluca debió estar atenta 
a ellas, aunque tal parece que prefirió no tomarlas en cuenta.

Así, lo correcto en este ámbito habría sido afirmar que no ha-
bía un problema de género, en primer lugar, porque no estaba en 
discusión un tema de cuotas, ni de equidad y, en segundo lugar, 
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na), como las personas que habían sido registradas en el lugar de 
ésta, tenían la misma identidad de género, esto es, eran mujeres.

La forma en la que se utiliza el lenguaje en casos como el que 
se analizó en la sentencia ST-JDC-501/2012 son de la mayor im-
portancia, como lo es todo caso en el cual estén involucrados los 
derechos de personas o grupos que han sido históricamente dis-
criminados. Esto es así, ya que si no se inicia por un cambio en 
el lenguaje que es esa construcción social acordada para comu-
nicar, se está comunicando de manera errónea o discriminatoria, 
se contribuye a mantener y perpetuar malos entendimientos y, 
con ello, a multiplicar las dificultades que se tienen para acabar 
con la discriminación en cualquiera de sus manifestaciones. Si 
no se cambia el lenguaje, será más difícil cambiar la realidad que  
en mucho se construye justamente a partir de los vínculos que da  
la comunicación.

Hechos y agravios

Este punto, es el único en este análisis que dedicaré a un aspecto 
de forma y no de fondo. Y lo destaco, porque es común y constan-
te encontrar, en las sentencias de prácticamente cualquier órgano 
jurisdiccional mexicano, largas transcripciones sin sentido o, co-
mo ocurre en esta sentencia, escaneado y plasmado casi en su 
integralidad el escrito de la parte recurrente.

Este vicio sirve tan sólo para ocupar espacio, al llenar pági-
nas sin sentido, es algo que debe ser corregido por el Tribunal 
Electoral, y prácticamente por todos los órganos jurisdicciona-
les en el país.

Para expresar de manera clara los argumentos y razona-
mientos que hacen valer las partes en un juicio, no es necesario 
transcribirlas, ni escanearlas y ponerlas de manera literal en el 
contenido de una sentencia. Se debe tener la capacidad de sin-
tetizar o describir de una manera clara y breve lo que las partes 
en un juicio expresan. Pues al final, es justamente eso, lo que es-
tá entendiendo quien elabora la sentencia, lo que será tratado y 
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analizado. A quien le interese conocer el contenido literal del es-
crito presentado por las partes, siempre tendrá la opción de 
acudir al expediente.

Los órganos jurisdiccionales deben tener presente que las 
sentencias son el medio por el cual las personas conocen final-
mente el alcance y contenido de sus derechos; en ese sentido, 
éstas deben ser lo más claras, breves y sencillas posibles. No en-
tre más número de páginas se demuestra una mejor calidad, no 
entre más transcripciones se demuestra un mejor entendimiento 
de la litis o derechos que se reclamen. 

El verdadero valor de la labor jurisdiccional reflejada en senten-
cias, no está en el número que de éstas se emiten, ni el número 
de páginas con el que cuentan, como tampoco en el número de 
tecnicismos y palabras rebuscadas que se utilicen, sino en su po-
sibilidad de ser comprendidas por quienes las reciben y en ser 
un instrumento que, de manera simple y sin traducciones poste-
riores, permita la efectiva y plena garantía de los derechos que 
se reconocen, el reclamo de las obligaciones que se imponen o, 
simplemente, que los derechos contenidos en papel, puedan ser 
llevados a la realidad de todas y todos. El rigor técnico jurídico 
no tiene por qué estar peleado con la capacidad de mostrar de 
manera sencilla el alcance, sentido y contenido de los derechos 
que se reclamen.

Análisis de fondo

Si bien el análisis de fondo lleva a la conclusión deseada, esto 
es, a garantizar el derecho a ser votada de la actora, la forma en 
la que se analiza el caso no es siempre sencilla de seguir.

En primer lugar, resulta extraño que si en apartados anterio-
res ya se había analizado la procedencia del recurso, al estudiar 
el fondo, la Sala incluya un nuevo análisis de procedencia, dis-
tinto al que ya había hecho. Si bien esto sería válido al estar 
vinculado un tema de procedencia con el fondo, parece que eso 
debe ser advertido en el apartado correspondiente y establecer 
de manera clara qué partes de la procedencia se estudiarán con 
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es que parece extraño, aunque en realidad muestra un poco de 
descuido al incluir en dos partes distintas de la sentencia y sin 
advertencia alguna, estudios distintos y complementarios de la 
procedencia del recurso que se había promovido.

Al parecer el análisis relativo a si el juicio para la protección 
de los derechos político-electorales era procedente contra actos 
de partido, procede, o no y qué tipo de actos de partido pueden 
estar incluidos, era un tema previo y no de fondo; es decir, de es-
tricta procedencia del recurso intentado. Con ello, debía figurar 
en el apartado de análisis correspondiente y no en el de fondo, 
que sólo debía ocuparse de determinar si había o no una afecta-
ción del derecho a votar de la recurrente.

En segundo lugar, un aspecto que resulta difícil seguir es el 
relativo a las pruebas aportadas y existentes en el expediente. 
Esto, porque no se dice de algunos documentos si son copia, ori-
ginal, copia certificada o con qué naturaleza se tienen. Esto es 
relevante no sólo para tener certeza respecto al por qué se les 
da un determinado valor probatorio, sino también, en el caso que 
nos ocupa, para tener certeza en relación a si existía o no algún 
documento oficial y público en el que se expresaran las razones 
por las cuales la actora había sido sustituida en la lista, esto es, 
algún documento que con valor probatorio diera evidencia de la 
aparente discriminación que se estaba presentando. 

En tercer lugar, si bien el escrito de la parte actora no es fá-
cil de seguir y entender, la Sala Regional Toluca tenía el deber 
de precisar lo que Diana estaba reclamando. Sin embargo, al ex-
presarse en la sentencia lo que impugna la actora, el texto es un 
tanto repetitivo e incluso puede ser confuso, ya que ofrece lo que 
parecen varias lecturas de la impugnación, una amplia y general 
(página 24), otra más específica atendiendo a la pretensión que 
entiende está formulando la actora (página 25) y, finalmente, unas 
que buscan ser más precisas (páginas 31 y 32), sin llegar a ser-
lo y con todo lo antes dicho, parece que a esa altura del análisis 
la Sala todavía no tenía en claro cómo entendería lo que se re-
clamaba, pese a que ya lo había dicho varias veces de distintas  
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formas. Ello hace que sea complicado de seguir el análisis de 
fondo que se hace. 

En cuarto lugar, la forma en que cita los artículos 1, 35, frac-
ción II; 41, Base VI y 99, fracción V de la Constitución, así como 
los artículos 23 y 29 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos y 5 y 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, no es del todo afortunada. Esto es así, ya que si bien ha-
ce referencia de todos ellos para respaldar la conclusión a la que 
llegó en relación a que debía ser garantizado el derecho a ser vo-
tada de la actora por haber sido excluida indebidamente de la lista 
de candidatas y candidatos a diputados federales, tal parece que 
dicha cita sólo se hace para cumplir con una formalidad que exige 
el velar por los derechos humanos, pues esa era otra oportunidad 
para introducir, al menos de forma preventiva, y a mayor abun-
damiento, argumentos relativos a la igualdad ante la ley y la no 
discriminación de las personas transexuales. Más en este caso en 
el que el prd había incumplido con remitir la información que se le 
había solicitado, siendo justamente ésta, en la que se expresaban 
las razones por las cuales, sin justificación lógica ni jurídica algu-
na, se había excluido de la lista de candidatas a la actora.

Al hacerse la referencia del artículo 1 constitucional, parece 
que de manera velada es justamente esa la intención, ya que es 
el único artículo que se cita de manera amplia y haciendo justa-
mente referencia a la igualdad, no discriminación, los derechos 
que se tienen reconocidos y la forma en que éstos deben ser in-
terpretados, siempre buscando la mejor protección de la persona. 
Pero nuevamente, la Sala Regional Toluca no se atreve a expre-
sar nada relativo a ese tema, ni siquiera de manera preventiva o 
como una manera de dejar en claro que el hecho de que se tra-
tara de una persona transexual y que éstas históricamente han 
sido discriminadas, le hacía reafirmar su posición de garante del 
derecho a ser votado sin discriminación y de la irrelevancia de la 
identidad de género para el ejercicio del derecho al voto pasivo. 

En quinto lugar, la Sala Regional Toluca incurre en un error que 
se está volviendo común por los órganos jurisdiccionales mexi-
canos, esto es, el hacer referencia a jurisprudencia de la Corte 
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ternacionales, sin aportar todos sus datos y sin tener en cuenta 
la relevancia fáctica que haría aplicable el criterio internacional  
al caso nacional. En ese sentido, al citar el caso Yatama de la 
Corte idh,30 que es un asunto que se trata de los derechos polí-
ticos de una comunidad indígena en Nicaragua, se utiliza como 
criterio orientador para definir qué es el derecho al voto y cuáles 
son las restricciones válidas a los derechos humanos. 

Sin embargo, la definición del derecho al voto ahí incluida re-
sulta irrelevante para el caso concreto, como irrelevante era hacer 
referencia a las restricciones de derechos humanos, cuando en 
el análisis de fondo previo en ningún momento se consideró lo 
ocurrido con la actora, como una restricción ilegítima o contra-
ria a derechos humanos. Salvo que de manera velada una vez 
más se estuviese intentando resaltar el hecho de que la actora 
era una mujer transexual.

Además, los elementos fácticos de ambos casos eran muy 
diiferentes; la única similitud que se pude encontrar, es que el 
caso Yatama es relativo a un pueblo indígena. En tanto que el ca-
so contenido en la sentencia ST-JDC-501/2012, es relativo a una 
mujer transexual. Por lo que, el elemento común es que tanto las 
personas indígenas como las personas transexuales han sido 
continua e históricamente discriminadas por las mayorías y, por 
tanto, requieren de una protección y atención reforzada de sus 
derechos. Pero fuera de eso, no había identidad fáctica. Y peor 
aún, al ser esa la identidad fáctica o elemento que podría haber 
hecho relevante la cita del caso Yatama, ese aspecto ni siquie-
ra es mencionado.

La utilización del contenido e interpretaciones de tratados de 
derechos humanos no debe ser entendida como una moda a par-
tir de la cual se puede etiquetar como progresistas a quienes la 
lleven a cabo, sino, como una obligación que aún antes del 11 
de junio de 2011 se tenía en México para hacer eficiente nuestro  

30	 Corte idh 2005.
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sistema jurídico, que siempre ha estado integrado por normas 
de origen nacional (Constitución, leyes) y normas de origen in-
ternacional (tratados). Como una obligación que en materia de 
derechos humanos históricamente ha sido relegada y que, en to-
dos los casos, sólo puede ser efectiva si se desarrolla de forma 
ordenada y congruente con los principios en que se sustenta, 
pues sólo así se podrá alcanzar una mayor y mejor protección 
de los derechos humanos. Por lo que, más que debatir si es más 
importante el contenido de los tratados o de las normas de origen 
nacional o la jerarquía entre éstas, se debe tener siempre presen-
te que en todo caso la mejor norma será la que mejor proteja o 
menos restrinja los derechos humanos, la que permita de mejor 
forma la materialización en la realidad del principio pro persona 
y, con ello, la efectiva protección y garantía de los derechos hu-
manos de todos y todas.

Finalmente, se considera que si en los antecedentes no se 
había hecho mención de que el caso se refería a una mujer tran-
sexual, en el análisis de fondo, por lo que antes he dicho, era 
una buena oportunidad de hacerlo. Esto, no simplemente por in-
troducir un tema que aparentemente no era relevante, sino que, 
justamente por los hechos, se mostraba de la mayor relevancia. 
Incluso, expresarlo y desarrollarlo así podía mostrar cómo la Sa-
la Regional Toluca atacaba una de las barreras del acceso a la 
justicia efectivo que suelen enfrentar estas personas.31

Esto es así ya que, si una mujer transexual había sido exclui-
da sin razón, ni justificación alguna de una lista de candidatas 
y candidatos, ello no era un hecho normal si se hubiera teni-
do conciencia de la discriminación histórica que esas personas 
han sufrido. Pero además, esa situación se veía reforzada por el 
hecho de que el prd y la coalición “Movimiento Progresista” se 
negaron a aportar constancias oficiales respecto a las razones o 
justificación que les llevaron a no inscribir a la mujer transexual 
como candidata a diputada. 

31	 Sobre las barreas del acceso a la justicia, véase (Castilla, 2012).
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argumentos relativos a la discriminación, la Sala Regional Toluca 
podía, en primer lugar, suplir la deficiencia ante otras manifestacio-
nes públicas que se hicieron y la actitud de los partidos políticos 
demandados. En segundo lugar, si no quería suplir la deficien-
cia, sí podía, a mayor abundamiento, expresar que en el caso 
se debía tener especial cuidado por estar involucrados los dere-
chos de una persona transexual, no por ese simple hecho, sino 
por la discriminación que de manera continua sufren en México. 
Era una forma de expresar preventivamente y ante el silencio 
del prd y la coalición “Movimiento Progresista”, que la discrimi-
nación no sólo se hace de manera directa, sino también, que hay 
conductas, políticas y actitudes que generan discriminación indi-
recta, que al final, aunque no se exprese públicamente, no deja 
de ser discriminación.

El hecho de que en el fondo la Sala Regional Toluca no ha-
ya manifestado nada respecto a los derechos de las personas 
transexuales, la no discriminación y la igualdad ante la ley cons-
tituyen un aspecto que sin duda era perfectible en la sentencia. 
Pues si bien, lo principal era garantizar el derecho a ser votado 
de la actora, estrechamente relacionado con eso estaba el ga-
rantizar su trato igual ante la ley, la prohibición que había de que 
fuera discriminada.

Sin ocuparse de esto, todas las manifestaciones y citas que 
se hacen de instrumentos y jurisprudencia de derechos huma-
nos pierden un poco de sentido, se muestran como una cita por 
cumplir con un requisito, pero una falta de convicción por pro-
teger de manera efectiva e integral los derechos humanos de 
las personas.

Incluso, esta omisión de fondo, siendo estrictos, podría 
considerarse condescendiente con la discriminación indirec-
ta, que al menos se podía presumir, al ocultar información que 
era relevante y mostrar el caso como si se tratara simplemen-
te de una accidental omisión o error en una lista de candidatas a  
diputadas, pasando por alto que se trataba de una persona con 
altas posibilidades de ser discriminada. Tratar el asunto como 
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un problema de mera legalidad sin dar relevancia a la protec-
ción integral de los derechos humanos, es ejercer de manera 
incompleta la función jurisdiccional que se tiene, más cuando 
desde el 11 de junio de 2011, todas las autoridades, en el ám-
bito de sus competencias deben prevenir, respetar y garantizar 
los derechos humanos.

Tal vez lo más relevante es que al final sí se lograron prote-
ger los derechos políticos de una mujer transexual; pero sin duda, 
esta sentencia habría sido mejor si además de ello se hubiera he-
cho latente de manera expresa la igualdad y no discriminación 
con la que deben ser garantizados los derechos humanos, entre 
ellos los políticos, de personas transexuales.

Para acabar con la discriminación en cualquiera de sus formas, 
toda denuncia, toda reivindicación, todo rechazo, todo estudio 
que sume a mostrar la igualdad de derechos con la que conta-
mos todas las personas no sobra, menos si se hace por un órgano 
jurisdiccional de la calidad y jerarquía institucional del Tribunal 
Electoral, en su Sala Superior o sus salas regionales.

Amonestación al prd  
y coalición “Movimiento Progresista”

En el desarrollo de este apartado de la sentencia queda demostra-
do que ni el prd, ni la coalición “Movimiento Progresista” pudieron 
presentar documento, constancia o argumento alguno que expli-
cara o justificara las razones por las cuales se había excluido de 
la lista de candidatas a diputada federal a la actora. 

Ese hecho, sumado a que se trataba de una mujer transexual 
y que, insisto, históricamente las personas transexuales han su-
frido discriminación, eran elementos suficientes para que la Sala, 
si bien, siendo conservadora, no señalara directamente un caso 
de discriminación, al menos con un comportamiento más activo 
hiciera mención de ello como parte de su análisis ante la falta 
de explicación lógica o jurídica válida para haber dejado fuera de  
la lista de candidatas y candidatos, justamente a una mujer 
transexual y a nadie más de todos y todas las candidatas que 
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las trescientas diputaciones federales de mayoría relativa por la 
coalición “Movimiento Progresista”.

Así, al llegar a la conclusión la Sala Regional Toluca respec-
to a que era procedente una amonestación pública al prd y a la 
coalición “Movimiento Progresista” por incumplir con los reque-
rimientos que se les formularon y dichos requerimientos estar 
vinculados directamente con la falta de constancia o explicación 
de las razones por las cuales se había sacado de la lista de can-
didatas a la actora (Diana), era una oportunidad más que tenía 
la Sala Regional Toluca para hacer alguna mención del cuidado 
que los partidos políticos y coaliciones deben tener de no discrimi-
nar y que, la omisión de respuesta y explicación respecto a las 
razones por las cuales se dejaba fuera de la lista de candida-
tas a una mujer transexual, podía ser considerada una forma 
de discriminación indirecta, por la persona de quien se trata-
ba y por no existir motivación ni fundamentación alguna que 
pudiera justificar de manera razonable esa decisión tanto del 
partido como de la coalición.

Sin duda, en este aparatado resultaba un poco más com-
plicado introducir lo antes dicho, porque podría parecer una 
amonestación también por la existencia de una aparente discri-
minación en razón de la identidad de género, pero pese a esa 
dificultad, la Sala debió hacer alguna manifestación, por míni-
ma que fuera, de la obligación de no discriminar. Pero, sobre 
todo, de lo irrelevante que resulta la identidad de género de las 
personas para la garantía del derecho al voto pasivo y, en ge-
neral, para el ejercicio de todos los derechos políticos, de todos 
los derechos humanos.

Gran parte de lo que he afirmado no era una labor sencilla, 
en primer lugar, porque la parte actora en su escrito no plan-
teó un solo argumento en el que se quejara de haber sufrido 
discriminación. En segundo lugar, porque la suplencia en la de-
ficiencia, ante lo antes dicho, no era sencillo construirla para 
incluir como agravio una cuestión de discriminación. Y, en ter-
cer lugar, porque a partir de los elementos probatorios con los 
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que se contaba no había certeza de que la decisión de excluir 
a la actora de la lista de candidatas e incluir a otra mujer en su 
lugar tenía relación con la identidad de género o alguna otra 
causa de discriminación. 

Sin embargo, la omisión de explicar las razones por las cua-
les se dio esa exclusión y la discriminación histórica que han 
sufrido las personas transexuales, al menos, podría haber ser-
vido de motivación suficiente para construir una consideración 
que, si se quiere, sin señalar que en el caso así se confirmaba, 
al menos estableciera que nadie por su identidad de género, 
por ser transexual, podía ser discriminada, que era igual an-
te la ley. Además de que, el hecho de que ese error u omisión 
sólo se presentara dentro de trescientas posibilidades justo en 
el caso de una mujer transexual, y ante ello no se explicara de 
ninguna forma la razón de esa conducta, era motivo suficien-
te para expresar algo en ese sentido o, al menos, no ocultar la 
información respecto a quien se trataba. Todo ese conjunto de 
circunstancias y hechos eran justificación suficiente para que la 
Sala Regional Toluca algo expresara de la transexualidad, la no 
discriminación, la igualdad ante la ley y el ejercicio del derecho 
al voto pasivo sin discriminación.

VIII. Conclusiones

La sentencia ST-JDC-501/2012 fue la primera resolución en la 
que el Tribunal Electoral por medio de su Sala Regional Toluca 
conoció de un caso que involucraba los derechos político-elec-
torales de una persona transexual.

El derecho a ser votado de una mujer transexual fue garanti-
zado por la Sala al confirmarse que no existía razón alguna para 
excluirla de la lista de candidatos y candidatas registrados ante el 
Consejo General del ife, toda vez que en el proceso de selección 
interno del prd ella había sido considerada como la candidata idó-
nea a diputada federal por el distrito federal 04 con cabecera en 
Tulancingo de Bravo, estado de Hidalgo.
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para el ejercicio de los derechos políticos, en este caso, para el 
ejercicio del derecho a ser votada, toda vez que dicho dato no 
es trascendente y toda persona debe ejercer sus derechos sin 
discriminación.

La Sala Regional Toluca garantizó de manera efectiva el dere-
cho a ser votada de la parte actora, toda vez que en cumplimiento 
de la sentencia ST-JDC-501/2012, ésta fue registrada como can-
didata y ejerció su derecho a ser votada en la jornada electoral 
del 1 de julio de 2012, quedando su candidatura en tercer lugar 
por el número de votos recibidos.

Pese a que la Sala garantizó el derecho de la parte actora a 
ser votada, en ninguna parte de la sentencia se refleja ni hace 
constar que el caso se refería a los derechos de una mujer tran-
sexual, sino que de la lectura de dicha resolución se observa que 
el órgano jurisdiccional simplemente se refiere a los derechos de 
una mujer. Esta situación puede ser calificada de manera positi-
va y negativa. Positiva, en cuanto a que la Sala Regional Toluca 
trató sin discriminación a la mujer transexual, dando los mismos 
derechos que a cualquier otra persona que hubiese estado bajo 
ese supuesto. Negativa, en cuanto a que casos que involucran 
a personas pertenecientes a grupos que históricamente han si-
do discriminados, siempre deben de buscar poner en evidencia 
esa situación para reafirmar la igualdad de derechos que tienen, 
la no discriminación con que deben ser tratados y, sobre todo, 
para reivindicar y visibilizar sus luchas, los obstáculos a los que 
se enfrentan, a fin de que todo ello no se vuelva a repetir. Más, 
siendo la primera vez, el primer caso que llega a una jurisdicción 
especializada como lo es la electoral federal.

Los argumentos presentados por la parte actora en su escrito 
de demanda eran simples y en ningún momento expresaron una 
situación de discriminación en su contra. Ello, limitaba la posibi-
lidad de hacer una suplencia de la deficiencia, pues nada de lo 
dicho en el escrito hacía que se presumiera la existencia de dis-
criminación en razón de su identidad de género. 
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Sin embargo, la falta de respuesta a los requerimientos que 

le formuló la Sala Regional Toluca al partido político y coalición 
que excluyeron a la actora de las listas de candidatos y candi-
datas, así como la ausencia de una explicación lógica y jurídica 
ante ello, sumado a que era el único caso en 300 posibilidades 
en el que se presentaba y tratarse de una persona pertenecien-
te a un grupo con amplios antecedentes de discriminación, eran 
elementos suficientes para que la Sala hiciera referencia de dicha 
situación y, sin expresar una responsabilidad directa, establecie-
ra de manera enfática la importancia de la no discriminación en 
razón de la identidad de género y de la igualdad ante la ley de la 
que deben gozar estas personas o cualquier otra, en el ejercicio 
de sus derechos político-electorales.

El análisis de este caso muestra que aún es necesario profun-
dizar en la capacitación de las personas dedicadas a la actividad 
jurisdiccional en el país en temas de derechos humanos, genero, 
no discriminación e igualdad. Esto, porque cuando, por ejemplo, 
se siguen confundiendo o considerando como sinónimos los tér-
minos sexo y género, se refleja una falta de profundización en 
dichos temas. De igual forma, por el hecho de que la presencia 
ante las jurisdicciones de una persona perteneciente a un grupo 
históricamente discriminado, debe generar un reforzamiento en la 
manera en la cual se tratan esos casos, para dar la igualdad que 
requieren, para reforzar la no discriminación que siempre deben 
tener garantizada y para hacer evidente que el ejercicio de sus 
derechos se hace de la misma forma en el que lo hacen otras 
personas, por lo que resulta importante señalar de manera expre-
sa de quién se trata y reiterar por qué es igual en derechos que 
cualquier otra persona.

Si bien lo más importante que se buscaba en este caso se 
cumplió al garantizarse de manera efectiva el derecho a votar de 
una mujer transexual, lo cierto es que en esta primera sentencia 
que se ocupaba de un caso con esas características, mucho se 
podía haber construido en beneficio de la igualdad y la no discri-
minación para el ejercicio de los derechos políticos.
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Electoral Toda sentencia es perfectible. Todo ejercicio de la jurisdicción  
es mejorable. Por ello, se deben resaltar los aciertos y poner aten- 
ción en los errores, para repetir los primeros y omitir los segundos.  
Hoy que por mandato constitucional se exige sin posibilidad de 
escusa alguna a todo tribunal, incluido por supuesto al Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en su Sala Superior 
y salas regionales, que en el ámbito de sus competencias pro-
muevan, respeten, protejan y garanticen los derechos humanos 
de conformidad con los principios de universalidad, interde-
pendencia, indivisibilidad y progresividad, casos como el aquí 
analizado deben ser una oportunidad no sólo para garantizar un 
derecho en particular (en este caso el derecho a ser votado), si-
no también para hacer énfasis y promover otros derechos que 
se encuentren vinculados (en este caso la igualdad ante la ley y 
la no discriminación), no como una formalidad que busque cum-
plir con una obligación, sino como una forma de ir mostrando la 
interdependencia, universalidad e interrelación de todos los de-
rechos humanos.

Hoy que se tiene el reto de usar no sólo los contenidos norma-
tivos y jurisprudenciales derivados del derecho de origen nacional, 
sino también del derecho de origen internacional, se debe tener 
el cuidado, interés y diligencia debida para construir un mínimo 
de derechos posibles, un conjunto de instituciones y medios que, 
sin ser contrarias a las bases del derecho constitucional y del de-
recho internacional, permitan la creación de sistemas efectivos 
para la garantía de derechos. Se debe tener cuidado en no inflar 
de manera desmedida y desproporcionada lo que se entiende y 
quiere que sean los derechos humanos, pues ante ello también 
se corre el riesgo de reventar los derechos, su utilidad, sus posi-
bilidades y su realidad.

Desde el ámbito jurisdiccional se debe buscar proteger y ga-
rantizar siempre de la mejor manera los derechos humanos, cada 
caso, cada sentencia es una oportunidad de ello. Pero también, se 
debe ser consciente de que para que ello sea posible se necesitan 
dictar sentencias sencillas en su comprensión general, preci-
sas en la definición de los derechos, posibles de ser cumplidas  
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y exigentes en no quedar en una declaración en papel, sino en 
convertirse en derechos efectivos en la realidad. 

Los derechos humanos, dentro de ellos la igualdad de de
rechos, deben ser vistos como una oportunidad para tener una  
mejor convivencia y no como un obstáculo que se debe supe-
rar. En ese sentido, la igualdad de derechos y no discriminación 
en materia política no sólo garantiza una más amplia partici-
pación de todas y todos en los asuntos públicos del país, sino 
que, además, suma a la creación de mejores sistemas demo
cráticos, de una más efectiva consolidación de un Estado 
democrático de derecho.
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